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Todo Risco 

A possibilidade 

de arriscar 

é que nos faz homens. 

Vôo perfeito 

no espaço que criamos. 

Ninguém decide 

sobre os passos que evitamos. 

Certeza 

de que não somos pássaros 

e que voamos. 

Tristeza 

de que não vamos, 

por medo dos caminhos. 

(Damário da Cruz, poeta e jornalista baiano) 



RESUMEN 

 

Esta tesis pretende investigar los aportes de la creación del Comité de Ética Pública 

para la ética pública brasileña, sin perder de vista el momento impregnado por una crisis de 

los valores morales en la oportunidad de su creación. A partir de la ética como conducta, de 

acción u omisión, originada por la reflexión y justificada por los valores morales 

internalizados en cada ser, la tesis pretende avanzar hacia la proposición de sugerencias con la 

intención de maximizar la confianza de los ciudadanos en las instituciones públicas brasileñas 

a través de mayor eficacia del Comité de Ética Pública. Para esto, se hace necesario realizar el 

análisis de los objetivos y los límites de la ética, de las estrategias desde la fundamentación 

moral, de los métodos de los cuales la ética se utiliza para establecer la relación entre la moral 

y la moralidad, del estudio de confianza desde la percepción de Hardin acerca de la confianza 

como interés encapsulado en la relación entre particulares y del estudio de la corrupción, sus 

causas, sus tipos, sus consecuencias y percepciones. La comprensión de que la identificación 

y el reconocimiento de la sociedad acerca de la existencia de la corrupción precede el cambio 

de actitud para enfrentar los problemas éticos, y sigue siendo perceptible  en este trabajo 

propositivo. 

 

 

 

 

 



ABSTRACT 

  

This thesis aims to investigate the contributions from the creation of the ‘Comissão 

de Ética Pública’ to the Brazilian public ethics, regarding the moment marked by a moral 

values crisis in the time of its creation. Starting from the ethics as a behavior, either as actions 

or omission, originated by reflection and justified by each human being’s inner moral values, 

such thesis intends to go further to proposing suggestions aiming to maximize the citizens’ 

trust in the Brazilian public institutions by means of a bigger effectiveness of the ‘Comissão 

de Ética Pública’. To do so, it is important to analyze the goals and limits of ethics, the 

strategies of moral grounding, the methods which are used by ethics to establish the 

relationship between moral and morality, the study of trust from Hardin perception of trust as 

an interest embedded in a private relationship and the study of corruption, its causes, types, 

consequences and perceptions. The finding that the identification and acknowledgement of 

society about the existence of corruption precedes the change in the attitude to face the ethical 

problems is noticeable in this propositional study. 
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INTRODUCCIÓN 

El hombre persigue a través de los tiempos la búsqueda por el equilibrio social y 

tiene, a lo largo de este camino, acumulado conocimientos con respuestas a muchas preguntas 

que atormentan su existencia. 

La Ilustración  o “Era de las luces”, época optimista y llena de esperanza, como se 

refiere Cortina (1998), llena de descubrimientos que invitan a las personas a no renunciar a su 

razón, eliminar su pereza y pensar por sí mismos, sin dejar esa tarea a manos de otros. 

"Sapere Aude" texto de la época, resumiendo el sueño de la Ilustración
1
.   El refuerzo de la 

creencia de que había llegado la hora de la libertad y con ella el descubrimiento de cinco 

claves de la sociedad: la autonomía, la civilidad, la legitimidad, la justicia y la tolerancia. La 

autonomía para que la personas puedan regirse por sus propia leyes; la civilidad que las 

permite proveer de responsabilidad hacia lo público, que es finalmente "lo suyo"; la 

legitimidad, en la medida en que las leyes sean creadas respetando a los ciudadanos; la 

justicia para las instituciones, que sean justas y capaces de actuar con imparcialidad; la 

tolerancia a las religiones, con el descubrimiento de los valores que coinciden y respeto hacia 

a los que discrepan. 

Una época en la que los ilustrados habían entendido que los hombres han nacido para 

ser dueños de sus vidas y que podrían formar una sociedad organizada con valores éticos, que 

se rige por leyes justas y legítimas. Estaría en la mano del hombre seguir este curso, y 

establecer una sociedad justa en igualdad de condiciones a todos los ciudadanos. No obstante, 

                                                 
1 
KANT, Immanuel. 1990. Critica de la Razón Pura: ¿Qué es Ilustración?. Universitat de València. Traducción: 

Pedro Ribas, Joan B. Llinares Chover. 



observando la marcha humana es evidente que este se desvió de su objetivo y se ha dejado 

influenciar por el poder económico y pacíficamente asintió que el intercambio de favores, 

regalos y acuerdos respalden la política, la academia, social e institucional, instituyendo como 

práctica común en los diversos sectores de la sociedad. 

Mucho se habla en ética, más y más se recurre a este tema y, por lo tanto, más énfasis 

se le da a su ausencia. La ética dirige la vida de la sociedad en todas sus acciones, desde las 

más comunes a las situaciones más complejas. Sin embargo, antes de sumergir en el estudio 

de la ética, hay que tener en cuenta que los valores están estrechamente vinculados con la 

ética, representan así mimo su puerta de entrada, que son una experiencia fundamentalmente 

humana, definidos por la manera en que el hombre se relaciona con el mundo y otros 

hombres. Cuando se presenta a cualquier situación que requiera la toma de decisiones, el 

hombre ve la necesidad de basar su comportamiento en las reglas que considere más 

apropiadas o más dignas. Estas normas son aceptadas íntimamente y pasan a justificar su 

comportamiento. 

En la obra de Hildebrand (2003) se presentan los valores fundamentales que, 

precisamente por su ausencia, son necesarios para reconstruir la sociedad, en que inicia por la 

reverencia, que es lo que nos abre al mundo de los valores, la fidelidad que según los autores 

consiste en dar respuesta adecuada y permanente respecto a los valores objetivos importantes 

en sí mismos. La responsabilidad, porque solamente la persona que posé un sentido de la 

responsabilidad "puede apreciar debidamente el impacto de las exigencias del mundo de los 

valores"(Hildebrand, 2003:48-49), la verdad que se opone a todo tipo de falsedad, la bondad 

que define como "el verdadero núcleo de todo el reino de los valores morales (...) no hay 

ninguno que encarne más completamente el mundo moral que la bondad" (Hildebrand, 

2003:75), la esperanza de que confirma la inmortalidad del alma, la virtud de la humildad 

cuyo papel decisivo e importante "es tal que transforma toda la moral, empapa a todas las 



otras virtudes y concede a cada una de ellas un valor incomparable. (...) Solo con la 

humildad como fundamento pueden  las otras virtudes desplegar su belleza: la humildad da 

un tono absolutamente nuevo a todo el hecho de una persona, la eleva de una manera 

misteriosa, le confiere una sublime libertad interior y derriba los muros que le 

aprisionaban"(2003:161-162) y el corazón humano que para Hildebrand "(...) el corazón 

constituye el yo real de la persona más que su intelecto o su voluntad"(1996:133). 

José de Ávila Aguiar Coimbra define la ética a través de los tiempos y su evolución 

en el siguiente párrafo: 

El sentido ético acompaña la humanidad desde los primórdios. Fue nómade como los primeros 

homínidos, habitó en cavernas, se estableció en comunidades fijas. Fue troglodita, cocellera y 

cazadora. Estuvo presente en la forja de armas e instrumentos de trabajo para todas las 

actividades. Evolucionó con las demás formas de evolución a través de la sucesión de las edades, 

junto con la piedra, el bronce y el hierro. Hizo guerras y cosió armisticios. Fue esclavizada e hizo 

esclavos. Dominó y fue dominada. Se hizo sierva y soberana, presidió a la servidumbre y a los 

imperios. Por fin, entre las muchas vicisitudes y transformaciones por qué pasó la especie 

humana, el sentido ético tuvo rasgos animales y fisionomía racional. Los hechos humanos 

conocieran, a lo largo de millones de años de evolución, llamamientos  e impulsos cósmicos: 

sintió el llamamiento profundo de la Tierra, fue por veces derrotado por instintos primitivos y se 

dejó extasiar con las maravillas del universo. Expresión del ser  y pensante, arrastrada por los 

impulsos instintivos y enseñada por la razón, la ética vino a formarse de acuerdo con los 

contornos que las diferentes prácticas de la cultura humana le atribuían. Tendría ella nacido y se 

desarrollado como resultado puro y simple de la evolución que marcó los milenios, desde la pre-

historia hasta nuestros días? Que haya pasado por prácticas sucesivas, acompañado los ciclos 

históricos, de eso no se hay de dudar. Que haya estado presa a la evolución biológica de las 

especies, eso no se puede discutir, al menos según los caminos de los conocimientos de que 

disponemos. De hecho, la ética tiene más de existencial que de biológico. Estuvo, a buen seguro, 

conectada estrechamente las culturas, sin embargo su vocación es supra cultural. Se identificó, en 

algunos casos, con religiones politeístas y monoteístas, con las religiones tradicionales y la 

religiosidad moderna, sin embargo su formulación y práctica no se reducen a ninguna de ellas. 

En todo y en todos, la vocación de la ética es transcendente. (Ávila, 2002:24) 

 



La ética se ocupa de la subjetividad, con los valores que cada uno tiene dentro de sí 

mismo y la forma en que se relaciona con los demás, valores que varían de acuerdo con la 

percepción que cada uno tiene del mundo y de la realidad social en la que se inserta. En 

Brasil, la ética aparece como una preocupación constante, aunque más específicamente su 

ausencia, por se tratar de un país que a lo largo del tiempo ha valorado prácticas deshonestas y 

la impunidad, que ha sembrado en la sociedad el deslumbramiento por las cosas fáciles, 

convirtiéndose en el conocido "jeitinho” o “estilo brasileño". 

 El sentimiento de la sociedad brasileña, que carece de una cultura ética, fue traducido 

por el gran jurista brasileño Ruy Barbosa que, en 1914, discursó: “De tanto ver triunfar as 

nulidades; de tanto ver prosperar a desonra, de tanto ver crescer a injustiça, de tanto ver 

agigantar-se os poderes nas mãos dos maus, o homem chega  a desanimar da virtude, a rir-se 

da honra, a ter vergonha de ser honesto.” 
2
 

La sociedad brasileña se ha acomodado y necesita despertar y establecer una cultura 

de integridad ética, los ciudadanos deben tener conciencia de que el servicio público es la 

acción del gobierno para satisfacer las necesidades de las personas que forman parte del 

Estado, que pagan impuestos y que por eso deberían tener la contraprestación en servicio por 

tal carga fiscal. Por su parte, los agentes públicos deben también satisfacer las necesidades de 

los ciudadanos que pagan sus salarios, con el ejercicio de la función pública completa y 

honestamente, guiados por los valores éticos y morales. En la vida pública, a pesar de todos 

los controles, normas y sanciones existentes, no podemos garantizar las actitudes éticas de los 

servidores, y que toda forma de control, por más severa que pueda parecer, no logra evitar los 

actos de corrupción.  Esencial la voluntad política para reconocer la necesidad de la 

conciencia ética, a través de inversiones constantes para incorporarla en las vidas de los 

                                                 
2
 Obras completas de Rui Barbosa. Fundação Casa Rui Barbosa. Disponivel em: 

http://docvirt.com/docreader.net/docreader.aspx?bib=ObrasRuiMP&pasta=Vol.%20XLI%20(1914)\Tomo%20II

I&pesq=&paglog=  Acesso em: 24 ago. 2014 

http://docvirt.com/docreader.net/docreader.aspx?bib=ObrasRuiMP&pasta=Vol.%20XLI%20(1914)/Tomo%20III&pesq=&paglog
http://docvirt.com/docreader.net/docreader.aspx?bib=ObrasRuiMP&pasta=Vol.%20XLI%20(1914)/Tomo%20III&pesq=&paglog


ciudadanos y de los funcionarios públicos. Ciertamente, hay funcionarios públicos 

irresponsables que se involucran en una conducta no ética pero, sin embargo, tampoco es 

irrelevante el número de servidores públicos honestos y comprometidos que realizan grandes 

esfuerzos para contribuir al desarrollo de la institución en la que trabajan. 

Según lo decía Drucker: 

En algunos siglos, cuando la historia de nuestros días sea escrita con una perspectiva de largo 

plazo, es probable que el hecho más importante que los historiadores destaquen no sea la 

tecnología, ni internet, ni el comercio electrónico. Será un cambio sin precedentes de la condición 

humana. Por primera vez, literalmente, un número sustancial y creciente de personas tiene 

elecciones. Por primera vez, ellas gestionan a sí mismas. Y la sociedad está totalmente 

despreparada para eso.
3
  

 

En este contexto, el presente trabajo pretende contribuir a la reflexión de la ética y, 

presenta como un objeto de estudio la Comisión de Ética Pública y las contribuciones que su 

creación trajo a la ética pública brasileña, con el fin de estudiar sus objetivos y los cambios 

derivados de su creación, en la sociedad brasileña y en los agentes públicos. Para poder 

entender los verdaderos objetivos de su creación y el contexto en el que opera, este trabajo se 

desarrollará en cinco capítulos, que pretenden a través del estudio de los valores morales, de 

la ética, de la corrupción y de la confianza, obtener respuestas a las siguientes preguntas: ¿La 

creación de la Comisión de Ética Pública ha contribuido a la reducción de la corrupción en 

Brasil? ¿La Comisión de Ética Pública ha contribuido a aumentar la confianza en las 

instituciones públicas brasileñas? 

El primer capítulo titulado “La Función Pública” comienza por la naturaleza y el 

marco normativo de la función pública, con la contextualización de las funciones del Estado y 

                                                 
3
 Drucker, P. F. Managing knowledge means managing oneself. Leader to Leader, 2000, En: Covey, S. O 8º 

hábito: da eficácia à grandeza, São Paulo: Campus, 2005. p. 8. 



del derecho administrativo brasileño. En la primera parte del trabajo, todavía,  se pone de 

relieve la importancia de los principios como directrices de la administración pública 

brasileña; el principio de la indisponibilidad, por la Administración, del interés público por el 

que los bienes e intereses de la Administración no están a la libre disposición del 

administrador, sino que bajo su administración, con las finalidades establecidas en ley y, 

también, el principio de la supremacía del interés público sobre el privado ,en el que los 

intereses de la comunidad siempre deben dictar la norma de todas las acciones del 

administrador y prevalecer sobre los intereses privados. Este capítulo se ocupa en el estudio 

de los valores fundamentales para las instituciones públicas en línea con los países miembros 

de la OCDE y los doce principios desarrollados mediante la identificación de la necesidad de 

dirigir, administrar y controlar los sistemas públicos de gestión de la ética. Además, trae un 

breve estudio de las funciones públicas en Brasil y el instrumento utilizado para el control de 

entrada. En el primer capítulo todavía, se  traza el historial hasta la creación de la Comisión de 

Ética Pública de Brasil. 

El segundo capítulo de este trabajo se denomina “Ética y Pública Ética” y tiene como 

pretensión analizar la ética, de manera simple y objetiva, qué es y qué representa para la 

sociedad, cuáles son sus límites y objetivos, para lo que se ve la necesidad de  conceptualizar 

y diferenciar la filosofía moral y la moral, hablar de las cuestiones morales que forman parte 

de nuestra vida diaria, de las virtudes –tanto su ausencia como su exceso; la libertad, ya sea 

limitada por las reglas o que carecen de ellas; la moral y la moralidad y la relación entre ellas, 

la relación de la ética con otras disciplinas, su evolución no sólo en la vida del individuo, sino 

su evolución organizativa; del alcance de la libertad moral, discutir sus límites y metas, 

distinguir las diferentes estrategias y métodos de argumentación utilizados para fomentar las 

acciones y juicios morales, exponer los métodos que la ética se utiliza para establecer la 

relación entre la moral y la moralidad y la combinación de estos métodos para el examen de 



su existencia en la acción humana. Aun en este capítulo, se discute la ética pública, dónde, 

cómo y por qué del surgimiento de la preocupación por el término ética pública, sus 

principios y la necesidad de su desarrollo, tanto en los funcionarios públicos y en las 

instituciones para que podamos avanzar hacia lo que buscamos, la comprensión de cada uno 

de los temas citados, en un intento de establecer una dirección con el fin de entender la ética y 

proponer la diferencia entre la ética y la ética pública. 

El tercer capítulo tiene como tema central “La Comisión de Ética Pública brasileña”, 

teniendo en cuenta la creación de la comisión en un país que busca identificar ética en todas 

sus esferas, que en este momento no nos permiten hablar al rescate la ética, ya que el rescate 

se referiría a la situación preexistente, éticamente considerada como ideal o al menos cerca 

del ideal, que no es el caso. Este capítulo trata de la exposición de la trayectoria histórica de la 

Comisión de Ética Pública de Brasil, con el análisis de su evento de creación, con la 

percepción de que la creación de la Comisión de Ética Pública presenta como interés central y 

objetivo principal de esta tesis: establecer si el comité de ética pública podría contribuir a 

reducir la corrupción y aumentar la confianza de la sociedad en las instituciones públicas 

brasileñas. Estos dos acontecimientos afectan directamente a los objetivos de la creación de la 

comisión de ética pública en Brasil, y en ese contexto se pueden presentar de forma individual 

o a veces separados, y otras veces todavía como el resultado uno del otro. 

El análisis de las acciones emprendidas por la Comisión desde su creación, con el fin 

de combatir el desvío de conductas y establecer un estándar de comportamiento ético a través 

de orientación para evitar desviaciones de conductas en desacuerdo con el Código de 

Conducta del alto Administrativo Federal. En este capítulo también se ocupará de  exponer el 

cuadro presentado por José Leovegildo Oliveira Morais y Dalmacio José de Souza Madruga, 

que trata de cómo están regulados por códigos de ética, por régimen disciplinario de los 

funcionarios públicos, por la ley de improbidad administrativa, por el Código Penal y de la 



forma en que se regula en el sistema jurídico brasileño y el régimen legal de cada uno de los 

temas: 1. El uso indebido de la función pública. 2. El enriquecimiento ilícito en el ejercicio de 

su función; 3. El patrocinio de interés privado frente a la administración pública (tráfico de 

influencias). 4. El incumplimiento de la confidencialidad. 5. El uso de información 

privilegiada. 6. Asesoramiento a entidad privada. 7. actividad paralela a la función pública. 8. 

Conflicto de intereses. 9. Limitación de las actividades posteriores al ejercicio de la función 

pública (cuarentena). 10. Recepción de regalos. 11. La imparcialidad. 12. Violación del 

principio constitucional del concurso público. 13. El uso de los bienes públicos en actividades 

privadas. 14. El uso de los funcionarios, incluidos los trabajadores subcontratados, en 

actividades particulares. 15. Tomar posesión de dinero público o bien público. Y, sin 

embargo, en este capítulo se propone también analizar el impacto de la creación de la 

Comisión de Ética Pública en el comportamiento de la sociedad brasileña, para identificar la 

ocurrencia del aumento de la confianza de la sociedad en las instituciones públicas después de 

su creación y medir el grado de confianza de la sociedad brasileña en las instituciones 

públicas a través del análisis de la encuesta llevada a cabo por la Comisión de Ética Pública 

en 2008 y publicado en 2009 bajo el título: La investigación sobre Valores Éticos – 

percepción de la ética en la sociedad civil brasileña y entre los servidores. Además, el 

presente capítulo se ocupa todavía de la revisión de la instalación de la Comisión de Ética 

Pública, con el objetivo de identificar cualquier avance en la posición ética de los funcionarios 

públicos con base en los análisis de las sentencias dictadas por la Comisión de Ética Pública 

(CEP), identificando si los resultados de las sentencias de la CEP se dan a conocer para que 

los funcionarios públicos tomen conciencia, para que con ellas puedan evitar actos de 

corrupción futuros.  

El cuarto capítulo titulado “La Corrupción”, se dedica al gran problema que afecta a 

todos los países, en mayor o menor medida, pero en el presente estudio se centra en Brasil. 



Trae la definición de corrupción en opinión de varios autores, sus causas, sus tipos y las 

consecuencias que la corrupción trae a los ciudadanos y a las instituciones. La participación 

de Brasil en las convenciones contra la corrupción también se analiza en este capítulo y 

además un factor relevante para este estudio: la percepción de la corrupción, de manera que es 

necesario tener presente que el gran número de casos de corrupción recientes en Brasil puede 

significar no sólo la creciente participación de la sociedad y de los funcionarios públicos en 

esquemas de corrupción, sino que también se puede decir que estamos en el intento de rescate 

de la ética a través de la libertad de investigación y sanción de los casos la corrupción. 

El capítulo cinco, titulado “Confianza y CEP”, se inicia con el estudio del 

significado de la confianza y establecer los lazos de confianza. Para eso, parte del análisis de 

la obra de Hardin (2010) – “Confianza y Confiabilidad” -, que sirve como punto de partida 

para el análisis de los aspectos críticos de la eficacia de la Comisión de Ética Pública para 

finalmente analizar el aumento de la confianza en las instituciones públicas brasileñas. 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPITULO PRIMERO 

 

FUNCIÓN PÚBLICA 

"No hay en Francia autoridad superior a la 

ley; el Rey no reina sino en virtud de ella e 

únicamente en nombre de ella que podrá exigir 

obediencia".  

Art. 32 del Capítulo II de la Constitución 

francesa de 1791. 

 

La función pública puede definirse como la relación jurídica del Estado con sus 

agentes, cómo el Estado organiza y determina las necesidades públicas de los ciudadanos, 

funciones que deben ser cumplidas y proporcionadas por el sistema público. Este capítulo 

tiene como objetivo plantear la cuestión de la administración pública como un instrumento a 

través del cual el Estado ofrece a los ciudadanos los servicios públicos, y cómo el gobierno 

brasileño está organizado para satisfacer estas necesidades administrativas específicamente en 

relación con la ética pública. Después de identificar el clamor de la sociedad brasileña, se 

puede concluir que se espera mucho del gobierno de Brasil, hay un largo camino por recorrer 

en cuestiones éticas, y podemos decir sin temor a equivocarnos que estamos dando todavía los 

primeros pasos. Los valores estudiados a continuación reclaman su aceptación por parte de la 

sociedad y que sean internalizados en los servidores públicos para que así traten “lo público”  

como el fruto del trabajo y esfuerzo de toda la sociedad.  



El capítulo se inicia a partir de la definición de la naturaleza y del marco normativo 

de la función pública, para luego recorrer los valores fundamentales de la institución pública y 

de las funciones públicas en Brasil. Por ende, se rescatará los objetivos y el contexto en el que 

se ha creado la Comisión de Ética Pública. 

 

1.1. NATURALEZA Y EL MARCO NORMATIVO 

En relación con el tema "Función Pública", debemos volvernos al Derecho 

Administrativo, ya que es la rama del derecho público que regula el ejercicio de las funciones 

administrativas, así como las personas u órganos que la desempeñan. Según Bandeira de 

Mello (2010:29), "la función pública en un Estado Democrático de Derecho, es la actividad 

realizada en el cumplimiento del deber de lograr el interés público, mediante el uso de 

poderes instrumentalmente necesarios conferidos por la ley." 

La abrumadora mayoría de los estudiosos occidentales, en nuestro tiempo, afirman 

que hay una división tripartita de las funciones del Estado: legislativo, administrativo (o 

ejecutivo) y la judicial. Aunque hay una corriente doctrinal contraria, en la que destacamos 

Kelsen (1950) con la afirmación de que las funciones del Estado se encarnan en dos 

direcciones: la creación y la aplicación del derecho. Para la doctrina que prevalece hay un 

criterio formal para la división de las funciones del Estado, la función legislativa ejercida por 

el Estado a través del establecimiento de normas; la función judicial ejercida por el Estado a 

través de las decisiones que resuelven las controversias - es decir, el Estado como tercero no 

vinculado a las partes impone coercitivamente una decisión para resolver la disputa llevó a 

juicio. En cuanto a que la función del Estado, se dice modernamente que  el Estado no impone 

el consenso sino que más bien administra el disenso. Por último, está la función 



administrativa, que como sostiene la doctrina, es la función más difícil de ser conceptuada por 

la gran heterogeneidad de las actividades en ella comprendidas. Sin embargo, se puede decir 

que el Estado ejerce esa actividad bajo en régimen jerárquico y al control legal del poder 

judicial. 

Una vez hecha la referencia sobre las funciones del Estado, surge la cuestión de su 

régimen jurídico-administrativo, es decir, el marco normativo al que se debe ceñir la 

administración pública “latu sensu”. 

Para Garrido Falla (1958), el Derecho Administrativo se construye sobre el binomio 

“prerrogativas administrativas – derechos de los administrados”. Regular la tensión entre estas 

prerrogativas y los derechos de los administrados es, bajo cierto aspecto, la finalidad del 

Derecho Administrativo. 

A partir del concepto doctrinario de principio, expone José Antonio Bandera de 

Mello:  

Princípio é, pois, por definição, mandamento nuclear de um sistema, verdadeiro alicerce dele, 

disposição fundamental que se irradia sobre diferentes normas, compondo-lhes o espírito e 

servindo de critério para exata compreensão e inteligência delas, exatamente porque define a 

lógica e a racionalidade do sistema normativo, conferindo-lhe a tônica que lhe dá sentido 

harmônico. (Bandeira de Mello, 2010:285).  

 

En esta misma línea, sostiene: 

...violar um princípio é muito mais grave do que transgredir uma norma. A desatenção ao 

princípio implica ofensa não apenas a um específico mandamento obrigatório, mas a todo o 

sistema de comandos. É a mais grave forma de ilegalidade ou inconstitucionalidade, conforme o 

escalão do princípio violado, por que representa insurgência contra todo o sistema, subversão de 

seus valores fundamentais, contumélia irremissível a seu arcabouço lógico e corrosão de sua 

estrutura mestra. (Bandeira de Mello, 2010:286). 

 



Los principios nortean la interpretación de la Constitución, permiten también que el 

administrado, aunque se encuentre a vacíos interpretativos, pueda conducir su decisión a 

partir de tales principios que rigen la administración pública. Así, se subraya la importancia 

de que administradores y administrados sean incentivados a apropiarse de conocimientos de 

principios sobre los cuales está diseñado todo el sistema normativo de la administración 

pública de su país. 

Insertos en un contexto jurídico principiológico, se puede decir que el Derecho 

Administrativo de Brasil se perfila sobre la base del culto de dos principios fundamentales, a 

saber, la supremacía del interés público sobre el privado y la indisponibilidad, por parte de la 

Administración Pública, de los intereses públicos. Tanto este y lo otro, tiene estrecha relación 

con el tema de la corrupción, ya que tales disposiciones, además de técnicas, se reviste de 

carácter ético. Donde hay corrupción, hay inevitablemente violación de los principios aquí 

mencionados. 

Por lo tanto, se entiende por principio de  la indisponibilidad de los intereses públicos 

que los bienes e intereses de la Administración no están sujetos a la voluntad del 

administrador, sin restricciones. Vale la pena señalar que el funcionario público gestiona los 

activos e intereses de acuerdo a un propósito legal. Estos activos y los intereses son 

inapropriables. Cirne Lima señala que "“Opõe-se a noção de administração à de propriedade, 

nisto que, sob administração, o bem não se entende vinculado à vontade ou personalidade do 

administrador, porém a finalidade impessoal a que essa vontade deve servir”.(Lima, 

2007:37) 

Bajo este prisma, es el Estado que titulariza los intereses públicos, y no la 

Administración. 



Ya el principio de la supremacía del interés público sobre el privado implica en el 

reconocimiento de la prevalencia de los intereses de la colectividad sobre los intereses 

particulares. Esta disposición ética es referida por varios autores como la presuposición de un 

orden social estable. Sobre tal relación ha escrito Oswaldo Aranha Bandera de Mello: 

A manifestação da vontade do Estado, internamente, se faz, de regra, de forma 

unilateral, tendo em vista o interesse estatal, como expressão do interesse do todo 

social, em contraposição a outra pessoa por ela atingida ou com ela relacionada. 

E, mesmo quando as situações jurídicas se formam acaso por acordo entre as 

partes de posição hierárquica diferente, isto é, entre o Estado e outras entidades 

administrativas menores e os particulares, o regime jurídico a que se sujeitam é 

de caráter estatutário. Portanto, a autonomia da vontade só existe na formação 

do ato jurídico. Porém, os direitos e deveres relativos à situação jurídica dela 

resultante, a sua natureza e extensão são regulamentados por ato unilateral do 

Estado, jamais por disposições criadas pelas partes. Ocorrem, através de 

processos técnicos de imposição autoritária da sua vontade, nos quais se 

estabelecem as normas adequadas e se conferem os poderes próprios para atingir 

o fim estatal que é a realização do bem comum. É a ordem natural do Direito 

interno, nas relações com outras entidades ou com particulares. (Bandeira de 

Mello 1964:36) 

 

A partir de esta perspectiva, el que ejerce la función estatal es el agente público y 

tiene el deber de observar los principios antes mencionados, bajo pena de responsabilidad. La 

naturaleza de la actividad desarrollada y la investidura en tal actividad identifican el agente 

público, es decir, el responsable por el ejercicio de la función pública. 

A partir de esa idea de responsabilización penal por actos ilícitos practicados por los 

gestores públicos en general, surge un marco legal para la definición de “agente público”, en 

sentido amplio. Subrayamos que el término “funcionario público”, utilizado apenas en 

Derecho Penal, ha sido sustituido en Derecho Administrativo por el término “agente público”. 



Así dispone el Código Penal brasileño: 

Art. 327 - Considera-se funcionário público, para os efeitos penais, quem, embora 

transitoriamente ou sem remuneração, exerce cargo, emprego ou função pública. 

        § 1º - Equipara-se a funcionário público quem exerce cargo, emprego ou função em 

entidade paraestatal, e quem trabalha para empresa prestadora de serviço contratada ou 

conveniada para a execução de atividade típica da Administração Pública.      (Incluído pela Lei 

nº 9.983, de 2000) 

        § 2º - A pena será aumentada da terça parte quando os autores dos crimes previstos neste 

Capítulo forem ocupantes de cargos em comissão ou de função de direção ou assessoramento de 

órgão da administração direta, sociedade de economia mista, empresa pública ou fundação 

instituída pelo poder público. (Incluído pela Lei nº 6.799, de 1980). 

 

Se puede observar que el criterio utilizado por la legislación brasileña no es el del 

vínculo con la Administración Pública sino el del trabajo ejecutado, es decir, de la finalidad 

pública de los servicios prestados. El párrafo 1º del artículo 327 del Código Penal brasileño, 

incluido por la ley 9.983/2000, amplia todavía más el concepto de funcionario público. Se 

trata pues de una norma de extensión por abarca incluso al particular cuando en el ejercicio 

del cargo o función pública, aunque de manera transitoria y sin remuneración.  

Como consecuencia, tras el cambio legislativo ocurre una efectiva ampliación del 

concepto de funcionario público, descrita a seguir por Julio Fabbrine Mirabete: 

“A nova redação dada ao art. 327 passou a abranger, no conceito de funcionário público, 

particulares que trabalham em empresa prestadora de serviço contratada ou conveniada para a 

execução de atividade típica da Administração Pública. Na ausência de definição legal do que 

seja “atividade típica” da Administração Pública deve-se considerar como “toda atividade 

material que a lei atribui ao Estado para que a exerça diretamente ou por meio de seus delegados, 

com o objetivo de satisfazer concretamente às necessidades coletivas, sob regime jurídico total ou 

parcialmente público”. Nessa categoria estão as empresas de coletas de lixo, de energia elétrica e 

iluminação pública, de serviços médicos e hospitalares, de telefonia, de transporte, de segurança 

etc., desde que contratadas ou conveniadas com o Estado (Unión, Estados y 

Municipios)”(Fabbrine Mirabete, 2007:280). 

 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/LEIS/L9983.htm#art327§1
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/LEIS/L9983.htm#art327§1
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/LEIS/1980-1988/L6799.htm#ART327§2


Cabe señalar que cualquier particular, aunque que transitoriamente o sin 

remuneración, que se encuentre en el ejercicio del cargo, empleo o función pública, aunque 

subcontratado, se considera agente público y funcionario público para el Derecho Penal y, por 

lo tanto, sujeto a las penas de la ley.  

 

 

1.2. VALORES FUNDAMENTALES PARA LAS INSTITUCIONES 

PÚBLICAS, EN LINEA CON LOS PAÍSES MIEMBROS DE LA OCDE 

 

Para que un país pueda atender a sus ciudadanos con servicios públicos adecuados, 

esencial que sus agentes públicos se apropien del conocimiento de los valores necesarios para 

nortear sus comportamientos de forma a orientar también sus acciones, con el objetivo de 

inspirar la confianza de sus ciudadanos. Si los agentes públicos necesitan identificar el 

comportamiento que se espera de ellos, por obvio y prioritariamente, los ciudadanos deben ser 

capaces de identificar los valores que son fundamentales para los comportamientos y actitudes 

de los titulares de cargos públicos, para servir de manera ética a los intereses colectivos. En 

este contexto, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico - OCDE - que 

hoy cuenta con treinta y cuatro países miembros, ha publicado en 2000 (cuando todavía tenía 

veintinueve países miembros) el resultado de una lista de ocho valores fundamentales del 

servicio público, más frecuentemente citados en sus países miembros
4
. 

                                                 
4 

Construindo a confiança pública: Medidas éticas nos países da OCDE, OCDE – Nota sobre Políticas de 

Administração Pública. Disponível em: http://vvv.oecd.org/dataoecd/60/24/1899610.pdf>  Aceso en:  25 de 

agosto de 2013.  

http://vvv.oecd.org/dataoecd/60/24/1899610.pdf


 

Fuente: Construyendo la confianza pública: medidas éticas en los países de la OCDE. 

 

El levantamiento ha culminado con la imparcialidad, la legalidad y la integridad 

como los trés valores más importantes a ser considerados en el servicio público. De esa forma, 

una de las grandes preocupaciones es la de que todos puedan ser tratados de manera igual, y 

que exista la imparcialidad que indique la igualdad de acceso al servicio público. 

En el diccionario de la Real Academia Española, imparcialidad
5
 es definida como:  

“Falta de designio anticipado o de prevención en favor o en contra de alguien o algo, que 

permite juzgar o proceder con rectitud”. En Brasil es definida l como a qualidade daquele ou 

daquilo que é imparcial, y por ello la necesidad de definir igualmente “imparcial”
6
: “1. Que 

não favorece um em detrimento de terceiro. 2. Que revela imparcialidade. 3. Que não tem 

partido. 4. Reto, justo. 5. Que julga como deve julgar entre interesses que se opõem”. Su 

                                                 
5
  Imparcialidad (De imparcial). 1. f. Falta de designio anticipado o de prevención en favor o en contra de alguien 

o algo, que permite juzgar o proceder con rectitud. Dicionário de la Real Academia Española (RAE). Disponível 

em: http://lema.rae.es/drae/?val= Consultado em: 28/07/2015. 

6
 Imparcial, in Dicionário Priberam da Língua Portuguesa [em linha], 2008-2013, 

http://www.priberam.pt/dlpo/imparcial [consultado em 29-07-2015]. 

http://lema.rae.es/drae/?val
http://www.priberam.pt/dlpo/imparcial


definición – tanto en la versión española como en la brasileña – traduce el sentido de su 

utilización práctica. Importante mencionar también que a pesar de que el concepto sigue la 

misma línea en ambos países, la Constitución Española
7
  - en su artículo 103.3 – garantiza a 

los que integran la administración pública que puedan realizar sus actividades con 

imparcialidad, lo que no ocurre en la Constitución brasileña, en la que la imparcialidad ni 

siquiera ha sido citada.  

Para que la imparcialidad sea garantizada, debemos englobar dos aspectos: el primer 

trata de la protección del servidor público en el ejercicio de sus actividades; y el segundo, no 

menos importante, se refiere a la forma con la que la administración pública debe estimular y 

exigir conductas imparciales, además de sancionar las conductas que se alejan de la 

imparcialidad. La administración pública debe fomentar el alejamiento y la distancia que 

permitirá que los servidores públicos tomen decisiones basadas en criterios lógicos y 

racionales. 

La legalidad, que aparece en la lista publicada por los países miembros de la OCDE 

en el segundo lugar, detrás apenas de la imparcialidad, se señaló en Brasil como uno de los 

principios de la administración pública, como se expondrá más adelante, y presupone la 

preocupación de los ciudadanos y servidores públicos con la aplicación de las leyes a que 

están sometidos todos los ciudadanos y la administración pública. Por sí misma, la legalidad 

puede ser visto como la aplicación efectiva de la ley, no significa un análisis, un sentido de la 

moral o una reflexión sobre la conducta aplicada, lo que nos permite inferir que cuando la 

imparcialidad y la legalidad se muestran como los más importantes valores para el aumento 

                                                 
7
 Constitución española, Artículo 103 1.La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales 

y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, 

con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 2.Los órganos de la Administración del Estado son creados, 

regidos y coordinados de acuerdo con la ley. 3.La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso 

a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su 

derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de 

sus funciones. Disponível em:  

http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/titulos/articulos.jsp?ini=97&fin=107&tipo=2  

http://www.congreso.es/consti/constitucion/indice/titulos/articulos.jsp?ini=97&fin=107&tipo=2


de la confianza en las instituciones públicas, los ciudadanos están satisfechos, comprometidos 

y confiantes cuanto al cumplimiento de la legislación y de la imparcialidad concebida y de 

esta manera la intención es que permanezca así, o la posibilidad de que sus ciudadanos no 

posean todavía la garantía del cumplimiento de la ley y mucho menos la garantía de la 

imparcialidad de las decisiones que garantizan el cumplimiento de los dispuesto en la 

legislación. En este contexto, me refiero aquí que Brasil se encuentra en el segundo de los 

casos, ya que sus ciudadanos, en gran parte, luchan para que sean satisfechos los derechos 

dispuestos en la legislación vigente. 

La integridad – del latin integritas  - es definida por la Real Academia Española 

como: “1. f. Cualidad de íntegro. 2. f. Pureza de las vírgenes.
8
 Y definida em Brasil como: 

1. Qualidade de íntegro.2. Carácter daquilo a que não falta nenhuma das suas partes.3. Esta

do de são, de inalterável. 4. [Figurado]  Retidão, honradez; pureza intacta”.
9
 

Frecuentemente se suele vincular la definición de integridad a la definición de 

justicia y honestidad. Para mejor comprender lo que se pretende tratar como integridad, 

conviene citar a Furrow (2007) para quien la integridad de cada persona implica dos tipos de 

coherencia: la coherencia entre sus comprometimientos, principios o valores y la coherencia 

entre las acciones y sus deseos, valores y comprometimientos.  

La idea de que el individuo no puede considerarse íntegro actúa de acuerdo a sus 

deseos más fuertes, sin una valoración si sus deseos permitirían que el deseo más fuerte o un 

conjunto más urgente definan su conducta en un momento dado. O aún, carecería de 

integridad si define sus actitudes en oposición a sus deseos o valores, por lo que sería también 

falta de integridad consigo mismo.  

                                                 
8
 Ïntegridad¨ in dicionário de la Real Academia Española (RAE). Disponível em: http://lema.rae.es/drae/?val= 

Consultado em: 28/07/2015.  
9
 "integridade", in Dicionário Priberam da Língua Portuguesa [em linha], 2008-

2013, http://www.priberam.pt/dlpo/integridade Consultado em 26/07/2015. 

http://lema.rae.es/drae/?val
http://www.priberam.pt/dlpo/integridade


Furrow expone la existencia de dos problemas con la integridad moral: el primer, que 

el comprometimiento incondicionado puede ser basado en cualquier cosa y de esta forma 

permiten que el individuo pueda ser considerado integro si basa sus acciones en sus 

comprometimientos amorales. No obstante, el autor no visualiza problemas en lo que se 

refiere a la neutralidad de la integridad si no es la integridad la única virtud dominante. El 

segundo de los problemas y de más profundidad, de acuerdo con Furrow, es la existencia de 

conflictos entre los valores, las obligaciones, los comportamientos y las virtudes de cada 

individuo, de modo que la existencia de conflicto actúe como una amenaza al papel que la 

integridad desarrolla en la conquista de la felicidad, de forma que la preocupación con la 

resolución de conflictos pueda significar la incapacidad de experimentar deseos nuevos y una 

tendencia a evitar lo que se denomina fuentes genuinas de valor. 

Integridad en demasía inibe la búsqueda de la felicidad (Furrow, 2007) con la 

imposibilidad de que el individuo que esté abierto al desfrute de lo que tiene valor pueda vivir 

sin conflictos debido a los comprometimientos y presiones vivenciados en la sociedad actual. 

Os comprometimentos que conferem identidade devem ser constantemente reavaliados à luz de 

novas situações. O poder que ele têm de nos conferir identidade vem precisamente do fato deles 

subsistirem sob contínuas reavaliações. (Furrow, 2007:151) 

 

La integridad se presenta como algo mutable y en constante formación, y para 

mantenernos íntegros necesitamos mantener activo el ciclo de evaluación de nuestros valores, 

principios y comprometimientos, porque apenas así podemos fortalecer la integridad. “A 

semelhança da identidade, a integridade não é algo que nós simplesmente possuímos, mas 

algo por cuja manutenção temos de lutar”. (Furrow, 2007:149) 

Definir una misión clara para el servicio público: significa decir que uno de los 

principales desafíos para los gobiernos actuales es definir y adaptar la misión de los servicios 



públicos a las necesidades de un mundo en constante mutación y asegurar que los valores y 

padrones fundamentales que componen la misión respondan a las expectativas de la sociedad. 

Conceder poderes tanto a los servidores públicos como a los ciudadanos para 

denunciar la conducta inadecuada: establecer procedimientos claros y reconocidos con el 

objetivo de estimular y facilitar la denuncia de conductas inadecuadas y proporcionar la 

garantía de la protección a los denunciantes que contribuyeren para la detección de los casos 

individuales de mala conducta.  

Articular medidas de integridad en la administración: desarrollar y estimular de 

manera initerrupta medidas de integridad, no como actividades aisladas, pero como parte 

integral de todos los sistemas administrativos. 

Coordinación de medidas de integridad: una precondición para el éxito: medidas de 

integridad exitosas consiste en una combinación de acciones que consideran el ambiente del 

servidor público de manera más amplia. Evaluar la eficacia de estas medidas  capacita la 

implementación de futuras políticas. 

Mudanza de énfasis de ejecución para la prevención: se propone direccionar hacia la 

prevención, a través del creciente reconocimiento de que cuanto mayor la atención para la 

prevención menor sería la necesidad de ejecución, además de ser la prevención más barata a 

largo plazo, y de impacto más favorable sobre el servicio público y entre el servicio público y 

la sociedad civil. 

Anticipando problemas: a través de la anticipación de situaciones que podrían aflojar 

la adhesión a valores y padrones de comportamientos del servicio público, los gobiernos 

pueden preparar respuestas adecuadas para prevenir la ocurrencia de efectos adversos.   



Aprovechando las nuevas tecnologías: explorar nuevas tecnologías para estimular las 

diferentes maneras de utilizar estas tecnologías dirigidas a causar la apertura de nuevas vías 

para la internalización de estado del servidor, así como para informar a los ciudadanos en 

cuanto a la calidad esperada de la conducta de los funcionarios públicos. 

Estos pasos, construidos con base en el levantamiento realizado en los países 

miembros de la OCDE resaltan la necesidad de los gobiernos de rescatar la confianza en las 

instituciones públicas, y el rescate necesita ser construido con un trabajo serio y direccionado 

a toda la sociedad, de manera a que se recobre la confianza perdida a lo largo de los años. 

Los países miembros de la OCDE, reconociendo el papel que tiene el gobierno en la 

lucha contra la corrupción, han firmado el compromiso de mejorar los sistemas locales de 

manejo de la ética y expresaron su compromiso en revisar sus políticas, procedimientos, 

prácticas e instituciones, con regularidad, para así apoyar los gobiernos a fomentar altos 

padrones de conductas y combatir la corrupción, a través también de la elaboración de un 

listado de doce principios (Bertók 2000: 143-159), que son: 

Claridad en las normas de ética para el servicio público: por la necesidad de 

conocer las normas éticas y los principios básicos que la sociedad espera sean aplicados en el 

ejercicio de las actividades públicas, los servidores necesitan también conocer los límites 

trazados para una conducta aceptable, de modo que las reglas deben ser presentadas de 

manera clara y permanentemente accesible a administrados y administrados. 

Las normas de ética deben estar reflejados en el marco legal, que es la base para 

comunicar las normas básicas obligatorias y los principios de conducta para todo servidor 

público: establecer en las leyes y reglamentos, los valores y principios fundamentales de la 

conducta de los funcionarios públicos para que puedan ser considerados como un posible 



marco jurídico para establecer normas y principios capaces de guiar, orientar investigaciones, 

procedimientos disciplinarios y juicios.  

Los servidores públicos deben conocer sus derechos y obligaciones, informarse 

sobre conductas indebidas: los servidores deben tener acceso a informaciones sobre sus 

deberes en reglas claras y con procedimientos que puedan ser difundidos para que los 

servidores puedan tener el conocimiento relativo a sus responsabilidades, bien como 

protección en los casos de denuncia de conducta indebida. 

Los compromisos políticos deben reforzar la conducta ética de los servidores 

públicos. La responsabilidad de los líderes políticos en mantener los elevados estándares de 

conducta, puede ser reforzada en el desarrollo de actividades e incentivos de reglas que 

promocionen el fortalecimiento de actitudes éticas y el castigo de conductas indebidas. 

El proceso de toma de decisiones debe ser transparente y abierto al escrutinio. Las 

decisiones deben ser transparentes y los medios de comunicación pueden ser utilizados para la 

promoción y supervisión sobre cómo aplicar y usar los recursos públicos. Fomentar el 

establecimiento de procesos transparentes y democráticos en las instituciones públicas, con 

información accesible a todos. 

La interacción entre los sectores público y privado debe estar regida por 

lineamientos claros. Para incentivar el comportamiento ético de los servidores públicos es 

necesario que las reglas y los valores sean establecidos de modo a preservar y estimular tal 

comportamiento; que sean definidos y claros cuando direccionados a guiar las relaciones entre 

los servidores públicos y el sector privado. 

Los funcionarios de alto nivel deben demostrar y estimular la conducta ética: la 

conducta ética debe ser estimulada y siempre buscada, y los servidores de los más altos 

niveles de la administración deben servir de ejemplo en sus conductas. Demonstrar el 



comportamiento ético de un líder debe estimular el comportamiento del equipo al  cual 

pertenece y de los servidores con los cuales se relaciona profesionalmente. 

La conducta ética debe basarse en las políticas, los procedimientos y las prácticas 

de los altos funcionarios: la conducta de los servidores de alto nivel de la administración debe 

traducir el comportamiento de la institución con estándares éticos, además de cumplir 

reglamentos y normas como límites de conducta e identificar, divulgar y nortear su 

comportamiento con principios y valores delineados por la institución. 

Las condiciones del servicio público y el manejo de los recursos humanos debe 

estimular la conducta ética: el servicio público debe establecer políticas claras de crecimiento 

profesional que impliquen principios conocidos y reconocidos por todos los servidores. 

El servicio público debe cuenta los  mecanismos adecuados de rendición de cuentas: 

la presentación de cuentas puede servir como herramienta para estimular la ética y proponer el 

control de las acciones de los servidores públicos. Los servidores deben prestar cuentas no 

apenas a sus superiores sino que también a los ciudadanos, a través de sistemas creados para 

este fin, que permitan al servidor actuar con libertad, pero dentro de los límites aconsejables. 

Deben establecerse sanciones y procedimientos adecuados para tratar con la 

conducta indebida. La conducta indebida debe ser rechazada, por lo que se debe contar con 

mecanismos capaces de supervisionar, informar, investigar cualquier violación a las reglas, 

como forma de proteger las reglas de conducta establecidas.  

A través de estos instrumentos, el Consejo de la OCDE adoptó la Recomendación de 

seis medidas:   

1 - Desarrollar y revisar regularmente políticas, procedimientos, prácticas e instituciones que 

ejerzan alguna influencia sobre la conducta en el servicio público. 



2 - Fomentar la acción gubernamental para mantener altos estándares de conducta y 

contrarrestar la corrupción en el sector público. 

3 - Incorporar el aspecto ético a los marcos de referencia administrativos, para garantizar 

prácticas de administración congruentes con los valores y principios del servicio público. 

4 - Combinar juiciosamente los aspectos ideales y reglamentarios de los sistemas de manejo 

de la ética. 

5 - Evaluar los efectos de las reformas a la administración pública en la conducta ética del 

servicio civil. 

6 - Utilizar los Principios de manejo de la ética en el servicio público para garantizar altos 

estándares de conducta en este sentido. (Bertók 2000:151). 

 

Importante fijarse que ni los doce principios ni tampoco las seis medias expuestas, 

por más generales que sean, no agotan el tema sino que establecen actividades que, si estas en 

práctica en cualquier país, no apenas pueden servir de base, sino que por su magnitud puede 

provocar una mutación en el padrón ético de las instituciones y en la vida de los ciudadanos.  

Según la OCDE, para alcanzar una cultura de integridad, es necesario que los países 

hagan esfuerzos en la actualización de sus normas, en la orientación y en la supervisión de la 

práctica diaria de la integridad. Fomentar la cultura dela  integridad significa la aplicación de 

valores, principios y normas en las actividades diarias, y tener éxito en la implementación de 

la cultura de integridad requiere inversiones más allá de incentivar denuncias. 

Reproducimos que los datos disponibilizados por la OCDE
10

  de 2000 y 2009 que 

reflejan el porcentual de veinte y nueve países miembros que han contestado sobre cuales los 

procedimientos para que los agentes públicos denuncien actos reprehensibles:  
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Fonte: http://www.oecd.org/gov/ethics/publicsectorintegrityreviews.htm  

 

Los porcentajes que se muestran en la tabla indica el cambio en el año 2000 a 2009, 

donde los países con los procedimientos de notificación aumentaron de 75,9% a 96,6%, lo 

que indica que casi la totalidad de los veintinueve países tienen procedimientos de 

notificación. Los datos pertinentes, tales como la definición por la ley han aumentado del 

44,8% al 79,3% y la definición por reglamento interno más que ha duplicado su incidencia, de 

27,6% a 55,2%. Significa que en este lapso de tiempo, los países miembros de la OCDE han 

invertido en la creación de procedimientos de denuncia de actos que ponen en peligro la 

integridad de sus servidores. 

Otro gráfico con información relevante demuestra países de la OCDE que 

proporcionan protección a los informantes o denunciantes:  

 

http://www.oecd.org/gov/ethics/publicsectorintegrityreviews.htm


 

Fonte: http://www.oecd.org/gov/ethics/publicsectorintegrityreviews.htm 

 

Los valores que se muestran en el gráfico permiten el análisis de cómo los países 

miembros avanzaron en la protección de los servidores que han denunciado actitudes y 

actividades que deben ser rechazadas por la administración pública, consideradas como 

actividades reprensibles y que ponen en peligro la integridad moral de la administración 

pública. Datos como el crecimiento de la protección al anonimato de 24,1% a 31%, o como el 

amparo legal de 44,8% a 65,5% y la protección de los denunciantes de irregularidades con el 

crecimiento de 72,4% a 86,2 % muestra el crecimiento de la inversión en la protección de 

aquellos que muestran valor de denunciar las actitudes que puedan socavar la Administración 

Pública y destruir su integridad. No obstante, se evidencia también que a pesar del 

crecimiento de la protección de los delatores, esta no es observada en la misma proporción 

que el crecimiento del incentivo a la denuncia de irregularidades. 

Hay que observar igualmente que los procedimientos de  incentivo a denuncia y 

protección de los denunciantes pueden ser considerados como pasos importantes en la lucha 

por la cultura de integridad en la administración pública, sin embargo, recordar que poco 

representan si se trata de conductas aisladas, ya que es este caso de cambio de cultura que 

http://www.oecd.org/gov/ethics/publicsectorintegrityreviews.htm


requiere tantos pasos para lograr los cambios necesarios y alcanzar metas. El tratamiento que 

se dará a la información de denuncia recibida es una de las maneras más importantes para 

promover y asegurar nuevas denuncias, así como el castigo de los agentes de los actos 

denunciados. La falta de castigo del agente puede ser traducido como la aceptación de este 

tipo de actitudes, y por lo tanto causar el efecto contrario, ya que la administración se hizo 

consciente de tales actos, por lo que hay que tratarlos con rigor, dándoles las sanciones 

pertinentes. 

 

1.3 FUNCCIONES PÚBLICAS EN BRASIL 

 

La función pública trata de la relación de trabajo entre Estado y sus agentes. En 

Brasil, por falta de un código administrativo, esta relación es tratada constitucionalmente a 

través de los principios y de la doctrina estatutaria. La inexistencia de un código de derecho 

administrativo brasileño nos obliga a reflexionar sobre la complexidad que es suplir los vacíos 

legales identificados por la ausencia de instrumentos dedicados  a la cuestión administrativa 

del Estado. 

Algunos juristas sostienen que la existencia de un código de derecho administrativo 

puede imponer un estancamiento en una rama del derecho que está cambiando 

constantemente. Pero vale el registro también de los que defienden que parte del derecho 

administrativo debe ser codificada, por entender que gran parte  ya está incorporado en 

nuestro ordenamiento jurídico, y que entiende la necesidad de que caminen independientes el 

derecho administrativo del derecho constitucional, a través de su codificación como una 

forma de facilitar y permitir la comprensión y aplicación de las norma. Necesario perseguir 



este objetivo con la claridad de que un código administrativo no puede estar basado apenas en 

la ley, sino que debe igualmente llevar en cuenta la doctrina, la jurisprudencia, las costumbres 

y los principios de la sociedad. 

Hechas las consideraciones necesarias ensalzando la importancia de un código 

específico para materia administrativa, es importante dar a conocer el sistema legal brasileño, 

la Constitución de la República Federativa del Brasil de 1988, en la que  existe un capítulo 

específico dedicado a la administración pública, a pesar de que la cosa pública haber sido 

tratada a lo largo de años de manera irresponsable, convirtiéndose en un instrumento de poder 

y  negociación en manos de unos pocos. 

Para Bacellar Filho
11

 el instrumento de legitimación de la administración pública 

hacia el pueblo, es la profesionalización de la función pública, que a través de la garantía del 

principio de la igualdad en el momento de elegir sus agentes, mediante el uso de criterios que 

pueden medir los más preparados desde el punto de vista técnico, y también por el 

cumplimiento del principio de eficiencia para que la administración sea capaz de satisfacer las 

aspiraciones colectivas con la prestación de servicios apropiados. En este contexto, la oferta y 

el concurso público, son los dos principales instrumentos que garantizan la profesionalización 

de la administración pública brasileña. 

La Ley de Improbidad Administrativa, la Ley N ° 8.429 / 92, define el agente público 

como: 

“Art. 2° Reputa-se agente público, para os efeitos desta lei, todo aquele que exerce, ainda que 

transitoriamente ou sem remuneração, por eleição, nomeação, designação, contratação ou 

qualquer outra forma de investidura ou vínculo, mandato, cargo, emprego ou função nas 

entidades mencionadas no artigo anterior.” 
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Por funcionario público, en su concepción más amplia y más completa, se entiende 

los que sirven a la administración pública en favor de la colectividad. Tiene como objetivo 

satisfacer las necesidades públicas que se encuentran bajo la responsabilidad del Estado y  que 

el Estado tiene en exclusiva. De manera remunerada o gratuita, y aunque transitoria, el 

funcionario público es la persona a través de la cual el Estado está presente y expresa su 

voluntad, con la "estricta observancia de los principios de la legalidad, impersonalidad, 

moralidad y publicidad en el trato de los asuntos que les corresponde”.
 12 

  

 Como no existe un consenso en la doctrina para el  término funcionario público, , 

este estudio tendrá en cuenta funcionario público en su concepción más amplia, que abarca 

todos aquellos que actúan en nombre del Estado y que de alguna manera realizan funciones 

del Estado y, en este contexto, dividiremos  agentes  públicos en  agentes políticos, agentes 

administrativos, agentes honoríficos, agentes delegados y  agentes acreditados. Por lo tanto, es 

necesario enumerar cada tipo de agente público. 

Los agentes políticos pueden ser elegidos, designados o nombrados para mandatos 

transitorios y poseen, por regla general, su atribución definida en la Constitución Federal, 

Provincial o en las layes Orgánicas de los Municipios. No están sujetos al régimen jurídico 

propio de los servidores públicos en general los miembros del Poder Ejecutivo, como el 

Presidente de la República, Gobernadores y Alcaldes y sus secretarios y ministros; miembros 

del Poder Judicial, como los jueces, desembargadores y los ministros de los Tribunales 

Superiores,  bien como miembros del Poder Legislativo, como Senadores, Diputados y 

concejales, los Diplomáticos y los miembros del Ministerio Público y Tribunales de Cuentas, 

además de otras autoridades que ejercen actividades gubernamentales o judiciales con 

independencia funcional. 
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 Lei nº 8429/92. Art. 4º  



Los agentes administrativos, a su vez, cubre todos los agentes públicos que realizan 

actividades administrativas profesionalmente, de manera remunerada y mantiene vínculo 

funcional y están sujetos a régimen jurídico específico, que regulan la relación con la 

administración pública. 

Aunque algunos autores prefieren considerar "servidor público" en el sentido amplio, 

es relevante para que aparezcan las distinciones existentes entre los tipos de agentes 

administrativos, siendo el servidor público uno de ellos.   Son agentes administrativos los 

servidores públicos, los empleados públicos, los contratados temporales y los ocupantes de 

cargo en comisión. El primer y el que aquí particularmente nos va interesar son los servidores 

públicos que, ocupantes de cargo de cumplimiento efectivo o cargo en comisión, son aquellos 

que mantiene una relación funcional con el Estado en régimen estatutario. Los empleados 

públicos son los ocupantes de empleo público, contratados bajo el régimen de la 

“Consolidação das Leis do Trabalho (CLT)” brasileña, que tenemos como ejemplo los 

empleados del Banco de Brasil. Los servidores temporarios son los contratados 

temporalmente para atender una de las hipótesis previstas en el art. 37, IX, de la Constitución 

brasileña.
13

 Desarrollan funciones públicas desvinculadas de cargos o empleos públicos y son 

reguladas por la ley 8.745/9314
14

. Los ocupantes de cargos en comisión son los libremente 

nombrados y exonerados, que no poseen estabilidad y que el cargo en comisión se destina a 

actividad de dirección o asesoramiento.  

Los agentes  honoríficos son ciudadanos llamados a colaborar con el Estado, que 

prestan servicios específicos por su condición cívica, por su capacidad profesional o notoria 

honorabilidad. No tienen ninguna relación con el Estado a pesar de que son considerados 
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funcionarios públicos para efectos penales. Como ejemplos de agentes honoríficos en Brasil 

citamos los tribunales populares o los miembros de una junta electoral (mesários, en 

portugués). 

Los agentes delegados son individuos que reciben la tarea de ejercer actividad, obra 

o servicio y lo hacen en su propio nombre. Se encuentran bajo la supervisión permanente del 

estado y tienen status de colaboradores, ya que no son considerados servidores públicos ni 

tampoco representantes del Estado. Traductores públicos y notarios son ejemplos de agentes 

delegados. 

Los agentes credenciados son los que reciben de la Administración la tarea de 

representarla en determinados actos o practicar una determinada actividad específica, 

remunerado por el Poder Público. A modo de ejemplo, las clínicas especializadas acreditadas 

por el SUS (Sistema Nacional de Salud), clínicas especializadas acreditadas por el DETRAN 

(Departamento Estatal de Tráfico) y la atribución a cualquier persona en la tarea de 

representar a Brasil en evento internacional. 

Las actividades públicas en Brasil pueden ser ejercidas por ciudadanos brasileños o 

extranjeros
15

 que pueden ocupar cargos públicos, función pública o empleo público, 

situaciones estas que divergen en su forma de creación como de proveer, fiscalizar y 

controlar. 
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El cargo público
16

 representa una unidad administrativa creada por ley, ocupados por 

funcionarios públicos y regidos por la ley, mientras que la función pública tiene mera 

atribución y es temporaria. Ya el empleo público se rige por las normas laborales (CLT) 
17

. 

Para una mejor comprensión de este trabajo podemos definir la función pública como un 

conjunto de atribuciones, derechos y deberes de los cuales pueden ser titulares los órganos, 

los cargos y los agentes públicos. Por lo tanto,  permite concluir que todos los cargos públicos 

tienen, que no se puede pensar en un cargo público sin función. Sin embargo lo contrario no 

es cierto, no todas las funciones se relaciona con un cargo público. 

Para que los ciudadanos sean investidos en el cargo o empleo público necesariamente 

debe ser aprobado en una oposición pública
18

. Así, el servidor público es el que ha sido 

invertido legalmente en el cargo público, que se da por nombramiento,  promoción, 

readaptación, reversión, aprovechamiento, reintegro o reconducción. 

Hasta lograr lo que hoy representa la forma de ingreso en los cargos públicos
19

, que 

es la oposición, ha sido necesario recorrer largo camino por un sistema de ingreso más 

próximo al ideal y que permita la selección, por la administración pública, de servidores aptos 

a direccionar sus decisiones hacia el colectivo.  

Entre las formas de ingreso utilizadas, Cretella Junior (1994: 455-460) enumera y 

define ocho sistemas o formas de selección de servidores públicos. De esa manera, el sorteo 
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http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/Emc/emc19.htm#art3
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era una de estas formas y permitía que los servidores fueran seleccionados – sea por sorteo 

puro, aplicado a los participantes que  pasaban por una selección anterior -, o por sorteo 

condicionado, en el que los participantes reunían determinadas condiciones apreciables. En el 

sistema de selección por herencia, los ocupantes conquistaban la condición por hereditariedad 

al cargo público.  En el sistema de compra y venta, el Estado entregaba a través de una 

contraprestación en dinero. En el sistema de arrendamiento, el Estado lo cedía por plazo 

determinado y mediante cuantía arrecadad a los cofres públicos. El sistema de libre 

nombramiento absoluto consistía en la designación por apenas un individuo sin la 

interferencia de cualquier otro poder. En el sistema de nombramiento relativo, el 

nombramiento dependía de la manifestación de voluntad de otro poder, con el visto bueno de 

un poder en el acto de nombramiento de otro. En el sistema de elección, se realizaba la 

elección de la persona a ocupar el cargo y, por fin, el sistema de oposición, en el que varios 

candidatos se presentan a un examen que permita evaluar sus aptitudes personas a través de 

una comisión de evaluación o tribunal.  

En este orden de ideas, la oposición se coloca como una importante herramienta de 

control de entrada en la administración pública, como progreso sustancial en la garantía de la 

imparcialidad y como  construcción de un mecanismo sólido que pueda garantizar, de hecho, 

los derechos de partes. La ley
20

 permite la oposición se celebre dentro de dos etapas: 

exámenes  o exámenes y titulación, válidos para un máximo de dos años y podrá ser 

prorrogado por el mismo período. De esta manera, la administración tiene hasta cuatro años 

para nombrar al candidato seleccionado. Por el citado reglamento, existe la convicción de que 
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muchas cosas han cambiado en el nivel administrativo con las normas y requisitos de 

oposición pública, como forma de acceder a los cargos públicos en Brasil. No obstante, 

todavía falta garantizar la transparencia y lisura de muchos procesos de oposición, que los 

vacíos legales acaban por permitir interferencia, aunque contra a imparcialidad. 

También el ingreso por oposición en las oposiciones para plazas públicas de profesor 

universitario es ejemplo de esta carencia de normatización. A pesar de la Ley 12.772/12, y de 

los decretos 94.664 / 87 y 6.994 / 09, que regulan el acceso por oposición, la legislación es 

poco profunda y amplia, que permite a cada universidad crear regulaciones específica. El 

núcleo de la cuestión va más allá de garantizar la igualdad de condiciones para todos los 

candidatos, sino que evitar la subjetividad que orienta la evaluación de todas las etapas de la 

oposición para docente universitario. 

Los actos administrativos se clasifican cuanto a la libertad de acción dado a los 

agentes públicos, en discrecional o vinculados. En el según de ellos, estos actos son reglados 

por ley no hay espacio para la subjetividad, mientras que en el primer tipo esos actos se 

realizan con cierta libertad, permite la subjetividad, incluso con los límites impuestos por la 

ley.  

Subrayamos, pues,  que la oposición pública en Brasil es ve como un instrumento en 

continua construcción y mejora, que necesita salvaguardar los derechos de los candidatos 

imponiendo límites a los evaluadores y, sobretodo, con mecanismos que puedan garantizar no 

apenas la supremacía del interés público sino que también la indisponibilidad, por pate de la 

administración, del interés público, de la igualdad, de la legalidad, de la impersonalidad, de la 

moralidad, eficiencia, de la motivación, razonabilidad y de la proporcionalidad.  

Actualmente, la Ley No. 6004/2013, llamada Ley General de las Oposiciones, que se 

refiere a los proyectos de ley Nº 252/2003 y Nº 74/2010, tiene la intención de regular el art. 



37, II de la Constitución Federal, que establece las normas generales para la realización de las 

oposiciones públicas. 

 

 

1.4. LA CREACIÓN DEL COMITÉ DE ÉTICA PÚBLICA 

BRASILEÑO. 

 

En 1999, en medio a una crisis de valores morales que afectó a la sociedad brasileña 

en los años noventa, con la identificación de la decadencia de los valores relacionados con la 

familia, al trabajo, a los derechos individuales, la honestidad y en consecuencia, desviaciones 

de los estándares éticos de la administración pública brasileña, el Decreto de 26 de mayo de 

1999 creó el Comité de Ética Pública (CEP), con el fin de revisar las normas existentes sobre 

la conducta ética en la Administración Pública Federal, así como elaborar y proponer el 

establecimiento de un código de conducta ética para las autoridades dentro del Poder 

Ejecutivo Federal. 

A partir del proceso de reflexión sobre la experiencia de otros países, que avanzaban 

en el establecimiento de normas de conducta ética para sus agentes, además de la situación en 

que se encontraba el país con sus ciudadanos descontentos frente el comportamiento de los 

funcionarios públicos, surge la posibilidad de creación del comité de ética pública 
21

 para 

responder a las llamadas de los ciudadanos y trabajar para prevenir la mala conducta ética y 

evitar los actos que  incompatibles con el ejercicio de la función pública, además de promover 
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 Histórico da criação da Comissão de Ética Pública Brasileira. Disponible en:    
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la seguridad de sus funcionarios públicos y proporcionar el aumento de la confianza de la 

sociedad en las instituciones públicas.  

La Comisión de Ética Pública actuó como instancia consultiva del Presidente de la 

República en cuestiones de ética hasta la aprobación del Código de Alta Conducta de la 

Administración Federal. Con la creación del Código, asumió el papel de responsable de su 

aplicación y seguimiento. Con la publicación del Decreto N ° 6.029 / 2007 se creó el Sistema 

de Gestión Ética del Poder Ejecutivo Federal, por lo que el CEP para a tener una secretaría de 

la Comisión de Ética y, a diferencia de los miembros de la Comisión, tiene un secretario 

ejecutivo, vinculado a la Casa Civil, designado para asumir las funciones de apoyo técnico y 

administrativo de la Comisión de Ética Pública. En este momento, el comité pasa  - además de 

actuar como órgano asesor del Presidente - a gestionar la aplicación del código de conducta, 

resolver dudas y decidir sobre casos omisos, además de la competencia de investigar 

conductas de autoridades que estén sometidas a este Código. Compite todavía al Comité de 

Ética la evaluación y supervisión de la gestión de la ética pública del sistema del poder 

ejecutivo federal. 

Con su estructuración, el Comité apropiase de alimentos que le permite ampliar su 

área de actuación, y pasa a proporcionar capacitaciones destinadas a los miembros de las 

comisiones de ética de las instituciones públicas y de la sociedad en general; seminarios y 

eventos direccionados a la promoción de la ética. A lo largo de los años, el Comité va 

agregando atribuciones, las que veremos en el capítulo tercero, destinado especialmente al 

Comité de Ética Pública brasileño. 



Para componer el Comité de Ética Pública
22

 (CEP) son nombrados por el Presidente 

de la República siete brasileños que cumplan con los requisitos de carácter moral, reputación 

alabada y probada experiencia en la administración pública, por períodos de tres años sin goce 

de sueldo, siendo el trabajo desarrollado en el CEP considerado de “relevante prestación de 

servicio público”.  

Para hacer posible la creación del código de conducta de la alta administración 

federal, el comité de ética pública tuvo que superar los obstáculos y enfrentar la resistencia 

hasta obtener éxito en la aprobación de un código que empieza a imponer límites, antes 

inexistente, a los servidores de la alta dirección, y revelar aspectos privados de sus vidas 

cuando estos entraban en conflicto con el ejercicio de su función pública, tales como la 

transparencia de los salarios recibidos y la disponibilidad de información sobre los ingresos y 

bienes. Hoy las cuestiones establecidas y reconocidas como importantes instrumentos de 

control, han sido implementadas con muchísima dificultad, hasta reconocer su necesidad. 

Según Soares (2002) las resistencias provenían sobre todo de los siguientes mitos
23

: 

“Corrupción es problema de países subdesarrollados” 

“Ética es responsabilidad exclusiva del gobierno y del sector público” 

“Ética se promueve por el combate a la corrupción” 

“La explicación de una duda sobre qué conducta sería la correcta, en sí misma, 

demuestra la falta de ética” 
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“Regla de conducta es para los que no tienen ética” 

Necesario aclarar que todavía hoy se percibe resistencia originada por estos mitos 

son parte del pensamiento de los directivos brasileños, ofrecen resistencia e imponen límites a 

la labor del Comité de Ética Pública. La corrupción no es un problema de los países en 

desarrollo, sino que es un problema de todos los países, que deben estar preparados para hacer 

frente a ella. El reconocimiento de la corrupción como un problema a enfrentar es un signo de 

madurez social del país. La ética es la responsabilidad de toda la sociedad, necesita ser 

estimulada a todos los niveles. Una forma de promover la ética es actuar con fuerza en la 

lucha contra la corrupción, aunque sea apenas uno de ellos, y a pesar de su importancia como 

medida de combate, no puede ser utilizado en separado sino que varias otras medidas 

correctivas y preventivas se deben poner en práctica también para la promoción de la ética. 

 La idea de que la duda acerca de la conducta correcta puede identificar la falta de 

ética debe ser desmitificada, e identifica más bien el agente reflexivo y su interés en la 

orientación de su conducta a los estándares éticos. Tenemos que entender que cada vez más la 

creación de normas de conducta y garantizar su cumplimiento significa la definición de 

conductas adecuadas a los ciudadanos, y un paso importante en la construcción de la 

confianza en la conducta ética de sus funcionarios públicos. 

Cualquier acto que demuestre falta de respeto a los preceptos del Código de 

Conducta de la Administración Federal puede tener como consecuencia la instauración de una 

denuncia, que puede ser instituida de oficio o de manera fundamentada. El proceso una vez 

establecido deberá cumplir con las garantías constitucionales del contradictorio y amplia 

defensa, conforme determina la Constitución de la República Federativa del Brasil (CF 1988): 

 Art. 5º Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos 

brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à 

igualdade, à segurança e à propriedade, nos termos seguintes: 



[...] 

LV - aos litigantes, em processo judicial ou administrativo, e aos acusados em geral são 

assegurados o contraditório e ampla defesa, com os meios e recursos a ela inerentes; 

[...] 

 

El Comité de Ética Pública tiene la misión de velar por el cumplimiento del Código 

de Conducta de la Administración Federal, guiar las autoridades para que se  comporten de 

acuerdo a sus normas, inspirar respeto por la ética en el servicio público y promover la ética 

en la administración pública. Durante el desarrollo de sus actividades defenderá la celeridad y 

la observancia de los principios de protección de la identidad del denunciante, el honor y la 

imagen del investigado, además de la independencia e imparcialidad de sus miembros. Como 

una estrategia para asegurar el cumplimiento de su misión con el fin de contribuir a la 

difusión y promoción de la ética en las organizaciones y órganos del Poder Ejecutivo Federal 

y fomentar la presencia del respeto por la ética en todos los servidores públicos, el Comité de 

Ética público incluye sus cursos de trabajo la realización de seminarios que permitan formar 

una red de profesionales con responsabilidades en la gestión del plan de la ética y la 

celebración de los conocimientos necesarios para la implementación de la gestión de la ética 

en sus respectivas organizaciones y entidades. 

Cabe al Estado destinar inversiones direccionadas a estimular y garantir actitudes 

éticas de sus agentes. La pregunta es si el Comité de Ética Pública, con la estructura que posee 

en la actualidad y, por sí mismo, tendrá condiciones suficientes para cumplir su misión, y 

también para realizar el clamor ético de la sociedad brasileña. 

 

 



CAPITULO SEGUNDO 

ÉTICA Y ÉTICA PÚBLICA  

 

“Viver bem não é o mesmo que aumentar a 

chance de produzir a melhor vida possível. A 

complexidade da ética corresponde à complexidade 

da moralidade.”  

Ronald Dworkin 

 

La sociedad en general, y específicamente la brasileña, vive momento de 

insatisfacción ética y clama por mudanzas en los padrones éticos de las instituciones públicas. 

No obstante, al analizar esta demanda de la sociedad, se puede igualmente percibir que la  

exigencia de una conducta ética parece ser exigida cuando del ingreso en una función pública, 

es decir, que se acepta en la vida privada actitudes antiéticas como un fenómeno crecente. 

Así, el presente capitulo se propone al estudio de la filosofía moral y de la moral para, 

posteriormente, enfrentar el tema de la ética y establecer las similitudes y diferencias entre la 

ética pública y la ética privada. 

Renato Janine Ribeiro subraya que, en su concepción, resulta problematico contestar 

la ética del cierto y del errado, lo que termina por isentar las personas del dolor y de la 

dificultad de elegir: “De modo geral, grande parte das pessoas que discutem ética no Brasil 

exalta a reclamação, a indignação, a crítica, mas não no sentido de definir uma alternativa 



viável por meio de um pacto da sociedade e da política”.
24

 Las personas deber ir más allá de 

esa “indignación fácil” y descubrir sus propios valores y vivir en coherencia con ellos, además 

de analizar los resultados de sus elecciones; las consecuencias para ellas y otras personas. 

Afirma, además, que es necesario establecer cuales los valores éticos que las personas están 

preparadas para asumir, y que “o que não podemos fazer em termos éticos é dispensar as 

pessoas de suas próprias escolhas”. 

El hombre no nace ético, sino que se vuelve ético a través de la educación, de la 

internalización de los valores morales. Perseguir la ética y fomentar la diseminación del 

actuar de acuerdo con los valores aceptados y considerados éticos es el desafía de cualquier 

sociedad que objetiva vivir harmoniosamente. La identificación de estos valores es necesaria 

y debe ser realizada con el apoyo de toda la sociedad. El capítulo siguiente busca contribuir, a 

través del estudio de la ética, para levantar las cuestiones que necesitan ser (re)pensadas.  

 

2.1. FILOSOFÍA MORAL Y MORAL 

 

Antes que hablemos en ética pública y ética privada, se hace necesario establecer la 

diferencia entre Ética y Moral, términos estos que diversas veces son empleados como 

sinónimos, aunque ambos se refieren a costumbres, modos de ser y de actuar.  

El vocablo “ética” procede del griego “êthos”, que significa (modo de ser” o 

“carácter”, del mismo modo que el término latino  mos-moris, del cual procede “moral”. Para 
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Cortina (1998) , tanto la ética como la moral se refieren al modo de ser, al carácter que las 

personas asumen a lo largo de la vida. 

Por Moral
25

 se entiende el conjunto de normas, usos o leyes que el hombre percibe 

como obligatorias en su conciencia y que regla su comportamiento en sociedad. Por lo tanto, 

se identifica la moral como siendo el objeto de estudio de la ética. 

Vásques (1998) define Moral como: 

“un sistema de normas, principios y valores, según el cual son reglamentadas las relaciones 

entre los individuos o entre estos y la comunidad, de esta manera las normas pueden ser dotadas 

de carácter histórico y social, sean acatadas libres y conscientemente, por una convicción íntima, 

y no de una manera mecánica, externa o impersonal”. (Vásquez 1998). 

 

Según Furrow (2007) hay muchos obstáculos a la filosofía moral, y el primer es la 

creencia de que la moral es totalmente subjetiva y que cualquier enfoque de lo que está bien o 

mal es una cuestión de preferencia personal. Sin embargo, el autor aclara que en tan sólo un 

momento de reflexión, se puede percibir la incapacidad para vivir de acuerdo con esta 

creencia, ya que frente a determinadas acciones no somos indiferentes, por lo que no es una 

creencia opcional que podemos tener o no tener. En este contexto, si la moralidad fuera 

totalmente subjetiva y cualquier enfoque de lo que está bien o mal se considerara una cuestión 

de preferencia personal, el ser humano debería tener la capacidad de no preocuparse por sus 

semejantes y ser desprovisto de sentimientos. En la palabras del autor (Furrow, 2007: 13) 
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“somente alguém que não se preocupasse com nada poderia considerar os julgamentos 

morais como puramente uma questão de preferência pessoal.” 

El segundo obstáculo para la filosofía moral es una dependencia excesiva de la 

religión como fuente de la moralidad, y esto ha podido ocurrir debido a que la religión ha sido 

durante mucho tiempo el principal vehículo a través del cual las culturas transmiten creencias 

morales. Sin embargo, si detuviera la religión las respuestas a las cuestiones morales no 

habría sentido pensar filosóficamente, además del hecho de no ser posible determinar cuál la 

más correcta entre tantas religiones. 

Según el autor hay una razón más profunda por la que la religión no puede ser la 

máxima autoridad en cuestiones morales, y que estaría en la idea de que para las religiones 

monoteístas Dios determina lo que es correcto y lo incorrecto. Pero al buscar las respuestas a 

la identificación de los patrones usados por Dios para juzgar si algo está bien o mal, dos 

respuestas emergen como posibles: o Dios se basa en la razón o Dios juzga arbitrariamente. 

Ya que no se podría concebir que siendo Diós supremamente racional para juzgar de manera 

arbitraria, sin ningún criterio, queda la razón como una herramienta que Dios usa para decidir 

lo que es correcto o incorrecto. En este contexto afirma el autor que “a moralidade é um 

padrão independente de Deus, ao qual Deus recorre, e nós devemos nos engajar no 

raciocínio filosófico para o compreender” (Furrow 2007:14). 

Es de destacar, sin embargo, el cuidado para mantener la distancia adecuada entre la 

religión y la ética, ya que es un hecho que la religión influye en nuestras decisiones, pero hay 

que tener en cuenta que muchas personas éticas no tienen ningún compromiso con ninguna 

religión y que muchas personas religiosas pueden tener faltas éticas graves. 

Así también lo expresa: 



“Isto não é negar que a religião possa desempenhar um papel importante, fornecendo as 

pessoas um marco moral compreensível, no qual elas podem ter confiança e modelos de conduta 

admirável para imitar. No entanto, ela não pode tomar o lugar da reflexão racional a respeito de 

questões morais.”(Furrow 2007:14) 

 

Aristóteles nos dice en Ética a Nicómaco que hay dos tipos de virtud, la intelectual y 

la moral. La intelectual debe creación y crecimiento de la enseñanza, por lo que el ser humano 

necesita experiencia y tiempo para su desarrollarlo. Ya la virtud moral es adquirida por hábito 

y no puede surgir por la naturaleza, porque nada que existe por naturaleza puede ser 

modificado o alterado por el hábito, así como la piedra que no puede moverse porque su 

naturaleza no permite; o cómo el fuego que no puede proyectarse hacia abajo, la virtud no se 

puede derivar de la naturaleza, sino del hábito. Así, para Aristóteles, “Não é, portanto, nem 

por natureza nem contrariamente à natureza que as virtudes se geram em nós; antes devemos 

dizer que a natureza nos dá a capacidade de recebê-las, e tal capacidade se aperfeiçoa com o 

hábito.” (Aristóteles, 2010:36). 

A diferencia con los sentidos que aprendemos a usarlos, las virtudes se adquieren por 

el ejercicio; nos convertimos en hombres justos practicando actos de justicia, o actos injustos 

por práctica de actos injustos. Según Aristóteles, toda virtud puede ser generada o destruida a 

través de la práctica, así como el hombre puede ser buen o mal profesional también a partir de 

su práctica. Y si no fuera así, todos los hombres habrían nacido buenos o malos en sus 

profesiones, sin que hubiera la necesidad de la enseñanza. En este contexto, lo mismo ocurre 

con las virtudes, que según el autor “pelos atos que praticamos em nossas relações com 

outras pessoas, tornamo-nos justos ou injustos; pelo que fazemos em situações perigosas e 

pelo hábito de sentir medo ou de sentir confiança, tornamo-nos corajosos ou covardes” 

(Aristóteles, 2010:37).   



Una identificación de las principales virtudes señaladas por Aristóteles en su obra 

sobre la ética son: la bondad, la cordialidad, la amistad, la autoridad, la capacidad, el 

compromiso, la fortaleza, la generosidad, el honor, la humildad, la alegría, el buen humor, la 

justicia, la lealtad, la libertad, la magnanimidad, magnificencia, la moderación, la paciencia, la 

prudencia, el respeto, la sabiduría, la honestidad, la sobriedad, la templanza, el valor, la 

sinceridad y la franqueza. Y algunos de los vicios más comunes en la conducta de los seres 

humanos son: la codicia, la ira, la adulación, la indiferencia, la cobardía, la envidia, la malicia, 

la vulgaridad, el mal gusto, la depravación, la insensibilidad, la mentira , la jactancia, la 

desvergüenza, la pereza, el robo y la injusticia. 

Aristóteles define la virtud del siguiente modo: “la virtud es el justo medio con 

relación a dos vícios, un por exceso y otro por falta” en el que la virtud estaría exactamente 

en encontrar el equilibrio entre el exceso y la deficiencia, y conceptúa virtud como "una 

disposición para actuar de un modo deliberado, consistiendo en una posición media, relativa 

a nosotros, que es determinada racionalmente y tal como sería determinada por un hombre 

prudente".  

Para cada virtud existe, por lo tanto, dos extremos: el exceso o la falta. Pasemos al 

cuadro a seguir: 

Cuadro 1 - Las virtudes morales 

Sentimento ou 

paixão (por 

natureza) 

Situação em que o 

sentimento ou a 

paixão são 

suscitados 

Vício (excesso) 

(por deliberação e 

por escolha) 

Vício (falta) (por 

deliberação e por 

escolha) 

Virtude (justo meio) 

(por deliberação e 

por escolha) 

Prazeres Tocar, ter, ingerir Libertinagem Insensibilidade Temperança 

Medo Perigo, dor Covardia Temeridade Coragem 

Confiança Perigo, dor Temeridade Covardia Coragem 

Riqueza Dinheiro, bens Prodigalidade Avareza Liberalidade 

Fama Opinião alheia Vaidade Humildade Magnificência 

Honra Opinião alheia Vulgaridade Vileza Respeito próprio 

Cólera 
Relação com os 

outros  
Irascibilidade Indiferença Gentileza 



Convívio 
Relação com os 

outros 
Zombaria Grosseria Agudeza de espírito 

Conceder 

prazer 

Relação com os 

outros 
Condescência Tédio Amizade 

Vergonha 
Relação de si com 

outros 
Sem-vergonhice Timidez Modéstia 

Sobre a boa 

sorte de 

alguém 

Relação dos 

outros consigo 
Inveja Malevolência Justa apreciação 

Sobre a má 

sorte de 

alguém 

Relação dos 

outros consigo 
Malevolência Inveja Justa indignação 

Fonte: CHAUÍ, Marilena de Souza. Introdução à história da filosofia:dos pré-socráticos a Aristóteles, vol. 01. 

São Paulo: Brasiliense, 1994. 

 

El cuadro anterior identifica en la primera columna los sentimientos o pasiones que 

existen por su propia naturaleza, es decir, aquellos en los que el hombre no puede interferir en 

su existencia. En la segunda columna muestra la situación en la que la pasión o sentimientos 

son suscitados, es decir, que se originan o incluso pueden ser identificados. En las últimas tres 

columnas, los resultados de la voluntad humana de tener la libertad de elección de sus 

acciones y por lo tanto la opción de convertirse en vicios, tanto por el exceso o la falta se 

resultado de esta elección y, en la última columna para identificar la virtud correspondiente a 

cada sentimiento o pasión, para mostrar que el hombre libre es dueño de sus actos, por tanto, 

puede decidir entre un vicio, hasta el momento, ya sea por exceso o falta, o encontrar el punto 

medio e identificar en cada sentimiento o pasión una virtud. 

Del mismo modo que se puede decir que una libertad carente de reglas no es 

humana;  una libertad totalmente dependiente de reglas y estaque por mecanismos coercitivos 

tampoco es humano, eso porque la libertad moral autoimpone reglas que necesitan ser 

cumplidas en beneficio de la libertad de todos. De ese modo, Pieper (1991) determina el 

contenido exacto de la palabra moral con la siguiente declaración: 



“Una moral es el conjunto de normas y valores que merecen reconocimiento general, y son 

por ello vinculantes, y que bajo la forma de  - obligaciones (debes hacer ...) o - prohibiciones (no 

debes hacer...) apelan a la comunidad de sujetos actuantes. Toda moral és así, en tanto que 

históricamente formada y históricamente cambiante con el canon de reglas vinculado con la idea 

de la libertad que se hacen hombres, una moral del grupo cuya validez no puede extenderse sin 

más fuera de los miembros del grupo en cuestión.” (Pieper, 1991:28). 

 

Para Pieper no cabe a la ética para formular juicios morales de las acciones 

individuales, sino analizar cómo se forman juicios morales que se tienen en cuenta en la 

práctica de las acciones. Reflexionar sobre la relación entre a moral y la moralidad sin 

caminar en un sentido unilateral para que no se pierda en el relativismo en el caso en que la 

teoría ética se ocupe apenas de los fenómenos de la moral y obvie el principio de la 

moralidad. De ese modo, afirma Pieper que el objeto de la ética es la relación que existe entre 

la moral y la moralidad en el contexto de la praxis humana, sin aislar ninguna de las dos. 

La ética no se ocupa de todas las acciones humanas, sino que de aquellas que pueden 

ser consideradas acciones morales. Aunque se trate de disciplina autónoma,  la ética se 

relaciona también con otras, como la Antropología, la Metafísica y la Lógica. Se vale de la 

Antropología para saber quién o qué es el hombre como destinatario de la exigencia moral; de 

la Metafísica para saber qué papel el hombre ocupa en el universo, para analizar la realidad 

creada por los hombres y qué visión del mundo poseen; y de la Lógica para saber cuáles los 

instrumentos racionales que disponen para comprender las estructuras formales del ser 

humano.  

 

 



2.2. LA ÉTICA 

 

A lo largo de su vida, en verdad desde su infancia, el hombre sufre la influencia del 

mundo exterior, absorbe reglas – sean familiares o sociales – madurece aprendiendo a 

convivir en sociedad, aprende desde pequeño a identificar las acciones que debe realizar, las 

que les son permitidas y las que le son prohibidas; aprende a actuar según reglas y también a 

juzgar según estas reglas sus acciones y las de los demás. Este aprendizaje contribuye para 

interiorizar e asimilar a través de las experiencias percibidas a lo largo de la vida, y que se 

transforman a partir de sus percepciones, en valores éticos que son internalizados en cada ser 

humano. 

La Ética
26

 sería la ciencia de la moral, la forma de traducir la moral de los actos, de 

reflexionar racionalmente sobre las actitudes, hábitos y costumbres. Fue definida por Ferreira 

(1998: 733) como "el estudio de los juicios de apreciación con relación a la conducta 

humana susceptible de cualificación desde el punto de vista del bien y del mal, ya sea con 

respecto a una sociedad dada, sea de modo absoluto". Para Motta (1984) la ética es “el 

conjunto de valores que guían el comportamiento humano en relación a otros hombres en la 

sociedad en que vive, garantizando de esa manera el bienestar social", es decir, es como el 

hombre debe comportarse en el entorno social en el que se inserta. 

La ética puede entenderse simplemente como una prueba de las acciones del hombre, 

y, sin embargo, debe entenderse como una ciencia que a través de los valores morales 

conduce al hombre a formar y seguir ciertos principios considerados ideales. En este contexto, 

                                                 
26

 Para la RAE (Artículo enmendado con avance de la vigésima segunda edición) Ética. ético1, ca. (Del lat. 

ethĭcus, y este del  gr. ἠθικός) 1. adj. Perteneciente o relativo a la ética. 2. adj. Recto, conforme a la moral. 3. m. 

desus. Persona que estudia o enseña moral. 4. f. Parte de la filosofía que trata de la moral y de las obligaciones 

del hombre. 5. f. Conjunto de normas morales que rigen la conducta humana. Ética profesional. 



el profesor Petrick, la Universidad de Ohio, muestra la evolución de la ética a través de seis 

etapas. 

Cuadro 2 - Evolución de la Ética 

 

Evolução Pessoal Evolução Organizacional Exemplos do raciocínio 

1 Evitar conseqüências 

físicas e punições. 

Darwinismo: o mais forte 

sobrevive. 

Não vou agredi-lo, porque 

ele pode revidar. 

2 Obter ganhos e prazeres Maquiavelismo: dando, se 

recebe. 

Vou ajudá-lo porque ele 

pode me ajudar. 

3 Conseguir aprovação 

dos outros. 

Conformidade: adere as 

normas sociais. 

Vou me comportar bem 

porque quero que gostem 

de mim. 

4 Cumprir o dever. Autoridade: faço o que meu 

chefe determina. 

Executo ordens porque é 

errado desobedecer. 

5 Aceitar as normas da 

maioria. 

Participação democrática: 

participa das decisões sobre 

padrões morais. 

Aceito opiniões diferentes 

das minhas. 

6 Adotar a ética como 

convicção. 

Integridade, justiça, 

dignidade e direito 

individual. 

Ninguém se compele a 

fazer algo que considera 

moralmente errado. 

Fonte: Quadro mostrando a evolução da ética, feito pelo professor Petrick da Universidade de Ohio 

 



La tabla anterior describe una evolución ética en que el desarrollo personal y 

desarrollo organizacional pasan por cinco etapas hasta que el hombre en la sexta etapa puede 

adoptar la ética como convicción, percibiendo valores como la integridad, la justicia, la 

dignidad y los derechos individuales  en las organizaciones. 

En la primera etapa en la que comienza la evolución ética, el hombre tiene por objeto 

evitar las consecuencias físicas y castigos, lo que demuestra que el ser humano en esta etapa 

sólo pretende no ser castigado, no sufrir consecuencias físicas por sus acciones y, por lo tanto, 

limita su actuación a las prácticas que o preserven físicamente. En la evolución de la 

organización, el Darwinismo: los más fuerte sobrevive y el razonamiento usado es el de que 

no se debe agredir porque el otro puede revidar, lo que de forma sencilla y objetiva muestra el 

temor del hombre a sufrir el castigo y  abuso físico como resultado de sus acciones tanto en la 

vida personal y la vida profesional. 

En la segunda etapa, obtener ganancias y placeres, el hombre ya posee la convicción 

de que puede obtener ciertos beneficios en la vida personal y en la evolución organizacional 

surge el Maquievelismo: se da y se recibe, forma una concepción de que puede utilizar o 

poseer como moneda de trueque a través del raciocinio “le ayudaré porque él puede ayudarme 

también”, el hombre ve en el otro la oportunidad de recibir lo que desea a través de la acción 

de ayudar, con la intención de recibir de vuelta el pago por el acto practicado. 

En la tercera etapa, el hombre actúa de manera a conseguir l aprobación de los demás  

y de la sociedad, en la organización adquiere una conducta de conformidad: adhiere a las 

normas sociales y actúa de acuerdo con ellas pues espera también aprobación, por el siguiente 

raciocinio: “me porto bien porque les quiero gustar”. Aquí, se expone la necesidad de 

aceptación de la comunidad y en la vida en sociedad. 



En la cuarta etapa, el hombre pasa a se preocupar en cumplir con su deber, cumplir 

las reglas establecidas, lo que se visualiza como autoridad: hacer lo que determina el jefe con 

el raciocinio de que está errado desobedecer o  no cumplir un orden dado. 

A seguir, en la quinta etapa, el hombre pasa a aceptar las reglas de la mayoría y 

adquiere la capacidad de aceptar opiniones diferentes de la suya, lo que representa en la 

organización una participación democrática a través de la aceptación de opiniones de sus 

pares, mismo que divergentes de las suyas. 

Por fin, en la sexta etapa el hombre adopta la ética como convicción, actúa con 

integridad, justicia, dignidad, respetando los derechos de sus semejantes, a través del 

raciocinio de que nadie le puede obligar a hacer algo que considere moralmente equivocado. 

Así, llegando el hombre a esta etapa, ha adquirido la condición necesaria para actuar con 

ética, decidiendo sobre su vida personal y profesional, y sobre lo bueno y lo malo, basado en 

sus propias convicciones. 

Bilbeny (2012) explica que la psicofisiologia nos ayuda a descubrir las raíces 

naturales de la ética, pues el cerebro humano necesita de estímulos y compensaciones que os 

mantienen activo. Es en la hipófisis, pequeña glándula ubicada en la bases del cráneo, que 

está el coordinador de las actividades cerebrales, y así, gracias a la hipófisis, son producidas 

las emociones y el equilibrio interno necesario para ellas. Por veces, las emociones y los 

estímulos afectivos son en parte una de las causas directas o indirectas de la moral, y en parte, 

efectos o consecuencias de ella. En ese contexto, una parte sustancial de los estímulos de la 

conducta moral, con sus creencias y motivaciones, hábitos y costumbres, expectativas y 

logros llegan al núcleo emocional del cerebro, y la conducta por los valores es recompensada 

en el hipotálamo por la liberación de opiáceas que actúan como una morfina interna. Así, esa 

química que se desencadena, hace con que no solo los valores existan, sino que tengamos 



placer en actuar de acuerdo con tales valores y reglas morales. A partir de la afirmación ““la 

ética impregna en ella una trascendencia que nos  permite ver y esperar más allá del entorno 

y de las apariencias” (Bilbeny, 2012:33) registra que esa percepción es o permite que los 

hombres perciban de diferentes manera la misma situación. Señala que los valores, el 

proyecto de una vida ética, la observancia de reglas morales y la convivencia harmoniosa 

consigo mismo y con los demás, contribuye para la salud y la felicidad, bien como la salud y 

la felicidad incentivan una vida ética. 

Ningún código de reglas morales o teorías éticas podría ser aceptadas si no se 

considerar la íntima relación con la ideas fundamentales de la vida moral, y que independiente 

de los valores de cada ser, se encuentran en uno o más puntos de esas ideas, donde la primera 

de ellas es la relación del individuo con el “mundo de la vida” lo que hace con que la ética se 

base en la búsqueda del bien estar. La segunda es la relación del individuo con la “esfera 

comunitaria” que hace con que la ética se base en la búsqueda por la justicia y, por último, 

aunque no menos importante, la relación con su propio “mundo interior” que representa la 

búsqueda de la felicidad. 

Saoner (1992) expone en su obra  História de la ética, como el filósofo David Hume 

rechaza la idea de que la ética se basa en la razón - comprensión que se defendió con tres 

argumentos, donde el primero aclara que la moral es una cuestión práctica, es lo que mueve la 

acción, a diferencia de la razón, que es incapaz de causar una acción; el segundo argumento 

afirma que la moralidad no puede ser el objeto sólo de la razón porque la razón se da cuenta 

de la verdad y de la falsedad, mientras que la moral representa la aprobación o desaprobación 

y que los objetos o acciones de la moralidad no puede ser clasificado como verdadero o falso. 

Por lo tanto, excluye la razón como el único objeto de la moralidad. En el tercer punto 

argumenta que la razón por sí sola no puede dar cuenta de la moral porque si se tratara de la 

moralidad tendría que basarse en la relación de ideas u objetos, y esto no es probable que 



ocurra porque la razón descubre los hechos y la lógica, y allana el camino para los juicios, 

pero depende de nuestros sentimientos por la percepción.  

Por lo tanto, cree que el sentimiento es el único fundamento de los juicios morales. 

Según Hume, juzgamos porque tenemos la noción de la moral, adquirida anteriormente, y si 

las distinciones morales no proceden de las ideas, deben proceder de las impresiones, pues si 

el vicio y la virtud no pueden ser descubiertos solamente por la razón, nos apoyamos en 

impresiones y sentimientos que se producen en nosotros mismos, y por lo tanto concluye que 

nuestras decisiones son las percepciones, que a su vez se basan en impresiones e ideas. Como 

la moralidad suele ser más sentida que juzgada, terminan por confundirla con la idea. 

Se abre aquí una oportunidad para que podamos repensar la vieja pregunta: ¿Somos 

el resultados de la educación que recibimos o personas ya nacidas con juicios morales capaces 

de guiarnos en nuestra toma de decisiones? Del mismo modo que podemos concluir que el ser 

humano nace con algunas percepciones, valores y tendencias que son negadas, confirmadas o 

asimiladas a través de la educación, del enseñanzas y de los ejemplos que recibe en toda su 

existencia, se puede concluir que el ser humano es el resultado no de lo que tiene al nacer, 

tampoco del aprendizaje durante toda la vida, sino de la forma en que percibe las enseñanzas 

y ejemplos que recibe, y esta percepción afecta tanto a factores innatos como las experiencias 

que cada ser humano vivencie. 

Según el filósofo brasileño Mario Sergio Cortella, "La ética es el conjunto de valores 

y principios que usamos para decidir las tres grandes cuestiones de la vida: yo quiero, yo 

debo, yo puedo". Según él, hay cosas que quiero, pero no debo; hay cosas que debería, pero 

no puede y cosas que puedo, pero no quiero. Con esta apología, explica que cuando lo que se 

quieres es lo que se puede y a la vez lo que se debe, se  encuentra la paz de espíritu. Por lo 



tanto, la ética es lo que se utiliza para tomar esta decisión y se define a través de ejemplo, de 

los principios de la sociedad  - sean religiosos o no -  y no a través de normas. 

Conforme Ortega y Gasset: 

“La ética, ya desde su principio, desde la primera gran obra que creó hasta su nombre, el 

famoso libro de Aristóteles, no ha hecho sino esto: ponernos en contacto con el gran repertorio de 

valores posibles de la humanidad. Así en las primeras frases de su libro, el maestro viejo de 

Grecia emplea una fórmula encantadora para definir la ética: 'Busca el arquero un blanco para 

su flecha, ¿y no lo buscaremos para nuestras vidas?” (Ortega y Gasset 1928). 

 

Para Aranguren (1985:11) “La ética, considerada en sí misma, es primariamente 

personal. Es cada hombre quien, dentro de la situación en que, en cada momento de su vida, 

se encuentra, ha de proyectar y decidir lo que va a hacer”. 

La Ética por sí sola no emite juicios de valor, no prescribe una acción en particular 

que debe ser realizada en tal o cual situación. Así, se puede concluir que la ética es la 

capacidad que tiene el hombre para reflexionar utilizando los valores morales para justificar 

sus acciones y sus decisiones y, en este reflexionar, los factores que están en su entorno se 

convierten en esenciales para que la decisión sea aceptado como moralmente correcta. 

Para determinar el significado de la ética para la acción humana Pieper (1991) afirma 

que: 

“La ética es una teoría de la praxis que atiende a la moralidad de esa praxis. Partiendo del 

concepto  de la moral, desarrolla el sentido de una acción, que no es consecuencia de un acto de 

voluntad inmediato, arbitrario, caprichoso, incondicionado y meramente subjetivo, sino 

consecuencia de una voluntad que se determina a sí misma libremente desde la distancia crítica y 

teniendo en cuenta que debe limitarse en función de la libertad de los demás.” (Pieper, 1991:81). 

 



Se puede  realizar acciones éticas y actuar moralmente basados en ejemplos de 

conductas que son innatas o fueron asimiladas durante la infancia, sin necesidad reflexión 

ética. Sin embargo, en ciertos momentos será necesario que las decisiones de toma de 

decisiones y en el momento en que el hombre se enfrenta a las alternativas, por supuesto 

ocurre la reflexión sobre sus principios morales que le lleva a entender y analizar su conducta, 

las normas que han sido acatadas y los actos que puedan haber sido practicados sin la debida 

reflexión y, por lo tanto, en este momento pasa a utilizarse de la ética.  

A pesar de la gran cantidad de temas que pueden ser temas de discusión de ética 

como una ciencia de la acción moral, según Pieper (1991) podemos mencionar tres temas de 

los que la ética debe tratar de profundizar en un intento de exponer soluciones, que son: 

La felicidad (suerte) 

 La libertad 

El bien y el mal. 

La felicidad/suerte se puede identificar de dos maneras: en primer lugar cuando se 

recibe sin hacer ningún esfuerzo algo que sea motivo de placer y satisfacción, algo que no 

tendría como obtener por mérito propio; la segunda manera de identificación sería cuando la 

felicidad es el resultado del esfuerzo y dedicación en algo que el individuo sea capaz de 

realizar o conseguir por propio mérito. Incluso si el primer elemento de la felicidad se 

identifica, es la segunda manera que le importa a la ética como principio de felicidad. 

De acuerdo con la reflexión ética y al concepto de felicidad, afirma la autora que: 

“• La aspiración a la felicidad es un momento ineludible de toda acción humana.  

• La felicidad no puede pretenderse inmediata y directamente como meta, sino sólo de manera 

indirecta a través de metas concretas cuya consecución promete satisfacción y por tanto felicidad.  



• La felicidad no se presenta como tal, sino sólo como consumación efectiva de una praxis 

cuya consecución («feliz») contribuye a una vida llena de sentido.  

• La felicidad, como la cualidad de una vida llena de sentido, lograda, afortunada, no puede 

ser moralmente exigida. Lo único que puede exigirse es el entendimiento con nuestros semejantes 

en la búsqueda de un común horizonte de sentido y hacer, en las condiciones y circunstancias 

dadas, todo lo posible para alcanzar realmente las metas designadas como convenientes. 

• La felicidad no es un concepto ético normativo, sino descriptivo.” (Pieper, 1991:121-122) 

 

Así, el individuo debe buscar a lo largo de toda su existencia actuar con su total 

esfuerzo, mirar las situaciones que se le imponen de la mejor manera posible, sin la necesidad 

de perseguir la felicidad en cada acción, ya que esta está en su naturaleza y así debe tenerla 

incorporada inevitablemente en todas sus actitudes. 

Con respecto a la libertad, como ya se ha discutido en la sección anterior, es 

necesario que la libertad no está desprovista de reglas y tampoco totalmente depende de ellas, 

ya que la libertad en el contexto ético presupone una libertad que no es libertad ilimitada y sin 

restricciones, donde el hombre es totalmente libre de reglas y puede decidir sin vincular en 

absoluto a sí mismo o a sus semejantes. La libertad moral puede ser entendida como la 

libertad para tomar decisiones, para actuar frente a situaciones teniendo en cuenta las normas 

y los límites que son necesarios para reconocer y respetar la libertad de los demás, ya que la 

falta de ella sería una libertad a expensas de la falta de libertad de los demás. 

“La libertad moral no es algo que se posea o se perciba por naturaleza, de la misma manera 

que se tiene ojos para ver. La libertad moral, antes bien, debe alcanzarse en la praxis  y para la 

praxis, y la educación para la madurez personal no significa en última instancia sino la práctica 

de una pedagogía que estimula a la autónoma disposición de uno mismo, al uso correcto de la 

libertad a través de la cual un individuo se determina como individuo libre entre otros individuos 

libres.” (Pieper, 1991:128) 

 



La cuestión del bien y del mal es otro tema que la ética como una ciencia moral debe 

profundizar en un intento de exponer soluciones. Ha sido objeto de estudio de diversos 

filósofos, y le han sido asignadas varias teorías y significados, debiendo señalar que desde la 

perspectiva moral el bien no es considerado en comparación con otra cosa, sino que en si 

mismo. Para Platón, es el resultado de toda una vida de trabajo duro, la búsqueda del 

conocimiento y la búsqueda de la sabiduría, donde el único bien se reveló después de la 

familiarización del alma con la bien en sí mismo, el final de un camino doloroso que pasa a 

través de todos los métodos argumentos. “A diferencia de un conocimiento mecánico, no 

puede trasmitirse de una persona a otra. La vida mejor es, por consiguiente, la vida 

"filosófica", y el Bien supremo es la interna felicidad de aquel que aprehende 

verdaderamente el Bien.”  (Jaeger, 1983:448). 

La identificación de buena voluntad sólo puede ser apreciado a través de la acción, 

pero al considerar la acción del punto de vista pragmático, sólo se necesita considerar si las 

medidas adoptadas tuvieron su finalidad satisfecha, sin que haya la necesidad de considerar si 

la acción practicada es moral o no. Sin embargo, el análisis de la acción moral, para juzgar 

una acción como buena o mala, hay que tener en cuenta si la acción ha sido practicada 

tempestivamente o no y por eso no ha alcanzado su objetivo; o aún los casos en que algunas 

acciones malas también llegan a alcanzar su objetivo. Así, determinar si la acción es acertada 

o no por el alcance de su objetivo, puede que sea  moralmente buena o no, y para que se 

alcance esa diferenciación, se hace necesario analizar la voluntad que ha originado esa acción. 

De esa manera, una acción equivocada, que no haya alcanzado su objetivo, mente su objetivo, 

puede haber sido originada por una buena voluntad, mientras que una acción que ha alcanzado 

su objetivo, puede que tenga por detrás una mala intención o voluntad. “Una acción alcanza, 

desde el punto de vista ético, la perfección cuando es tanto (moralmente) buena como 

(pragmáticamente) acertada” (Pieper, 1991:133). 



Las teorías que pretenden dirigir la humanidad hacia el “bien” a través de la 

eliminación de los llamados condicionantes del mal, se equivocan éticamente por buscarlas 

fuera del individuo mismo. Suprimir las condicionantes malas sería suprimir, de la misma 

manera, las condicionantes buenas, porque es en el individuo que se encuentra la libertad, que 

es la condición del bien y del mal, tal como se define: 

“Si el hombre mismo es el artífice del bien y del mal en base a su voluntad, no se pueden 

suprimir las condiciones del mal sin eliminar también las condiciones del bien, pues la condición 

del bien y del mal es la libertad. Por eso, una transformación de la praxis general en dirección a 

una mejor situación sólo puede promoverse a través de la educación para la libertad moral, a una 

libertad que es capaz de autolimitarse en un contexto histórico determinado en prol de la libertad 

de todos, sin renunciar por ello a su pretensión de incondicionalidad, sino, por el contrario, 

viendo en el reconocimiento de la libertad de los otros la satisfacción de su pretensión de 

incondicionalidad.”  (Pieper, 1991:132). 

 

La autora explica cómo sería utópico pensar que la humanidad puede extinguir una 

vez por todas con la facticidad del mal fomentando la libertad moral. El mal, visto aquí como 

la constatación de la ausencia de libertad, se excluye lentamente y poco a poco por el bien, 

visto aquí como la realización de la libertad. Así, la historia de cada individuo no puede ser 

visto sólo como una historia de libertad, debe ser contemplada también como una historia de 

la existencia y la ausencia de ella. “Ninguna educación por óptima que sea, conseguirá 

preservar al hombre de todas las tentaciones y seducciones que hacen que vea en ocasiones 

al mal como deseable.” (Pieper, 1991:132). 

De acuerdo con la interpretación de Pieper que la ética se presenta como una teoría 

filosófica de la libertad, tanto el objetivo como el límite de la ética se definen por el concepto 

de libertad, ya que la ética es a la vez capaz de argumentar reflexivamente la libertad como un 

vector incondicional, como que es incapaz de basarse en una praxis a la consumación real de 

la libertad. 



Los tres objetivos de la ética previstos por la autora van más allá de la ética como 

ciencia de la acción moral, ya que sólo se puede lograr a través de la práctica de la teoría 

vivida. El primer objetivo se refiere al estudio de las condiciones en las que se puede 

considerar una acción humana como moralmente buena. Se separa la acción moral de las 

consideradas acciones amorales e inmorales y encuentra en la acción moral la manera que la 

praxis pueda satisfacer plenamente su condición humana, actuando de modo a permitir que el 

individuo pueda modificar sus pretensiones, con la intención de que no apenas é sino también 

a sus semejantes, lleve igualmente una vida digna y plena. 

En el segundo objetivo, la ética pretende analizar críticamente la praxis y las 

reivindicaciones desde el punto de vista de su justificación moral, fomentar la comprensión de 

la estructura de la relación entre la moral y la moralidad desarrollada por la ética, a través de 

las condiciones reguladoras que examinen críticamente cada acción planeada o ejecutada que 

tenga la capacidad para identificar si cada acción se ha practicado con la libertad como 

principio incondicional. 

El tercer objetivo es llamar la atención sobre la importancia de la responsabilidad 

moral y la responsabilidad social, entendida la responsabilidad moral como el concepto 

moderno de la virtud, que se manifiesta cuando tenemos que decidir sobre las diferentes 

situaciones y decidimos con libremente, basados por una buena razón, y con responsabilidad 

social, teniendo en cuenta también la libertad de otras personas. 

Para establecer límites a la ética debemos tener en cuenta que si el objetivo de la 

ética es la libertad en el sentido de la libertad moral, una simple análisis conceptual no nos 

permite atingir su objetivo. En las palabras de Pieper: “la libertad sólo se verifica realmente 

en la praxis, en el reconocimiento práctico de la libertad ajena como condición de mi propi 

libertad.” (Pieper, 1991: 139) 



La autora describe cuatro límites que la ética impone a la libertad, siendo el primer el 

hecho de que la ética no es la praxis de lo que es en teoría, sino que la ética es abierta a la 

praxis, ya que su objetivo – que es realizar la libertad – está fuera de ella.  

El segundo límite se refiere al hecho de que la ética no transforma a los hombres en 

seres morales, el hombre es bueno o malo como resultado de su voluntad. La ética puede 

ofrecer el poder de buenos argumentos, pero aun así, sólo será un estímulo para el bien, así 

como el hombre conoce estímulos para el mal. En este sentido, la ética podrá perfeccionar sus 

métodos y argumentos para motivar a la gente a hacer el bien, pero es de la libertad de cada 

individuo para elegir qué acción debe ser practicado. 

El tercer límite es el hecho de que la ética no pueden ser considerados como una 

supermoral, y por tanto no se puede fijar normas sustantivas que deben ser seguidas por todos, 

ya que las normas morales son el resultado del proceso de reconocimiento mutuo en un 

contexto de vida, que auto limita la libertad por la libertad de todos. “Si la ética tiene su límite 

en la libertad, su tarea sólo puede consistir en fundamentar normas formales que sirvan 

como escala y medida para emitir juicios acerca de las normas materiales.” (Pieper, 

1991:140). 

El cuarto límite trata de que la ética no es casuística, que no es una moral suprema 

que decida qué hacer en cada caso, a partir de normas morales pre-fijadas. A la ética cabe 

fomentar a que los individuos adquieran y ejecuten ellos mismos la competencia moral, 

estimulando a los que desean actuar de manera moralmente correcta que problematicen las 

normas que son importantes en cada situación y que puedan actuar por si mismos. “Sólo 

cuando los individuos piensan, desean y actúan por sí mismos es real la libertad y justamente 

a ello pretende animar la ética en tanto que teoría filosófica de la libertad” (Pieper, 1991: 

141). 



El objetivo de la ética puede parecer modesto si consideramos que la ética se 

considera una teoría filosófica de la libertad: 

“Su objetivo no es ni el adoctrinamiento ni la imposición de ideología alguna, sino única y 

exclusivamente recordar, a la vista de las múltiples formas de carencia de libertad y de 

inhumanidad que se presentan en la praxis diaria, el principio de la libertad, que es en cierto 

modo el núcleo humano de la existencia humana.” (Pieper, 1991:141).    

 

Sin embargo, su objetivo pasa a ser ambicioso cuando la ética busca establecer que la 

acción humana tiene  como vector incondicional la libertad, que en este caso sería transmitir 

la seguridad de que ninguna teoría o ciencia tiene la capacidad de arrebatar al hombre la 

libertad de entender a sí mismo como un ser libre que vive entre seres libres y se realiza con 

su acción. 

Los actos de la sociedad están en constante revisión, ya sea cometido por 

funcionarios públicos en el ejercicio de su función o practicado por ciudadanos comunes en su 

vida diaria. Estos actos son siempre analizados, revisado y especulados por un número 

creciente de personas, y el avance de la tecnología hace que a cada día un número mayor de 

personas pueda ver, discutir y analizar las situaciones que hasta hace poco ni siquiera sería 

objeto de análisis. El hecho es que los actos a veces aceptados por la mayoría y otras 

rechazados por ella, serán discutidos y analizados moral y éticamente no apenas por personas 

que están de acuerdo o rechazan, sino también por el agente de la acción. Cuando la empresa 

analiza y utiliza las razones que podrían justificar las medidas adoptadas y el juicio moral del 

agente que la ha practicado. 

Annemarie Pieper (1991) muestra que es posible distinguir las diferentes estrategias 

y métodos de razonamiento utilizados para fundar las acciones y juicios morales, que puede 

ser a través de la base moral o de la justificación ética. Cuando se discute o reflexiona una 



acción con el objetivo de formar un juicio moral, se recurre a las justificaciones que se 

utilizaron para actuar de tal o cual forma, lo que la autora llama "buenas Razones" y las 

clasifica en seis clases de estrategias de razonamiento moral, que son: 

Referencia a un hecho; 

Referencia a sentimientos; 

Referencia a posibles consecuencias; 

Referencia a un código moral; 

Referencia a la competencia moral e 

Referencia a la consciencia. 

La referencia a un hecho es la forma más común de argumentación, y puede ser 

analizada de tres formas: cuando la acción se justifica con una regla o juicio de valor 

reconocido y aceptado por todos, como sería el caso de ayudar a un ciego a cruzar la calle; 

Otra forma sería cuando se justifica la acción a partir de una justificativa no reconocida por la 

mayoría, un juicio moral discutible – sean positivas o negativas – no son aceptadas por la 

mayoría por no emitieren juicios de valor suficiente para justificar sus actos. La autora 

subraya la dificultad de establecer fronteras un prejuicio y una norma vinculante, y que tal 

frontera no puede ser establecida apenas teniendo en cuenta consideraciones o juicios 

emitidos por la mayoría, porque hay acciones basadas en normas que no son aceptadas por 

mayoría y aun así se refiere a un actuar moral.  

La tercera forma una acción con referencia a un hecho es cuando se justifica la 

conducta frente a un conflicto grave, una situación extremada, que debe ser analizada caso a 

caso (como el caso de una mentira para aliviar los dolores de la muerta). En ese contexto, 



cuando se utiliza un hecho para justificar una conducta como moral, estaremos – según Pieper 

– justificando un juicio oculto. 

La referencia a los sentimientos es la forma del argumento frecuentemente utilizado 

para justificar ciertos comportamientos, que son aceptadas como comprensibles debido a 

sentimientos de gratitud, afecto, aceptación, disgusto, aversión, etc. Pero incluso la sensación 

intensa no puede significar una exigencia de una norma moral, sin embargo, tan fuerte que sea 

la carga emocional utilizado para justificar ciertas acciones, se necesita un análisis crítico del 

juicio de valor expresado en el sentimiento para que se pueda considerar una acción moral. 

La referencia a las posibles consecuencias es la forma de argumentación utilizada en 

las más distintas situaciones diferentes y es la única posibilidad de justificación moral 

considerada por el utilitarismo, que la reconoce como la acción que alcanza el mayor grado de 

utilidad, genera para todos los afectados la mayor medida posible utilidad y causa el menor 

daño posible. Sin embargo, no se puede apenas aceptar este argumento como suficiente para 

justificar la moralidad de una acción, porque a veces hay acciones en las que sus efectos no 

son útiles para nada o pueden causar dolor y sufrimiento a involucrados y, sin embargo, 

justificarse moralmente, como promesas que debe cumplir un deber moral a pesar de causar 

trastornos y privaciones. En este sentido la autora emplea ejemplos extremos como: 

“Quien sacrifica su vida a una idea abstracta, como en el caso de  

-la muerte de Sócrates (por la justicia),  

-la muerte de Jesucristo (por la redención del género humano),  

-la muerte de los mártires (por la fé), según la concepción utilitarista no hace sino causarse 

mal a sí mismo sin beneficiar a los demás. Al contrario: los discípulos de Sócrates eran 

considerados ateos y degenerados, los cristianos fueron objeto de persecución y a los seguidores 

de los mártires les aguardaba un destino igualmente violento. Por eso, una acción de tales 

características no puede considerarse moral desde el punto de vista utilitarista.”(Pieper, 

1991:148).    



De esta forma, no podemos analizar apenas la utilidad de una acción por no ser un 

criterio suficiente para justificar su moralidad, sino que debemos analizar la utilidad esperada 

y los medio que son utilizados para alcanzar determinada acción, para enseguida poder 

argumentar sobra la acción como moral. 

La forma del argumento moral con referencia a un código moral se produce cuando 

la decisión de practicar determinada acción se basa en un código moral, que puede ser un 

código escrito o reconocido tácitamente y aceptado por un grupo de personas que forman 

parte de esa institución o esa comunidad. En esta forma de argumentos, frecuente respuestas 

del tipo "actúo de esta manera porque está previsto en esta norma," ya sea la iglesia, la 

constitución, u otro grupo del que haga parte. Lo que debe tenerse en cuenta es que los 

argumentos de este tipo tienden a variar según la interpretación que cada uno puede hacer un 

cierto nivel, e incluso si esa norma es aceptada por todos los miembros del grupo como 

suficiente para justificar una acción como moral, que debe analizarse en cada caso cuanto a su 

validez y su interpretación. 

La referencia a la competencia moral es una forma de argumentación que justifica la 

acción por la forma en que ciertos individuos reconocidos como autoridades dicen o emiten su 

opinión, como en el caso de justificar una acción diciendo que su padre, o su jefe, o el Papa, o 

de su amigo ha dicho que la acción se debe practicar de esta manera. Aunque algunos 

consideran que la opinión de las personas en autoridad puede significar una justificación para 

sus acciones, estas justificaciones deben tener su juicio de valor analizado críticamente, y 

nadie se le permite alejarse de la responsabilidad de sus acciones mediante la colocación de 

un deber para justificarlos en otras personas. 

Y finalmente la referencia a la consciencia es la forma de argumentación moral en la 

que el agente justifica que su acción ha sido practicada de acuerdo con su consciencia, que no 



podría vivir en paz con su conciencia. “La apelación a la conciencia como suprema instancia 

moral es una forma de fundamentar las propias acciones que goza de general aceptación en 

la práctica.” (Pieper, 1991). No obstante, la autora observa que no podemos considerar 

infalible este argumento, porque hay riesgo de que el agente no tenga su acción determinada 

libremente y basada en su competencia moral, ya que puede ser que haya atendido una 

prohibición o un mandamiento de su autoridad internalizado anteriormente. 

Necesario dejar claro que en las discusiones cotidianas no hay, en la mayoría de la 

veces, una distinción de las argumentaciones expuestas anteriormente. Lo que ocurre es una 

combinación de los argumentos para que una determinada acción pueda ser aceptada como 

proveniente de juicios morales, que el agente pueda se convencer y convencer a los demás 

que la acción practicada es una acción moral. 

Después de la clasificación de la fundamentación moral, vamos a exponer el 

fundamento ético que tiene como objetivo apoyar la acción y el juicio moral basado en el 

concepto de la moralidad y de ella analizar su conveniencia, lo que vamos a identificar son los 

métodos que se utiliza la ética para establecer la relación entre la moral y la moralidad. En las 

siguientes páginas lo que se exponen son sólo trazos de cada uno de los siete métodos que la 

autora distingue con maestría. 

Método lógico 

Método discursivo 

Método dialéctico 

Método analógico 

Método Trascendental 



Método analítico 

Método hermenéutico 

 

Método lógico: En un sentido amplio todos los métodos de la ética deben cumplir 

con los criterios de la lógica formal. Sin embargo, lo que nos interesa en este momento más 

precisamente es el sentido estricto, en el que, según la autora, el método lógico de la ética 

desarrolla una lógica deóntica, que tiene como uno de sus principales exponentes el filósofo 

finlandés Georg Henrik Von Wright que por lógica deóntica entiende ser el estudio lógico 

formal de conceptos normativos. 

“La lógica deóntica es una lógica modal ética en la medida en que construye, de acuerdo con 

la lógica de los conceptos modales de posible, imposible y necesario, la lógica de los conceptos 

deónticos de permitido, prohibido y obligado. Para la formalización, se utilizan los símbolos: 

P(ermitted), F(orbidden) y O(bligatory). Pp significa entonces: Está permitido que sea p.” 

(Pieper, 1991: 153). 

 

Según Von Wright para realizar la descripción completa de una acción moral se 

tomarán cuatro cálculos: Cálculo-T, Cálculo- I, Cálculo-M Cálculo-P, donde el cálculo T es el 

tiempo, y es a través del cual se puede distinguir la situación inicial en la que el mundo se 

encontraba antes de la acción y la situación final después de la acción, se configura, por lo 

tanto, la lógica de la transformación. El Cálculo-I que coincide con la intención, a través del 

cual se puede distinguir el estado del mundo generada por la acción y el estado en el que sería 

si la acción no hubiera tenido lugar, se configura como la lógica de la acción. El Cálculo- M, 

que es la modalidad, indica las posibles transformaciones y el mundo real, sin la interferencia 

de cualquier acción humana, es decir, son transformaciones naturales, se configura como la 

lógica modal; y el cálculo-P, correspondiente al permitido, e indica que las transformaciones 



naturales están permitidas, prohibidas o son inevitables. El filósofo dice que aun siendo 

imposible construir un segmento de la vida natural del individuo, con los tres primeros 

cálculos, es decir, la lógica de la transformación, la lógica de la acción y de la lógica modal, 

sería posible modelar lo que él llama "árbol de la vida topológica" la historia real y potencial 

del individuo. 

El filósofo dice que está de acuerdo con las posibilidades de transformaciones 

existentes que podemos calcular el grado de libertad de la persona que está en una situación 

en la que debe actuar. Y presenta dos ejemplos extremos en el que el primer agente es 

omnipotente cuando se puede decidir si se debe cambiar o dejar sin cambios el estado inicial, 

y llegar o no al estado final, tiene, pues, posibilidad de escoger. En el segundo ejemplo 

tenemos el individuo impotente, que tiene sólo una opción y a él no fue dada posibilidad de 

elegir. 

El método lógico es por así decir el que desarrolla una lógica deóntica. En este 

sentido el filósofo desarrolla el árbol de la vida deóntica, que restringe el orden natural que se 

a presentado anteriormente, y parte de la premisa de que no todo lo que es posible en la 

naturaleza se permite deontologicamente, y la posibilidad deóntica, lo que se permite, no tiene 

sentido si no se reconoce como una posibilidad natural. 

Según la autora:  

“una acción moral sólo está determinada en su totalidad cuando el ámbito deóntico limita al 

natural de tal manera que se pueda indicar para una persona determinada, en cada momento y en 

cada situación, qué acciones (posibles por naturaleza) le están permitidas, a cuáles está obligada 

y cuáles están prohibidas.” (Pieper, 1991:156). 

 

El método lógico no tiene la intención de establecer lo que el individuo debe hacer y 

cómo actuar, pero direccionarlo para que pueda llegar a un juicio correcto deónticamente, a 



partir de la percepción de la realidad y de las posibilidades que esta situación presenta, que el 

individuo sea capaz de sustituir los símbolos abstractos de los cálculos de Von Wright por 

informaciones concretas que le permitan así tomar la decisión que cree que es la más exacta. 

El método discursivo: Es el método que tiene su base en la lógica deóntica, pero que 

se preocupa no apenas en responder a los problemas de las relaciones lógico-formales en 

vigor en una sociedad dada, sino que también aborda el problema de la justificación de las 

reglas. Y para que se pueda entender cómo el método discursivo es utilizado por la ética para 

establecer la relación entre la moral y la moralidad, Pieper distingue por un lado a Paul 

Lorenzen y Oswald Schwemmer y en el otro a Jürgen Harbemas como autores que más 

contribuyeron al desarrollo el método discursivo en la ética. Los dos primeros se basan en el 

paralelismo entre los conceptos modales de la lógica de enunciados y conceptos modales 

éticos, y, en consecuencia, Schwemmer distingue entre cuatro tipos de acciones, y expone que 

no hay conocimiento del código moral o sistema normas de la sociedad, y se hace necesario 

establecer a qué clase de acciones determinada acción pertenece.  

El primer tipo de acción sería aquella en la que se requiere realizar una determinada 

acción, pero que no importa qué tipo de acción sea sino que sea realizada y que no esté 

prohibida. El tercer tipo es la prohibición de una acción a realizar, y el cuarto tipo es el 

permiso de realizar una acción, es decir, se puede llevar a cabo o no, a condición de que si se 

no puede estar entre las acciones prohibidas. Sin embargo, si se pretende analizar las normas 

existentes y establecer su legitimidad, habrá que utilizar lo que Lorenzen y Schwemmer 

llaman método de deliberación transubjetivo resolución, que se presenta como un 

procedimiento para resolver los conflictos y que es discursiva porque quién decide la 

legitimidad de las normas existentes es la comunidad que a través del diálogo llega a una 

norma aceptable para todos, y al mismo tiempo es constructivo por alcanzar una razón que 

pueda ser considerada convincente de modo consensual.  



De acuerdo con los teóricos Erlangen el método discursivo se basa en premisas 

fundamentales: 

“1. Los conflictos no deben solucionarse con la violencia, sino a través de la deliberación 

conjunta de todos los afectados o sus representantes. 

2. Todo aquel que toma parte en una deliberación de este tipo está legitimado para defender 

sin limitaciones sus intereses.  

3. Todo aquel que toma parte en una deliberación de este tipo debe estar dispuesto no a 

imponer sus     intereses con métodos retóricos o haciendo uso de artificios para convencer los 

demás,  sino a modificarlos de acuerdo con el principio de la transubjetividad. Lo que significa: 

debe recortar sus deseos subjetivos cuanto sea necesario, a fin de que puedan subsumirse en un 

fin de orden superior cuya aceptación pueda esperarse de cualquiera.” (Pieper, 1991:159). 

 

Schwermmer «génesis normativa de un sistema de fines o de un sistema de normas» 

el procedimiento en el que se convierte en reglas universalmente vinculantes a los fines que 

han sido determinados a lo largo de un proceso construido por la colectividad y, por lo tanto, 

aceptados como legítimos. 

Así que podemos considerar el método de deliberación transubjetivo como un 

método de la ética que debe tener necesariamente un resultado moral, que significa 

"universalmente vinculante". Según Pieper el método de decisión transubjetivo debe 

complementarse y razonado, ya que también son parte de las situaciones éticas situaciones 

que son conflictivas o deficientes, pero situaciones que deben ser resueltas sin conflicto. Así, 

afirma la autora que “valores universales como la libertad y la dignidad humana no pueden 

ser objeto de un discurso, de idéntica manera a como lo son los intereses y valores 

subjetivos.” (Pieper, 1991:160). 

Habermas, quien parte también de la idea de que las aspiraciones no deben decidirse 

con autoridad, sino que deben ser objeto de un examen discursivo, concibe el "método del 

discurso práctico” y desarrolla su lógica en su" teoría consensual de la validad". La lógica 



del método del discurso práctico tiene dos niveles de lenguaje y argumentación que, según la 

autora, el discurso debe recorrer un método que pueda obtener un resultado razonable. 

En el primer nivel es “un intercambio de informaciones relacionadas con la praxis 

en las que se presupone de manera incuestionable la validez de normas o el reconocimiento 

de valores” (Pieper, 1991:160) lo que nos lleva a las acciones practicada y consideradas 

incuestionables por algunos. El primer nivel argumentativo trae a discusión estas cuestiones y 

trata de problematizar y cuestionar su validad.  

El segundo nivel de argumentación del discurso práctico trata de que los 

involucrados lleguen a un consenso para expresar su opinión y para permitir que otras 

personas se involucren como racionales y de buena voluntad también puedan estar de 

acuerdo. Según Habermas, para considerar este argumento como suficientemente 

fundamentado, debe tener la fuerza de imponer un consenso de razones y ser capaz de motivar 

racionalmente los participantes de este proceso. Y, para que un argumento tenga esta fuerza, 

debe cumplir tres requisitos, y como primer requisito un argumento “debe indicar con 

claridad las vías que conducen de determinadas necesidades (objeto de consenso) a las 

normas que regulan la satisfacción legítima de esa” (Pieper, 1991:161), lo que significa decir 

que el argumento presentado debe demonstrar que las necesidades a las que prevé son de 

naturaleza humana en general. El segundo requisito que el argumento debe poseer es de 

servirse de un lenguaje ética “que exprese adecuadamente la autointerpretación  moral de 

todos los que toman parte en el proceso  discursivo, por lo que, en consecuencia, permita una 

interpretación verídica de sus necesidades.”(Pieper, 1991:161). El tercer requisito, es que 

debe indicar en todo momento que estamos en el camino acertado, “qué es realmente lo que 

se puede y se debe desear”. 



El método discursivo es un método que pretende indicar cómo actuar frente a los 

conflictos causados en la vida cotidiana, de manera que la solución sea aceptada y vinculante 

para todos los interesados. No obstante, en diversos casos no hay esa capacidad de llegar a un 

consenso, incluso si se dirigen a ella. Muchos se enfrentan a la incapacidad de superar ciertos 

obstáculos o aceptar una norma aceptada por otros como una norma moral, y cuando nos 

encontramos en esta situación el método discursivo pierde su efectividad. 

El Método Dialéctico: Establecido por Platón, el método dialéctico es similar al 

método discursivo en el que ambos son procedimientos dialógicos. En el método dialéctico, el 

diálogo actúa como mediador, posee la característica de mediar las pretensiones normativas y 

fácticas, por lo que la afirmación fáctica debe lograr el cumplimiento de la pretensión 

normativa, y esto debería actuar como agente regulador en las acciones del plano factico.  

Pieper, en  Alegoria de la Caverna, afirma que Platão en su obra “La República, livro VII” 

describe el proceso dialéctico, donde el filósofo compara el mundo con una cueva en la que 

los individuos son atrapados y no pueden mover la cabeza, lo que les permite mirar justo 

hacia delante, sentado de espaldas a un fuego y donde se proyectan las sombras de los objetos 

por la luz del fuego, que representan  para los individuos presos su mundo real, el que no 

cuestionan y pasan a vivir de manera acrítica. El ámbito de la cueva corresponde para Platón 

el ámbito de la facticidad, en el que los seres humanos se dejan guiar por juicios 

prestablecidos, y se dan por satisfechos con la situación, desconociendo el ámbito normativo 

de las ideas y cuya pieza fundamental es la idea del bien. Para llegar a un mundo autentico, el 

individuo necesitaría un esfuerzo intelectual y moral que lo describe como siendo una 

separación dolorosa y violenta para que sea posible obtener éxito en libertarse de lo que era 

familiar, y pues aceptado en sus criticas. 

El camino que se debe recorrer lenta y gradualmente es una metáfora del 

razonamiento filosófico y pasa por cuatro fases. En la primera fase el individuo se ve y se da 



cuenta de que las imágenes que ve son sombras reflejadas en la pared, y no corresponden a la 

realidad. Consigue darse cuenta de que es necesario conocer el origen de las cosas y sus 

causas para aceptarlas, que también significa asar de un conocimiento ingenuo a un 

conocimiento científico. En la segunda fase el individuo se libera de sus amarras y deja la 

cueva hacia la superficie, donde inicialmente ocurre el deslumbramiento. En la tercera fase 

consigue de manera gradual percibir las cosas como realmente son, y por último, en la cuarta 

fase se puede contemplar el sol, que representa la idea del bien, como la causa de todas las 

causas. 

Afirma todavía que el filósofo no se da por satisfecho y sigue su indignación hasta 

que llega el principio filosófico último, que sería la causa de todas las causas, la idea del bien, 

y aunque su tarea no esté terminada, necesita realizar el camino inverso, volver a la cueva 

para estimular mudanzas en su condición «hasta que lo factico-empírico coincida con lo 

ideal-normativo», para que los individuos salgan de la cueva y tomen las decisiones sobre sus 

acciones ya con base en principios morales y responsabilizándose por ellas. 

Pieper presenta dos ideas básicas que el método dialéctico sugerido por Platón 

transmite: 

“Primera, una acción sólo puede fundarse moralmente por recurso a lo incondicionado, esto 

es, quien pretende obrar según la moralidad, pretende por eso mismo obrar incondicionalmente 

bien, implicando con ello la afirmación de que por principio cualquiera deberá ver esa acción por 

él realizada como la que se imponía -cualquiera que haya hecho hábito suyo el movimiento 

dialéctico de ascenso y descenso. 

Segunda, el enfoque platónico pone en claro que el tránsito del camino, la realización y 

fundamentación de una praxis  moral constituye un esfuerzo que cada cual debe realizar por sí 

mismo y que nadie puede llevar a cabo en sustitución de otro.” (Pieper, 1991:171). 

 



Por todo lo expuesto, se puede afirmar que el método dialéctico se observa en el 

movimiento llamado por Platón de ascenso y descenso, el que permite que el hombre como 

individuo libre perciba, reflexione, elija y direccione sus acciones bajo la idea del bien. 

Método analógico: Pieper se refiere al método analógico desarrollado por Aristóteles, 

que utiliza el término "phronesis", definido como la inteligencia moral para saber qué es lo 

bueno.  El individuo debe buscar el justo medio, distanciarse de los extremos, como se ha 

tratado anteriormente en este capítulo cuando tratamos de mostrar en el contexto de las 

virtudes. Los extremos caracterizados como vicios por el exceso o la falta de sentimientos y 

pasiones, la identificación de la virtud como el justo medio, que se puede realizar utilizando la 

aritmética y la geometría, donde la media aritmética es aquella en la que el exceso y la 

escasez se puede calcular de una manera cuantitativa. El autor utiliza el ejemplo de que 

sabemos que el término medio entre 6 y 10 es 8, pero se necesita utilizar esa media aritmética 

de forma abstracta, por lo que no iremos aplicar el valor exacto de un resultado de cálculo en 

situaciones prácticas, pero calcular abstractamente y crear el término medio. Por ejemplo, si la 

valentía, visto como el término medio entre la cobardía y la temeridad, se encuentra en una 

situación dada, en el acto de defenderse o atacar al enemigo. 

La media geométrica se utiliza en el sentido de que no puede identificar en todas las 

virtudes el término medio, el justo medio entre los extremos que establezca una relación de 

igualdad. De esa manera, se usa las medias geométricas para establecer una relación más 

justa, teniendo siempre en consideración personas y cosas involucradas, y la percepción de 

que las personas no son iguales y las cosas tampoco, y así darse cuenta que puede no ser justo 

repartir en porciones iguales, como por ejemplo una alimentación, cuando uno ha realizado 

actividades  de esfuerzo físicos y el otro, no, por lo que se busca establecer una proporción en 

la igualdad de relaciones, es decir, una igualdad proporcional. 



“El método analógico se utiliza en ética siempre que se trata de relacionar normas y valores 

universalmente reconocidos con una situación singular y concreta, a fin de establecer, de manera 

éticamente obligatoria, qué actuación se requiere moralmente en dicha situación.”(Pieper, 

1991:173).  

  

Para eso, se comparan situaciones análogas con el objetivo de promover el ajuste 

necesario entre la norma y cada situación. 

Método Trascendental: se aplicó la ética por primera vez por Kant, y consiste 

brevemente, si es posible resumir un método tan complejo, en la retroacción de la acción 

moral para que pueda analizar sus condiciones de posibilidades. Busca fundamento de porque 

el individuo basea sus acciones en lo que considera moral, a través de la experiencia adquirida 

con sus propias acciones. Tiene la intención de cumplir con la experiencia anterior y el 

conocimiento para la consecución de los principios en los que se basa.  

 La ética trascendental se basa en el principio de la libertad, en el sentido de 

autonomía, como el principio que fundamenta la moralidad e constituye la praxis humana. 

Tiene como fundamento del deber moral la voluntad autonómica, en la que el individuo actúa 

de acuerdo con su libertad de actuar y de tal manera  que su acción sea procedente de una ley 

moral que pueda ser mantenida incondicionalmente, y que los principios que rigen sus 

acciones puedan ser examinados e utilizados universalmente.  

Pieper cree que el método trascendental de Kant muestra cierta analogía con el 

método dialéctico de Platón, ya que ambos salen de la praxis humana y de las demandas 

morales resultantes de su análisis y formulan principios legitimadores. En este sentido la idea 

de Platón sería comparable con el principio de libertad de Kant. 

 Sin embargo, mientras que Platón asigna a las ideas una existencia propia y que 

independe del conocimiento humano, para Kant en el «trayecto retrospectivo trascendental»  



los principios son construcciones intelectuales que no posee existencia autónoma fuera de la 

reflexión ética, y expone que el proceso de fundamentación transcendental se conserva en los 

límites del entendimiento humano y tiene su apoyo en el principio de la libertad, y con este 

entendimiento va a explicar que todas las acciones y todas las normativas que se guían en el 

principio de la libertad son, por tanto, éticamente justificada. Eso porque el principio de la 

libertad: 

“- es la condición que deben satisfacer todas las acciones y normas que pretendan estar 

dotadas de moralidad;  

-es un principio último más allá del cual no cabe retrotraerse en la esfera del conocimiento, 

por lo que ya no es capaz de más legitimación, pero tampoco la necesita;  

-es una meta más allá de la cual no hay ninguna otra que se pueda pretender o 

apetecer.”(Pieper 1991:176).    

 

Según Pieper, el método transcendental sería un procedimiento exclusivamente de 

fundamentación en última instancia, porque en lo que se refiere a la acción de los individuos, 

se trata de un método que necesita del complemento del método discursivo y del método 

analógico para la mediación entre el fundamento transcendental en última estancia – que 

corresponde el principio de la libertad y de la facticidad. 

Método analítico: Se puede afirmar que todo el método de ética es un procedimiento 

de carácter analítico, ya que todos los actos éticos tienen la necesidad de someterse a análisis, 

y es a través de la descomposición conceptual que este análisis se lleva a cabo. Con la 

observación multifacética de cada fenómeno, tenemos un procedimiento analítico. La 

metaética a través de método de análisis lingüístico comenzaron a investigar el significado y 

la función de las palabras, de los juicios y de los argumentos, a través del análisis del lenguaje 

moral, es decir, el análisis de las palabras usadas en las oraciones, lo que puede significar 



varias cosas, entre las cuales el reproche, la admiración, la búsqueda, la prohibición o incluso 

un sentimiento como el miedo o disgusto. 

Así, John L. Austin fue el primero en relacionar la idea de que las sentencias pueden 

transmitir algo más que información, mediante la ampliación del análisis del lenguaje, con la 

«teoria del método del acto del habla» en el que postula que el acto del habla es tanto 

locucionario, ilocucionario y perlocucionario. Locucionario porque comunica algo, eso puede 

ser algo que ya ha ocurrido o va a ocurrir; es ilocucionaria porque tiene lugar en el lenguaje, a 

través de acto locucionario, y puede ser una amenaza, una promesa, una queja, un disgusto, 

etc.; y es un acto perlocucionario cuando se realiza no en el lenguaje, sino a través del 

lenguaje, cuando el lenguaje cumple su objetivo, genera una reacción en el oyente, ya sea de 

miedo, de confianza, de esperanza, etc. Es decir, cuando el oyente se ve afectado por el 

lenguaje . Por ejemplo, se dice a alguien “te prometo que voy a conseguir un trabajo para ti 

hasta mañana, el acto locucionario es el acto de la comunicación en caso de que lo que va a 

suceder, el acto ilocucionario es el acto que tuvo lugar en el lenguaje, en este caso, la promesa 

hecho, y el acto perlocucionario es el acto que se ha realizado por el lenguaje, en este caso, el 

sentimiento de esperanza que trajo al oyente que se muestra afectado con la promesa. 

Pieper describe que el método original de análisis del lenguaje procede de dos etapas, 

en que la primera u objeto de investigación es el modo como las personas se utilizan del 

lenguaje para explicar, justificar sus acciones o para volverlas aceptables socialmente: “se 

deriva algo así como una estadística  del juego lingüístico de la moral, que se utiliza por una 

vía inductiva-generalizadora, de manera que los hábitos de acción humanos se clasifican de 

acuerdo con los giros del lenguaje cotidiano correspondientes”.(Pieper: 1991:179). L palabra 

utilizada en el lenguaje  cotidiano con la intencionalidad moral pueden presentar varios 

significados, pero que para comprenderlas es necesario analízalas más allá de su significado 

conceptual. Necesario un análisis del contexto en el cual está inserta, relacionándose con la 



praxis de la palabra para así determinar su significado, que la autora llama juego lingüístico 

de la moral.  En la segunda etapa, se realiza los análisis del conocimiento adquiridos por las 

vías analítico-inductivas, empezando por su consistencia lógica y pasando por el análisis del 

comportamiento del grupo de individuos. Explica la autora que aunque no sea posible 

fundamental la moralidad a través del análisis del lenguaje, el método del análisis lingüístico 

es importante para la ética por permitir describir su estructura afectiva y sistematizar la 

moralidad de determinados comportamientos, permitiendo que a través de él se utilice el 

lenguaje común para que la ética pueda extraer sus conclusiones a respeto de los hábitos de 

acciones de las personas.  

Método hermenéutico: viene del griego hermeneuein que significa interpretar, 

explicar. Basado en las ideas de Martin Heidegger, fue desarrollado por Hans-Georg 

Gadamer, que pone de relieve el conocimiento que el intérprete tiene de antemano, 

determinado por sus predecesores, responsables del prejuicio que  el intérprete tiene de una 

situación dada, aunque tenga una nueva versión, pues representa una asignación completa 

comprensiva de expresiones ajenas, que es el resultado del preentendimiento de un sentido ya 

existente. El movimiento de observar y comprender las situaciones preexistentes e 

interpretarlas, caracterizado por Martin Heidegger como "círculo hermenéutico" propuso 

poner a prueba todos los prejuicios e ideas preconcebidas y así determinar un nuevo 

entendimiento, una nueva comprensión, resultado de cuestionamiento, de la revisión, de la 

confirmación o de la reformulación de una idea preexistente. Para Pieper “El círculo 

hermenéutico es importante para la ética en la medida en que la autocomprensión de un 

agente en su acción depende siempre de la observación comprensiva de las acciones de los 

otros.” (1991:181). 

Los métodos presentados pueden ser de gran valía para orientar decisiones y permitir 

que los pensamientos sean conducidos por un camino racional que permita una evaluación 



más próxima del correcto y del justo. A priorizar por una acción ética, el individuo tiene a su 

disposición los métodos aquí expuestos, que no son excluyentes y que pueden se 

complementar en la medida en que la combinación posibilita un análisis más profunda de la 

moral y de la moralidad que justifica las acciones humanas. Pieper registra todavía que: 

“en la medida en que reflejan el objeto proprio de la ética desde perspectivas muy diferentes y 

con un interés de conocimiento asimismo distinto, de tal manera que el pluralismo metodológico 

en ética no tiene por qué conducir a conclusiones divergentes. Antes bien, permite explorar 

adecuadamente el carácter multifacético de la relación entre moral y moralidad, que no puede ser 

plenamente aprehendida a través de un único método.” (Pieper, 1991:184).  

 

Cuadro 3 - Métodos  

Método Se fundamenta Procedimiento Principio  

Lógico la correción formal de los 

juicios y enunciados 

Morales 

cálculo deóntico  No contradición 

Consistencia 

Discursivo el consenso acerca de los 

asuntos prácticos 

Deliberación 

Argumentación  

Transubjetividad 

Situación ideal de 

diálogo 

Dialético la acción virtuosa Ascenso a las ideas 

(redución) 

Descenso a la 

facticidad 

(dedución) 

Idea del bien 

Analógico lo que debe hacerse en 

cada caso 

Comparación  Relatividad 

Transcendental validez moral de las 

acciones y juicios morales 

Regresión/Redución Libertad 

Analítico Se describe Estudio estadístico Objetivo 

juego linguístico de la Información 



moral 

Hermenéutico proceso de la comprensión Interpretación Ilustración 

Fuente: PIEPER, Annemarie. 1991. Ética y Moral – Una introducción a la filosofía práctica, traducción de 

Gustau Muñoz, Barcelona, Editorial Crítica.p. 183. 

 

2.3. ÉTICA PÚBLICA E ÉTICA PRIVADA 

Existen todavía algunas discordancias con el concepto de ética, tanto para los 

ciudadanos como para los estudiosos. Todavía no hay un consenso sobre su definición, lo que 

puede generar problemas por no se interpretar el tiempo de la misma forma para todos los 

narradores, interlocutores o meros espectadores. Para evitar esta situación, podremos 

establecer aquí que la ética es la conducta originada por la reflexión y justificada por los 

valores morales internalizados en cada ser. 

Avanzando en la dirección de la ética pública, indispensable establecer la distinción 

entre la ética pública y la ética privada. No obstante, debe tenerse presente que  el ciudadano 

que ejerce un cargo público es un ser único, es decir, no actúa de acuerdo con algunos 

principios morales a lo largo del ejercicio de su función y con otros principios a lo largo de su 

horario de descanso, aunque no deje en casa guardados principios para ir a trabajar lo que 

significa decir que el individuo es un ser único, en su esencia y carácter, y que puede 

reflexionar, madurar, cambiar, transformar sus convicciones y sus principios. Así, sería 

posible afirmar que la preocupación que mueve el hombre a lo largo de toda su jornada de 

trabajo es la misma que fuera de ella; la preocupación con otras personas, con los ciudadanos 

que las instituciones publicas deben atender es común y sería en este punto que se comunica 

la ética pública y la ética privada. 



Según el vocablo jurídico de Placido y Silva (2003), la ética en la terminología de la 

técnica profesional es definida como: 

“é o vocábulo usado, sob a expressão de ética profissional, para indicar a soma de deveres, 

que estabelece a norma de conduta do profissional no desempenho de suas atividades e em suas 

relações com o cliente e todas as demais pessoas com quem possa ter trato.”(Plácido e Silva, 

2003:566). 

 

La ética pública no siempre ha sido objeto de grandes preocupaciones debido al 

hecho de que los gobiernos y los funcionarios públicos eran considerados individuos 

respetados y de conducta ética por encima de toda sospecha. Los ética pública pasó a merecer 

la preocupación de los estudiosos e investigadores en los años setenta en los Estados Unidos 

con el llamado escándalo "Watergate" que expuso a la sociedad el hecho de que algunos 

funcionarios del gobierno y representantes públicos practicaban actos poco éticos e inmorales. 

Este escándalo trajo como consecuencia la renuncia del presidente Richard Nixon, y la 

evidencia de que la inmoralidad y la conducta no ética eran parte de la vida laboral de los 

empleados públicos. A partir de este momento, mecanismos han sido creados con el objetivo 

de fomentar la ética pública, como la Oficina de Ética y la Ley de Ética Gubernamental 

creadas en los EE.UU. en 1978. 

 En 1976 un grupo de trabajo perteneciente a la Asociación Internacional de Escuelas 

e Institutos de Administración Pública (IASIA) intentó realizar la inclusión de la ética como 

una disciplina esencial en la formación de los gestores públicos, pero el intento quedó sin 

éxito, y en 1981 la convocatoria de la reunión con el fin para discutir el comportamiento ético 

y la responsabilidad en el servicio público, se reanuda la discusión y establece un acuerdo 

para desarrollar programas de ética para los servidores y la necesidad de fortalecer los códigos 

éticos y las medidas contra la corrupción. En los Estados Unidos, aun en 1981, la Oficina de 

Ética Pública y la Agencia de Información organizaron el primer Congreso Internacional de 



Ética Pública en Washington, que reunió participantes de 55 países y en 1988 la Asociación 

Nacional de Escuelas de Administración Pública (NASPAA) desarrollado un informe de un 

grupo de trabajo con el objetivo de enseñar ética para la administración pública, en el que 

solicitó que los programas universitarios de preparación para el servicio público incluyan 

contenido ético y que la ética pública sea considerada una suscripción obligatoria. Tras ese 

período, las conferencias internacionales sobre ética pública se han realizado de manera 

bianual. En en 1997 tuvo lugar en Lima (Perú) la Octava Conferencia Internacional de Ética 

en el Gobierno; en 1999 se celebró en Durban (Sudáfrica) la novena conferencia; en 2001, el 

décimo en Praga (República Checa) y en 2003 el décimo primero fue en Seúl (Corea del Sur). 

A partir de los primeros actos para pensar de la ética, muchos países se han 

articulado frente a la preocupación por la creación de herramientas para el desarrollo de la 

ética en la vida pública. En los Estados Unidos en 1991 se estableció el Consejo Presidencial 

de Integración y Eficiencia; en Noruega, en 1992 el Ministerio de la Administración de 

Justicia y de Gobierno nombró a un grupo operativo para la investigación del estado de la 

ética en el servicio público; el mismo año, Holanda insertó la integridad en la administración 

pública como uno de los puntos esenciales de su programa de trabajo; en 1994, el Reino 

Unido creó el Comité Nolan, que desarrolló las normas de conducta para la vida pública. En 

1996 Australia creó dos documentos: la Guía de Elementos Claves sobre Responsabilidad 

Ministerial y las Normas y valores éticos en el servicio público australiano. Simultáneamente 

han sido creados organismos responsables para el fomento de la ética en varios países. En 

Australia el Consejo Asesor de Gestión y la Comisión de Protección al Mérito en el Servicio 

Público; En Nueva Zelanda, el Comité de Servicios del Estado; en Noruega un grupo de 

Trabajo dependiente del Ministerio de Administración; en Finlandia, ha sido criado un grupo 

de trabajo para fomentar la ética. Además, el tema también ha hecho que se creara leyes y 

códigos de conducta ética, entre las que podemos citar la Ley de los funcionarios del Estado 



en Finlandia; en Australia, la Ley de la Función Pública; en Noruega, la Ley de la Función 

Pública; en Dinamarca, la Ley de Personal de la Central y Gobierno Local; en los Países 

Bajos, la Ley de la Función Pública; en Japón, la Ley de Ética de los Servidores Públicos; y 

entre los códigos de conducta se puede citar el Código de Servicios Públicos de Conducta en 

Nueva Zelanda en 1990; el Código de Conducta de la Función Pública en 1991 en Portugal; 

las Normas de Conducta de los Empleados de la Rama Ejecutiva en 1992, en los Estados 

Unidos; las normas de conducta en la vida pública en 1995, en el Reino Unido, así como el 

Código de Servicio Civil en 1996 en Canadá. 

Como se mencionó en el párrafo anterior, en 1994, en el Reino Unido, el fue creado 

el Comité Nolan, debido al nombre de su presidente, con el fin de establecer los principios de 

la vida pública, para examinar la cuestión de las pautas de conducta ética de todas aquellas 

personas designadas para un cargo público y hacer recomendaciones que sean necesarias para 

garantizar el más alto nivel de conducta pública. C como consecuencia, el Informe Nolan, 

publicado en Gran Bretaña en mayo de 1995, es uno de los documentos valiosos para el 

estudio del comportamiento ético de los servidores público y los políticos, tanto los 

parlamentarios y altos cargos y miembros de los gobiernos. 

Siete principios de la vida pública se han establecido en este documento, son: 

“Desinterés 

Los que ocupan cargos públicos deberían tomar decisiones sólo con arreglo al interés público. 

Integridad 

Los que ocupan cargos públicos no deberían colgarsen bajo ninguna obligación financiera u 

otra con terceros u organizaciones que puedan influirles en empleo de sus responsabilidades 

oficiales. 

Objetividad 

Al tratar de asuntos públicos, incluso los nombramientos públicos, la contratación pública, o 

la recomendación de individuos para recompensas y beneficios, los que ocupan cargos públicos 

deberían elegir por mérito. 



Responsabilidad 

Los que ocupan cargos públicos son responsables de sus decisiones y acciones ante el público 

y deben someterse al escrutinio que sea apropiado para su cargo. 

Transparencia 

Los que ocupan cargos públicos deberían obrar de la forma más abierta posible en todas las 

decisiones que toman y en todas la acciones que realizan. Deberían justificar sus decisiones y 

limitar la informacion sólo em el caso de que esto sea lo más necesario para el interés público. 

Honestidad 

Los que ocupan cargos públicos tienen la obligación de declarar todos los intereses privados 

relacionados con sus responsabilidades públicas y de tomar medidas para solucionar cualquier 

conflicto que surja de tal forma que protejan el interés público. 

Liderazgo 

Los que ocupan cargos públicos deberían fomentar y apoyar estos princípios con liderazgo y 

ejemplo.”(Informe Nolan, 1996:24) 

 

Para los funcionarios públicos la ética se refiere directamente a las situaciones 

cotidianas, ya que el servidor en el día a día de su trabajo resuelve los conflictos y evalúa las 

decisiones que involucran cuestiones éticas. Así, se hace necesario tener la visión para tomar 

las decisiones más adecuadas y éticas, basadas en una escala de valores morales que os 

permita decidir, con tranquilidad, por el justo y lo correcto. 

Es importante analizar algunas medidas que Diego Bautista (2003) establece como 

necesarias para fomentar la ética pública, tales como: 

Estar atento al comportamiento de los funcionarios del gobierno y los funcionarios 

públicos - en el que el Estado debe seguir en constante vigilia de las actitudes tanto de sus 

gobernantes cuanto de los servicios públicos, una supervisión de la conducta de todos 

aquellos que prestan servicios públicos minimiza la incidencia de problemas advenidos de la 

falta de ética; 



Hacer de la ética pública una escuela mediante la creación de un organismo - el 

Estado debe crear un organismo con el objetivo principal de promover las virtudes éticas, así 

como cuidar y fomentar la conducta ética en los servidores, un cuerpo que está dirigido por 

los ciudadanos respetados y capaces para llevar a cabo los servidores públicos a las buenas 

prácticas de conducta; 

Establecer un marco jurídico ético - el establecimiento de un marco legal significa 

invertir en la creación de códigos de conducta para los funcionarios públicos y, también, para 

incluir en la Constitución un párrafo que establezca un perfil, basado en valores éticos 

deseados, que los ciudadanos debe posee para ser un servidor público;  

Fomentar el interés por la ética en los asuntos públicos - como medida de 

promocionar la ética pública en la Administración, puede estimular el interés del servidor 

público en la ética a través de seminarios, conferencias, charlas, cursos o conferencias con la 

difusión del conocimiento de los personajes que se destacó en dominio público por alguna 

virtud o el comportamiento ético; 

Identificar los valores éticos deseables en un servidor público - en este contexto, el 

gobierno podría preparar el perfil deseado para cada tipo de actividad o para cada sector de la 

gestión en un intento de encontrar el ciudadano con las virtudes éticas deseables para cada 

función pública, contribuyendo así a la selección de una persona idónea y poseedor de las 

virtudes necesarias para un cargo público que ocupará; 

Internalizar los valores éticos en cada servidor público - el gobierno debe invertir en 

la internalización de los valores éticos en los servidores, es decir, encontrar la manera en que 

las personas puedan identificar los principios y valores éticos e internalizaros; hacer que sean 

parte de la conducta consciente de los funcionarios públicos, que según el autor puede suceder 



de dos maneras: por sí mismo o a través de especialistas o estudiosos que despierten el interés 

por la ética; 

Acompañar a la ética a lo largo de la vida personal y profesional de los empleados 

públicos - vigilancia que hay que hacer en varias etapas de la vida del funcionario, durante su 

educación básica, su formación profesional o proceso de selección y oposición pública y a lo 

largo de su desarrollo laboral. Según Bautista, incluso antes de convertirse en un servidor 

público, aún en su infancia el individuo debe ser educado y éticamente orientado, tanto en la 

familia como en la educación básica y en la formación profesional. Las universidades, que 

son esenciales para la formación de funcionarios públicos, también deben buscar mantener los 

valores éticos, auxiliando en la formación y consolidación de la imagen del servidor.  Afirma 

también que incluso durante el proceso de reclutamiento y selección, debe haber un 

conocimiento previo de las habilidades, de las actitudes y del carácter del candidato, por lo 

que la selección de una mayor conciencia de su servidor de responsabilidades. Además, tras 

asumir el cargo en la administración pública, es importante que el servidor pase por un 

período de formación para conocer todas las particularidades de la organización en la que se 

une, además de los conocimientos necesarios para actuar con ética en la vida pública que se 

inicia y, en última instancia, mantener un programa de formación y actualización permanente 

para que el servidor pueda desarrollar sus capacidades y habilidades como profesional y ser 

humano. 

Certificar los servidores públicos – evaluar los servidores públicos a través de 

organismos especializados en su formación que pueden ser igualmente en una universidad 

pública como en un órgano criado para este fin.  

Establecer un sistema de denuncia para identificar cualquier acto indebido 

practicado por servidores públicos – la administración necesita crear procedimientos 



accesibles y con los que el ciudadano logre transponer el miedo y encuentre la tranquilidad 

para presentar denuncias de conductas indebidas por parte de los funcionarios; garantizando 

que el ciudadano no sufrirá represalias como consecuencia de tal denuncia. 

Implementar un sistema de sanciones ejemplares – identificación y punición de los 

servidores corruptos y la debida punición colabora con el estancamiento de actividades 

corruptas, ya que la punición aleja la práctica de estas actividades mientras la ausencia de 

punición la favorece; 

Depurar en la administración pública los elementos negativos o sin vocación para el 

servicio público -  promover la identificación de servidores que no poseen vocación para el 

servicio público y sustituirles por servidores que las tengan; 

Establecer un sistema de comunicación que informe a la población sobre las 

actividades realizadas para fomentar a la ética y combatir la corrupción – publicitar las 

practicas utilizadas para fomentar la ética y combatir la corrupción a través de los más 

diversos medios; 

Rescatar experiencias positivas de otros países – conocer los caminos recorridos por 

otros países en el desarrollo de programas de transparencia y combate a la corrupción, y 

utilizar las experiencia positivas de estos países que prioricen la ética en el servicio público; 

Profesionalizar los cargos de elección – los que pretende ocupar cargos a través de 

elección debería pasar por un proceso propio de profesionalización con la adecuada 

preparación para el cargo pretendido, con la pretensión de desarrollar las capacidades 

necesarias para la toma de decisiones con la responsabilidad que el cargo público exige.  

Bautista también presenta una tabla en la que establece las ventajas traídas por el 

incentivo de valores en el ámbito de las instituciones públicas: 



Cuadro 4 - Ventajas del Fomento de Valores 

VENTAJAS DEL FOMENTO DE VALORES 

EN LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN LAS INSTITUCIONES 

Fortalece y reivindica la dignidad de los 

profesionales del servicio. 

Despierta el espíritu de cooperación, 

comunicación y cohesión de grupo. 

Eleva la moral y fomenta la motivación. 

Crea disposición para la resolución de 

conflictos. 

Fortalece la conciencia sobre lo público. 

Forma personal responsable y eficaz en 

sus tareas. 

Forma personal que ejercita el 

autocontrol. 

Incorpora y/o fortalece, cuando ya 

existen, principios y valores. 

Aclara los pensamientos en situaciones 

de duda o dilemas. 

Otorga madurez de juicio. 

Reitera los fines del Estado mediante el 

espíritu de servicio. 

 

Fortalece los valores y la filosofía de la 

institución. 

Genera identidad de grupo. 

Permite recuperar la confianza de los 

ciudadanos. 

Optimiza el uso de los recursos públicos. 

Evita el despilfarro de recursos. 

Frena o pone un dique a la corrupción. 

Fortalece el papel de los funcionarios mas 

antiguos delante a los políticos con fines 

diferentes a los del Estado. 

Permite contar con reglas claras que 

sirven a los miembros. 

Logra mayor alcance de los objetivos y 

metas en los servicios públicos. 

Evita prácticas sin necesidad. 

Inyecta dinamismo y buen ambiente de 

trabajo 

Fuente: Bautista (2003). 

 

 



CAPÍTULO TERCERO   

EL COMITÉ DE ÉTICA PÚBLICA BRASILEÑO 

“A Administração é a longa manus do legislador.” 

QUEIRÓ 

 

La ética vuelve a ser debatida en la sociedad a partir del momento en que se 

constatan las consecuencias de su ausencia.  Sus efectos maléficos invaden la vida en 

sociedad y reclaman la tentativa de rescate de los valores morales para una vida harmoniosa. 

El Comité de Ética Pública surge en el momento en que la sociedad necesita profundizar 

conocimientos y vislumbrar la posibilidad de mudanzas a través de mecanismos creados por 

el Estado. 

En el presente capítulo, traemos e estudio del Comité de ética Pública y la creación 

del Sistema de Gestión de la ética, y además se ocupa de analizar algunos puntos de la 

encuesta promovida por el CEP para que sea utilizada como herramienta de 

perfeccionamiento de la gestión ética, a través del análisis de cómo la sociedad brasileña 

percibe el padrón ético de los agentes públicos.  

El importante papel del Comité en la estructuración ética del país, a través de la 

creación de mecanismos utilizados para impulsionar y estimular en la sociedad las elecciones  

más éticas en sus acciones diarias; el fortalecimiento ético en las diferentes esferas cuenta con 

el trabajo del Comité, de forma que la internalización de la ética depende cada vez más del 

grupo en el que cada ciudadano esté, y en la capacidad del grupo en absorber ejemplos éticos. 



De este modo, estudiaremos el Comité de Ética Pública (a partir de ahora, CEP) brasileño y 

sus contribuciones para el fortalecimiento de la ética en Brasil.  

 

 

3.1. LEGISLACIÓN 

 

El Brasil dispone de un marco regulador e institucional de gestión de la ética 

caracterizado por la multiplicidad de normas. La Constitución de la República de Brasil (en 

adelante, CF) establece principios que nortean la actuación de la Administración Pública en 

las tres esferas del gobierno que integran la federación. Es decir, el gobierno federal, estadual 

y municipal, que son: 

Principio de la legalidad: de acuerdo con el art. 5º, II, de la CF, determina que “nadie 

será obligado a hacer o dejar de hacer alguna cosa sino en virtud de la ley”. Según esclarece 

Hely Lopes Meireles: 

La legalidad, como principio de administración, significa que el administrador público está, 

en toda su actividad funcional, sujeto a los mandamientos de la ley, y a las exigencias del bien 

común, y de ellos no se puede alejar o desviar, bajo pena de practicar acto inválido y exponerse a 

la responsabilidad disciplinar, civil y criminal, conforme el caso. (Meireles 2005:87). 

 

En este sentido, la Administración Pública no puede actuar en contra de la ley – 

contra legem -  o en falta con la ley -  preater legem – sino que apenas en los estrictos límites 

de la ley – secundum legem.  



Principio de la impersonalidad: todos los actos y efectos administrativos no pueden 

estar vinculados a intereses de carácter personal, pues la finalidad da Administración Pública 

es prestar servicio público, y estos precisan ser puestos a la disposición de toda la colectividad 

y no a la disposición de un individuo en particular. Se prohíbe por determinación legal la 

promoción personal de agentes y autoridades. En este sentido, el § 1º del artigo 37 de la 

CF/88: 

Art. 37 

[…] 

§ 1º A publicidade dos atos, programas, obras, serviços e campanhas dos órgãos públicos 

deverá ter caráter educativo, informativo ou de orientação social, dela não podendo constar 

nomes, símbolos ou imagens que caracterizem promoção pessoal de autoridades ou servidores 

públicos. 

[...] 

 

Principio de la moralidad: los agentes públicos deben no apenas decidir entre lo legal 

y lo ilegal, sino que también distinguir entre el bien y lo malo, lo justo y lo injusto, lo 

inconveniente y lo inconveniente, lo oportuno y lo inoportuno, actuar según padrones de 

honestidad, decoro y buena fe, observando los elementos éticos de su conducta. 

Principio de la publicidad: todos los procedimientos administrativos deben ser 

ampliamente divulgados, de manera a volverles transparente y, a la vez, dar conocimiento a la 

sociedad, como impone el inciso IV, párrafo único de la Ley 9.784/1999: “Nos processos 

administrativos serão observados, entre outros, os critérios de: V - divulgação oficial dos 

atos administrativos, exceto nas hipóteses de sigilo previstas na Constituição” 

Principio de la eficiencia: la Administración Pública debe actuar de modo rápido y 

preciso para satisfacer las necesidades de la población, en contraposición a la negligencia, a la 

lentitud y al descaso. El uso de recursos públicos impone que el problema enfrentado sea 



solucionado y que el resultado esperado por la sociedad sea completamente alcanzado con 

eficiencia. El principio de la eficiencia exige que el resultado, el objetivo cumplido, sea 

perseguido prioritariamente.  

Los concursos públicos, como regla de adquisición de bienes y servicios por la 

administración pública;  

Probidad administrativa, cuyos actos contrarios son punidos con pena de suspensión 

de derechos políticos, perdida de la función pública, indisponibilidad de bienes y su 

devolución al poder público. 

El sistema jurídico penal y administrativo de Brasil contempla diversas reglas de 

naturaleza legal e infra legal que tratan de los más diversos temas: uso indebido de cargos 

públicos, el enriquecimiento ilícito en el ejercicio de la función pública, el financiamiento de 

intereses privados en contra al interés público, la violación de sigilo, el uso de información 

privilegiada, la prestación de asesoría a entidades privadas, la actividad profesional paralela a 

la función pública, las hipótesis de conflicto de interés, las limitaciones para actividades 

profesionales posteriores al ejercicio del cargo, el recibimiento de regalos, el uso de recursos 

públicos y servidores en actividades particulares, además de la apropiación de fondos o de 

bienes públicos. 

Las normas son básicamente: 

Código Penal brasileño: en el que se dedica un capítulo exclusivamente a los 

crímenes practicados por funcionarios públicos contra la administración pública; 

La Ley 8.112/90, que trata del régimen jurídico de los funcionarios civiles de la 

Unión, de las autarquías y de las fundaciones públicas federales; 



Ley 8.429/92, conocida como ley de la improbidad administrativa, por disponer 

sobre las sanciones aplicables a los agentes públicos en los casos de enriquecimiento ilícito en 

el ejercicio de mandato, cargo, empleo o función de la administración pública directa, 

indirecta o fundacional; 

Ley 9.784/99, que regula el proceso administrativo en el ámbito de la Administración 

pública federal, practicado por funcionarios públicos contra la administración pública; 

La Ley 8.112/90, que trata del régimen jurídico de los funcionarios civiles de la 

Unión, de las autarquías y de las fundaciones públicas federales; 

Ley 8.666/93, también conocida como “ley de licitação” (concursos), instituye 

normas para concursos y contractos administrativos. 

Código de ética Profesional del Funcionario Civil del Poder Ejecutivo Federal, 

aprobada por el decreto 1.171 de 1994; 

Código de Conducta de la Alta Administración Federal: establece un conjunto de 

normas a las que las autoridades nombradas para un cargo del primer nivel administrativo 

federal deben observar. 

De esta forma, las normas creadas han contribuido para delimitar las acciones de los 

servidores públicos brasileños y establecer conductas norteadoras para el ejercicio de las 

actividades inherentes a la administración pública. De esa forma, se puede afirmar que la 

década de los 90 ha sido determinante para la normatización de la ética pública brasileña. 



El decreto nº 1.171 de 22 de junio de 1994
27

 aprobó el Código de ética Profesional 

del Servidor Público Civil del Poder Ejecutivo Federal que tiene como prioridad la dignidad, 

el decoro, la eficacia y la conciencia de los principios morales: 

I - A dignidade, o decoro, o zelo, a eficácia e a consciência dos princípios morais são 

primados maiores que devem nortear o servidor público, seja no exercício do cargo ou função, ou 

fora dele, já que refletirá o exercício da vocação do próprio poder estatal. Seus atos, 

comportamentos e atitudes serão direcionados para a preservação da honra e da tradição dos 

serviços públicos.  

 

El servidor público no podrá despreciar el elemento ético de su conducta y deberá 

tener siempre el bien común como finalidad esencial de su actividad, subrayando la lealtad, la   

probidad, la cordialidad y el respeto a los usuarios de los servicios públicos, con el objetivo de 

desarrollar un trabajo que pueda contribuir para el ejercicio de la ciudadanía. Para viabilizar e 

incentivar esa conducta, los servidores reciben orientaciones direccionadas a estimular la 

práctica de entidades éticas en cada órgano y entidad de la administración pública, de acuerdo 

con su capítulo II: 

XVI - Em todos os órgãos e entidades da Administração Pública Federal direta, indireta 

autárquica e fundacional, ou em qualquer órgão ou entidade que exerça atribuições delegadas 

pelo poder público, deverá ser criada uma Comissão de Ética, encarregada de orientar e 

aconselhar sobre a ética profissional do servidor, no tratamento com as pessoas e com o 

patrimônio público, competindo-lhe conhecer concretamente de imputação ou de procedimento 

susceptível de censura.  
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 El Decreto nº 1.171: “Art. 1° Se aprueba el Código de Ética Profesional del Servidor Público Civil del Poder 

Ejecutivo Federal. Art. 2° Los órganos y entidades de la Administración Pública Federal directa e indirecta 

implementarán, en sesenta días, las providencias necesarias a la plena vigencia del Código de Ética, incluso 

mediante la Constitución de la respectiva Comisión de Ética, integrada por tres servidores o empleados titulares 

de cargo efectivo o empleo permanente. Párrafo único. La Constitución de la Comisión de Ética será comunicada 

a la Secretaría de la Administración Federal de la Presidencia de la República, con la indicación de los 

respectivos miembros titulares y suplentes. Art. 3° Este decreto entra en vigor en la fecha de su publicación.” 



En agosto de 2000 ha sido aprobado el Código de Conducta de la Alta 

Administración Federal, que dispone en su artículo 1º las finalidades de su creación: 

Art. 1º  Fica instituído o Código de Conduta da Alta Administração Federal, com as seguintes 

finalidades: 

        I - tornar claras as regras éticas de conduta das autoridades da alta Administração 

Pública Federal, para que a sociedade possa aferir a integridade e a lisura do processo decisório 

governamental; 

        II - contribuir para o aperfeiçoamento dos padrões éticos da Administração Pública 

Federal, a partir do exemplo dado pelas autoridades de nível hierárquico superior; 

        III - preservar a imagem e a reputação do administrador público, cuja conduta esteja de 

acordo com as normas éticas estabelecidas neste Código; 

        IV - estabelecer regras básicas sobre conflitos de interesses públicos e privados e 

limitações às atividades profissionais posteriores ao exercício de cargo público; 

        V - minimizar a possibilidade de conflito entre o interesse privado e o dever funcional das 

autoridades públicas da Administração Pública Federal; 

        VI - criar mecanismo de consulta, destinado a possibilitar o prévio e pronto 

esclarecimento de dúvidas quanto à conduta ética do administrador.  

 

Con las finalidades de u creación definidas claramente en este artículo, el Comité de 

Ética Pública (CEP) nace con la misión de no apenas poner en práctica las finalidades 

enumeradas, sino también encontrar la manera de realizar un trabajo que sea aceptado por 

esas autoridades que poseen altos cargos y hasta el momento no había ni siquiera pensado en 

la necesidad de presentar cuentas y dar ejemplos éticos a la sociedad brasileña. El Código de 

Conducta de la alta administración trata en su artículo 2º de las autoridades a las que se 

destina: 

Art. 2º  As normas deste Código aplicam-se às seguintes autoridades públicas: 

        I - Ministros e Secretários de Estado; 

       II - titulares de cargos de natureza especial, secretários-executivos, secretários ou 

autoridades equivalentes ocupantes de cargo do Grupo-Direção e Assessoramento Superiores - 

DAS, nível seis; 



       III - presidentes e diretores de agências nacionais, autarquias, inclusive as especiais, 

fundações mantidas pelo Poder Público, empresas públicas e sociedades de economia mista.  

 

Al CEP se ha definido la difícil tarea de establecer nuevos padrones o estándares de 

conducta, además de romper el paradigma que existía en el modo de actuar de los ocupantes 

de los más altos puestos del poder ejecutivo federal. En realidad, la tarea no puede ser 

definida como fácil. El CEP ha conseguido avanzar firme y remover la idea de que apenas 

debería punir los que se alejan de las conductas éticas, sino que direccionar su trabajo en la 

necesidad de crear reglas de conducta ética y monitorear la observancia de estas reglas para 

elevar el estándar del comportamiento ético a través de a lisura y de la transparencia de todos 

los actos practicados en la conducción de cosa pública y, para que eso ocurra, nada mejor que 

iniciar por los que tienen el deber de dar ejemplos, es decir, los de los puestos más altos. 

De acuerdo con João Geraldo Piquet Carneiro, José Carlos Soares de Azevedo, José 

Leovegildo de Morais y Mauro Sérgio Bogéa Soares en la Conferencia presentada en el VII 

Congresso Internacional del Centro Latino-Americano de Administración para el Desarrollo - 

CLAD – en octubre de 2002, el surgimiento del CEP y que haya sido aprobado el mencionado 

Código de Conducta, han significado la ruptura con los modelos convencionales, a partir del 

analice realizado por el Consejo de Reforma del Estado en 1997 y 1998. Han sido los 

siguientes los puntos principales: 

“1º) La inutilidad de simplemente crear nuevos tipos penales o de agravar las sanciones de los 

tipos penales existentes, inclusive por la lentitud del aparato de represión y por la dificultad de la 

prueba del crimen – presupuesto de la condena. 

2º) Delante del pesimismo predominante, sería inútil adoptar providencias que afectaran la 

administración pública cómo uno todo. Buscouse, así, en una primera etapa, tratar solo de la 

conducta del alta administración pública. Con esto, la respuesta sería más rápida y eficaz, 

inclusive en el plan simbólico (el pessimismo público es más intenso con relación a la cúpula del 

gobierno del que en relación a los funcionarios de un modo general). 



3º) La cúpula del gobierno es compuesta de personas libremente nombradas, de las cuales se 

puede exigir la adhesión moral las normas de conducta. En las hipótesis de transgresiones graves 

de las normas de conducta, es más fácil castigarlas con el despido puro y simple, dispensado el 

proceso administrativo formal. 

4º) Es absolutamente necesario proteger las autoridades honestas contra falsas acusaciones 

de desvío de conducta. Para tanto, la Comisión de Ética funciona como un ejemplar consultiva, en 

que la mayoría de las dudas puede ser rápidamente resuelta. 

5º) A La Comisión de Ética cabe detallar concretamente las normas generales previstas en el 

Código de Conducta y velar por las funciones que integran la gestión de la ética, sea por la 

ejecución directa, sea por el establecimiento de colaboraciones con entidades de la propia 

administración pública. 

6º) La Comisión de Ética no está vinculada jerárquicamente a ninguna autoridad del 

gobierno. Ella es compuesta de personas que no ocupan cargo público.”(Ética Pública, 

2002:188). 

 

En el año 2002, el decreto nº 4.081 instituye el Código de Conducta ética de los 

Agentes Públicos en el ejercicio de la Presidencia y Vice-presidencia, que tiene como objetivo 

establecer las reglas de conducta  atinentes a estas actividades profesionales. Además, 

protegía la imagen  reputación del agente público; crea mecanismos de consulta sobre 

corrección ética; dar mayor transparencia a las actividades de la presidencia y vicepresidencia 

de Republica y estimular que la conducta de tales autoridades puedan servir de ejemplo a ser 

seguido por los demás funcionarios.  

El decreto nº 6.029, de 1º de febrero de 2007 instituye el Sistema de Gestión ética del 

Poder Ejecutivo Federal con la finalidad de promover actividades que disponen sobre la 

conducta ética del Poder Ejecutivo Federal y sus siguientes competencias: 

“Art. 1o  Fica instituído o Sistema de Gestão da Ética do Poder Executivo Federal com a 

finalidade de promover atividades que dispõem sobre a conduta ética no âmbito do Executivo 

Federal, competindo-lhe:  

I - integrar os órgãos, programas e ações relacionadas com a ética pública; 



II - contribuir para a implementação de políticas públicas tendo a transparência e o acesso à 

informação como instrumentos fundamentais para o exercício de gestão da ética pública; 

III - promover, com apoio dos segmentos pertinentes, a compatibilização e interação de 

normas, procedimentos técnicos e de gestão relativos à ética pública; 

IV - articular ações com vistas a estabelecer e efetivar procedimentos de incentivo e 

incremento ao desempenho institucional na gestão da ética pública do Estado brasileiro.” 

  

El sistema de Gestión ética ha sido el tema tratado en el artículo subsecuente, 

ampliando sus atribuciones hasta entonces direccionadas al CEP. Establece, así, las nuevas 

atribuciones: 

Art. 4º  À CEP compete: 

I - atuar como instância consultiva do Presidente da República e Ministros de Estado em 

matéria de ética pública; 

II - administrar a aplicação do Código de Conduta da Alta Administração Federal, devendo: 

a) submeter ao Presidente da República medidas para seu  aprimoramento; 

b) dirimir dúvidas a respeito de interpretação de suas normas, deliberando sobre casos 

omissos; 

c) apurar, mediante denúncia, ou de ofício, condutas em desacordo com as normas nele 

previstas, quando praticadas pelas autoridades a ele submetidas; 

III - dirimir dúvidas de interpretação sobre as normas do Código de Ética Profissional do 

Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal de que trata o Decreto no 1.171, de 1994; 

IV - coordenar, avaliar e supervisionar o Sistema de Gestão da Ética Pública do Poder 

Executivo Federal; 

V - aprovar o seu regimento interno; e 

VI - escolher o seu Presidente.  

Parágrafo único.  A CEP contará com uma Secretaria-Executiva, vinculada à Casa Civil da 

Presidência da República, à qual competirá prestar o apoio técnico e administrativo aos 

trabalhos da Comissão.  

 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/D1171.htm


3.2. CRIACIÓN DEL SISTEMA DE GESTIÓN DE LA ÉTICA 

Con la creación del Sistema de Gestión de la Ética, el CEP pasa a sumar nuevas 

atribuciones como la coordinación, la evaluación y la supervisión del Sistema de Gestión de la 

ética,  con la responsabilidad de establecer un estándar ético que pueda nortear las conductas 

de las autoridades brasileñas, sin dejar dudas cuanto a la posición de esta con relación a su 

conducta ética. Uno de los instrumentos que figura como importante apoyo de trabajo al CEP 

es el Cuestionario de Evaluación de la ética, aviado anualmente a los órganos y entidades del 

Poder Ejecutivo Federal con cuestiones que tratan, entre otros aspectos relacionados a los 

compromisos de la institución, a su plan de trabajo, a la educación ética, a las apuraciones 

realizadas por la institución y a la evaluación de la gestión, que permite el acompañamiento y 

la evaluación de la gestión de la ética en las instituciones públicas. 

El decreto 6.029 establece que cada comisión de ética de cada órgano u organización 

deberá ser estar compuesta por servidores efectivos, en número de tres miembros titulares y 

tres miembros suplementares que deben ser designados por el máximo dirigente del órgano o 

entidad, y estos deben garantizar las condiciones de trabajo adecuadas para que los integrantes 

de las comisiones puedan cumplir sus funcione. Establece todavía en el art. 7º la competencia 

del comité de ética delos órganos y organizaciones: 

Art. 7º  Compete às Comissões de Ética de que tratam os incisos II e III do art. 2o: 

I - atuar como instância consultiva de dirigentes e servidores no âmbito de seu respectivo 

órgão ou entidade; 

II - aplicar o Código de Ética Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo 

Federal, aprovado pelo Decreto 1.171, de 1994, devendo: 

a) submeter à Comissão de Ética Pública propostas para seu aperfeiçoamento; 

b) dirimir dúvidas a respeito da interpretação de suas normas e deliberar sobre casos 

omissos; 



c) apurar, mediante denúncia ou de ofício, conduta em desacordo com as normas éticas 

pertinentes; e 

d) recomendar, acompanhar e avaliar, no âmbito do órgão ou entidade a que estiver 

vinculada, o desenvolvimento de ações objetivando a disseminação, capacitação e treinamento 

sobre as normas de ética e disciplina; 

III - representar a respectiva entidade ou órgão na Rede de Ética do Poder Executivo Federal 

a que se refere o art. 9o; e 

IV - supervisionar a observância do Código de Conduta da Alta Administração Federal e 

comunicar à CEP situações que possam configurar descumprimento de suas normas.  

§ 1o  Cada Comissão de Ética contará com uma Secretaria-Executiva, vinculada 

administrativamente à instância máxima da entidade ou órgão, para cumprir plano de trabalho 

por ela aprovado e prover o apoio técnico e material necessário ao cumprimento das suas 

atribuições.  

§ 2o  As Secretarias-Executivas das Comissões de Ética serão chefiadas por servidor ou 

empregado do quadro permanente da entidade ou órgão, ocupante de cargo de direção 

compatível com sua estrutura, alocado sem aumento de despesas.   

 

A seguir, presentamos la tabla propuesta por José Leovegildo Oliveira Morais y 

Dalmácio José de Souza Madruga con relación a los asuntos regulados por el Código de Ética, 

por la ley que reglamenta el régimen disciplinar de los servidores, por la ley de improbidad 

administrativa y por el Código Penal: 

Cuadro 5 - Reglamentación Jurídica 

ASSUNTO FORMA COMO É REGULADO NO ORDENAMENTO JURÍDICO 

1. Uso indevido 

do cargo 

público 

 Crime de corrupção passiva quando solicita ou recebe vantagem indevida para 

praticar ato inerente à função, seja o ato lícito ou não (art. 317 do Código Penal -CP); 

 Crime de concussão quando exige vantagem indevida para praticar ato inerente à 

função, seja o ato lícito ou não (art. 316 do CP);  

 Ato de improbidade administrativa, nas diversas das modalidades previstas nos 

arts. 9
º
 e 10 da Lei n. 8.429/92 e, especialmente, na prevista no inciso X do art. 9

º
: 

"receber vantagem econômica de qualquer natureza, direta ou indiretamente, para 

omitir ato de ofício, providência ou declaração a que esteja obrigado"); 

 Infração disciplinar grave quando usa do cargo para lograr proveito pessoal ou de 

outrem, em detrimento da dignidade da função pública  (Lei n. 8.112/90 - RJU, art. 117, 

IX); 



 Infração ao Código de Ética do Servidor ("uso do cargo ou função, facilidades, 

amizades, tempo, posição e influências, para obter qualquer favorecimento, para si ou 

para outrem", XV, "a"); 

 Não há regra específica no Código de Conduta da Alta Administração Federal – 

CCAAF. 

 

2.Enriquecimen

to ilícito no 

exercício da 

função 

 

 só é crime se caracterizada a corrupção ou a concussão; 

 ato de improbidade administrativa, nas diversas das modalidades previstas nos 

arts. 9
º, 

da Lei n. 8.429/92, e, especialmente, na prevista no inciso VII   ("adquirir, para 

si ou para outrem, no exercício de mandato, cargo, emprego ou função pública, bens de 

qualquer natureza cujo valor seja desproporcional à evolução patrimônio ou à renda do 

agente público"); 

 infração disciplinar grave  se comprovado que recebeu propina ou comissão  em 

razão de suas atribuições (RJU, art. 117, XII); 

 infração ao Código de Ética do Servidor ("pleitear, solicitar, provocar, sugerir ou 

receber qualquer tipo de ajuda financeira, gratificação, prêmio, comissão, doação ou 

vantagem de qualquer espécie, para si, familiares ou qualquer pessoa, para o 

cumprimento da sua missão ou para influenciar outro servidor para o mesmo fim" – 

item XV, "g"); 

 não há regra específica no Código de Conduta da Alta Administração Federal – 

CCAAF. 

3. Patrocínio 

de interesse 

privado 

perante a 

administração 

pública 

(Tráfico de 

influência)  

 crime de advocacia administrativa (patrocinar interesse privado perante a 

administração pública, valendo-se da Qualidade de funcionário - art. 321, do CP); 

 crime definido na Lei de Licitações, Lei n. 8.666/93 (patrocinar, direta ou 

indiretamente, interesse privado perante a Administração, dando causa à instauração de 

licitação ou à celebração de contrato, cuja invalidação vier a ser decretada pelo Poder 

Judiciário (art. 91); 

 ato de improbidade administrativa ("perceber vantagem econômica para 

intermediar a liberação ou aplicação de verba pública de qualquer natureza" - art. 9
o
, 

IX); 

 infração disciplinar grave ("atuar, como procurador ou intermediário, junto a 

repartições públicas, salvo quando se tratar de benefícios previdenciários ou 

assistenciais de parentes até o segundo grau, e de cônjuge ou companheiro" – RJU, art. 

117, XI); 

 não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 no Código de Conduta da Alta Administração Federal este assunto é tratado, de 

forma expressa, na parte que regula a atuação da autoridade após deixar o cargo, 

vedando a sua intervenção "em benefício ou em nome de pessoa física ou jurídica, junto 

a órgão ou entidade da Administração Pública Federal com que tenha tido 

relacionamento oficial direto e relevante nos últimos seis meses anteriores à 

exoneração"; ocorre que se esse tipo de proibição é imposta à autoridade após ela deixar 

o cargo, é lícito concluir que, com mais razão, igual restrição se impõe durante o 

exercício dele. 

4. Violação de 

sigilo 

 crime de violação de sigilo funcional (revelar  fato de que têm ciência em razão do 

cargo e que deva permanecer em Segredo (art. 325, do CP); 

 crime definido na Lei de Licitações (devassar o sigilo de proposta apresentada em 



procedimento licitatório, ou proporcionar a terceiro o ensejo de devassá-lo (art. 94); 

 ato de improbidade administrativa (revelar fato ou circunstância de que tem 

ciência em razão das atribuições e que deva permanecer em segredo (art. 11, III); 

 infração disciplinar grave (revelar segredo do qual se apropriou em razão do cargo 

- art. 132, IX, do RJU); 

 não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 não há regra específica no CCAAF. 

5. Uso de 

informação 

privilegiada 

 não há norma definindo-o como crime; 

 ato de improbidade administrativa, desde que se enquadre na seguinte definição: 

"revelar ou permitir que chegue ao conhecimento de terceiro, antes da respectiva 

divulgação oficial, teor de medida política ou econômica capaz de afetar o preço de 

mercadoria, bem ou serviço" (art. 11, VII);  

 assunto não tratado no RJU; 

 infração ao Código de Ética do Servidor ("fazer uso de informações privilegiadas 

obtidas no âmbito interno de seu serviço, em benefício próprio, de parentes, de amigos 

ou de terceiros" (item XV, "m"); 

 infração ao CCAAF, se prestar consultoria a pessoa física ou jurídica, após deixar 

o cargo, valendo-se de informações não divulgadas publicamente a respeito de 

programas ou políticas do órgão ou da entidade da Administração Pública Federal a que 

esteve vinculado ou com que tenha tido relacionamento direto e relevante nos seis meses 

anteriores ao término do exercício da função pública (art. 14, II); embora o Código 

somente faça referência expressa a este tipo de restrição, após a autoridade deixar o 

cargo, torna-se óbvio, com muito mais razão, que ela também se aplica durante o 

exercício dele.  

6. Prestação de 

assessoria a 

entidade 

privada 

 não há norma definindo-a como crime; 

 ato de improbidade administrativa, se a atividade de consultoria ou assessoria for 

prestada a pessoa física ou jurídica que tenha interesse suscetível de ser atingido ou 

amparado por ação ou omissão decorrente das atribuições do agente público, durante a 

atividade (art. 9
º
, VIII); 

 não há regra específica no RJU; 

 não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 não há regra específica no CCAAF, exceto a do inciso II do art. 14, acima 

mencionada: proibição de  prestar consultoria a pessoa física ou jurídica, após deixar o 

cargo, valendo-se de informações não divulgadas publicamente a respeito de programas 

ou políticas do órgão ou da entidade da Administração Pública Federal a que esteve 

vinculado ou com que tenha tido relacionamento direto e relevante nos seis meses 

anteriores ao término do exercício da função pública; isto significa que a consultoria, em 

circunstâncias diversas destas, não estão proibidas por esse Código. 

7. Atividade 

paralela à do 

serviço público 

 não há norma definindo-a como crime; 

 ato de improbidade administrativa, se configurar conflito de interesses ("aceitar 

emprego, comissão ou exercer atividade de consultoria ou assessoria para pessoa física 

ou jurídica que tenha interesse suscetível de ser atingido ou amparado por ação ou 

omissão decorrente das atribuições do agente público, durante a atividade", art. 9
º
, 

VIII); 

 infração disciplinar grave, se participar de gerência ou administração de empresa 

privada, de sociedade civil, ou exercer o comércio, exceto na qualidade de acionista, 



cotista ou comandatário (art. 117, X, do RJU); esta proibição é normalmente burlada 

mediante o afastamento, apenas formal, da gerência ou administração de empresa de que 

o servidor participe; 

 não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 O CCAAF proíbe a autoridade de receber salário ou qualquer outra remuneração de 

fonte privada em desacordo com a lei. Também a proíbe de receber transporte, 

hospedagem ou quaisquer favores de particulares, de forma a permitir situação que possa 

gerar dúvida sobre a sua probidade ou honorabilidade. Ressalva-se desta proibição a 

participação em seminários, congressos e eventos semelhantes, desde que seja tornada 

pública eventual remuneração e pagamento das despesas de viagem pelo  promotor do 

evento, o qual não poderá ter interesse em decisão a ser tomada pela autoridade (art. 7
º
); 

É permitido o exercício não remunerado de encargo de mandatário, desde que não 

implique a prática de atos de comércio ou quaisquer outros incompatíveis com o 

exercício do cargo ou função, nos Termos da lei (art. 8
º
). As leis que tratam desta 

questão são a Lei de Improbidade Administrativa e a Lei do RJU, mencionadas acima.

  

8. Conflito de 

interesses 

 não há norma definindo-o como crime; 

 a Lei da Improbidade Administrativa não tem uma regra específica para este 

assunto. Trata-o, no entanto, quando se refere ao recebimento de dinheiro, bem móvel ou 

imóvel, gratificação, presente ou qualquer vantagem econômica de quem tenha interesse 

suscetível de ser atingido ou amparado por ação ou omissão decorrente das atribuições 

do agente público ou quando este aceita emprego, comissão ou exerce atividade de 

consultoria ou assessoria para pessoa física ou jurídica, em iguais circunstâncias (art. 9
º
, 

II e VIII); 

 O RJU também não tem uma regra específica para este assunto. Há, no entanto, 

proibição de o servidor participar de gerência ou administração de empresa privada e de 

sociedade civil, ou exercer o comércio, exceto na qualidade de acionista, cotista ou 

comandatário (art. 117, X. A razão que justifica a existência dessa norma é a de evitar 

conflito de interesses; 

 não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 Este assunto constitui  um dos principais objetivos do Código de Conduta da 

Alta Administração Federal, que o regula nos arts. 5
º
 e 6

º
, relativamente às situações 

que possam geram conflitos durante o exercício do cargo ou função, e nos arts. 14 e 15, 

que tratam das proibições após deixar o cargo.     

9. Limitação às 

atividades 

posteriores ao 

exercício do 

cargo público 

(quarentena) 

 Este assunto é tratado, apenas, no Código de Conduta da Alta Administração 

Federal, que estabelece uma  quarentena de quatro meses, após deixar o cargo, para que a 

autoridade possa exercer atividade ou defesa de interesse de pessoa com quem tenha 

mantido relacionamento oficial direto nos seis meses anteriores à exoneração (art. 15); 

também a proíbe de prestar consultoria a pessoa física ou jurídica, após deixar o cargo, 

valendo-se de informações não divulgadas publicamente a respeito de programas ou 

políticas do órgão ou da entidade da Administração Pública Federal a que esteve 

vinculado ou com que tenha tido relacionamento direto e relevante nos seis meses 

anteriores ao término do exercício da função pública (art. 14). 

10.Recebiment

o de presente  

 Configura crime de corrupção passiva se o funcionário o recebe para praticar ou 

deixar de praticar ato inerente à sua função; 

 Configura ato de improbidade administrativa se o funcionário o recebe de quem 



tenha interesse, direto ou indireto, que possa ser atingido ou amparado por ação ou 

omissão decorrente de suas atribuições. Neste caso, não é necessário que tenha praticado 

ou deixado de praticar o ato; basta a possibilidade  de poder agir ou deixar de agir em 

favor de quem lhe deu o presente; 

 Constitui infração disciplinar grave, nos termos do art. 117, XII, do RJU, se o 

funcionário o recebe em razão de suas atribuições; 

 Constitui infração ao Código de Ética do Servidor, se o funcionário o recebe, 

para si ou para seus familiares, para o cumprimento da sua missão ou para influenciar 

outro servidor para o mesmo fim (item XV, "g"); 

 é vedado pelo Código de Conduta da Alta Administração Federal, salvo se o 

presente for oferecido por autoridade estrangeira, nos casos protocolares em que houver 

reciprocidade. Esse Código faz uma distinção entre presente e brinde. Não considera 

como presente os brindes que não tenham valor comercial nem os distribuídos por 

entidades de qualquer natureza, a título de cortesia, propaganda, divulgação habitual ou 

por ocasião de eventos especiais ou datas comemorativas, desde que não ultrapassem o 

valor de R$ 100,00 (cem reais). Os brindes assim considerados são permitidos. A 

Resolução n. 3, de 23 de novembro de 2000, da Comissão de Ética Pública, esclarece os 

casos em que o recebimento de presente, de qualquer valor, é proibido e, também, os 

casos em que  é permitido, mesmo que ultrapasse o limite de R$ 100,00.  

 As leis penal, de improbidade administrativa e o do RJU não fazem a distinção entre 

brinde e presente, como a faz o Código de Conduta da Alta Administração Federal. De 

qualquer forma, as regras estabelecidas tanto nesse  Código quanto na Resolução citada 

podem servir de parâmetro para orientar a aplicação dessas leis. 

11.Imparcialid

ade 

 

 Constitui crime definido na Lei de Licitações, sob as seguintes modalidades: a) 

admitir, possibilitar ou dar causa a qualquer modificação ou vantagem, inclusive 

prorrogação contratual, em favor de adjudicatário, durante a execução dos contratos, sem 

autorização em lei, no ato convocatório da licitação ou nos respectivos instrumentos 

contratuais (art. 92, 1
ª
 parte); e,  b)  pagar fatura com preterição da ordem cronológica de 

sua apresentação (art. 92, 2
ª
 parte); 

 Constitui ato de improbidade administrativa, sempre que o servidor violar o 

dever de parcialidade (art. 11, caput); 

 não há norma específica no RJU, no Código de Ética do Servidor e no Código de 

Conduta da Alta Administração Federal. 

12. Violação ao 

princípio 

constitucional 

da licitação 

pública 

 constitui crime definido na Lei de Licitações, nas seguintes modalidades: a) 

dispensar ou inexigir licitação fora das hipóteses previstas em lei (art. 89); b) admitir a 

licitação ou celebrar contrato com empresa ou profissional declarado inidôneo (art. 97);  

c)  obstar, impedir ou dificultar, injustamente, a inscrição de qualquer interessado nos 

registros cadastrais ou promover indevidamente a alteração, suspensão ou cancelamento 

de registro do inscrito (art. 98); 

 constitui ato de improbidade administrativa (frustar a licitude de processo 

licitatório ou dispensá-lo indevidamente (art. 10, VIII); 

•    não há norma específica no RJU, no Código de Ética do Servidor e no Código de 

Conduta da Alta Administração Federal. 

13. Uso de bens 

públicos em 

 não há lei definindo-o como crime, porque não há crime de uso; todavia, se o 

servidor se  apropriar de bem pertencente ao poder público ou que esteja na posse do 



atividades 

particulares 

poder público, comete o crime de peculato, previsto no art. 312 do Código Penal; 

 constitui ato de improbidade administrativa quando o funcionário utiliza  o bem 

em proveito próprio (art. 9
º
, IV e XII) e, também, quando permite que terceiro o utilize (e 

art. 10,  XIII); 

 constitui infração disciplinar grave (art. 117, XVI, do RJU); 

 não há regra no Código de Ética do Servidor; 

 não é objeto do Código de Conduta da Alta Administração Federal. 

14. Uso de 

servidores 

públicos, 

inclusive 

empregados 

terceirizados, 

em atividades 

particulares 

 não há lei definindo-o como crime; 

 constitui ato de improbidade administrativa quando o servidor  utiliza os serviços 

de outros servidores   em proveito próprio (art. 9
º
, IV) e, também, quando permite que 

terceiro os utilize (e art. 10,  XIII); 

 constitui infração disciplinar grave (art. 117, XVI, do RJU); 

 infração ao Código de Ética do Servidor, (item XV, "j"); 

•      não é objeto do Código de Conduta da Alta Administração Federal.  

15. Apropriar-

se de dinheiro 

ou bem móvel 

público 

 crime de peculato, quando o servidor tem a posse do dinheiro ou do bem, em razão 

do cargo (art. 312, do CP); 

 ato de improbidade administrativa,  quando o agente se apropria do bem público 

(art. 9
º
, XI) ou  quando permite, facilita ou concorre para que terceiro dele se aproprie 

(art. 10, I e II); 

 O RJU não contempla norma específica; todavia, como se trata de crime contra a 

administração pública, é punível na esfera administrativa com a pena de demissão do 

cargo (art. 132, I); 

 Não há regra específica no Código de Ética do Servidor; 

 Não é objeto do Código de Conduta da Alta Administração Federal. 

Fonte: Identificação de modelos e práticas de gestão da ética na administração pública federal brasileira 

(Executivo Federal) José Leovegildo Oliveira Morais y Dalmácio José de Souza Madruga. 

 

 

Importante observar que la tabla demuestra ser un instrumento de gran importancia. 

Algunos temas han obtenido avanzos y se muestran actualmente ampliamente regulados, 

como es el caso del Conflicto de Intereses – la ley 12.813 de mayo de 2013, que regula el 

conflicto de interés en el ejercicio de cargos o empleos del Ejecutivo Federal y los 

impedimentos posteriores al ejercicio de cargos o empleos. Dispone igualmente sobre la 

competencia del CEP para establecer las normas, procedimientos y mecanismos para la 

prevención de conflictos de interés y, todavía, impedir que lo mismo ocurra, con evaluación, 

fiscalización y orientación. 



De toda forma, el desafío enfrentado por el CEP es sobre todo a través del trabajo 

educativo, preventivo y del fortalecimiento de la conducta ética, a través de la concientización 

de los servicios públicos de la importancia de acciones que reflejan conductas éticas aceptadas 

y deseados por la sociedad; inhibir o minimizar los desvíos de conducta de los servidores 

públicos brasileños. 

Y, para cumplir con sus atribuciones, además de las iniciativas enumeradas, merece 

registro el trabajo desarrollado por el CEP a través de “Preguntas y Respuestas”, en el que son 

tratados temas relativos a las actividades de las autoridades vinculadas al Código de Conducta 

de la Alta Administración Federal, como: recibir regalos, propinas, participaciones en 

seminarios, orientaciones cuando de divergencias o conflictos entre autoridades, propuestas 

de empleo en el sector privado, hospedaje, rendimientos de asesores, inversiones, cuarentena 

– período de cuatro meses a partir de la exoneración, con imposibilidad de ejercer actividades 

incompatibles con el cargo anterior – elecciones, participación en otras actividades 

profesionales, orientaciones sobre declaración confidencial de información, informaciones a 

las autoridades para que no incurran en nepotismo. Todos estos temas están disponibles en la 

pagina web del CEP: “Quem pode educar para a Ética? Indivíduos com alta confiabilidade 

por parte de quem está aprendendo: pais, professores e líderes da comunidade.”  Y la 

respuesta es concedida en el sentido de que si queremos que sea la ética internalizada, 

incorporada e utilizada, hay que ser  por los que tengan la autoridad moral, intelectual y 

afectiva para educar. Por lo tanto, el CEP cumple su papel de fomentar la ética, orientar para 

actitudes éticas, aunque el gran cambio y valorización ética sería realizada en las familias.  

 



3.3. INVESTIGACIÓN VALORES ÉTICOS 

 

Con el objetivo de determinar la percepción de la sociedad brasileña con relación al 

standard ético del agente público, con el foco direccionado al usuario del servicio público, es 

decir, al ciudadano brasileño, surge la necesidad de mensurar la percepción de la sociedad 

sobre el comportamiento ético de los servidores. 

La Investigación sobre Valores Éticos (2009) fue encargada por el CEP para servir 

como una herramienta al perfeccionamiento de la gestión ética y como metodología ha 

utilizado una muestra  aleatoria proporcional a la cantidad de ciudadanos de cada una de las 

27 unidades federadas de Brasil y, como instrumento de colecta de datos, una encuesta sobre 

cuestiones éticas. La investigación que servirá de objeto de estudio ha sido dividida en tres 

partes: la primera se ha preocupado en investigar los valores de la sociedad brasileña; la 

segunda ha sido direccionada a los servidores públicos, y la tercera  ha sido presentada a los 

diversos integrantes del CEP de diferentes unidades federativas de Brasil. La investigación, 

que la presentaremos parcialmente aquí, ha sido encargada en el año de 2008 y sus resultados 

han sido presentados en el IX Seminario de ética en la Gestión, realizado en el mismo año. 

Presentaremos los primeros resultados obtenidos en la primera parte de la 

investigación, que ha contado con varias preguntas. A partir de sus respuestas se buscaba 

dibujar un perfil ético brasileño, a partir de una muestra de  dos mil ciudadanos que han 

contestado a la encuesta. La primera pregunta selectiva del grupo ha sido si conocían o ya 

habían oído referencias a la ética. La respuesta ha sido positiva en 1.767 de los casos. 

Entre los 1.767 ciudadanos que han contestado sí, 43,5% lo han oído hablar en su 

juventud; 30,7% en su infancia y apenas 24%, en la madurez. Cuanto al significado de la 



palabra ética, 63,7% han declarado entender su significado, mientras 32,4% han declarado 

que no, lo que demuestra una necesidad de acciones básicas de divulgación para que el 

ciudadano brasileño desarrolle la conciencia ética a través del conocimiento. 

Una pregunta de extremada importancia: “¿Qué es ser ético?” ha sido preguntada de 

la siguiente forma:  

Gráfico 4 - Ciudadano. Ser ético. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 

Cuando a las respuestas a la pregunta, 30,3% han contestado que ser ético es ser 

honesto; 22,6% han asociado ser ético con estar dentro de la ley y 18,5% de los ciudadanos 

tienen la convicción  de que ser ético es no mentir o decir la verdad. Además, hay que 

subrayar otra vezque 28,6% no han oído hablar en ética, por lo que tampoco saben el 

significado de lo que es ser ético. 

En la secuencia, ha sido preguntado si cada ciudadano se consideraba ético, y las 

respuestas se han representado en el grafico siguiente: 



Gráfico 5 - Ciudadano. Si considera ético. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 

A pesar de que 28,6% no haya respondido que es ser ético, la investigación ha 

demostrado que 59,4% de los ciudadanos se consideran éticos, mientras 12,7% han contestado 

que “algunas veces se consideran éticos”, mientras 25,7% no se consideran éticos. 

Gráfico 6  Ciudadano. Cumplir la ley. 

  

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 



Como se puede ver demostrado en el grafico (BRASIL 2009:24), 78,4% han 

declarado que ya han dejado de cumplir la ley alguna vez, y que apenas 20,7% han contestado 

que no han dejado de cumplir la ley. 

Los números de ciudadanos que han declarado que habían dejado de cumplir la ley 

ha sido bastante elevado, por lo que permite constatar que el brasileño no presenta miedo en 

dejar de cumplir la ley, sea por no estar de acuerdo con ella o por no temer la pena impuesta 

por el incumplimiento de la ley, ya que  la investigación en cuestión  demuestra que cuatro de 

cada diez brasileños no presentan miedo a ser sancionados cuando de la práctica de actos 

ilícitos. La investigación todavía demuestra que para más de 30% de la sociedad brasileña 

(31,4%) los servidores públicos aplican la ley correctamente (BRASIL 2009:28), como 

demostrado en el grafico a seguir: 

Gráfico 7 Ciudadano. Actuación de los servidores públicos. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 



Los datos pueden parecer alarmantes vez que apenas 391 ciudadanos afirman que los 

servidores aplican la ley correctamente, en un total de 862 que han contestado la encuesta. 

Significa decir que la gran mayoría de los ciudadanos encuestados están convencidos de que 

gran parte de los servidores públicos aplican la ley solamente en parte o no la conocen. Sin 

embargo, no podemos considerar que 29,1% no lo saben o no han contestado la pregunta, o 

simplemente han tenido miedo de contestar a la pregunta. De hecho, se nota una carencia de 

información, padrones y ejemplos éticos de conducta para que tales valores éticos sean 

conocidos y respetados por todos los ciudadanos. 

La segunda parte de la investigación hace referencia a la identificación de valores 

éticos existentes en el servicio público brasileño, busca identificar y trazar un paralelo a través 

de respuestas obtenidas de servidores con las mismas cuestiones levantadas anteriormente. 

Aunque aquí no nos dediquemos a todos los resultados de la investigación sino a una pequeña 

parte, por la importancia de los datos manejados aquí, necesario subrayar que de los 1.027 

servidores públicos de todos Brasil (São Paulo, Minas Gerais, Pará, Paraíba, Paraná e Rio de 

Janeir e do Distrito Federal), que han contestado  a la encuesta, 44,3% de ellos han obtenido 

sus cargos a través de oposición; 12,1% lo han obtenido a través de la indicación de un amigo; 

16,2% han obtenido su cargo a través de un contacto político; 8,5% lo han obtenido a través 

de la indicación de miembros de la familia, lo que caracteriza nepotismo, y 19% no han 

querido se manifestar cuanto a la forma de ingreso en el cargo. De modo comparativo, 

utilizaremos las mismas cuestiones presentadas anteriormente, aunque ahora sean respondidas 

por los funcionarios públicos: 

De los 1.027 servidores públicos participantes de la encuesta, 91,9% han oído hablar 

en ética, de los que 32% han contestado haber oído hablar en la juventud; 17,7% en la 

infancia y 26,4% apenas en l madurez, lo que demuestra que la mayoría de los servidores 



públicos ha tenido contacto todavía de jóvenes. No obstante, de los  91,9%, penas la mitad de 

ellos han declarado entender su significado. 

Ha sido igualmente preguntado a los servidores si creían que los servidores públicos 

en Brasil está  direccionados al interés público, lo que obtuvo un 50% de respuestas 

afirmativas. Así, tan solamente la mitad de los servidores acreditan que su propio trabajo esté 

direccionado hacia el interés público, lo que ha demostrado una gran distorsión que necesita 

ser corregida, vez que la investigación ha comprobado igualmente que  solamente un 44,8% 

de los servidores actúan dentro de la ley y el restante se ha compartido entre actuar para 

agradar a sí mismo o a su familia, lo que corresponde a casos de nepotismo. 

Los servidores han sido invitados también a contestar qué es ser ético, lo que 

veremos ahora a continuación: 

Gráfico 8 - Servidores Públicos. Ser ético. 

  

 Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 



Se puede comprender porque apenas la mitad de los servidores cuestionado dicen 

entender el significado de ética y la otra mitad simplemente ignora o no ha contestado la 

cuestión propuesta. No obstante, difícil explicar porque más de la mitad de los entrevistados 

se consideran éticos (BRASIL 2009:51)  como se ha demostrado en el grafico siguiente. 

Gráfico 9 Servidores Públicos. Se considera ético. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 

Se evidencia que a pesar el desconocimiento de la palabra ética, los servidores 

demuestran una noción de que sean éticos, o por lo menos intentar ocultar que no lo son. 

Cuestionados sobre si ya han dejado de obedecer a la ley, los servidores públicos han 

contestado de la siguiente manera: 



Gráfico 10 - Servidores. Cumplir la ley. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 

Menos de la mitad de los entrevistados, 45,3%, han contestado que jamás han dejado 

de cumplir la ley, mientras 22,5% han afirmado que sí y 32,2% no la han contestado. 

Demuestra que menos de la mitad de los servidores consultados tienen conciencia de que 

existe la ley para ser obedecida. Lo que ocurre es que, mientras la comparamos con la 

encuesta anterior direccionada a los ciudadanos comunes, el número ha sido de 78,4% los que 

han contestado que alguna vez han dejado de cumplir la ley, así que a pesar de muy alto entre 

los servidores, el número es todavía mayor entre los ciudadanos comunes. 

Con el objetivo de identificar a los servidores que actúan cuando están en su lugar de 

ciudadanos comunes, les ha sido preguntado si, en su visión, los servidores aplican la ley 

correctamente, con parcialidad, o si transmiten la impresión de desconocer la ley. El grafico 

que representa las respuestas es el siguiente: 



Gráfico 11 - Servidores Públicos. Actuación dos servidores públicos. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

De acuerdo con las respuestas, 32,5% de los servidores entrevistados tienen la 

convicción de que sus compañeros aplican la ley correctamente, mientras 27,8% han 

contestado que sus compañeros aplican la ley con parcialidad, y 18,5% han dado la impresión 

de desconocerla.  Sin embargo, no se puede desconsidera los 21,2% de los servidores que no 

han contestado a la encuesta, lo que lleva a pensar en la verdadera razón por la que gran 

número de servidores han recusado a contestar, y una de las hipótesis es que han tenido recelo 

en la repercusión de sus respuestas, y que la ética se vuelva un asunto todavía temerario entre 

los servidores. 

Definir una acción como ética o no puede ser una tarea difícil por la subjetividad del 

concepto. No obstante, es de extrema importancia para los ciudadanos que su gobierno actúe 

en este sentido, busque mensurar y establecer el alcance y la necesidad de los estudios sobre 

los valores éticos para que pueda provocar el debate y proporcionar que la ética y los valores 

morales sean valorizados por la sociedad.  



Por fin, la tercera parte de la investigación realizada por el CEP presenta como objeto 

de estudio aquellos que posee la tare a de cuidar del comportamiento ético de aquellos que 

hacen parte de la Administración Pública, es decir, los integrantes de la comisión de ética. La 

investigación ha sido realizada en diez Comunidades (Estados) y en el Distrito Federal  través 

de la indagación que inicialmente permitan demonstrar el perfil de los integrantes de las 

comisiones de ética (2009: 105-133). 

Entre los que han participado en la encuesta, la amplia mayoría posé nivel superior 

completo, lo que demuestra que, por regla general, personas bien instruidas participan de los 

CEP y, diferentemente de los ciudadanos, el servicio integrante del CEP, al analizar la forma 

de actuar de sus pares, afirma que los servidores están direccionados al interés público y no a 

los intereses personales.  Cabe subrayar que, la mayoría, totalizando 85% de los servidores, 

actúan dentro de la ley y, en la mayor parte del tiempo, 81% actúan direccionados al interés 

de la comunidad. Cuando han sido preguntados sobre la primera vez que oíran hablar en ética, 

53% ha contestado que ha sido en la juventud, 37% en la infancia y apenas 10% en la edad 

adulta. De esa manera, se evidencia la importancia que el ambiente familiar desarrolla en la 

formación de los valores éticos, con la responsabilidad de informar y desarrollar actitudes 

éticas a través del ejemplo, pues 90% de los consultados, miembros del CEP oirán hablar en 

ética por primera vez, en la infancia y en la juventud. 

Pasemos ahora a la siguiente pregunta: ¿Qué es ser ético? La contestan ahora los 

miembros del CEP: 



Gráfico 12 - Integrantes da Comissão de Ética Pública. Ser ético. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos 

 

La gran mayoría de los entrevistados, es decir, 60%, asocia el concepto de ética con 

ser honesto y 24% con estar o actuar dentro de la ley.  Frente a la subjetividad del concepto de 

ética y de las diversas posibilidades de definición para diferentes personas podemos 

considerar que la mayor parte de los entrevistados asocia ética a la honestidad, porque ser 

honesto también significa actuar y estar dentro de la ley.  

El CEP es el responsable por la coordinación, evaluación y supervisión del sistema 

de gestión de la ética pública, y cada CEP tiene el deber de cuidar por el comportamiento 

ético de los servidores que a componen. Así, importante saber si sus integrantes se consideran 

éticos, lo que se demuestra en el siguiente gráfico: 

Gráfico 13 - Integrantes del Comité de Ética Pública. Se considera ético. 

 



Fuente: Investigación sobre Valores Éticos (2009:118). 

 

Casi la totalidad de los entrevistados, 98%, se considera ético, mientras que apenas 

2% de ellos se consideran ético a veces. El CEP está en el camino correcto cuando comparada 

la misma pregunta respondida por los ciudadanos comunes y por los servidores públicos. 

Entre los ciudadanos hay un 59,1% que se considera ético, y entre los servidores públicos hay 

un 51,3%. En realidad, es un numero expresivo cuando pensamos que entre los integrantes del 

CEP, 98% se consideran éticos, pero que si hablamos de personas que integran el CEP, y que 

deberían servir de ejemplo, no parecería un absurdo que en las CEP se aceptaría a personas 

que no se considera éticas en su totalidad?  

Sin embargo, la investigación también ha demostrado que la mayoría de los 

integrantes de los CEP ha dejado de seguir alguna ley por lo menos una vez, lo que representa 

una contradicción, de modo que algunos, aunque tengan dejado de cumplir alguna ley, se 

consideran éticos. 

Gráfico 14 Integrantes del Comité de Ética Pública. Cumplir la ley. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos (2009:119). 



 

Entre los integrantes del CEP 71% han contestado que ya han dejado de cumplir la 

ley por lo menos una vez, y 29% no. Si comparamos las respuestas con lo que han contestado 

los ciudadanos comunes veremos que son parecidas, ya que 78,4% de los ciudadanos han 

contestado que ya han dejado de cumplir la ley por lo menos una vez, mientras que entre los 

servidores ha sido 45%  de respuestas positivas  seguidas por 32,2% que no la han 

respondido, lo que puede significar que los servidores tienen cierto recelo en contestar las 

cuestiones presentadas. Sin embargo, lo que queda probado es que los brasileños en general – 

sean ciudadanos comunes, servidores públicos o miembros de CEP – no aparentan recelo en 

dejar de cumplir la ley. Esta existe, pero que la obligación en cumplirla no perece ser una 

preocupación de la sociedad brasileña.  

El grafico siguiente demuestra que las respuestas obtenidas de la percepción de los 

integrantes de los CEP, cuando estos necesitan utilizar los servicio de algún órgano público y 

por su vez tienen contacto directo con sus compañeros servidores, para eso le ha sido 

preguntado: 



Gráfico 15 - Integrantes del Comité de Ética Pública. Atuación de los servidores 

públicos. 

 

Fuente: Investigación sobre Valores Éticos (2009:122). 

 

Según queda demostrado en el gráfico, 41% de los integrantes de la comisión de 

ética consideran que sus compañeros aplican la ley con parcialidad, 37% de ellos aplican la 

ley correctamente y 19% dan la impresión de desconocer la ley. El resultado se torna 

preocupante frente al gran número de servidores que abiertamente hablan que desconocen la 

ley, resultado semejante cuando a la misma pregunta ha sido contestada por sus servidores, ya 

que para 18,5% de ellos, los servidores dan la impresión de que desconocen la ley. Se constata 

otra vez la necesidad de la sociedad brasileña de ser educada y estimulada desde la infancia a 

conocer, identificar y cumplir la legislación. 

El CEP en su búsqueda constante de perfeccionamiento de los servidores y en el 

exhaustivo trabajo de promoción de la ética, promociona diversos eventos  para el intercambia 

de experiencias y la promoción de la discusión sobre diversos enfoques en torno a la ética. 

Entre algunos de los eventos, podemos citar: curso de gestión de la ética, curso de apuración 



ética y seminarios internacionales de ética en la gestión. El CEP cuenta todavía con algunos 

instrumentos que son esenciales en el control de la ética, como por ejemplo: auditorias, 

inspección y fiscalización, declaración de bienes e informaciones que las autoridades de la 

alta administración federal están obligadas a prestar al CEP dando conocimiento de las 

situaciones patrimoniales y de gestión de los bienes y a la Acción Popular que puede ser 

propuesta por cualquier ciudadano, para anular el acto ilegal y lesivo al patrimonio público y 

la moralidad administrativa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO CUARTO   

CORRUPCIÓN 

“Há uma dimensão simbólica do que significa 

a corrupção em termos de valores democráticos que 

independe dos seus efeitos práticos e quantitativo-

financeiros, ou mesmo os que dizem com sua 

consumação de benefício ou não – modalidade da 

tentativa –, pois estão em jogo as bases normativo-

principiológicas fundantes das relações sociais e da 

confiança nas instituições representativas – públicas 

e privadas.” 

Gesta Leal 

 

Una palabra con la fuerza de desestructurar un país, un mal que si estimulado puede 

destruir una sociedad y todas as estructuras creadas para una vida harmónica. La corrupción 

está incrustada en todos los pueblos porque la aptitud para ella ya es parte de la naturaleza 

humana. Somos seres insatisfechos buscando fuentes de saciedad que puedan significar el 

atendimiento de las necesidades individuales. La corrupción no ocurre aisladamente, nadie 

corrompe o es corrompido por sí solo, ella está en la naturaleza humana y, por eso, es parte de 

todas las instituciones y todos los países, por el simple hecho de la presencia humana.  

El gobierno tiene el desafío de establecer índices tolerables de corrupción y trabajar 

con metas para atingir la proximidad del ideal, es decir, una corrupción que existe, porque 

infelizmente ninguna civilización está libre. En este capítulo la opción de reflexionar sobre la 

definición, sus causas, tipos y consecuencias es justificada por la necesidad de ampliar el 



conocimiento de este tema que insiste en alojarse en la cultura del brasileño y contra la que se 

debe luchas. Para eso, la propuesta es simple y objetiva: conocerla y atacar a su principal 

alimento, la impunidad. 

Este capítulo se dedica aun al estudio de la percepción del fenómeno corruptivo, a 

través de la investigación realizada por la organización Transparencia Internacional y el 

análisis del costo medio de la corrupción para Brasil, a través de estudio realizado por la 

Federación de la Industrias del Estado de San Paulo – FIESP. 

 

4.1 DEFINICIÓN 

La corrupción se presenta hoy como una cuestión seria e importante en la vida de la 

sociedad, y debido a su complexidad, todavía no ha alcanzado una definición que pueda se 

considerada definitiva y satisfactoria. Muchos estudiosos establecen su definición de 

diferentes formas no alcanzando, hasta el momento, un concepto que pueda  - el mismo – 

definir la corrupción, sin la necesidad de complementación de otros, una vez que el concepto 

de corrupción absorbe diferentes tradiciones jurídicas, políticas y ´ticas que varían de acuerdo 

con el contexto de la legislación en la que está inserido. Se presenta como el romper de las 

reglas establecidas por el sistema regulatorio con el objetivo de obtener un beneficio personal. 

Para Ernesto Garzón Valdés se debe abandonar la idea tradicional de que la 

corrupción debe ser identificada apenas en las autoridades o personas que poseen cargo o 

posición política, es decir, que la corrupción estaría conectada al poder o a quien lo tenga. Se 

debe pensar en la corrupción en sus más diversas formas, sea una autoridad, políticos o en 

ciudadanos responsables de decisiones institucionales. En la misma línea, afirma Batista 

(2011) en su obra Corrupción: lo 5º Poder, expone que “la corrupción o inclinación para ser 



corrupto o corruptor es uno de los ingredientes de la naturaleza humana, accionado por el 

egoísmo”. 

Malen en su obra Globalización, comercio internacional y corrupción (2000), 

esclarece que  para que sean considerados actos corruptos, los actos deben poseer ciertas 

características: actos corruptos relacionan violaciones de un deber de posición  que se 

manifiesta cuando alguien que tiene el deber de actuar de acuerdo con reglas establecidas por 

tal cargo o posición, actúa con falta de lealtad por acción u omisión y acaba por transgredir 

estas reglas. Debe haber un sistema normativo que sirva como referencia, ya que el acto para 

ser considerado corrupto necesita transgredir una regla impuesta, es decir, debe oponerse a un 

sistema normativo, sea de naturaleza económica, política, jurídica o ética. Ni siempre los 

actos de los corruptos derivan de una acción plenamente jurídica, visto que corrupción e 

ilegalidad penal pueden ser independientes, ya que el sistema penal puede establecer que una 

actividad es ilícita en un local y no en otro. Así, de acuerdo con el ordenamiento jurídico de 

cada país o mismo acto de corrupción puede ser también una ilegalidad penal o no; los actos 

corruptos deben ser vinculados a la expectativa de obtener un beneficio  que o considere 

importante, sin la necesidad de ser o no valioso y tampoco de concretizarse simultáneamente, 

y que la contraprestación puede ser exigida posteriormente. Por último, los actos de 

corrupción deben ser realizados en secreto o en un marco de discreción en las tratativas y en 

las acciones que envuelven deslealtad y, pues, se configuran como corruptas, y los sujetos se  

implicados se ocupan de garantizar discreción como la ocultación de sus actos, y que el grado 

de ocultación suele variar de acuerdo con el nivel de impunidad. Cabe  comentar que el nivel 

de aceptación de la sociedad frente a las prácticas corruptas es proporcional a la preocupación 

de los corruptos en ocultar tales prácticas, si la sociedad acepta como normal determinado 

acto, aunque siendo corruptos, los sujetos implicados no tendrán grande preocupación en 

ocúltalo.  



De acuerdo con Malem (2002: 23-27), que diferencia los actos corruptos y las 

acciones con las que no pueden ser confundidas, la corrupción no debe ser confundida con 

medidas estatales de carácter promocional, pues los actos promocionales no pueden ser 

asimilados como prácticas corruptas por su carácter general, publico, abierto, al revés de las 

prácticas corruptas que son secretas y de carácter individual, donde corruptor y corrompido se 

conocen y firman compromiso. La corrupción tampoco puede ser confundida con clientelismo 

político, a pesar de sus similitudes, pues en el clientelismo político puede la autoridad no 

violar ninguna función institucional o regla posicional y ser público y abierto, al contrario de 

la corrupción, que en sus negociaciones son secretas y las reglas son violadas. Para el autor, 

no se puede confundir el recibimiento de presentes, recompensas o compensaciones en virtud 

del desarrollo de su trabajo con los actos de corrupción, de modo que dar y recibir regalos 

puede tener como objetivo mantener buenas relaciones institucionales y personales, 

considerando que un regalo no genera una obligación de restitución o una expectativa de que 

el beneficiario tenga que restituir a través de su conducta. En sus palabras: 

“las prácticas corruptas tienden a  realizarse habitualmente en un marco de secreto -lo de 

discreción-, mientras que los manguitos en el tienen por qué ocultarse. Y mientras los manguitos 

el donaciones suelen ser muestras de asignado o de reconocimiento, las prácticas corruptas 

implican siempre un interés determinado, exigen una contraprestación objetiva sin basarse en 

aquella afectación psicológica.” (MALEM SEÑA 2002:28). 

 

Considera Malem que la corrupción es la violación de un deber profesional en busca 

de un beneficio, sea público o privado: 

“Se pueden definir los actos de corrupción, entonces, como aquellos que constituyen la 

violación, activa el pasiva, de un deber posicional el del incumplimiento de alguna función 

específica realizados en un marco de discreción con el objeto de obtener un beneficio 

extraposicional, cualquiera sea su naturaleza.” (Malem 2002: 35). 

 



De acuerdo con Cartier-Bresson (2000) la lucha contra la corrupción está marcada 

por tres acontecimientos de gran importancia. El primer de ellos es la operación “manos 

Limpias” que ocurrió en Italia en 1992 en el que casos de financiación ilícita de partidos 

políticos y abuso de la función pública. El segundo acontecimiento fue en 1996 cuando 

Wolfesohn, presidente del Banco Mundial, se ha comprometido a combatir la corrupción en 

las instituciones con medidas que iban desde la reforma del sector público hasta el perdón de 

la divida. El tercer acontecimiento fue en la 1997 cuando los países miembros de la OCDE y 

los gobiernos de los países miembros firmaran la Convención para combatir la compra de 

funcionarios públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales, lo que quedó 

conocido como la Convención de 1997 contra el soborno. Según Cartier-Bresson: 

“estos tres acontecimientos revelan, en su conjunto, la forma en que la comunidad 

internacional comenzó a concluir que la corrupción que hasta entonces se consideraba un 

problema indoloro y sin víctimas, de hecho, imponía un precio muy alto que podría distinguir 

radicalmente entre países o sectores.” (Cartier-Bresson, 2000:11).  

 

 

4.2 CAUSA Y TIPOS DE CORRUPCIÓN 

Así como el concepto de corrupción, sus causas son también estudiadas y debatidas 

con la intenciin de explicar el origen de este fenómeno que hace parte de todas las 

civilizaciones, en todas las manifestaciones sociales, sean políticas o no. 

Varias son las causas de corrupción, y muchos factores inciden en la manifestación 

de actos corruptos, pero todos los factores son alimentados u originados por el deseo de 

obtener ganancias económicas y, en países en que la desigualdad social es acentuada, como 

Brasil, la ganancia por el poder económico es agravada frente al hecho de que gran parte de la 



población no tener acceso a una vida digna, con necesidades básicas como el acceso a la 

salud, alimentación y morada conforme preceptúa la Constitución de Brasil en su artículo 6º: 

Art. 6º São direitos sociais a educação, a saúde, a alimentação, o trabalho, a moradia, o 

transporte, o lazer, a segurança, a previdência social, a proteção à maternidade e à infância, a 

assistência aos desamparados, na forma desta Constituição.” 

 

La importancia del poder económico es reforzada por la constatación de que la 

mayoría de los ciudadanos además de no tener garantizado los derechos sociales previsto en la 

Constitución, y que no poseen condiciones de pagar para tener un tratamiento de salud, 

padecen en las colas que amontonan personas en la espera por un tratamiento, y que esa 

espera ni siempre resulta en la obtención del tratamiento adecuado. Se materializa, por lo 

tanto, la importancia por el dinero y las ventajas que puede ofrecer, sobre todo entre 

ciudadanos que no tienen acceso a derechos básicos y esenciales para una vida con dignidad. 

Lo que acaba por pasar es que los el ciudadano se queda con una visión distorsionada de que 

la corrupción puede ser justificada o explicada como siendo el equilibrio por la  indebida 

remuneración que recibe por su trabajo y por la privación al que está expuesto diariamente. 

Ese cuadro ha evolucionado para el aumento de la tolerancia de la ocurrencia de la 

corrupción, en la que la población se desarrolla admitiendo la corrupción en su vida diaria e 

incorporando actos corruptos como siendo normales y rutineros. 

Según Peces Barba (2006:22) existe una causa común que es de la propia condición 

humana y que sin razones morales, culturales o límites jurídicos para orientar l conducta 

humana, siempre estará entre las causas de la corrupción, que es “la falta de altruismo o el 

altruismo limitado de los seres humanos que tienden en cualquier circunstancia al egoísmo y 

al propio beneficio”.  

Para Schopenhauer 



“El móvil principal y básico en el hombre como en el animal es el egoísmo, es dicir, el impulso 

a la existencia y el bienestar. La palabra alemana Selstsucht [amor próprio] lleva consigo el 

concepto secundário de enfermedad. Pero la palabra Eigennutz [interés] designa el egoísmo en 

tanto que se encuentra bajo la dirección de la razón que, en virtud de la reflexión, le capacita 

para seguir sus fines planificadamente; de ahí que se pueda muy bien llamar a los animales 

egoístas, pero no interesados.” (Schopenhauer 2009:239) 

 

En la medida en que el animal y el hombre pose el egoísmo en su esencia, el hombre 

necesita explicar y justificar sus acciones en la búsqueda incondicional por el placer y bien 

estar, siendo las justificaciones fundamentales para las acciones humanas, de acuerdo con 

Schopenhauer, son provenientes de por lo menos una de las siguientes razones: “a. Egoísmo, 

que quiere el propio placer (es ilimitado). b. Maldad, que quiere el dolor ajeno (llega hasta 

la crueldad más manifiesta). c. Compasión, que quiere el placer ajeno (llega hasta la nobleza 

y la magnanimidad).” Schopenhauer (2009:253). 

Si consideramos que todas las acciones humanas necesariamente tienen su origen en 

por lo menos uno de los motivos expuestos, consecuentemente las virtudes Morales también 

derivarían de ellos y, según nos explica el mismo autor, apenas pueden derivar de la 

compasión porque las otras provocan acciones reprobables, por lo que considera la compasión 

como el único motivo no egoísta y auténticamente moral de donde puede resultar la justicia 

desinteresada y la caridad autentica. 

Cartier-Bresson (2000 afirma que para la mayoría de los economistas las causas 

básicas de la corrupción están en la delegación de poder, y que lo que vuelve posible la 

corrupción son los intereses divergentes entre mandatarios y mandantes. La corrupción se 

establece porque: 

“Desafortunadamente, la posibilidad de existencia de una sanción es baja, en el suelo porque 

la asimetría de la información protege a los individuos corruptos y las pruebas de ello son 

escasas, campana también porque resulta complicado movilizar grandes cantidades de víctimas 



aisladas contra agentes bien organizados que se benefician de las ganancias ilegales.” (Cartier-

bresson 2000:12).  

 

Poe lo tanto, si las víctimas enfrentan la dificultad por no estar organizadas, en la 

mayoría de las veces no se enteran de la existencia de otras víctimas, y esta pasividad estimula 

la corrupción, ya que la impunidad funciona como motor de la corrupción.  

Pinto (1959) afirma que tanto la corrupción política como la administrativa son 

consecuencia del choque entre los intereses públicos y privados, aunque el interés privado 

intenta sobreponerse a los intereses de la sociedad políticamente organizada.  

Laporta (1997:28) apunta como causa inevitable de la corrupción la conducta 

deshonesta del agente público, frente al hecho de que es el agente, y solo él, el que toma la 

decisión de actuar de forma corrupta, y por eso la corrupción siempre irá existir porque “no  

hay ningún sistema de control posible ni ningún antídoto tan eficaz como para impedir 

totalmente una opción individual de este tipo”, defiende.    

Según algunos autores brasileños la corrupción en Brasil remonta a la época de la 

colonización, cuando Portugal para consolidar su dominio incentivó la inmigración y la 

colonización de Brasil, trayendo incluso esclavos de la costa africana. En el siglo XVI las 

personas que han cometido crímenes en Portugal eran condenadas a cumplir sus penas en 

Brasil, y consecuentemente los que en Brasil aportaban no poseían compromiso moral e 

ideológico, sino apenas el deseo de aprovecharse de tierras descubiertas. Esa colonización 

acelerada ha sido atractiva para los que querían hacer negocios no permitidos, los marginales, 

los fallidos, los aventureros y todos los demás que no tenían perspectivas en su país de origen. 



Expediciones francesas, holandesas e inglesas han traído bandidos, corruptos, 

asesinos y contrabandistas, lo que ha sido también agravado a lo largo del dominio español 

cuando el Rey Felipe II deportó para Brasil lo que había de peor en España y en sus colonias. 

La corrupción puede presentarse de diversos tipos. Peces Barba (2006), por ejemplo, 

expone un panorama analítico y descriptivo de algunas dimensiones de la corrupción, clasifica 

los tipos de corrupción y las formas de corromperse, distinguiendo a los tipos la corrupción 

con ventajas obtenidas por políticos y ventajas obtenidas por empresarios, comerciantes o 

industriales. En este contexto, las ventajas obtenidas por políticos se refieren sobre todo a 

financiamiento de los partidos y las ventajas personales que pueden traer beneficios 

económicos cuando producen un enriquecimiento ilícito, o cuando objetivan el ascenso de un 

cargo o incluso para ganar en una disputa electoral. Además, los empresarios también 

perciben ventajas cuando visan a la exclusión de competidores en procesos de competencia, o 

la obtención de beneficios fiscales o aun el acceso a informaciones privilegiadas, entre otras.  

Según Batista (2011) el significado de la palabra corrupción alcanza varios tipos de 

crimen, entre los cuales: 

“propina, perversão, banditismo, sonegação, trama, pilhagem, crimes contra o sistema 

financeiro, cartel ou truste, bandalhice, chantagem, suborno, contrabando, charlatanice, 

matreirice, narcotráfico, logro, gangsterismo, trapaça, lucros abusivos, pedofilia, estupro e outras 

perversões ou violências sexuais, seqüestro, fraude, latrocínio, burla, pirataria, tráfico 

internacional de drogas, velhacagem, dolo, intrigas, indecência, depravação, tramóias ou o ilícito 

em geral em sua inumerável diversificação.” (Batista, 2011) 

 

Sin embargo, recibir regalos también figura como corrupción y puede ser 

configurado como corrupción pasiva cuando el agente público lo recibe para practicar o dejar 

de practicar acto que corresponde a su función, o aun que corresponda a acto de improbidad 

administrativa si el agente público recibe regalo del que tenga interés o pueda ser beneficiarse 



de la acción del agente. En este último caso apenas con la posibilidad de actuar o dejar de 

actuar en favor de quien le ha hecho regalo se configura el crimen, sin que sea necesaria ni la 

acción en si misma ni el resultado. Recibir el regado configura infracción grave en el 

Régimen Jurídico de los Servidores Públicos Civil de la Unión e infracción al Código de ética 

del servidor. 

En este sentido: 

“Por mais selvagem, inculta ou insensível que seja, uma pessoa poderá ser abrandada com 

oferendas. Conhecemos diversos resultados obtidos por esse meios, até para atrair silvícola. Esse 

procedimento, de natureza psicológica, não constitui nenhuma novidade, pois a troca de 

gentilezas, na maioria das vezes, reflete interesse, isto é, recebemos o que podemos dar ou damos 

na esperança de recebermos o que pretendemos. Até a filantropia, muitas vezes, é praticada por 

interesse, nem sempre identificável. Portanto, não nos devemos impressionar, apenas procurar 

ver a coisa como ela é, não como gostaríamos que fosse ou como muitos imaginam ser.” (Batista 

2011). 

 

4.3 CONSECUENCIAS DE LA CORRUPCIÓN 

 

De acuerdo con Adela Cortina, la corrupción trae como consecuencia la pérdida de la 

naturaleza de las actividades sociales, ya que el hombre pasa a realizar una actividad 

solamente por el dinero, prestigio o poder que el desarrollo le proporciona. Las actividades 

tienen a se homogeneizar y pierden su riqueza y pasan a ser un negocio. Como consecuencia, 

trae también el convencimiento de que todas las personas realizan sus actividades por dinero, 

por prestígio o por poder, y a partir de ahí, perdemos la capacidad de creer que las personas 

puedan realizar actividades por vocación o por voluntad de practicar un servicio a la 

comunidad. Por otra parte, la corrupción podría ser utilizada como medio para alcanzar otros 



bienes, como en las sociedades en que los bienes políticos son determinantes para conseguir 

los bienes económicos y  viceversa. 

La corrupción trae serias consecuencias para los ciudadanos y para las instituciones. 

Entre tales consecuencias podemos identificar la pluralidad de sentimientos negativos 

despiertos en los ciudadanos honestos, que cumplen sus tareas con lealtad de ética y que son 

tomados por un sentimiento revuelto, frustración y resentimiento frente a las actitudes 

antiéticas de sus colegas, instituciones públicas, iglesias, grupos sociales, asociaciones de 

barrio o cualquier otro grupo en que existan cargos que deban ser asumidos por personas que 

tengan la responsabilidad de tomar decisiones.  Cuando las divergencias éticas crecen en las 

instituciones, el ciudadano que está inserto en este contexto sufre frente a la necesidad de 

decidir, elegir entre las alternativas que se presentan, cómo irá actuar frente a la convivencia 

con actitudes antiéticas, y entre las alternativas hay que considerar las siguientes: o pasa a 

percibir los beneficios y ventajas que pueden tener con la practicas de actos corruptos, o 

asimila como actos Morales y pasa a utilizar de estas prácticas corruptas en beneficio propio, 

o intentaría luchas contra la corrupción ya establecida, lo que puede provocar desgastes 

emocionales de sociales para el agente público porque puede volverse anti-popular, hasta 

llegar finalmente a la renuncia del cargo. Es necesario tener muy claro que cualquiera de la 

alternativa genera perjuicio no apenas a los ciudadanos que toman las decisiones y a la 

institución, sino que también a toda La sociedad en general. En la primera alternativa, cuando 

el agente se deja llevar por el egoísmo, genera también gastos a la sociedad que pagará la 

factura por el enriquecimiento ilícito por parte del funcionario. En la segunda alternativa, en 

que el agente prefiere resistir, luchar e intentar cambiar el sistema, acaba por provocar un 

atentado contra su imagen, exponiendo sus ideas y convicciones en la tentativa de contener 

los actos de corrupción que son aceptados como rutinarios y normales y que, dependiendo del 

grado de compromiso ético de la institución, el ciudadano no logrará permanecer por mucho 



tiempo en tal situación que le expone a diversas formas de discriminación. Por otro lado, 

también la renuncia trae consecuencias tanto para la institución como para la sociedad, ya que 

sería una persona menos con principios éticos y morales que podría ayudar a promover una 

gran mudanza de mentalidad en la institución. Se pierde así la oportunidad de crecimiento 

ético y moral, además de reforzar el ambiente antiético y la garantía de la impunidad. Pierde 

la institución, pierda la sociedad. 

Así, la corrupción trae consigo variadas consecuencias, y que Araña (2001) las 

identifica a través de ocho coincidencias:  

“1º -Se produce una quiebra muy grave en la función pública que ya no se orienta a promover 

un clima de desarrollo de la persona y de sus derechos fundamentales. 

2º.-Se produce una evidente perdida de categoria y calidad humana en quienes ocupan o 

desempeñan cargos públicos con la consiguiente y progresivas separación de ciudadanos y 

gobernantes. 

3º-Se pierde profesionalidad en la tarea pública y se contagia una determinada forma de hacer 

o de "trabajar" opuesta a los valores propios de una labor honesta. 

4º- se produce, igualmente, un falseamiento del sistema de mercado, se socavan los principios 

de publicidad y de concurrencia y, también del de acceso a la función pública de acuerdo con el 

mérito y la capacidad. 

5º-Desde el punto de vista económico, se incrementan los costes de las empresas que acuden a 

las prácticas corruptas, lo que lleva a  elevar el precio de los bienes y servicios que producen. Y, 

cuando el demandante de esos bienes es la propia Administración pública, lógicamente, aumenta 

el gasto público. 

6º-Como es lógico, la corrupción produce una falta de racionalización en el gasto público, 

tanto en su eficiencia como en su eficacia. 

7º- También, desde el punto de vista de los fondos públicos, se produce una clara relación de 

los sistemas de control del gasto a través de fiscalizaciones “a posteriori”, que ya nada pueden 

hacer más que constatar los desaguisados o escándalos. 

8º Otro efecto, no menos grave, es que la corrupción, desgraciadamente, aleja de las tarea 

públicas a aquellas personas que podrían prestar un servicio al bien común con su participación 

en la dirección de la  cosa pública. Y, por el contrario, fomenta la partidocracia, las comisiones 

ilegales a los partidos políticos y, en definitiva, un clima social de engaño y mentira en el que todo 

se mide en función del dinero y del poder, y en el que se pierde, poco a poco, la referencia 



humana, que tan importante es, y que, a pesar de los pesares, es la referencia fundamental del 

sistema democrático.” RODRIGUES ARANA (2001: 387-388). 

 

 

4.4 PARTICIPACIÓN BRASILEÑA EN LAS CONVENCIONES 

CONTRA LA CORRUPCIÓN 

 

En la Resolución 55/61 de 04 de diciembre de 2000, la Asamblea General estableció 

un comité especial encargado en negociar un instrumento jurídico internacional eficaz contra 

la corrupción. El texto para la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción ha 

sido negociado a lo largo de siete sesiones  del Comité Ad Hoc entre 21 de enero de 2002 y 

01 de octubre de 2003. 

La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción – UNCAC, aprobada 

por el Comité as hoc ha sido adoptada por la Asamblea General por la resolución 58/4 de 31 

de octubre de 2003 y entró en vigor en 14 de diciembre de 2005. Posé 71 artículos divididos 

en ocho capítulos, con cobertura en 5 áreas principales: medias de ejecución,  criminalización, 

prevención, cooperación internacional, la recuperación de activo y asistencia técnica e 

intercambio de informaciones. Con la finalidad de: promover, facilitar, apoyar la cooperación 

internacional y la asistencia técnica en la prevención y en la lucha contra la corrupción, 

incluyendo la recuperación de activos; promover la integridad, la obligación de prestar 

cuentas y la debida gestión de asuntos y bienes públicos. 

Algunos capítulos albergan temas  que requieren adaptaciones legislativas para que 

puedan ser aplicados en cada país. No obstante, daremos especial atención a la prevención a la 



corrupción, tema tratado en el Capítulo II – medidas Preventivas, en el que la Convención en 

su artículo 5 dispone sobre política y prácticas de prevención: 

1. Cada Estado Parte, de conformidade com os princípios fundamentais de seu ordenamento 

jurídico, formulará e aplicará ou manterá em vigor políticas coordenadas e eficazes contra a 

corrupção que promovam a participação da sociedade e reflitam os princípios do Estado de 

Direito, a devida gestão dos assuntos e bens públicos, a integridade, a transparência e a 

obrigação de render contas. 

        2. Cada Estado Parte procurará estabelecer e fomentar práticas eficazes encaminhadas a 

prevenir a corrupção. 

        3. Cada Estado Parte procurará avaliar periodicamente os instrumentos jurídicos e as 

medidas administrativas pertinentes a fim de determinar se são adequadas para combater a 

corrupção. 

        4. Os Estados Partes, segundo procede e de conformidade com os princípios 

fundamentais de seu ordenamento jurídico, colaborarão entre si e com as organizações 

internacionais e regionais pertinentes na promoção e formulação das medidas mencionadas no 

presente Artigo. Essa colaboração poderá compreender a participação em programas e projetos 

internacionais destinados a prevenir a corrupção.
28

  

 

En la continuación de este mismo capítulo, la Convención prevé que los Estados 

Miembros deban adoptar un sistema de selección y reclutamiento con criterios objetivos de 

mérito, tomar medidas para aumentar la transparencia en el finamiento de campañas 

electorales y partidos políticos, desarrollar códigos de conducta que incluyan medidas de 

estímulo a denuncias de corrupción por parte de los servidores, y de desestimulo al 

recibimiento de regalos, o de cualquier acción que pueda causar conflictos de interés. 

Los Estados Miembros deben propiciar la amplia participación y disponer de 

criterios preestablecidos, justos e impersonales en los procedimientos de competencia. 

Además de adoptar medidas para ampliar el acceso a las cuentas públicas para los ciudadanos 
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y estimular la participación de la sociedad en ese proceso, y adoptar también medidas para 

combatir el blanqueamiento de dinero. 

La Convención ratifica la independencia del poder judiciario y su papel decisivo en 

la lucha contra la corrupción, y determina que cada Estado adopte medidas para reforzar la 

integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros. Medidas de 

prevención a la corrupción son tratadas no apenas en el sector público, pero también en el 

sector privado, en que el Estado deberá adoptar medidas para prevenir la corrupción y mejorar 

las normas contables y de auditoría en el sector privado. Además, prevenir sanciones civiles, 

administrativas o penales que puedan inhibir acciones futuras, promover la cooperación entre 

los aplicadores de la ley y las empresas privadas; prevenir  el conflicto de intereses 

imponiendo restricciones a la contratación de servidores públicos después de la renuncia o 

jubilación, cuando estas actividades estén directamente relacionadas con las funciones 

desarrolladas en un cargo público. Y, por ende, en su art. 12 la Convención lo dedica al sector 

privado y determina que cada Estado adopte medidas relativas a la manutención de libros y 

registros, a la difusión de estados financieros y a las normas de contabilidad y auditoría en las 

empresas privadas para cohibir delitos que puedan derivar de los siguientes actos que llevan a 

la conocida “caja dos”. El ítem 3 del art. 12 determina: 

“3. A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 

necesarias, de conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al mantenimiento de 

libros y registros, la divulgación de estados financieros y las normas de contabilidad y auditoría, 

para prohibir los siguientes actos realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos 

tipificados con arreglo a la presente Convención: 

a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;   

b) La realización de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;  

c) El registro de gastos inexistentes; 

d) El asiento de gastos en los  libros de contabilidad con indicación incorrecta de su objeto;  

e) La utilización de documentos falsos; y  



f) La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo previsto en la 

ley.” 

 

La Convención comprende diferentes formas de corrupción como tráfico de 

influencias, abuso de poder y varios otros actos en el sector privado y, debido al gran número 

de países que la han firmado como Estado parte de la Convención – 158 hasta el momento – 

demuestra su cobertura y alcance. Brasil lo firmó el 09de diciembre de 2003 y lo ratificó en 

junio de 2005, y en Brasil ha entrado en vigor a través del decreto nº 5.687 de 31 de enero de 

2006
29

.  

En el Capítulo III –penalización y aplicación de la ley, la Convención determina a los 

Estados partes que introduzcan en sus ordenamientos jurídicos tipificaciones criminales que 

comprenden no apenas formas básicas de corrupción, sino todos los actos que contribuyen 

para la corrupción, como el soborno de funcionarios públicos nacionales, de los extranjeros y 

también de funcionarios de organizaciones internacionales públicas, malversaciones; 

apropiación indebida y otras formas de desviación de bienes por parte de los funcionarios 

públicos; abuso de función, enriquecimiento ilícito, blanqueo de capitales, obstrucción de 

justicia, etc. Cada Estado parte debe adoptar las medidas necesarias a establecer la 

responsabilidad de personas jurídicas por su participación en los delitos tipificados.  Para que 

el sistema pueda punir los corruptos, se hace necesario tipificarlos y que el sistema de justicia 

penal realice acciones de punición, detención y reparación al país.  

“A corrupção é um mal que os governos dos países não conseguirão vencer sozinhos. Para 

que se obtenha sucesso nessa luta, é fundamental a participação da sociedade civil e das 

organizações não-governamentais nas ações de prevenção e combate. Para tanto, no capítulo 

relativo às medidas de prevenção da corrupção, os Países Signatários comprometem-se a, entre 

outras ações, aumentar a transparência, promover a participação dos cidadãos nos processos 
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decisórios, realizar atividades de informação pública, bem como promover programas de 

educação pública para o controle social. Além disso, cabe aos Estados Partes respeitar, promover 

e proteger a liberdade de buscar, receber, publicar e difundir informação relativa à corrupção.”
30 

 

 

El Brasil ha buscado implementar las reglas establecidas en las convenciones contra 

la corrupción de las que es país signatario, y se ha dedica a fortalecer acciones preventivas en 

el combate a la corrupción. Así, en 2003 creó la Estrategia Nacional de Combate a la 

Corrupción y al blanqueo de capitales (ENCCLA) que en la época en que ha sido creada 

previa acciones  direccionadas apenas al blanqueo de capitales y en el año de 2006 se ha 

ampliado su competencia también contra la corrupción. Cuenta con más de 50 órganos y 

entidades del poder ejecutivo, legislativo y judiciario, y órganos como el Ministerio Público, 

Tribunal de Cuentas de la Unión, además de miembros de la sociedad civil. La ENCCLA ha 

propuesto acciones que han sido desarrolladas para el combate a la corrupción, como el 

programa nacional de capacitación y entrenamiento para combatir la corrupción y el blanqueo 

de capitales (PNLD), la elaboración de proyectos de ley con la tipificación de organizaciones 

criminosas, de enriquecimiento ilícito y de la definición de terrorismo y su financiamiento. 

La GGU (Controladoría General de la Unión), órgano integrante de la estructura de 

la Presidencia de la Republica, y que tiene la competencia de prestar asistencia al Presidente 

de la Republica en los asuntos relacionados a la prevención y al combate a la corrupción, a la 

auditoría pública, a la corrección, a las actividades de ouvidoría y al incremento de 

transparencia de la gestión, cuenta con cuatro unidades que actúan de forma articulada para 

cumplir la misión de defender el patrimonio público y el combate a los desvíos de recursos 

públicos: Secretaria de Prevenção da Corrupção e Informações Estratégicas (SPCI),  
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Secretaria Federal de Controle Interno (SFC),  Corregedoria-Geral da União (CRG) y 

Ouvidoria-Geral da União (OGU). 

La SPCI es el órgano responsable por centralizar acciones de inteligencia y control 

de la corrupción, coordinar acciones de prevención a la corrupción, de fomento a la 

participación de la sociedad civil, de promoción de la ética y del fortalecimiento de la 

integridad de las instituciones públicas y, entre otras, la supervisión y acompañamiento de la 

evolución patrimonial de los agentes públicos del Poder Ejecutivo Federal. La SFC tiene 

como atribuciones la fiscalización y evaluación de la ejecución de programas de gobierno, la 

realización de auditorías y evaluación de los resultados de la gestión de los administradores 

públicos federales y la apuración de denuncias y representaciones. La CRG actúa en el 

combate a la impunidad en la Administración Pública, con el objetivo de promover, coordinar 

y acompañar la ejecución de acciones disciplinares que miren apurar la responsabilidad 

administrativa de servidores públicos. Y, por ende, la OGU que tiene la tarea de supervisionar 

las unidades de oidoría del Poder Ejecutivo Federal, además de proponer medidas para la 

corrección y prevención de fallas y omisiones de los responsables por la inadecuada 

prestación de servicios públicos. Tenemos además, como órganos vinculados a la CGU, el 

Consejo de Transparencia Publica y Combate a la Corrupción, compuesto de 20 

representantes del poder público y de entidades de la sociedad civil, que tiene la finalidad de 

discutir y sugerir medidas para primorear los mecanismos de transparencia de gestión pública 

y de combate a la corrupción.  

En noviembre de 2003 ha sido creado el “Programa Olho Vivo no Dinheiro 

Público”
31

 con el objetivo de hacer con que el ciudadano actúe para la mejor aplicación de 

recursos públicos en su municipio, la CGU busca a través de la sensibilización y de la 

orientación de sus concejales municipales, los liderazgos locales, de los agentes públicos 
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municipales, de los profesores y de los alumnos, a través de acciones de educación presencial, 

educación a la distancia, elaboración y distribución de material didáctico, incentivo a la 

formación de acervos técnicos y cooperación institucional, sobre la importancia de la 

transparencia. Las acciones son coordinadas por auditores y técnicos de la CGU, que reciben 

capacitación para actuaren como  multiplicadores del programa, y son responsables por 

orientar y conducir los procesos de aprendizaje.  

En Brasil, actualmente están disponibles más de 4.000 páginas webs 

gubernamentales en internet y se encuentran en la Red Gobierno, ofrecen muchos tipos de 

servicios y prestan informaciones a los ciudadanos. El portal de la Red Gobierno con 

dirección electrónica www.redegoverno.gov.br es la puerta de acceso para todas las páginas 

oficiales brasileñas disponibles en internet. En la mencionada página no hace falta que el 

ciudadano busque en diversas otras páginas, sino que encuentra la información de forma 

directa; también ofrece servicios de certificados, informes fiscales, situación sobre pagamento 

de deudas, solicitud de pasaportes, acompañar procesos de competencia además de obtener 

informaciones sobre contractos públicos, listado de proveedores, informaciones de 

actualización de registros, cálculo de tiempo de jubilación, listado de medicamentos 

genéricos, condiciones de las estradas del país, consulta de procedimientos, bibliotecas 

virtuales, entre otras cosas. 

El Portal de la Transparencia (www.portaldatransparencia.gov.br) creado en 2004 

por la Controladoria General de la Unión (CGU) se ha configurado como una canal por el 

cual los ciudadanos pueden monitorear la ejecución financiera de los programas de gobierno a 

nivel federal y con la finalidad de que el ciudadano no apenas pueda elegir sus gobernantes a 

cada cuatro años, sino que también puedan controlar, supervisionar, evaluar de manera 

participativa el uso de recursos públicos, ya que el Portal de Transparencia tiene como 

objetivo promover la visibilidad del gasto público y fomentar las prácticas del control social 

http://www.redegoverno.gov.br/
http://www.portaldatransparencia.gov.br/


para que la administración pública siga los caminos de la ética y de la legalidad. En la página 

web el ciudadano pueden encontrar informaciones sobre los recursos públicos federales, una 

vez transferidos por el gobierno federal a los Estados, Municipios y al Distrito Federal, así 

como los datos sobre los gastos del gobierno federal en la compra o contratación de obras y 

servicios.  

Brasil cuenta también con la página web www.portalzinho.cgu.gov.br destinado al 

público infantil con el esclarecimiento de lo que es la CGU y a lo que se destina, con un 

leguaje más sencillo y de fácil percepción para el público infantil. La página cuenta aun con 

juegos, tiritas, concursos, además de un espacio destinado  a que los niños  envíen sus 

historias; cuenta también con un espacio reservado a los profesores de la enseñanza 

fundamental, con el objetivo de ayudarles a desarrollar temarios sobre ética y ciudadanía en 

clase, espacio donde puedan encontrar sugerencias bibliográficas, textos, películas y 

actividades para que las pueda emplear en la enseñanza.  

Además, el Proyecto de Ley 5.586/2005 todavía en trámite en el Congreso Nacional, 

y que tipifica el crimen de enriquecimiento ilícito con pena de reclusión de tres a ocho años, y 

multa para funcionario público que poseer, mantener o adquirir, para sí o para otro, 

injustificadamente,  bienes o valores de cualquier naturaleza, incompatibles con su renta o con 

la evolución de su patrimonio. El proyecto de Ley en cuestión tiene como objetivo la 

adecuación al art. 20 de la Convención de la Naciones Unidas contra la corrupción, que 

dispone sobre el enriquecimiento ilícito: 

Artículo 20 

Enriquecimiento ilícito 

Con sujeción a su constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 

cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 

que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el 

enriquecimiento ilícito, es decir, el incremento significativo del patrimonio de un funcionario 

http://www.portalzinho.cgu.gov.br/


público respecto de sus ingresos legítimos que no pueda ser razonablemente justificado por él.  

(UNCAC, 2004). 

 

Cuanto al delito de soborno de funcionario público extranjero, previsto en el art. 16 

de la Convención, el Brasil lo ha tipificado en 2002 a través de la ley 10.467
32

  

 de 11 de julio, que acrecentó en el Código Penal Brasileño el Capítulo II – A – De 

los crímenes Practicados Contra la Administración Pública Extranjera. Actualmente está en 

trámite el Proyecto de Ley nº 7.710/2007 que prevé la alteración de pena de 1 a 8 años de 

reclusión y multa, prevista en el artículo 337-B del Código Penal – crimen de corrupción 

activa en transacción comercial internacional – para pena de 2 a 10 años de reclusión y multa. 

En lo que se refiere al Capítulo V – Recuperación de activos, el Brasil creó, en el 

ámbito de a Secretaría Nacional del Ministerio de Justicia o DRCI – Departamento de 

Recuperación de Activos y Cooperación Jurídica Internacional que desarrolla importante 

papel en la recuperación  de activos de origen ilícita, y desarrolla también acciones conjuntas 

con el “Conselho de Controle de Actividades Financieras – COAF” , la Unidad de 

Inteligencia Financiera en Brasil, creado por la ley 9.613/85, dispone sobre los crímenes de 

blanqueo de capitales u ocultación de bienes, derechos y valores y la prevención de la 

utilización del sistema financiero para los ilícitos previstos en esta ley, y que tienen la 

finalidad de disciplinar, aplicar penas administrativas, recibir, examinar e identificar las 

ocurrencias sospechas de actividades ilícitas previstas en la ley de blanqueo de capitales. Se 

encuentra en trámite en la Cámara de los Diputados el Proyecto de Ley nº 3.443/2008, que se 

propone alterar la ley nº 9.613/98, con la pretensión d tipificar como crimen el blanqueo de 

capital, derechos y valores procedentes de cualquier infracción penal. 
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En noviembre de 2011 el Supremo Tribunal Federal (STF) y el Consejo Nacional de 

Justicia (CNJ) han divulgado los números relacionados a la actuación del judiciario en el año 

de 2010 y 2011 en los crímenes de blanqueo de Capitales, corrupción e improbidad 

administrativa. Veamos la tabla con los números presentados de las Acciones Penales y 

Recursos juzgados por el STF
33

:  

  

Cuadro 6 - Aciones Penales y Recursos Juzgados STF 

Total de Ações 

Penais e Recursos 

Autuados/ 

Distribuidos 

Julgados Em Tramitação Transitado em 

Julgado/Finalizado 

2010 2011* 2010 2011* 2010 2011* 2010 2011* 

Lavagem de 

dinheiro
34

 9 12 5 6 
2

7 

2

9 4 10 

Crimes de 

Corrupção
35

 
1

5 
14 9 8 

3

2 

3

6 7 10 

Improbidade 

Administrativa
36

 
1

54 
103 74 94 

1

89 

2

13 
60 79 

Total 1

78 
129 88 108 

2

48 

2

78 
71 99 

*Os dados de 2011 referem-se ao período de 01/01/2011 a 31/08/2011. 
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Los números representan la actuación del STF a lo largo del año de 2010 y de enero 

a agosto de 2011 (fecha de la presentación). La tabla en cuestión nos muestra que apenas la 

Suprema Corte ha juzgado más procesos entre acciones penales y recursos referentes a casos 

de blanqueo de capitales, corrupción e improbidad administrativa desde enero hasta agosto de 

2011 de que todo el año de 2010, lo que demuestra un avanzo de más de 20% de la capacidad 

del STF. Otro hecho positivo es que hasta agosto de 2011 han sido concluidas 71 acciones a 

más que las que han sido concluidas en 2010, lo que comprueba que el STF ha aumentado su 

productividad con un aumento significativo en el número de procesos juzgados y finalizados. 

La presentación ha sido realizada para el grupo de revisión de la implementación de 

la UNCAC con varios otros datos, a ejemplo del análisis de la legislación brasileña y aun la 

implementación de los Capítulos III y IV de la Convención, que tratan de los siguientes ítems: 

Capitulo III – Penalización y aplicación de la ley, y Capitulo IV – Cooperación Internacional.  

 

 

4.5. PERCEPCIÓN DE LA CORRUPCIÓN 

La organización Transparencia Internacional difunde desde 1995 los índices de 

precepción de la corrupción, medida en las instituciones públicas de 178 países. Este índice 

varía de 10 (poca corrupción) a 0 (mucha corrupción). La organización afirma que  el índice 

utilizado es la percepción porque la corrupción es una actividad oculta y difícil de medir, y a 

lo largo del tiempo la percepción ha probado que se trata de estimativa fiable para medir la 

corrupción. 



El Índice de Percepción de la Corrupción de 2010 muestra que en casi tres cuartos de 

los 178 países o índice de puntuación está por debajo de cinco, lo que expone la corrupción 

como un problema global.  Para elaborar el Índice de Percepción de la Corrupción han sido 

utilizadas 13 fuentes distintas preparadas por diez instituciones diferentes. El índice de 2010 

reúne datos de fuentes correspondientes a dos años anteriores, entre enero de 2009 y 

septiembre de 2010. Brasil obtuvo la nota 3.7, manteniendo la misma nota atribuida en 2009, 

y ha confirmado la posición de 69º país más corrupto
37

. En el año de 2011 Brasil sigue con el 

69 lugar, y en el año de 2013 alcanza la 72ª posición. En 2012 llega a 73ª y en 2014 vuelve a 

alcanzar la 69ª posición, exactamente la misma que en el año de 2009. 

Por lo expuesto, la Fiesp (Federación de las Industrias del Estado de Sao Paulo) 

presentó un estudio realizado con los resultados del Índice de Percepción de la Corrupción de 

2010, en el que calcula el costo medio de la corrupción en Brasil y estima que ese valor esté 

entre 1,38% a 2,3% del PIB (producto interno bruto). Así, la corrupción en Brasil tiene un 

coste medio de R$ 50,8 billones a R$ 84,5 billones, y que actualmente  este coste pasaría a los 

R$ 67 billones y R$ 112 billones. El estudio presenta lo que se podría hacer en Brasil con este 

dinero: 

• Arcar con el coste anual de 24,5 millones de alumnos de las series iniciales de la enseñanza 

fundamental según los parámetros del CAQi38 ; 

• Equipar y proveer el material para 129 mil escuelas de las series iniciales de la enseñanza 

fundamental con capacidad para 600 alumnos según el modelo CAQi; 

• Construir 57,6 mil escuelas para series iniciales de la enseñanza fundamental según el 

modelo CAQi; 

• Comprar 160 millones de canastos básicos; 

• Pagar 209,9 millones de ayudas a las  familias en su valor máximo; 
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• Construir 918 mil casas populares según el programa Mi Casa Mi Vida II..
39

 

 

De acuerdo con una encuesta de opinión pública realizada por la SENSU consultoría 

en 5 regiones de Brasil, en una totalidad de 24 Estados y 136 municipios brasileños, en junio 

de 2007, que ha preguntado sobre empleo, renta mensual, salud, educación y seguranza 

publica y cual la expectativa de los ciudadanos en estos temas para los próximos 6 meses, la 

mayoría de  de los que han sido consultados contestaron que tenían orgullo de ser brasileños, , 

además de preguntar también sobre sus impresiones sobre violencia, gobierno, medio 

ambiente y una serie de otras preguntas que exponemos a seguir en una tabla con sus 

respectivas respuestas:  

 

Cuadro 7 - Orgullo de Brasil  

¿En su opinión, cuál sería el principal motivo para no tener orgullo de Brasil?
40

  

NÃO TER ORGULHO DO 

BRASIL 

MOTIVO 

2005 2007 

CORRUPÇÃO 27,1 41,3 

VIOLÊNCIA 23,4 17,1 

POBREZA / MISÉRIA 15,1 12,7 

DROGAS 7,8 7,3 

IMPUNIDADE 6,8 6,6 

POLÍTICA 3,7 6,1 

EGOÍSMO DO BRASILEIRO 3,6 3,1 

PROSTITUIÇÃO 1,6 1,9 

ECONOMIA 0,7 0,7 

OUTROS/NENHUM/NS/NR 10,5 3,4 

TOTAL 100 100 

Fuente: Pesquisa CNT/SENSUS. 
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Lo que más sorprende es la corrupción haber sido apuntada tanta en 2005 como en 

2007 como el principal motivo para no tener orgullo de Brasil, aun por encima de la violencia, 

de la pobreza/miseria, más que las drogas, más que la impunidad, más que la política, más que 

el egoísmo del brasileño o de la prostitución y la economía. La corrupción despunta como el 

factor que más influencia el orgullo de los brasileños. 

En 2005 la corrupción ha sido apuntada como el más relevante motivo para no se 

orgullecer de Brasil, seguida por la violencia, por lo que se evidencia que la preocupación 

creció, llegando a los 41% en 2007, y sigue crecente. Así, se ve una preocupación por el 

aspecto ético que puede llevar a creer que los brasileños están íntimamente afectados por la 

insatisfacción frente a actos corruptos y que, a pesar de silenciosos y acomodados, están 

ciertos de que la corrupción es dañina para sus vidas y su país.  

Algunos actos contra la corrupción muestran que el esfuerzo y la tentativa de una 

pequeña parcela de la población en despertar en el brasileño la capacidad de indignarse, que 

andaba olvidada. Una sociedad anestesiada talvez sea la expresión más coherente, y que en  la 

tentativa de rescatar el sentimiento de indignación por muchos años dormido y que se vuelto 

en conformismo y acomodación, en el 07 de septiembre de 2011 – fecha conmemorativa de la 

independencia de Brasil – una larga marcha de manifestantes ha cruzado la Esplanada de los 

Ministerios, en Brasilia, hacia el Congreso Nacional,  en una protesta ciudadana contra la 

corrupción.  

También en Copacabana, en Rio de Janeiro, hubo una protesta silenciosa, donde se 

veía una gran tela con la frase: “Congreso Nacional ayude a barrer la corrupción”, y se han 

puesto 594  escobas pintadas de verde y amarillo en la arena de la playa, que simbolizaban los 

513 diputados y 81 senadores del Congreso Nacional, con el objetivo de concienciar la 



población a exigir más transparencia en la utilización del dinero público, ya que las 

desviaciones de estos recursos son responsables por la muerte de muchos brasileños. 

Cabe recordar que el voto secreto del Congreso Nacional brasileño, garantizado por 

la CF de Brasil en su art. 55 párrafo 2º, si por un lado garantiza que los miembros del 

Congreso Nacional puedan representar a sus electores y votar de acuerdo con su conciencia, 

por otro lado permite que, por corporativismo, diputados y senadores utilicen del voto secreto 

para que corruptos no sufran pierda de mandato, penas previstas en el art. 55, y de esa manera 

burlando la confianza de la sociedad. 

Art. 54. Os Deputados e Senadores não poderão: 

I - desde a expedição do diploma: 

a) firmar ou manter contrato com pessoa jurídica de direito público, autarquia, empresa 

pública, sociedade de economia mista ou empresa concessionária de serviço público, salvo 

quando o contrato obedecer a cláusulas uniformes; 

b) aceitar ou exercer cargo, função ou emprego remunerado, inclusive os de que sejam 

demissíveis "ad nutum", nas entidades constantes da alínea anterior; 

II - desde a posse: 

a) ser proprietários, controladores ou diretores de empresa que goze de favor decorrente de 

contrato com pessoa jurídica de direito público, ou nela exercer função remunerada; 

b) ocupar cargo ou função de que sejam demissíveis "ad nutum", nas entidades referidas no 

inciso I, "a"; 

c) patrocinar causa em que seja interessada qualquer das entidades a que se refere o inciso I, 

"a"; 

d) ser titulares de mais de um cargo ou mandato público eletivo. 

Art. 55. Perderá o mandato o Deputado ou Senador: 

I - que infringir qualquer das proibições estabelecidas no artigo anterior; 

II - cujo procedimento for declarado incompatível com o decoro parlamentar; 

III - que deixar de comparecer, em cada sessão legislativa, à terça parte das sessões 

ordinárias da Casa a que pertencer, salvo licença ou missão por esta autorizada; 

IV - que perder ou tiver suspensos os direitos políticos; 

V - quando o decretar a Justiça Eleitoral, nos casos previstos nesta Constituição; 



VI - que sofrer condenação criminal em sentença transitada em julgado. 

§ 1º - É incompatível com o decoro parlamentar, além dos casos definidos no regimento 

interno, o abuso das prerrogativas asseguradas a membro do Congresso Nacional ou a percepção 

de vantagens indevidas. 

§ 2º - Nos casos dos incisos I, II e VI, a perda do mandato será decidida pela Câmara dos 

Deputados ou pelo Senado Federal, por voto secreto e maioria absoluta, mediante provocação da 

respectiva Mesa ou de partido político representado no Congresso Nacional, assegurada ampla 

defesa. 

§ 3º - Nos casos previstos nos incisos III a V, a perda será declarada pela Mesa da Casa 

respectiva, de ofício ou mediante provocação de qualquer de seus membros, ou de partido político 

representado no Congresso Nacional, assegurada ampla defesa. 

§ 4º A renúncia de parlamentar submetido a processo que vise ou possa levar à perda do 

mandato, nos termos deste artigo, terá seus efeitos suspensos até as deliberações finais de que 

tratam os §§ 2º e 3º.(Incluído pela Emenda Constitucional de Revisão nº 6, de 1994)
41

 

 

Percibida la corrupción, queda enumerar las posibilidades o medidas para 

minimizarla. La Ley 12.846/2013, denominada Ley Anticorrupción” se presenta como forma 

de rellenar la laguna existente en la legislación brasileña cuanto a la responsabilización  

administrativa y civil de personas jurídicas que  han practicado actos contra la Administración 

Pública. Anteriormente la previsión y pena era apenas la restricción e participar en procesos 

de competencia o celebrar contractos con la Administración, pero con la Ley Anticorrupción 

puede haber punición administrativa y civil por los actos lesivos definidos en su art. 5º 
42

. 
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 Brasil, Presidencia de la República, Constitución (1988), Constitución de la República Federativa del Brasil de 

1988. Disponible en:  <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constitui%C3%A7ao.htm> Acceso en: 

09 mayo 2011 

42 
Lei 12.846/2013 Art. 5

o
  Constituem atos lesivos à administração pública, nacional ou estrangeira, para os fins 

desta Lei, todos aqueles praticados pelas pessoas jurídicas mencionadas no parágrafo único do art. 1
o
, que 

atentem contra o patrimônio público nacional ou estrangeiro, contra princípios da administração pública ou 

contra os compromissos internacionais assumidos pelo Brasil, assim definidos: I - prometer, oferecer ou dar, 

direta ou indiretamente, vantagem indevida a agente público, ou a terceira pessoa a ele relacionada; II - 

comprovadamente, financiar, custear, patrocinar ou de qualquer modo subvencionar a prática dos atos ilícitos 

previstos nesta Lei; III - comprovadamente, utilizar-se de interposta pessoa física ou jurídica para ocultar ou 

dissimular seus reais interesses ou a identidade dos beneficiários dos atos praticados; IV - no tocante a licitações 

e contratos: a) frustrar ou fraudar, mediante ajuste, combinação ou qualquer outro expediente, o caráter 

competitivo de procedimento licitatório público; b) impedir, perturbar ou fraudar a realização de qualquer ato de 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/ECR/ecr6.htm#art1


El Ministerio Público Federal, a través de la creación de comisiones de trabajo con el 

objetivo de crear propuestas legislativas, ha aprovechado de estudios realizados por la 

comisión designada para actuar en la denominada “Operación Lava Jato”, esquema de 

corrupción  que lleva este nombre por tratar inicialmente de una red de corrupción que se 

escondía por detrás de cadenas de gasolineras y puntos de lavado rápido de coches – y que ha 

movido recursos ilícitos, avanzando como uno de los mayores esquemas de corrupción del 

país.  En este esquema están implicados personajes políticos y económicos de gran 

repercusión en Brasil, y el desvío de recursos de las mayores empresas estatales de Brasil: la 

Petrobras, el gigante del petróleo. En este esquema, grandes empresas organizadas en carteles 

pagaban grandes cantidades de dinero a los altos cargos del ejecutivo nacional y a varios otros 

agentes públicos. El Ministerio Público Federal, a partir del trabajo de la mencionada 

comisión, presenta diez medidas que objetivan mejorar la prevención y el combate a la 

corrupción y a la impunidad, con la presentación de propuestas de alteraciones legislativas, 

para as que los ciudadanos también han sido invitados a contribuir con sugerencias.  

El trabajo culminó con la entrega al Congreso Nacional, en junio de 2015, de veinte 

anteproyectos de ley dirigido a la transparencia, a evitar la corrupción, a la eficiencia y a la 

eficacia en la lucha contra la corrupción. Al llegar a 1,5 millones de firmas de ciudadanos que 

apoyan las diez medidas para mejorar la prevención y la lucha contra la corrupción y la 

impunidad, el Ministerio Público Federal tiene la intención de culminar en la entrega al 

                                                                                                                                                         
procedimento licitatório público; c) afastar ou procurar afastar licitante, por meio de fraude ou oferecimento de 

vantagem de qualquer tipo; d) fraudar licitação pública ou contrato dela decorrente; e) criar, de modo fraudulento 

ou irregular, pessoa jurídica para participar de licitação pública ou celebrar contrato administrativo; f) obter 

vantagem ou benefício indevido, de modo fraudulento, de modificações ou prorrogações de contratos celebrados 

com a administração pública, sem autorização em lei, no ato convocatório da licitação pública ou nos respectivos 

instrumentos contratuais; ou g) manipular ou fraudar o equilíbrio econômico-financeiro dos contratos celebrados 

com a administração pública; V - dificultar atividade de investigação ou fiscalização de órgãos, entidades ou 

agentes públicos, ou intervir em sua atuação, inclusive no âmbito das agências reguladoras e dos órgãos de 

fiscalização do sistema financeiro nacional.  



Congreso Nacional el proyecto, pero en forma de proyecto de ley iniciativa popular. Estas 

medidas
43

 merecen ser profundizarse en vista de la labor pertinente de los fiscales federales. 

La Medida 1 trata de la inversión en la prevención: la prevención de la corrupción, la 

transparencia y la protección de la fuente de información. Reivindicación de romper el círculo 

vicioso de la corrupción en Brasil, la primera medida prevé la propuesta de cuatro cambios 

legislativos. 

 El primer cambio se propone a través del proyecto de ley que prevé el 

establecimiento de normas de accountability  en el ámbito de los Tribunales Regionales 

Federales, los Tribunales de Justicia de los estados y el Distrito Federal y Territorios y de los 

Ministerios Públicos, tratando de acelerar la tramitación de las acciones mala conducta 

administrativa y la acción penal mediante la identificación de la lentitud de las causas en la 

tramitación de este tipo de acciones orientadas a la transparencia en la difusión de las 

estadísticas globales y por categoría, que muestra el número de acciones de las acciones de 

mala conducta y penales administrativas que entraron y han sido instauradas; el número de 

procesos juzgados y el número de los archivados, además de los que están pendientes. Y, sin 

embargo, el número de acciones de mala conducta y las acciones criminales que están en 

curso, con el tiempo de procesamiento, por lo que si son juzgados extrapolando el plazo 

razonable, los motivos pueden ser identificados y contados. Y para ello, el proyecto de ley 

considera duración razonable del proceso que no exceda de tres años a partir de la instancia 

originaria, y un año más si en la instancia de apelación, a partir de su distribución. 

 El segundo cambio es propuesto por el proyecto de ley que crea el test de integridad 

de los funcionarios públicos, a través del cual la administración pública puede someter a los 
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Portal de Combate à Corrupção – Ministério Público Federal. Disponível para consulta em: 

http://www.combateacorrupcao.mpf.mp.br/10-medidas/10-medidas  

http://www.combateacorrupcao.mpf.mp.br/10-medidas/10-medidas


funcionarios públicos a pruebas de integridad aleatorias o dirigidas, cuyos resultados serán 

utilizados para efectos disciplinarios, así como para la instrucción de las demandas civiles, 

incluida la mala conducta administrativa y penal. La propuesta es que la confidencialidad esté 

garantizada en todas las etapas, y que las pruebas sean secretas para que el funcionario 

público no sea consciente de las situaciones que se crearán para probar la conducta moral y la 

predisposición a cometer delitos contra la Administración Pública. El Ministerio público debe 

también ser informado de manera secreta, quince días antes de la realización de las pruebas, 

sobre el alcance y la conducta de los agentes y de los criterios de selección que serán 

sometidos a la prueba. La propuesta mantiene el secreto todavía en los resultados de las 

pruebas, que se dará a conocer a través de estadísticas sin la exposición de los agentes 

implicados. 

  Con la posibilidad de que sea elegidos sin previo aviso y al azar, se crea la 

posibilidad de que todos los actos de los funcionarios públicos pueden ser analizados y 

probados en cualquier momento, y por lo tanto tiene por objeto garantizar la transparencia, 

hacer que el ambiente sea propicio para el cambio de comportamiento y promover la 

prevención de la corrupción. 

El tercer cambio propuesto tiene como objetivo a través del proyecto de la ley 

disciplinaria aplicando porcentajes entre el 10 y el 20% de los recursos de publicidad
44

 para 

acciones y programas de marketing dentro de la Unión, los Estados, el Distrito Federal y 

Territorios y Municipios, dirigidos a establecer una cultura de la intolerancia a la corrupción, 

además de medidas de sensibilización pública de daño social e individual causado por la 

corrupción. Es más, determina que sea llevada a cabo la realización de al menos dos 

                                                 
44 Conforme o Art. 2º do anteprojeto de lei que prevê os percentuais mínimos, os recursos de publicidade 

deverão ser destinados do seguinte modo: “Art. 2º Durante o prazo mínimo de 15 (quinze) anos, do total dos 

recursos empregados em publicidade, serão investidos percentuais não inferiores a 15% (quinze por cento) pela 

União, a 10% (dez por cento) pelos Estados e pelo Distrito Federal e Territórios, e a 5% (cinco por cento) pelos 

Municípios, para ações e programas de marketing voltados a estabelecer uma cultura de intolerância à 

corrupção.” 



capacitaciones anuales los funcionarios públicos con el fin de informar y sensibilizar sobre los 

procedimientos y rutinas que deben adoptarse en situaciones de ocurrencia de actos de mala 

conducta administrativa. Facultar al agente para hacerle saber cómo actuar sobre la oferta o 

promesa de sobornos, y la inversión en la conciencia pública se presentan como factores 

determinantes en la lucha contra la corrupción. Infructuosa sería la inversión en la mejora de 

los sistemas de control y auditorías sin la inversión en la educación ética y la conciencia de 

los operadores y de la sociedad sobre los males de la corrupción, y sobre todo la importancia 

de las acciones individuales y aisladas de cada ciudadano para cambiar la cultura de la 

corrupción. 

Finalizando la lista de las medidas 1, la cuarta mudanza sería la confidencialidad de 

la fuente de la información que da lugar a la investigación relacionada con los actos de 

corrupción, de conformidad con el art. 5, sección XIV de la Constitución
45

. La propuesta se 

refiere a la creación de un informante confidencial, que es distinto del informante anónimo, ya 

que en este la identidad se desconoce y que aquel la identidad está protegida y puede ser 

revelada si el juez lo considera necesario,  y que corresponderá a los fiscales decidir entre la 

revelación de la identidad del informante o de la pérdida del valor probatorio de su 

testimonio. El proyecto de ley en cuestión pretende actuar como un mecanismo de defensa y 

protección de las personas que, por temor a poner en riesgo su integridad física y moral,  

pueden colaborar con el castigo de los delitos relacionados con la corrupción. 

 

La medida 2 se refiere a la penalización del enriquecimiento ilícito de los 

funcionarios públicos, pretende a través de proyecto de ley añadir el art. 312-A al Decreto-
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 Constituição da República Federativa do Brasil “Art. 5º Todos são iguais perante a lei, sem distinção de 

qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito 

à vida, à liberdade, à igualdade, à segurança e à propriedade, nos termos seguintes: ... XIV - é assegurado a todos 

o acesso à informação e resguardado o sigilo da fonte, quando necessário ao exercício profissional;” 



Ley N ° 2848 del 7 de diciembre 1940 - Código Penal brasileño, con el fin de tipificar como 

delito el enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos con penas de prisión de tres a 

ocho años e incluso la confiscación de activos. El proyecto de ley está dirigido a la 

caracterización como delito en los casos en que el funcionario púbico no puede justificar los 

activos adquiridos y la incompatibilidad con sus ingresos, lo que caracteriza la existencia de 

discrepancias de sus ingresos en los activos acumulados que configura probable resultado de 

los delitos de corrupción. Si el funcionario público tiene el deber de demostrar la legalidad de 

sus activos, no es necesario pensar en la inversión de la carga de la prueba, ya que es la 

fiscalía que debe demostrar el valor de la discrepancia con los ingresos del funcionario 

público. 

La medida 3 se refiere al aumento de las penas y la tipificación de crimen hediondo a 

la corrupción de altos valores, a través de proyecto de ley que modifica el Decreto Ley Nº 

2.848 de los dispositivos de 7 de diciembre, 1940 - Código Penal brasileño, para el aumento 

de las penas para los delitos contra la administración pública e incluye la forma más grave de 

la corrupción en la lista de crímenes hediondos de la Ley N ° 8072 de 25 de julio de 1990. La 

corrupción se presenta todavía como un delito de bajo riesgo, y con el aumento de la pena 

mínima, sugiere que la corrupción se convierte en un crimen de alto riesgo, que debe influir 

en la decisión del funcionario público en el ejercicio de actos de corrupción. 

La siguiente tabla representa las sanciones establecidas actualmente en el Código 

Penal brasileño y las sanciones propuestas por el proyecto para los delitos cometidos contra la 

administración pública: 

Cuadro 8 - Penas propuestas para crimenes practicados contra la 

administración pública. 

Crime Pena atual 

Proposta: pena variável pelo prejuízo ou benefício (R$) 

0 a 

77.999,99 

≥ 

78.800,00 

≥ 

788.000,00 

≥ 

7.880.000,00 



Peculato (art. 312 e § 1º) 2 a 12 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Inserção de dados falsos 

em sistema de 

informações (art. 313-A) 

2 a 12 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Concussão(art. 316) 2 a 8 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Excesso de exação 

qualificada (art. 316, § 

2º) 

2 a 12 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Corrupção passiva (art. 

317) 
2 a 12 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Corrupção ativa (art. 

333) 
2 a 12 4 a 12 7 a 15 10 a 18 12 a 25 

Estelionato (art.171) 1 a 5 2 a 8 4 a 10 6 a 12 8 a 14 

Fuente: http://www.combateacorrupcao.mpf.mp.br/10-medidas 

 

El aumento de la pena mínima de cuatro años en los delitos mencionados 

anteriormente impide que los acusados, a pesar de primarios, sean beneficiados con la 

sustitución de la privación de libertad por la pena de restricción de los derechos, y sin 

embargo, en este mismo sentido, la inclusión del inciso IX  al art. 1 de la Ley 8.072 / 1990, 

propone que los delitos de malversación de fondos (art. 312 y § 1), la inserción de datos falsos 

en los sistemas de información (art. 313-A), “concussão” (art. 316), exceso de exación 

cualificada por la apropiación (art. 316 § 2), el soborno (corrupción pasiva) (art. 317) y la 

corrupción activa (art. 333), llegan a ser considerados como crímenes hediondos, cuando el 

beneficio o la pérdida es igual o superior a cien salarios mínimos aplicables en vigor (Art. 

327- A). 

Los crimines considerados hediondos
46

 no comportan anistía, gracia o indulto, 

además de no admitir fianza, y que la pena debe ser cumplida inicialmente  en régimen 

                                                 

46 Lei nº 8.072, de 25 de julho de 1990: “Art. 1o São considerados hediondos os seguintes crimes, todos 

tipificados no Decreto-Lei no 2.848, de 7 de dezembro de 1940 - Código Penal, consumados ou tentados: I – 

homicídio (art. 121), quando praticado em atividade típica de grupo de extermínio, ainda que cometido por um 

http://legislacao.planalto.gov.br/legisla/legislacao.nsf/Viw_Identificacao/lei%208.072-1990?OpenDocument
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/Decreto-Lei/Del2848.htm


cerrado. La intención de endurecer el crimen de corrupción es de establecer un freno por el 

temor a la punición. No obstante, no se sabe si la sociedad brasileña está preparada para este 

tratamiento a la corrupción, ya que el terrorismo y la tortura todavía no han logrado alcanzar 

esta calificación.   

La medida 4 trata de perfeccionar el sistema de recurso a través de cuatro propuestas 

que visan dar celeridad en el trámite de recursos garantizando la amplia defensa sin, no 

obstante, permitir que acusados utilicen sucesivos recursos con la intención de postergar la 

punición, creando ambiente de impunidad que termina por contribuir a la práctica de 

crímenes.  

La primera propuesta de cambio de la cuarta medida trata de recurso manifestamente 

protelatório y que prevé, a través de proyecto de ley, la inclusión del art. 580-A al Decreto 

Ley nº 3.689, de 3 de octubre de 1941 – Código Procesal Penal brasileño, y que caso 

aprobado tendrá la siguiente redacción: 

“Art. 580-A. Verificando o tribunal, de ofício ou a requerimento da parte, que o recurso é 

manifestamente protelatório ou abusivo o direito de recorrer, determinará que seja certificado o 

trânsito em julgado da decisão recorrida e o imediato retorno dos autos à origem. 

Parágrafo único. Não terá efeito suspensivo o recurso apresentado contra o julgamento 

previsto no caput.”           

 

                                                                                                                                                         
só agente, e homicídio qualificado (art. 121, § 2o, incisos I, II, III, IV, V, VI e VII);  I-A – lesão corporal dolosa 

de natureza gravíssima (art. 129, § 2o) e lesão corporal seguida de morte (art. 129, § 3o), quando praticadas 

contra autoridade ou agente descrito nos arts. 142 e 144 da Constituição Federal, integrantes do sistema 

prisional e da Força Nacional de Segurança Pública, no exercício da função ou em decorrência dela, ou contra 

seu cônjuge, companheiro ou parente consanguíneo até terceiro grau, em razão dessa condição; II - latrocínio 

(art. 157, § 3o, in fine); III - extorsão qualificada pela morte (art. 158, § 2o); IV - extorsão mediante seqüestro e 

na forma qualificada (art. 159, caput, e §§ lo, 2o e 3o); V - estupro (art. 213, caput e §§ 1o e 2o); VI - estupro 

de vulnerável (art. 217-A, caput e §§ 1o, 2o, 3o e 4o); VII - epidemia com resultado morte (art. 267, § 1o). VII-A 

– (VETADO). VII-B - falsificação, corrupção, adulteração ou alteração de produto destinado a fins terapêuticos 

ou medicinais (art. 273, caput e § 1o, § 1o-A e § 1o-B, com a redação dada pela  Lei no 9.677, de 2 de julho de 

1998). VIII - favorecimento da prostituição ou de outra forma de exploração sexual de criança ou adolescente 

ou de vulnerável (art. 218-B, caput, e §§ 1º e 2º). Parágrafo único. Considera-se também hediondo o crime de 

genocídio previsto nos arts. 1
o
, 2

o
 e 3

o
 da Lei n

o
 2.889, de 1

o
 de outubro de 1956, tentado ou consumado.” A 

prática da tortura, o tráfico ilícito de entorpecentes e drogas afins e o terrorismo não são tipificados como 

hediondos, entretanto, são considerados assemelhados, com as mesmas consequências penais e processuais. 

http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/Constituicao/Constituicao.htm#art142
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/Constituicao/Constituicao.htm#art144
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/leis/L9677.htm
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/leis/L9677.htm
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/leis/L2889.htm#art1
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/leis/L2889.htm#art2
http://www.planalto.gov.br/CCIVIL_03/leis/L2889.htm#art3


Acrecer el mencionado artículo al Código Procesal Penal brasileño permitiría la 

ejecución inmediata de la condenación cuando el tribunal identifica abuso o la intención 

meramente postergatória del recurso. El proyecto también prevé que el mismo dispositivo sea 

igualmente incluido en el Código de Proceso civil.  

La segunda propuesta de medidas 4 se refiere a la solicitud de puntos de vista en los 

tribunales y ofrece, a través de proyecto de ley, la adición del art. 578-A al Decreto-Ley N ° 

3689, de 3 de octubre, 1941 – Código de Procedimiento Penal, a fin de disciplinar a las 

solicitudes de “vistas” en el ámbito de los tribunales, que, si se aprueba, será leído de la 

siguiente manera: 

“Art. 578-A. O membro do tribunal que pedir vistas após os votos do relator e, quando houver, 

do revisor terá o prazo correspondente a cinco sessões para estudar o caso, findo o qual 

reapresentará o processo e viabilizará a continuidade do julgamento.” 

 

El anteproyecto propone establecer límites razonables para el plazo de solicitud de 

“vistas” que permita al juez un análisis cuidadoso del proceso sin dejar de preocuparse con su 

celeridad. El anteproyecto prevé la aplicación de la disposición no apenas en Proceso Penal, 

sino también en Proceso Civil. 

La tercera propuesta de medida 4 trata de la revisión de los recursos del Código de 

Procedimiento Penal y proporciona a través de proyecto de ley de modificación de los 

artículos. 600, § 4, 609, 613, 620, 647, 652, 664 del Código de Procedimiento Penal y la 

adición del art. 638-A, con el fin de mejorar la eficiencia de la justicia de la revisión de los 

recursos apropiados. 

La revocación del § 4 del art. 600 del Código de Procedimiento Penal que dispone: 



“§ 4o  Se o apelante declarar, na petição ou no termo, ao interpor a apelação, que deseja 

arrazoar na superior instância serão os autos remetidos ao tribunal ad quem onde será aberta 

vista às partes, observados os prazos legais, notificadas as partes pela publicação oficial.” 

 

Tal supresión tiene como objetivo acelerar el proceso sin causar daños a las partes, 

ya que las razones pueden ser ofrecidas en primera instancia, y estaría la supresión a colaborar 

con la agilidad del proceso. 

La derogación del párrafo único del art. 609, en el caso que si se acepte, extingue los 

embargos infringentes y de nulidad. Y, sin embargo, la derogación del inciso I del art. 613 del 

mencionado Código, que con su retirada extingue la figura del revisor. 

La revisión de los recursos en el Código de Procedimiento Penal también prevé la 

modificación de los siguientes artículos: 620, 647, 652 y 664, con la propuesta de nueva 

redacción de esos artículos. La nueva redacción del art. 620 tiene por objeto evitar que la 

decisión ha sufrido solicitudes de aclaración es de nuevo el tema de nuevos embargos, así 

como la multa impuesta por los embargos manifiestamente dilatorias
47

. Los cambios 

propuestos en el arte. 647, 652 y 664 tratan de establecer cambios en el hábeas corpus
48

  a fin 
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 Anteprojeto de lei com proposta de alteração do art. 620 do Código de Processo Penal, que em caso de 

aprovação, passa a vigorar com a seguinte redação: “Art. 620. [...] § 3º A decisão em face da qual já foram 

opostos embargos de declaração não poderá ser objeto de novos embargos. § 4º Quando os embargos de 

declaração forem manifestamente protelatórios, o Relator ou o Tribunal, declarando que o são, condenará o 

embargante a pagar multa de 10 (dez) a 100 (cem) salários-mínimos. § 5º Caso sejam opostos novos embargos 

protelatórios no curso do mesmo processo, a multa será elevada em até 10 (dez) vezes, ficando condicionada a 

interposição de qualquer outro recurso ao depósito do valor respectivo.”  

48 Anteprojeto de lei com proposta de alteração dos art. 647, 652 e 664 do Código de Processo Penal, que em 

caso de aprovação, passam a vigorar com a seguinte redação: “Art. 647. Dar-se-á habeas corpus sempre que 

alguém sofrer ou se achar na iminência de sofrer violência ou coação ilegal que prejudique diretamente sua 

liberdade atual de ir e vir, salvo nos casos de punição disciplinar. § 1º A ordem de habeas corpus não será 

concedida: I – de ofício, salvo quando for impetrado para evitar prisão manifestamente ilegal e implicar a soltura 

imediata do paciente; II – em caráter liminar, salvo quando for impetrado para evitar prisão manifestamente 

ilegal e implicar a soltura imediata do paciente e ainda houver sido trasladado o inteiro teor dos autos ou este 

houver subido por empréstimo; III – com supressão de instância; IV – sem prévia requisição de informações ao 

promotor natural da instância de origem da ação penal, salvo quando for impetrado para evitar prisão 

manifestamente ilegal e implicar a soltura imediata do paciente; V – para discutir nulidade, trancar investigação 

ou processo criminal em curso, salvo se o paciente estiver preso ou na iminência de o ser e o reconhecimento da 

nulidade ou da ilegalidade da decisão que deu causa à instauração de investigação ou de processo criminal tenha 

efeito direto e imediato no direito de ir e vir. § 2º O habeas corpus não poderá ser utilizado como sucedâneo de 



de evitar decisiones precipitadas, con carencia de información que pueden afectar la 

apreciación del "recurso constitucional". Las enmiendas propuestas prevén, entre otros 

cambios, en cuyo caso no debe concederse el habeas corpus, la garantía que se aprovechen los 

actos que no han sido afectados por la nulidad declarada del habeas corpus, y aun garantía que 

el Ministerio Público y el demandante sean intimados al juicio del habeas corpus. Las 

enmiendas propuestas, además de garantizar el apoyo a las decisiones, promueven la 

racionalización de un instituto utilizado muchas veces en forma desordenada para fines que 

acaban por destruir la previsión legislativa. 

La tercera propuesta prevé todavía la inclusión de dos artículos al Decreto-Ley nº 

3.689, de 3 de octubre de 941 – Código Procesal Penal. El art. 638-A es propuesto con la 

siguiente redacción: 

“Art. 638-A. Os recursos especial e extraordinário interpostos serão processados e julgados 

paralelamente, de modo que a pendência de um não suspenderá ou obstará o exame do outro.  

§ 1º Incumbe à parte recorrente, sob pena de deserção, adotar as medidas necessárias para a 

formação de traslado integral dos autos, a fim de que possam ser enviados autos idênticos ao 

Superior Tribunal de Justiça e ao Supremo Tribunal Federal. 

§ 2º O Superior Tribunal de Justiça e o Supremo Tribunal Federal manterão canal eletrônico 

de comunicação. a fim de que um informe ao outro o resultado do julgamento de recurso quando 

pende o julgamento de recurso no outro tribunal. 

§ 3º Interposto o recurso extraordinário e/ou o recurso especial, o prazo prescricional ficará 

suspenso até a conclusão do julgamento.” 

 

                                                                                                                                                         
recurso, previsto ou não na lei processual penal.” “Art. 652. Se o habeas corpus for concedido em virtude da 

decretação da nulidade de ato processual, renovar-se-ão apenas o ato anulado e os que diretamente dele 

dependam, aproveitando-se os demais. Parágrafo único. No caso previsto no caput: I – facultar-se-á às partes 

ratificar ou aditar suas manifestações posteriores ao ato cuja nulidade tenha sido decretada; II – o juiz ou tribunal 

que pronunciar a nulidade declarará os atos a que ela se estende, demonstrando expressa e individualizadamente 

a relação de dependência ou consequência e ordenando as providências necessárias para sua retificação ou 

renovação.” “Art. 664. Recebidas as informações, ou dispensadas, o habeas corpus será julgado na primeira 

sessão, podendo, entretanto, adiar-se o julgamento para a sessão seguinte. § 1º O Ministério Público e o 

impetrante serão previamente intimados, por meio idôneo, sobre a data de julgamento do habeas corpus. § 2º A 

decisão será tomada por maioria de votos. Havendo empate, se o presidente não tiver tomado parte na votação, 

proferirá voto de desempate; caso contrário, prevalecerá a decisão mais favorável ao paciente.” 



 Y el art. 667-A, de la siguiente manera: 

“Art. 667-A. Da decisão concessiva de habeas corpus em Tribunal caberá agravo para a 

Seção, o Órgão Especial ou o Tribunal Pleno, conforme disposição prevista em regimento 

interno.” 

 

La inserción de los artículos mencionados anteriormente cumple el objetivo de la 

eficiencia de las propuestas anteriormente enumerados por el Ministerio Público y representa, 

pues, la posibilidad de que el juicio de los recursos especiales y los recursos extraordinarios 

en paralelo en ambas instancias, del Tribunal Superior de Justicia y el Supremo Tribunal 

Federal, manteniendo un canal de comunicación electrónica entre las dos Cortes.  

 La última medida propuesta 4, se ocupa de la ejecución provisional de la sentencia y 

propone tres cambios a la Constitución de la República Federativa del Brasil. El primer 

cambio se refiere a la inclusión del párrafo único del art. 96: 

 “Art. 96. [...] 

Parágrafo único. Ao proferirem julgamento de mérito em matéria penal, os tribunais de 

apelação autorizarão, a pedido do Ministério Público, a execução provisória da decisão penal 

condenatória, para todos os fins, ainda que na pendência de recurso extraordinário ou recurso 

especial.” 

 

La segunda alteración es la inclusión del § 4º al art. 102:  

“Art. 102. [...]  

§ 4º O recurso extraordinário não terá efeito suspensivo.” 

 

La tercera prevé la inclusión del art. 105-A: 

“Art. 105-A. O recurso especial não terá efeito suspensivo.” 



 

Las alteraciones sugeridas proponen además de las posibilidades de ejecución 

provisoria de la decisión penal condenatoria, aunque todavía pendientes, recurso 

extraordinario y recurso especial, o fin del efecto suspensivo tanto para los recursos 

extraordinarios cuanto para el recurso especial, lo que significa dar celeridad sin retirar del 

acusado el derecho al doble grado jurisdiccional ni a la interposición  de los recursos. 

 La medida 5 trata de la ampliación de la eficiencia de la AIA – Acción de 

Improbidad Administrativa, con la propuesta de alteración en la ley 8.429/92, conocida como 

ley de Improbidad Administrativa, y que dispone sobre sanciones aplicables a agentes 

públicos en los casos de enriquecimiento indebido en el ejercicio del cargo, empleo o función 

pública directa, indirecta o fundacional, y presenta a través de tres propuestas disminuir la 

morosidad de acciones de improbidad administrativa.  

 La primera propuesta prevé modificación del art. 17 con el fin de proporcionar 

flexibilidad con la eliminación de la presentación de doble defensa, lo que acaba por generar 

retraso en el trámite de la acción de improbidad. La segunda enmienda propuesta prevé la 

creación de “Turmas, Cámaras y Varas” especializadas para el juicio de los actos relativos a 

actos de mala conducta administrativa en los Tribunales Regionales Federales y los 

Tribunales de Justicia de los Estados y del Distrito Federal y Territorios, con la posibilidad de 

la acumulación de competencias para el juicio de acciones relacionadas con actos de mala 

conducta administrativa de acción civil. 

La tercera alteración propone acrecer el art. 17-A a la ley 8.429/92, insertando la 

posibilidad de acuerdo de leniencia
49

 dando al Ministerio Publico competencia para celebrar 
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 A proposta de inserção do art. 17-A nos seguintes termos:“Art. 17-A. O Ministério Público poderá celebrar 

acordo de leniência com as pessoas físicas e jurídicas responsáveis pela prática dos atos de improbidade 



acuerdo que proponga beneficios a los investigados que se propongan a colaborar con el 

procedimiento judicial y con las investigaciones. El instituto propuesto, según experiencias de 

los Estado Unidos, no encuentran todavía en Brasil unanimidad entre los legisladores, a pesar 

de ser visto como importante instrumento en contra a la corrupción. La medida 5, con las tres 

propuestas presentadas, busca imprimir celeridad a las acciones de improbidad administrativa. 

La medida 6, por su vez, contempla a través de la alteración de los art. 110, 112, I, 

116 y 117 y de acrecer el § 2º al art. 337-B, todos del Código Penal Brasileño – Decreto Lei 

nº 2.848, de 7 de diciembre de 1940, que tratan del plazo prescripcional penal, la realización 

de los ajustes en la prescripción penal en contra a la impunidad y a la corrupción.  

El art. 110 del Código Penal trata de la prescripción tras emitida la sentencia final 

condenatoria, y presenta la siguiente redacción: 

                                                                                                                                                         
administrativa previstos nesta Lei que colaborem efetivamente com as investigações e com o processo judicial, 

desde que dessa colaboração resulte, cumulativamente: I – a identificação dos demais envolvidos na infração, 

quando couber; II – a obtenção célere de informações e documentos que comprovem o ilícito sob apuração. § 1º 

O acordo de que trata o caput somente poderá ser celebrado se preenchidos, cumulativamente, os seguintes 

requisitos: I – esteja assegurada a reparação total do dano, quando verificada essa circunstância; II – o 

interessado aceite ser submetido a, pelo menos, uma das sanções previstas no art. 12 desta Lei, conforme a 

espécie do ato de improbidade administrativa praticado; III – o interessado cesse completamente seu 

envolvimento na infração investigada a partir da data da celebração do acordo; IV – o interessado coopere plena 

e permanentemente com as investigações e com o processo judicial, inclusive compareça, sob suas expensas, 

sempre que solicitado, a todos os atos processuais, até seu encerramento; V – as características pessoais do 

interessado e as circunstâncias do ato ímprobo indiquem que a solução adotada é suficiente para a prevenção e 

para a repressão da improbidade administrativa; VI – o interessado não haja descumprido acordo anterior nos 

últimos cinco anos. § 2º O acordo de leniência não exime a pessoa física ou jurídica da obrigação de reparar 

integralmente o dano causado. § 3º A reparação parcial e espontânea do dano ao erário não impede que o Estado 

adote medidas ressarcitórias para reaver a sua integralidade. § 4º Nas mesmas hipóteses do caput e do § 1º, o 

Ministério Público poderá deixar de ajuizar a ação de improbidade administrativa, ou poderá requerer o perdão 

judicial, se o colaborador prestar efetiva colaboração nos termos deste artigo. § 5º A celebração do acordo de 

leniência interrompe o prazo prescricional, o qual somente voltará a correr em caso de descumprimento da 

avença. § 6º O descumprimento do acordo a que alude o caput importará no ajuizamento da ação de improbidade 

administrativa para a aplicação das sanções previstas no art. 12 desta Lei, sem prejuízo da imediata execução do 

valor referente à reparação do dano causado ao patrimônio público e das demais cominações pecuniárias 

decorrentes de ordem judicial em razão do descumprimento da avença. § 7º O acordo de leniência estipulará, por 

escrito, as condições necessárias para assegurar a efetividade da colaboração e o resultado útil do processo, 

devendo ser homologado judicialmente. § 8º As negociações e a celebração do acordo correrão em sigilo, o qual 

será levantado em caso de recebimento da ação cível de improbidade administrativa ou por anuência do 

colaborador, devidamente assistido por seu advogado. § 9º Nenhuma sentença condenatória será proferida com 

fundamento apenas nas declarações do agente colaborador. § 10. Não importará em reconhecimento da prática 

do ato ilícito investigado a proposta de acordo de leniência rejeitada.” 



“Art. 110 - A prescrição depois de transitar em julgado a sentença condenatória regula-se 

pela pena aplicada e verifica-se nos prazos fixados no artigo anterior, os quais se aumentam de 

um terço, se o condenado é reincidente.   

§ 1o  A prescrição, depois da sentença condenatória com trânsito em julgado para a acusação 

ou depois de improvido seu recurso, regula-se pela pena aplicada, não podendo, em nenhuma 

hipótese, ter por termo inicial data anterior à da denúncia ou queixa.” 

 

Pasaría a vigorar, tras la aprobación de la alteración, con la siguiente redacción: 

“Art. 110. A prescrição depois de transitar em julgado a sentença condenatória regula-se pela 

pena aplicada e verifica-se nos prazos fixados no artigo anterior, acrescidos de 1/3. 

La enmienda tiene por objeto ampliar el alcance de los plazos con el aumento de los 

1/3 de los plazos de prescripción, que no se fija sólo para las sentencias reincidentes, pero 

todas las condenas, con la justificación de que el lapso de tiempo será menor de la 

reivindicación punitiva cuando el Estado aún no haya confirmado el interés en castigar y, 

mayor, acrecido de 1/3 cuando el Estado haya confirmado la pretensión punitiva, 

estableciendo de este modo, la ampliación del plazo de prescripción de la pretensión 

ejecutoria. Y, sin embargo, la propuesta de modificación del art. 110 prevé la extinción de 

instituto conocido por prescripción retroactiva, que sólo existe en el ordenamiento jurídico 

brasileño, que sufrió en 2010 la reducción de su reconocimiento y con esta enmienda, dejarán 

de existir.  

En este contexto, vale señalar las palabras del autor del proyecto inicial (PL - 

1383/2003) para modificar el Código Penal, Antonio Carlos Biscay, que culminó en 2010 con 

la reducción de la prescripción retroactiva, y que declaró lo siguiente: 

“A prática tem demonstrado, de forma inequívoca, que o instituto da prescrição retroativa, 

consigne-se, uma iniciativa brasileira que não encontra paralelo em nenhum outro lugar do 

mundo, tem se revelado um competentíssimo instrumento de impunidade, em especial naqueles 

crimes perpetrados por mentes preparadas, e que, justamente por isso, provocam grandes 



prejuízos seja à economia do particular, seja ao erário, ainda dificultando sobremaneira a 

respectiva apuração.”
50 

 

 

Reconocido, así, el aspecto prejudicial del instrumento de prescripción retroactiva 

por estimular inseguridad, técnicas dilatorias y el desperdicio de dinero público. 

El cambio del inciso I del art. 112 prevé la corrección de la distorsión identificado en 

el sistema penal, ya que actualmente el término de la prescripción de la pretensión ejecutoria 

empieza a contar, para la fiscalía, con la sentencia definitiva e inapelable, aunque existen 

recursos de defensa, que puede tomar tiempo para el juicio, incluso años. Así, el Estado corre 

el riesgo de no sancionar y hace que la prescripción aplicable se convierta en el camino de la 

impunidad. Por lo tanto, con el cambio, se pretende que el plazo de prescripción comience a 

correr después de la sentencia inapelable para todas las partes. 

La alteración del art. 116 propone, en el inciso III, que desde la interposición de 

recursos especiales y/o extraordinario hasta la conclusión del juicio, sean considerado causa 

impeditiva de la prescripción, y también se suma al párrafo único impedir la prescripción en 

los casos de huida o evasión. Los términos fugitivo y evadido se justifican por la cautela para 

no generar debates sobre el alcance del dispositivo cuanto a los medio de ausencia, sea por 

huida o no retorno por salida temporaria. Con esta alteración, se solucionan situaciones en las 

que los condenados podrían beneficiarse de la prescripción en caso de huida o no retorno. 

 La propuesta de alteración del art. 117 incluye también alteraciones en el inciso I, IV 

y acrecimientos en el inciso VIII. El cambio de término “recibimiento” por el término 

“ofrecimiento” en el inciso I, significa que la causa interrumpida de prescripción, que 

                                                 
50
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actualmente es en el momento de recibida la denuncia, pasaría para el ofrecimiento de la 

denuncia, una vez que la pretensión punitiva ya es factor más que razonable para interrumpir 

la prescripción, alineado también con otras legislaciones en todo el mundo. Se propone la 

alteración del inciso IV, art. 117, que actualmente prevé: 

“Art. 117 - O curso da prescrição interrompe-se: 

[...]  

IV - pela publicação da sentença ou acórdão condenatórios recorríveis; 

[...]” 

 

Entraría en vigor si se aprueba, con la siguiente redacción: 

 “Art. 117. O curso da prescrição interrompe-se: 

[...] 

IV – pela sentença ou acórdão condenatórios recorríveis ou por qualquer decisão monocrática 

ou acórdão que julgar recurso interposto pela parte; 

[...]” 

 

La modificación propuesta tiene por objeto interrumpir la prescripción de una 

decisión emitida durante su vigencia, que la mayoría de los tribunales ya lo hacen , 

contrariamente al dispositivo actual. 

La propuesta de modificación del Art . 117 , propone , por último, la adición del 

inciso VII: 

Art. 117. O curso da prescrição interrompe-se: 

[...] 

VII – pelo oferecimento de agravo pedindo prioridade no julgamento do feito, pela parte 

autora, contra a demora do julgamento de recursos quando o caso chegou à instância recursal há 

mais de 540 dias, podendo o agravo ser renovado após decorrido igual período.” (NR) 

 



El acrecimiento del inciso VII tiene por objeto harmonizar la incidencia de la 

prescripción con la inercia de la parte autora, garantizando la interrupción cuando la parte 

autora actúa de modo diligente. 

La última alteración propuesta por la medida 6 se dedica a añadir el § 2º al art. 337B, 

que trata de los crímenes practicados por particulares contra la administración pública 

extranjera
51

, y más específicamente, de la corrupción activa en las transacciones comerciales 

internacionales:  

“Art. 337-B. […]  

§ 2º O prazo prescricional do crime previsto neste dispositivo computar-se-á em dobro.” 

 

La adición de la propuesta descrita anteriormente tiene como objetivo satisfacer la 

Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones 

Comerciales Internacionales, promulgada por el Decreto Nº 3.678 / 2000, que en su artículo 6 

dispone que cualquiera régimen de prescripción deberá asegurar la permisión de un período 

de tiempo adecuado a la investigación y el enjuiciamiento cuando el delito implica la 

corrupción de funcionario público extranjero. 

La medida 7 proporciona ajustes en nulidades penales contra la impunidad y la 

corrupción, y tiene la intención de ganar el éxito a través de proyecto de ley que prevé la 

modificación de los arts. 157, 563, 564, 567 y el art. 570  al art. 573 del Código de 

Procedimiento Penal brasileño - Decreto-Ley N ° 3689, de 3 de octubre de 1941. La enmienda 

propuesta al art. 157 del Código, se justifica por la inclusión de situaciones excluyentes de la 
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 O art. 337-B apresenta-se atualmente com a seguinte redação:  

“Art. 337-B. Prometer, oferecer ou dar, direta ou indiretamente, vantagem indevida a funcionário público 

estrangeiro, ou a terceira pessoa, para determiná-lo a praticar, omitir ou retardar ato de ofício relacionado à 

transação comercial internacional:   

Pena – reclusão, de 1 (um) a 8 (oito) anos, e multa.  

Parágrafo único. A pena é aumentada de 1/3 (um terço), se, em razão da vantagem ou promessa, o funcionário 

público estrangeiro retarda ou omite o ato de ofício, ou o pratica infringindo dever funcional”. 



ilicitud de la prueba, y tiene la intención de enumerar casos en los que la ilegalidad de la 

prueba pueden ser alejada,  con el objetivo de reducir al mínimo las dificultades que 

actualmente se encuentran en el uso de la evidencia de pruebas, porque el concepto de prueba 

ilícita como "los obtenidos en violación de las normas constitucionales y legales" hace que, a 

través del concepto de la amplitud, genere inseguridad jurídica, que culmina con la 

cancelación de las pruebas por incumplimiento de meras formalidades. Las situaciones de 

exclusión de ilegalidad propuestas por la modificación del Art. 157 se enumeran en el párrafo 

2º: 

“§ 2º Exclui-se a ilicitude da prova quando: 

I – não evidenciado o nexo de causalidade com as ilícitas; 

II – as derivadas puderem ser obtidas de uma fonte independente das primeiras, assim 

entendida aquela que por si só, seguindo os trâmites típicos e de praxe, próprios da 

investigação ou instrução criminal, seria capaz de conduzir ao fato objeto da prova; 

III – o agente público houver obtido a prova de boa-fé ou por erro escusável, assim 

entendida a existência ou inexistência de circunstância ou fato que o levou a crer que a 

diligência estava legalmente amparada; 

IV – a relação de causalidade entre a ilicitude e a prova dela derivada for remota ou tiver sido 

atenuada ou purgada por ato posterior à violação; 

V – derivada de decisão judicial posteriormente anulada, salvo se a nulidade decorrer de 

evidente abuso de poder, flagrante ilegalidade ou má-fé; 

VI – obtida em legítima defesa própria ou de terceiros ou no estrito cumprimento de dever 

legal exercidos com a finalidade de obstar a prática atual ou iminente de crime ou fazer cessar 

sua continuidade ou permanência; 

VII – usada pela acusação com o propósito exclusivo de refutar álibi, fazer contraprova de 

fato inverídico deduzido pela defesa ou demonstrar a falsidade ou inidoneidade de prova por ela 

produzida, não podendo, contudo, servir para demonstrar culpa ou agravar a pena; 

VIII – necessária para provar a inocência do réu ou reduzir-lhe a pena; 

IX – obtidas no exercício regular de direito próprio, com ou sem intervenção ou auxílio de 

agente público; 



X – obtida de boa-fé por quem dê notícia-crime de fato que teve conhecimento no exercício de 

profissão, atividade, mandato, função, cargo ou emprego públicos ou privados.” (NR)  

 

La propuesta de inclusión del párrafo 2 viene a satisfacer la necesidad de eliminar el 

alcance exclusivamente subjetivo de situaciones de exclusión de pruebas ilícitas, por la 

amplitud y la subjetividad dado al tema, y el escudo de la objetividad con la lista de 

situaciones que mantienen a la ilegalidad de la prueba, corroborando así la intención de 

contribuir a la reducción de la impunidad y la corrupción. También relevante la propuesta de 

cambio de alteración de previsión de responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la 

responsabilidad penal de los funcionarios públicos que intencionalmente obtienen o producen 

prueba ilícita y utilicen de mala fe. 

Las demás alteraciones proponen la ampliación de preclusiones de alegaciones de 

nulidad, de forma a condicionar la superación de las preclusiones a la interrupción de la 

prescripción, o que vienen a impedir la interrupción de la prescripción a contar de la fecha en 

la que la parte debería haber apuntado el defecto y se ha omitido. Propone establecer el 

aprovechamiento máximo de los actos procesales practicados, con el deber del juez y de las 

partes, debiendo el juez fundar la decisión que decreta la nulidad, incluso en lo que respecta a 

las circunstancia del caso que impiden el aprovechamiento del acto, y aun propone la 

necesidad que las partes el impacto que el defecto del acto procesal haya generado, ya que el 

prejuicio no se debe presumir. Las alteraciones propuestas en el anteproyecto de ley permiten 

redefinir el concepto de prueba ilícita y la revisión de las hipótesis de nulidad, para aplicar la 

anulación y la exclusión de las pruebas siempre que haya violación real de los derechos que 

afronten el contradictoria y la amplia defensa, con la intención de fomentar el 

comportamiento correcto y ético de las partes y limitar la anulación de pruebas con el 

propósito de garantir la impunidad. Con efecto, las alteraciones podrán contribuir a la lucha 

contra la impunidad y la corrupción.  



La medida 8 prevé, a través de proyecto de ley, la responsabilización de partidos 

políticos por actos de corrupción, con la alteración de la Ley nº 9.096, de 19 de septiembre de 

1995, y la criminalización del “Caja 2” con la propuesta de añadir los arts. 32-A e 32-B y la 

alteración del art. 105-A de la Ley nº 9.504, de 30 de septiembre de 1997. 

El proyecto de ley prevé la adición de las artes. 49-A 49-B y 49-C de la Ley 

Orgánica de Partidos Políticos, Ley N ° 9096, que fija la responsabilización de los partidos 

políticos, en el ámbito administrativo, civil y electoral, por las conductas de mantener o 

movimientar recursos paralelos, los conocidos  “caja 2”; por ocultar o encubrir el origen, la 

naturaleza, el movimiento de bienes y objetos de valor resultantes de las infracciones penales 

y también para utilizar dichos bienes, recursos o valores que han sido adquiridas ilegalmente. 

El arte. 49-B establece las sanciones aplicables a los partidos políticos en los casos de 

irregularidades, y el art. 49-C define la legitimidad y los procedimientos legales de las 

acciones,  en la Corte Electoral. 

La enmienda propuesta a la Ley Nº 9504, conocida como la Ley Electoral establece 

la adición del art. 32- A que tipifica como delito  el "Caja 2"; y l adición del art. 32-B que 

tipifica el delito de "blanqueo de capitales" con fines electorales, y tiene la siguiente 

proposición: 

“Art. 32-A. Manter, movimentar ou utilizar qualquer recurso ou valor paralelamente à 

contabilidade exigida pela legislação eleitoral. 

Pena – Reclusão, de 2 (dois) a 5 (cinco) anos. 

§ 1º Incorrem nas penas deste artigo os candidatos e os gestores e administradores dos 

comitês financeiros dos partidos políticos e das coligações. 

§ 2º A pena será aumentada de 1/3 (um terço) a 2/3 (dois terços), no caso de algum agente 

público ou político concorrer, de qualquer modo, para a prática criminosa.” 

  

“Art. 32-B. Ocultar ou dissimular, para fins eleitorais, a natureza, origem,  localização, 



disposição, movimentação ou propriedade de bens, direitos ou valores provenientes, direta ou 

indiretamente, de infração penal, de fontes de recursos vedadas pela legislação eleitoral ou que 

não tenham sido contabilizados na forma exigida pela legislação. 

Pena – Reclusão, de 3 (três) a 10 (dez) anos, e multa. 

§ 1º Incorrem nas mesmas penas quem utiliza, para fins eleitorais, bens, direitos ou valores 

provenientes de infração penal, de fontes de recursos vedadas pela legislação eleitoral ou que não 

tenham sido contabilizados na forma exigida pela legislação. 

§ 2º A pena será aumentada de 1/3 (um terço) a 2/3 (dois terços), se os crimes definidos 

neste artigo forem cometidos de forma reiterada.” (NR) 

 

Con la modificación propuesta, la intención punitiva objetivo minimizar creciente 

prácticas electorales, dado el gran impacto, con la capacidad de alterar las disputas 

electorales, y por sanciones extrapenales insuficientes se limitan a rechazar las cuentas de 

candidatos o partidos y el confiscación del diploma que, en este caso, sólo alcanza a los 

candidatos ya elegidos. Por último, el proyecto de ley en cuestión prevé la inclusión del 

párrafo único del artículo 105-A con el fin de regular la competencia de la Fiscalía Electoral 

para iniciar procedimientos preparatorios. Con un sistema legal que se refuerza con sanciones 

que pueden prevenir la incidencia de conductas tales como la contabilidad paralela, conocida 

como "caja 2" y  el “blanqueo de capitales" con fines electorales, la adopción de las 

enmiendas va a contribuir a la lucha contra la corrupción. 

La medida propone 9 a través de dos proyectos de ley, la creación de la prisión 

preventiva para evitar la disipación del dinero malversado y el pago de una multa en caso de 

incumplimiento de la orden judicial para las instituciones financieras requeridas para 

proporcionar información bancaria y fiscal. El primero de los proyectos de ley de la  medida 

redacta 9 trata de la hipótesis de decretar prisión preventiva en los casos de no cumplir con las 

medidas cautelares, para permitir la identificación y localización además de garantizar la 

devolución del producto del delito, y también para evitar que el producto del delito se utilice 



en la financiación de la fuga o la defensa de los acusados. El segundo proyecto de ley impone 

multa coercitiva a las instituciones financieras que procrastinen o se nieguen a proporcionar 

información bancaria y fiscal completa, que estipula el plazo máximo de 20 días, salvo 

situaciones urgentes que necesiten plazos más cortos. Los cambios propuestos tienen el 

alcance para proteger a la sociedad contra la continuidad y repetición de las prácticas de estos 

crímenes. 

La medida 10 pretende, con la proposición de dos proyectos, instituir medidas que 

posan resultar en la recuperación del lucro derivado del crimen. El primer torna posible el 

confisco alargado, con la alteración del art. 91-A del Código Penal, que enumera  el listado de 

crímenes
52

  en los que la sentencia  declara la perdida de la diferencia entre el valor actual del 

patrimonio y el valor del patrimonio demostrado como de origen ilícita. 

El segundo proyecto disciplina la pérdida civil de los bienes adquiridos con la 

práctica de actividades ilícitas, las acciones de extinción de dominio, conforme se percibe en 

el art. 1º: 

“Art. 1º Esta lei dispõe sobre a perda civil de bens, que consiste na extinção do direito de 

posse e de propriedade, e de todos os demais direitos, reais ou pessoais, sobre bens de qualquer 

natureza, ou valores, que sejam produto ou proveito, direto ou indireto, de atividade ilícita, ou 

com as quais estejam relacionados na forma desta lei, e na sua transferência em favor da União, 

dos Estados ou do Distrito Federal, sem direito a indenização.” (NR) 
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El antiproyecto en cuestión pretende permitir que el bien sea rescatado, en las 

hipótesis enumeradas
53

, sin que necesariamente se logre éxito en la responsabilización del 

autor por los actos ilícitos. De esta menara, aunque el autor no sea condenado, por muerte, 

prescripción del crimen o imposibilidad de encontrarle, se pude llegar a alcanzar y recuperar 

el bien. 

Armonizar la legislación brasileña con el escenario internacional es la propuesta de 

la medida 10, con dos innovaciones a la legislación brasileña, y más específicamente a través 

de la acción de extinción del dominio se adecuar al propuesto por la ENCCLA – Estrategia 

Nacional de Combate a la Corrupción y al Blanqueo de Dinero, en la acción 16 del año de 

2011. 

Las diez medidas presentadas aquí proponen la aprobación de veinte anteproyectos 

de ley, que pretenden ser aprobados, y que contribuirán al desafío de minimizar la impunidad, 

y por consecuencia los efectos de la corrupción. Por eso, la importancia vista en el trabajo de 

las comisiones del Ministerio Público Federal y la importancia también de que, en la sociedad 
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 “Art. 2º A perda civil de bens será declarada nas hipóteses em que o bem, direito, valor, patrimônio ou seu 

incremento: I – proceda, direta ou indiretamente, de atividade ilícita; II – seja utilizado como meio ou 
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Penal (corrupção passiva); i) art. 332 do Código Penal (tráfico de influência); j) art. 333 do Código Penal 

(corrupção ativa); k) art. 357 do Código Penal (exploração de prestígio); l) art. 3º da Lei nº 8.137/1990 (tráfico 

de influência, corrupção e concussão de funcionários do Fisco); m) art. 17 da Lei nº 10.826/2003 (comércio 

ilegal de arma de fogo); n) art. 18 da Lei nº 10.826/2003 (tráfico internacional de arma de fogo); o) arts. 33 a 39 

da Lei nº 11.343/2006. § 2º A transmissão de bens por meio de herança, legado ou doação não obsta a declaração 

de perda civil de bens, nos termos desta lei. § 3º O disposto neste artigo não se aplica ao lesado e ao terceiro 
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representante, não tinha condições de conhecer a procedência, utilização ou destinação ilícita do bem.”NR. 



brasileña, empiece a contribuir con el proyecto expuesto, que podría recibir el respaldo y 

apoyo de otros órganos, incluso del Comité de Ética Pública.   



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPÍTULO QUINTO 

CONFIANZA Y CEP 

 

“Na origem grega, a palavra corrupção 

aponta para dois movimentos: algo que se quebra 

em um vínculo; algo se degrada no momento dessa 

ruptura. As consequências são consideráveis. De um 

lado, quebra-se o princípio da confiança, o elo que 

permite ao cidadão associar-se para interferir na 

vida de seu país. De outro, degrada-se o sentido do 

público. Por conta disso, nas ditaduras, a corrupção 

tem funcionalidade: serve para garantir a 

dissipação da vida pública. Nas democracias – e 

diante da República – seu efeito é outro: serve para 

dissolver os princípios políticos que sustentam as 

condições para o exercício da virtude do cidadão.” 

STARLING 

 

El presente capitulo busca orientar el estudio de la confianza, por lo que se utiliza de 

la obra de Hardin y bajo su obra vislumbrar la confianza como interés dentro de las relaciones 

entre particulares y a partir de estas relaciones, estudiar la confianza en las relaciones 

públicas, con la necesaria reflexión de los aspectos históricos en la conducción de los Estados 

al panorama liberal o social, establecer parámetros generales de confianza entre gobernantes y 

gobernados. 

El último capítulo del presente trabajo objetiva presentar sugerencias para maximizar 

la confianza de los ciudadanos en las instituciones públicas, de forma que las sugerencias 



presentadas en este capítulo se refieren a la composición de los Comités de ética, de los 

requisitos a ser cumplidos por los indicados a su composición, además de la propia forma de 

indicación. 

 

5.1. CONFIANZA COMO INTERÉS ENCAPSULADO 

 

¿Qué significa confiar en alguien? La idea de Russell Hardin es que, en un contexto 

particular, una persona confía en otra porque podría pensar que el otro va a ser digno de 

confianza en esa situación. La siguiente pregunta se refiere a las razones detrás de esa 

confianza y, a este cuestionamiento, Hardin tiene algunas razones posibles destacando lo que 

llamó "la confianza como intereses encapsulado". Significa  que "el otro" tiene interés real en 

valorizar que la relación continua y, por tanto,  está en su propio interés considerar los 

intereses de la otra parte de la relación. Por lo tanto, una parten encapsula los intereses de la 

otra. Luego, el autor anuncia un fuerte argumento para la existencia de confianza en una 

relación: una razón para ser confiable es alentada por el propio interés de mantener la 

relación. 

Y para defender su idea, el autor alude al texto de Dostoievski, que aquí trascribimos, 

con el objetivo de mantener la fidelidad de la línea de pensamiento original: 

En Los hermanos Karamazov, Dimitri Karamazov cuenta la historia de un teniente coronel 

que, como comandante de una unidad alejada de Moscú, manejaba grandes sumas de dinero 

destinadas al ejército. Inmediatamente después de cada auditoría periódica de sus libros llevaba 

los fondos disponibles al comerciante Trifonov, quien pronto se los regresaba junto con un regalo. 

En efecto, el coronel y Trifonov sacaban provecho de unos fondos que de otra manera 

permanecerían ociosos, sin beneficiar a nadie. Debido a que se trataba de algo irregular, el suyo 

era un intercambio secreto que dependía por completo de la confiabilidad personal sin contrato 



legal alguno que lo respaldara. Cuando llega el día en que el coronel es abruptamente relevado 

de su cargo, pide a Trifonov que le devuelva la última suma que le había confiado, 4500 rublos. 

Trifonov responde: "Nunca usted me dio nada, ni podía dármelo" (Dostoievski 1982 [1880]: 129). 

 

La muestra, tomada de la imaginación de Dostoievski, transmite los contornos de la 

idea de Hardin en el interés encapsulado. Tenga en cuenta que el “Tenente-Coronel”, sin 

duda, confiaba en Trifonov para cometer la irregularidad que benefició a ambos. Ni 

consideraremos el aspecto moral (juicio de valor) de la relación entre las partes, sólo 

observaremos el contorno de la relación de confianza entre las dos personas. 

Por supuesto, se puede suponer que el militar ya no se fiaba en el comerciante a 

partir de su nueva actitud ante la transacción comercial que ambos practicaban hasta entonces. 

Hardin explica que un fuerte argumento para la existencia de la relación de confianza entre los 

dos personajes de la historia fue el mutuo interés en el mantenimiento de la relación que 

traería beneficio para los involucrados. Pero en el momento en que desaparece el interés 

(encapsulado) de la continuidad de la relación, es decir, ya no hay perspectivas de ganancias 

futuras por parte de  Trifonov, desaparece también la confianza. Hasta entonces, había 

incentivo para que el comerciante mantuviera la relación que beneficiaba a ambos. 

Así, se puede concluir que la confianza es relacional, en el sentido de que depende de 

la relación entre las personas, sea directamente por medio de la interacción o indirectamente 

por intermediarios. Hardin afirma que “si no tenemos una relación, o esta es pasajera, no nos 

encontramos en la relación de confianza” (Hardin 2010: 21) 

El ejemplo mencionado por Hardin, identifica lo que el autor llama "núcleo mínimo" 

de la confianza: el interés de que la relación se mantenga. Se observa que el “Tenente-

Coronel” y  Trifonov, y de forma individual, tienen interés para obtener beneficios materiales 

con la relación. Cuando Trifonov se da cuenta de que la relación mantenida hasta entonces no 



prevalecerá, se rompe el vínculo de confianza que los unía. También, en este tiempo, el 

militar no sólo pierde los 4.500 rublos, sino también la confianza en Trifonov. 

Se observa también que la confianza está directamente relacionada a las expectativas 

sobre la conducta del otro. Estas expectativas, explica Hardin, deben estar basadas en la 

preocupación del depositario de la confianza por los intereses de quién confía. Tampoco se 

puede olvidar que la confianza y la confiabilidad
54

 están inmersas en un contexto complejo de 

las relaciones, La traición no sería una falla de confianza, sino falta de confiabilidad.  

Otro punto destacado por ese autor es la importancia de la competencia para llevar a 

cabo la tarea, por ejemplo, a quien se está confiando. En realidad, no parece creíble que exista 

confianza en alguien (o alguna institución) cuando se sabe que esta persona (o institución) no 

está habilitado - o no existen condiciones objetivas - que hacer o que se fía que se haga. En el 

ejemplo del autor "Usted no se fía de mi para llevarlo y traerlo a la cumbre del Monte Everest, 

incluso si está convencido de que tengo la mejor voluntad del mundo para hacerlo." 

Parece claro, en este sentido, el carácter racional que rodea a la confianza. Teniendo 

en cuenta también el contexto general, un aspecto interesante del estudio de la confianza es 

que siempre se trata como una relación tripartita. Se puede resumir la afirmación de que "A 

confía en B para hacer X". Por lo tanto, tres son los elementos contextuales que conforman el 

ambiente de confianza y Hardin explica con una frase del gran espíritu práctico “a pocas 

personas podría confiar cualquier cosa, mientras que a muchas no puedes confiar nada." 

Decir que la confianza es relacional no es lo mismo que asegurar que la confianza es 

comportamental. Conforme referido, ella advén de la relación entre las personas, no obstante 
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Na interpretação do interesse encapsulado, a confiabilidade é a capacidade de julgar os interesses de uma 

pessoa como dependentes do fazer o que se confia que ela faça. 



no puede ser traducida, en si misma, como comportamientos o acciones. La confianza es 

cognitiva y no debe ser confundida con una expectativa vacía de conducta de alguien.  

Así, conviene alejar confianza de cooperación, que muchas veces puede ser 

presentada como una relación de confianza y, no obstante, no pasa de una expectativa de 

entendimiento para propósitos mutuos.  

Interesante meditar sobre tal aspecto, y analizar también lo que Ehud Barak, Primer 

Ministro de Israel, tendría manifestado al ser cuestionad se confiaba o no en Yasser Arrafat, 

líder palestino en la época:  

No sé qué significa confiar. Él es el líder de los palestinos, no de los israelitas, y está 

determinado a hacer todo lo que pueda para lograr los objetivos de su pueblo. La verdadera 

cuestión no es si confiamos en él. La cuestión es si existe un acuerdo potencial que pueda ser 

bueno para ambas partes, un juego en el que ambos ganemos, uno que no sea de sumar cero. 
55

  

 

No obstante el ejemplo puesto ponga luz en la distinción entre relación de confianza 

y relación de cooperación, no queda dudas de que hay riesgo en el actuar con base en la 

confianza. En verdad, si no hay riesgo no habrá confianza en el contexto. De hecho, si no hay 

riesgo que implica no habrá confianza en contexto. Otro ejemplo citado por Hardin (2010: 32) 

aclara este punto, añade lo que puede considerarse absurdo decir que A confía en B para hacer 

X, cuando es del interés de B hacer X. Por ejemplo, considerando la posibilidad de un 

escenario extremo de A confiar en que B, hará su deseo, porque A tiene una pistola apuntando 

a la cabeza de B. De hecho, la situación no se ajusta a la interpretación de confianza como 

intereses encapsulado, ya que hay coacción en B para preocuparse solamente con interés de 

A, sin ninguna otra posibilidad. Desde la perspectiva de la confianza con interés encapsulado, 
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B tendría el interés real, por así decirlo, para satisfacer los intereses de A y que, por fin,  la 

relación se mantenga. 

En otras palabras, la confianza no depende directamente de los intereses de quien 

onfía, sino si tales intereses están encapsulados en el interés de la persona en quien se está 

confiando. En ese sentido, hay un aspecto claro racional de confianza, que debe estar 

fundamentada en las expectativas particulares que alguien tiene sobre otro y no apenas en 

expectativas generales. Se trata, por lo tanto, de una evaluación racional sobre expectativas de 

conducta que pueden estar basadas en la creencia de la moralidad, en la reciprocidad y en el 

interés propio de la persona con la que nos relacionamos.  

Así, confiamos en alguien cuando tenemos convicción (por medio de una evaluación 

racional) de que la persona destinataria de nuestra confianza está interesada en ser fiable, 

deseando mantener el relacionamiento. 

Una observación crítica que puede ser argüida al pensamiento de Hardin – confianza 

como interés colapsado – es sobre el primer actuar. Si tomamos el ejemplo de la continua 

relación entre Trifonov o el “Tenente-Coronel”, parece adecuado creer que había, en ambos,  

el interés e la continuidad de la relación, una vez que había beneficio mutuo comprobado a lo 

largo del tiempo. No obstante,  el propio Hardin reconoce que el Tenente-coronel ha repasado 

los valores al comerciante, no había elementos objetivos para creer (na evaluación racional) 

en que Trifonov proseguiría en la relación. De otro lado, se puede afirmar que si hay el 

conocimiento de Trifonov que la transacción se realiza apenas una vez, podrí haber el interés 

de este de traicionar al Tenente. Así, aunque el préstamo inicial represente un alto riesgo para 

el Tenente, la confianza, en este momento, estaba basada en una expectativa mutua de que 

otras transacciones serían repetidas a lo largo del tiempo y la traición de cualquiera de las 

partes frustraría la posibilidad real de mayor beneficio advenido de la manutención del 



relacionamiento. Así, se puede decir igualmente, y con relativa seguridad, que el primer 

actuar implica un riesgo más elevado. 

En el curso de la relación entre Trifonov y el teniente coronel, la evaluación racional 

es que la transacción entre los dos se llevará a cabo tal cual hasta ahora se ha realizado, 

trayendo beneficios adicionales como siempre trajo a ambos. Por el contrario, se produce en 

la primera transacción en la que no hay antecedentes que permite elevar el grado de 

previsibilidad de conducta Trifonov. 

Por esta razón, Hardin observa que las relaciones de confianzas más estables y 

convincentes son los que tienen estas dos características: son mutuas y continuas. La 

reciprocidad de la confianza refuerza mutuamente cada parte de la relación, ya que cada una 

incorpora un incentivo para ser confiables. El hecho de que una relación está en curso (ya ha 

ocurrido varias veces) aporta una mayor seguridad a las partes que va a tener el mismo 

resultado predecible como ocurre normalmente. 

Otros autores identifican confianza con seguridad de proceder o creencia en otros 

con quien hay interacción o convivio. Por todos, l pensamiento de José Álvaro Moisés refleja 

un pensamiento racionalista sobre la confianza: 

A confiança interpessoal envolve a expectativa racional de A (o confiante) sobre o curso 

de ações a ser adotado por B (o confiado). Diante da imprevisibilidade humana, isto é, do fato do 

comportamento alheio não poder ser completamente controlado – a não ser em situações-limite-, 

a situação implicaria em risco de dano ou vulnerabilidade de A diante de B.
56

   

 

La importancia del tema “confianza” para las ciencias sociales advienen de la 

preocupación con los procesos de interacción frente a la imprevisibilidad de la incertidumbre 
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que forman el ambiente de las relaciones humanas. La confianza, pues, puede ser entienda 

como elemento de cohesión social necesario al funcionamiento de las sociedades complejas.  

El tema es elevado en complexidad cuando transferimos la idea de responsabilidad – 

hasta ahora presentada en el ámbito de las relaciones particulares – para el ámbito de las 

Instituciones públicas de representación. Se observa que la expresión contenida en el párrafo 

único del art. 1º de la CF “Todo o poder emana do povo, que o exerce por meio de 

representantes eleitos ou diretamente, nos termos desta Constituição.”, evidencia dos 

aspectos del concepto de “pueblo”. Pueblo es, simultáneamente, titular y sumiso del poder del 

Estado. El pensamiento viene de Montesquieu
57

 “el pueblo, en la democracia, es, bajo algunos 

aspectos, el monarca; bajo otros, el sumiso”. Lo que equivale decir que pueblo es el titular de 

derechos políticos y, también, sumiso de las elecciones del poder estatal. 

Se puede decir, pues, que la relación de confianza entre gobernados y gobernantes, 

tema tratado a seguir, se trata de una relación de pueblo (sumiso del poder estatal) con el 

pueblo (titular del poder estatal). Así, los ciudadanos del pueblo son elegidos para 

representaren todo el pueblo en la conducción de los negocios del Estado, y tal derecho de 

participación del gobierno en los asuntos públicos es conocido en las constituciones de la 

mayoría de los Estados modernos
58
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 A Constituição dos Estados Unidos da América, aprovada na Convenção constitucional da Filadélfia 

(Pensilvânia) entre 25 de maio e 17 de setembro de 1787, expressa no artigo 1º que todos os poderes legislativos 

serão confiados a um Congresso, composto de um Senado e de uma Câmara de Representantes. Todos eleitos 

pelo povo dos diversos Estados. 

A Constituição Francesa de 04 de outubro de 1958, establece no artigo 2º tratar-se de uma República que tem 

como princípio “um governo do povo, pelo povo e para o povo”. No artigo 3ºconsigna que a soberania nacional 

pertence ao povo que a exerce através de seus representantes. 

A Constituição espanhola (1978) possui o artigo 23.1 com a seguinte dicção “Os cidadãos possuem o direito a 

participar nos assuntos, diretamente ou através de seus representantes, livremente escolhidos em eleições 

periódicas por sufrágio universal”. 

A Constituição brasileira, na mesma linha, dispõe no parágrafo único do artigo 1º “todo poder emana do povo, 

que o exerce por meio de representantes eleitos ou diretamente nos termos desta Constituição”. Mais adiante, no 

artigo 14, consigna que “a soberania popular será igualmente exercida pelo sufrágio universal e pelo voto direto 

e secreto, com valor igual para todos...”.   



Está claro que cuando se dice, en un lenguaje común, que hay confianza en el 

gobierno, no se quiere manifestar la misma relación de confianza que se presta a las 

relaciones particulares. Así, establecidos los parámetros generales de la relación de confianza, 

a seguir, se alinean algunas consideraciones sobre la relación de confianza entre gobernados y 

gobernantes. 

5.2. A RELACIÓN DE CONFIANZA ENTRE GOBERNANTES Y 

GOBERNADOS 

 

El ejemplo de Hardin para ilustrar el raciocinio sobre la confianza como interés 

encapsulado se refiere a dos personajes y su relación particular (el teniente y Trifonov), no 

obstante estén manejando recursos públicos. Los dos personajes se han valido de recursos del 

erario para beneficio particular, pero lo que se subraya en este momento es la relación entre 

los dos, moralmente cuestionable, y de carácter particular. El texto de Dostoievski – Los 

hermanos Karamazov – ha servido de ilustración para que Hardin pudiera desarrollar su 

pensamiento sobre las relaciones de confianza entre particulares. No obstante, sería también 

posible inspirar la reflexión sobre la relación de confianza en el escenario diverso y con otros 

atores implicados. 

Así, no habría dudas de que la relación entre los ciudadanos y el Estado posé algunos 

aspectos diferenciados de la relación entre particulares, principalmente si consideramos los 

principios de la Administración Pública. 

No obstante, bajo el tema aquí estudiado, el núcleo mínimo permanece, es decir, la 

manutención de la relación que debe sostener la confianza es, todavía que tácitamente, de 

interés común. La idea remonta a la propia concepción de creación del Estado. 



Con efecto, el Estado es una creación jurídica concebida para que todos pudieran 

vivir en mejores condiciones que en el llamado “estado de la naturaleza”. Se trata, también, de 

una relación necesaria en la busca por la seguridad y el orden social. Dado que un Estado se 

ha creado para perdurar indefinidamente, se puede decir que la relación de confianza entre 

gobernantes y gobernados, obligatoriamente, posee el interés encapsulado de que la relación 

se mantenga. 

Históricamente, se sabe que la centralización del poder político – que estaba un poco 

fragmentado en la Edad Media y ha sido reunificado a partir del Siglo XV – resultó en el 

absolutismo, fundado en la voluntad divina o en la concepción del contrato social. En el 

Estado absolutista, la confianza estaba ancorada en la persona del monarca, una vez que el 

Estado, en la práctica, era confundido con la individualidad del incontestable mandatario 

(basta con recordar la célebre frasis atribuida a Luis XIV: L´Etat c´est moi). La concentración 

del poder sin control, de esta forma, buscó oportuno el ambiente favorable a la opresión y al 

arbitrio casi ilimitado. 

A partir del escenario político de la época, la relación de confianza entre gobernados 

y gobernantes ha sido abalada, una vez que traía muchos maleficios a una de las partes. Sería 

necesario crear un espacio de libertad en el que el Estado no pudiera alcanzar, salvo motivo 

justificado y dentro de reglas previamente establecidas. También en este contexto no más se 

sujetaba las discriminaciones advenidas del nacimiento y, por lo tanto, hubo una tendencia 

natural a la abolición de privilegios disfrutados, en la época, por algunos de los seguimientos 

de la sociedad, como la nobleza y el clero. La cuestión que se ponía era justamente la 

fundamentación de la legitimidad del poder estatal, lo que ha dado cabida a la teoría del 

contrato social, que aparecen en las obras de autores como Locke, Kant y Rousseau. 



En el cerne de la cuestión estaba la relación de confianza entre los ciudadanos y el 

Estado, a final la idea de Estado ha sido creada justamente por una vida mejor, en las palabras 

de Aristóteles (1991:45) “no ha sido apenas para vivir juntos, sino para vivir juntos bien que 

se ha hecho el Estado”. Cuando el pueblo cree que puede vivir en mejores condiciones sin la 

existencia del Estado, se pierde la ligadura de la confianza y, tácitamente, se deshace el 

interés en mantener tal relación. Bajo la perspectiva de la confianza, es posible decir que los 

ciudadanos buscaban garantías (o se defender) del Estado que a todo dominaba y, así, el 

terreno estaba preparado para el surgimiento del panorama liberal. 

El llamado Estado liberal tenía como norte la libertad individual, justamente 

reaccionando al escenario creado por el Estado que no veía límites para alcanzar la voluntad 

del déspota.  

En esta lógica, la separación entre Estado y sociedad representaba una garantía para 

libertad individual. El Estado, pues, debería se reducir al indispensable, incluso como forma 

de mínima interferencia en la vida de los ciudadanos. Ta perspectiva estaba inmersa en todo el 

contexto cultural de la época y alcazaba no apenas el Derecho, sino que también el área 

económica con el modelo  laissez faire  y la idea de la “mano invisible” del mercado de Adam 

Smith que, en esta concepción, ecuacionaba eventuales problemas que podrían advenir del 

propio modelo económico. 

Daniel Sarmento esclarece tal concepción en las Constituciones brasileñas de la 

época: 

Esta perspectiva liberal manifestou-se em nossas Constituições de 1824 e de 1891. Na 

primeira, é certo, de modo parcial, em razão da concentração de poderes nas mãos do Imperador 

–titular desta excentricidade que foi o Poder Moderador - , e da subsistência de institutos 

antiliberais, odiosos e anacrônicos como a escravidão dos negros e os privilégios da nobreza. Já 

na nossa primeira Constituição Republicana, o liberalismo estava presente de forma mais clara, o 

que se deve sobretudo à influência marcante que sobre ela exerceu o constitucionalismo norte-



americano. Apesar disso, pode-se dizer que o Brasil jamais vivenciou o liberalismo em sua 

pureza, já que nossa economia, desde os primórdios, sempre gravitou em torno de um Estado 

Cartorial. (Sarmento 2004:30) 

  

No obstante, no ha tardado mucho (en perspectiva histórica) para que se levantaran 

grandes criticas al individualismo exacerbado generado en el constitucionalismo liberal. En el 

avance de los tiempos, la experiencia ha demostrado que la idea no era suficiente para 

proteger la dignidad humana, pues la amplia libertad instaurada, que muchas veces apenas 

conocía límites en las fuerzas de cada uno, ha acabado por dibujar un cuadro de opresión y 

exploración del hombre por el hombre. Resulta patente que el modelo estaba se agotando. 

Surge, pues, la concepción social, advenida del entendimiento de que era primaz asegurar 

condiciones mínimas de existencia con dignidad ara cada ser humano, incluso para propia 

garantía de los derechos individuales.  

La nueva perspectiva y la desigualdad material presente en la sociedad hace con que 

el Estado fuera instado a preocuparse, cada vez más, con los derechos fundamentales. A la 

marca de los acontecimientos, el Estado se h auto-atribuido limitaciones con vistas a respetar, 

proteger y promover derechos fundamentales. Así, han sido fortalecidos los lazos de 

confianza entre los ciudadanos y el Estado, donde las partes deben tener el constante interés 

en mantener la relación que a ambos beneficia. 

Dentro de ese panorama, el Estado, pues, gravativamente altera la dirección de su 

actuar, y pasa a asumir la función más activa del escenario económico y social. La libertad 

individual sigue siendo una preocupación del Estado, no obstante también merece igual 

relevancia sobretodo el bien estar de los ciudadanos. En el campo jurídico podemos citar al 

Derecho Laboral que gana mayor distancia del Derecho Civil y se consolida como una nueva 

rama del Derecho basado en premisas claramente distintas. En esta línea, basta cita por 



ejemplo el principio de la protección del trabajador  frente al empleador, que o reconoce como 

parte débil de la relación y que tiene como consecuencia la creación de una serie de 

regulaciones laborales de protección. 

Actualmente, la Constitución de un país puede ser observada como un Estatuto 

Fundamental del Estado y de la sociedad, lo que no es lo mismo que considerarla, apenas, 

bajo la concepción de “Ley del Estado”. Tenemos lo que ha llamado Canotilho de 

Constitución dirigente, que han sucedido a la Constituciones liberales que contienen un 

proyecto amplio de transformación de la sociedad y un extenso listado de promesas a los 

ciudadanos (derechos fundamentales). Ocurre que, como ha afirmado Donald Dworkin, 

promesas crean obligaciones. Las obligaciones no cumplidas generan insatisfacciones y, por 

consiguiente, el desgaste en los lazos de confianza de una relación. 

En este sentido, las Constituciones moderas – en que no difiere la brasileña – siguen 

la línea de presentar un Estado que no apenas respeta y protege a los derechos fundamentales, 

sino que también tiene el deber fundamental de promoverlos.  

En las palabras de Jorge Reis Novais:  

Mas, se estas são transformações significativas na forma de conceber os tradicionais deveres 

de respeitar e de proteger inerentes à garantia dos direitos fundamentais, porventura, associada 

ao acolhimento de direitos sociais nas Constituições, a maior modificação implícita no advento do 

Estado social de Direito terá ocorrido através da complementação dos tradicionais deveres 

estatais de respeitar e proteger por um dever estatal geral de promover o acesso individual aos 

bens jusfundamentalmente protegidos, portanto, através da dedução constitucional de uma 

obrigação jurídica estatal de ajuda dos particulares a acederem a tais bens. (Novais 2010: 261) 

 

Cuando el Estado no es suficientemente apto a alcanzar a sus ciudadanos los bienes 

jusfundamentalmente protegidos, por cierto, hay una quiebra de confianza. 



Bajo esta percepción el fenómeno de la corrupción, también, manifiesta el 

rompimiento de la relación de confianza que debería existir entre los gobernantes y 

gobernados. Exterioriza el no atendimiento de la regla pública fundamental de 

indisponibilidad de los intereses públicos, una vez que son intereses propios de la 

colectividad. Tales intereses públicos, es sabido, no se encuentran a libre disposición de 

alguien específicamente. Ni mismo el titular del propio órgano administrativo que os 

representa puede  hablar en disponibilidad. 

El fenómeno de la corrupción alineado a promesas constitucionales no cumplidas por 

supuestas faltas de recursos financieros han generado repercusiones relevantes en la relación 

de confianza entre ciudadanos y gobiernos, aún más si observadas, en el contexto, la carga 

tributaria que recae sobre los ciudadanos. 

Recientemente, el mundo ha asistido a una serie de manifestaciones de 

descontentamiento del pueblo en contra a los gobiernos instituidos. La tecnología de la 

información con sus características – instantaneidad y alcance comunicacional – han 

potencializado la insatisfacción social de los gobernados y el movimiento ha culminado en 

grandes marchas y protestas en contra del escenario político establecido. En las palabras de 

Castells “A confiança desvaneceu-se. E a confiança é o que aglutina a sociedade, o mercado 

e as instituições. Sem confiança nada funciona.”. (2013:07) 

Esta común crisis de confianza ha sido sentida en todo el mundo, como por ejemplo 

en la plaza Tahrir (Egipto), en las principales plazas de España, en los espacios públicos 

alrededor de Wall Street (USA) y, también, en la Avenida Paulista (Brasil). Sin embargo, de 

las especificidades de los pleitos que estaban insertos en la cultura propia de cada país, es 

posible afirmar que el hilo de confianza entre gobernadores y gobernados necesita estar 

parcialmente roto. 



Manuel Castells localiza geográfica y temporalmente el auge de tales movimientos, 

un relato que vale la transcripción 

Tudo começou num lugar totalmente inesperado, em Sidi Bouzid, uma cidadezinha de 40 mil 

habitantes na empobrecida região central da Tunísia, ao sul de Tunís. O nome de Mohamed 

Bouazizi, vendedor ambulante de 26 anos, agora está gravado na história como o daquele que 

mudou o destino do mundo árabe. Sua autoimolação por fogo às 11h30 da manhã de 17 de 

dezembro de 2010, diante de um prédio do governo, foi seu último grito de protesto contra a 

humilhação que era para ele o repetido confisco de sua banca de frutas e verduras pela polícia 

local, depois de se recusar a pagar propina. O primo de Mohamed, Ali, registrou o protesto e 

distribuiu o vídeo pela internet. Houve outros suicídios e tentativas de suicídios simbólicos que 

alimentam a ira e estimularam a coragem da juventude. Em pouco dias, começaram a ocorrer 

demonstrações espontâneas por todo o país, iniciando-se nas províncias e depois se espalhando 

para a capital, no começo de janeiro, apesar da repressão selvagem da polícia, que matou pelo 

menos 147 pessoas e feriu outras centenas. Mas em 12 de janeiro de 2011 o General Rachid 

Ammar, chefe do Estado-Maior das Forças Armadas tunisianas, recusou-se a abrir fogo contra os 

manifestantes. Foi imediatamente exonerado, mas em 14 de janeiro o ditador Bem Ali e sua 

família deixaram a Tunísia para se refugiar na Arábia Saudita, quando confrontados com a 

retirada do apoio do governo francês, o aliado mais próximo de Bem Ali desde sua ascensão ao 

poder, em 1987. Ele se tornara um embaraço para seus patrocinadores internacionais. Era 

preciso encontrar um substituto na elite política do próprio regime. (Castells, 2013:24). 

 

En Brasil, ha sid en junio de 2013 que han explotado las manifestaciones populares 

que se han alargado por más de 350 ciudades del país. Sin el apoyo de los medios de 

comunicación, sin liderazgo identificado y de forma espontánea, los brasileños han ido a la 

calle, primeramente, para protestar contra el aumento de los billetes de transporte público. En 

esta ocasión, los manifestantes han defendido que “no sería por los veinte céntimos, sino por 

nuestros derechos”, y así las demás demandas – como la educación, la salud, la mejora de las 

condiciones de vida – han sido incorporadas a las reivindicaciones. 

Con la proximidad del mundial, carteles que decían “cambiamos diez estadios por un 

hospital” podrían ser vistos en las manos de manifestantes brasileños. Pero la demanda que ha 

surgido con mayor incidencia en los carteles ha sido en contra a la corrupción. 



Se puede decir que la tríade (alta carga tributaria, derechos fundaentales insatisfechos 

y visibilidad de la corrupción) se había vuelto como ambiente propicio a manifestaciones 

populares en Brasil. 

Como se ha observado, el caminar histórico de las concepciones del Estado y su 

relación con la sociedad, en Brasil y en el mundo, está alineado con una progresiva tentativa 

de maximización de la relación de confianza establecida en determinada comunidad política. 

En el sentido de que los ciudadanos eligen sus representantes para conducir el Estado en la 

dirección de la expectativa de una vida mejor para todos. Eso apenas será posible si el Estado 

esté bien instrumentalizado para corregir eventuales comportamientos individuales (de 

agentes públicos y de particulares) que surjan en contra de la colectividad. 

El Comité de Ética Pública tiene el objetivo de contribuir para que el 

comportamiento de los servidores públicos esté de acuerdo con las premisas del ordenamiento 

jurídico y, en especial, con los principios de la Administración Pública. A seguir, con el foco 

en la legislación específica, serán alineadas algunas consideraciones críticas sobre la 

efectividad del CEP en el ordenamiento jurídico brasileño. 

  

5.3. ASPECTOS CRÍTICOS SOBRE LA EFETIVIDAD DEL CEP 

 

De acuerdo con lo que ya ha sido referido, al CEP compete actuar como instancia 

consultiva del Presidente de la Republica y Ministros del Estado en materia de ética pública; 

administrar la aplicación del Código de Conducta de la Alta Administración Federal, 

debiendo someter al Presidente de la República medidas para su avanzo, dirimir dudas a 



respecto de interpretación de normas, deliberar sobre casos omisos; apurar, a través de 

denuncias, o de oficio, conductas en desacuerdo con las normas en él previstas, cuando 

practicadas por las autoridades a él sometidas; dirimir dudas de interpretación sobre las 

normas del Código de ética Profesional del Servidor Público Civil del Poder Ejecutivo 

Federal de que trata del Decreto nº 1.171/1994; coordinar, evaluar y vigilar el Sistema  de 

Gestión de la Ética Publica del Poder Ejecutivo Federal; aprobar su regimiento interno y 

elegir su presidente. Tiene como misión buscar el cumplimiento del Código de Conducta de la 

Alta Administración Federal, orientar las autoridades para que se conduzcan de acuerdo con 

las normas e inspirar así el respeto en el servicio público
59

. 

No obstante su importancia, sería posible afirmar que la efectividad del CEP resta 

comprometida desde su nacimiento, vez que está desproveído de medios jurídicos aptos para 

hacer valer sus deliberaciones. A primera vista, suficiente una primera análisis de las 

atribuciones enumeradas para que se perciba su potencial carencia de efectividad. Se trata, de 

acuerdo con lo ya descrito, de una instancia consultiva, es decir, con la tarea de aconsejar, 

auxiliar y fiscalizar el Presidente de la República y los Ministros del Estado en los asuntos 

referentes a la ética pública.  

La efectividad del CEP está, por cierto, conectada a la confianza que los ciudadanos 

depositan en los mecanismos estatales de control de la ética pública. En la línea de 

pensamiento de Hardin, donde la confianza está como interés encapsulado, se puede 

cuestionar el real interés del ciudadano en valorar la continuidad de la específica relación, es 

decir, hasta el punto en el que los ciudadanos tendrán interés en mantener una estructura 

estatal que no presenta efectividad en el intento al que se propone. En este sentido, la 

confianza en el CEP crecerá en la proporción de su efectividad que, por lo tanto, asume un 
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papel importantísimo, incluso para justificar su existencia en al ámbito de la Administración 

Pública.  

La afectividad, así, queda comprometida hacia a la ausencia de (o posibilidad de) 

coercibilidad de norma. Diferenciando coacción y coercibilidad, Paulo Nader explica que 

coacción significa fuerza en acto y coercibilidad es la fuerza en potencia, es decir, la 

posibilidad de que la fuerza sea accionada en el campo jurídico (Nader 2004). 

De esa forma, explica el autor,  la coacción estatal es la fuerza a servicio del orden 

social y su importancia es vital, porque el derecho debe ser visto como necesidad imperiosa y 

no mera conveniencia que, por cierto, no puede quedar al albedrío de sus destinatarios (Nader 

2004). Kelsen también afirma que el derecho es un orden coactiva no por exceder aquel tipo 

de coación, sino porque produce coacción física, materializada en la privación de la vida, 

libertad, bienes económicos y otros (Kelsen 1999). 

Se puede imaginar que las personas sigan determinadas normas de conducta frente a 

la ausencia de coacción estatal, pero parece improbable que el convivio social harmónico – 

frente a la falibilidad humana – sea la coercibilidad estatal.   

Comenta Paulo Nader: 

O Direito pode prescindir da coação? Embora o Direito recorra à força física apenas 

eventualmente, é fundamental à sua efetividade que ele possa acionar o aparato coativo todas as 

vezes que se fizer necessário, circunstância esta que por si responde à indagação. O que se nos 

revela essencial ao Direito é a coercibilidade, ou seja, a possibilidade de o Direito empregar a 

força. (Nader, 2004:65). 

 

No se desconoce la distinción entre sanción y coacción o coercibilidad. No obstante, 

lo que se sobresale es la necesidad de la existencia (aunque implícita) de algún factor de 

motivación para la consecución de determinada prescripción normativa. Talvez, por esa 



razón, Miguel Reale denominó la sanción de “garantía de aquello que se determina en una 

regla” (Reale 1983: 72), escapando a la concepción de la sanción como pena o castigo y 

alcanzando incluso la llamada sanción premial, hipótesis de beneficio previsto en el derecho 

para aquellos que, en determinada circunstancia, cumplen un deber jurídico. 

Un punto indispensable de referencia sobre la cuestión corresponde al principio de la 

moralidad administrativa y de la legalidad. Se sabe que la inclusión del principio de la 

moralidad administrativa en la Constitución ha sido un reflejo de la preocupación del 

legislador con la ética en la Administración Pública, el combate a la corrupción y la 

impunidad del sector público. No obstante, conforme lo veremos a segur, hay un punto de 

contacto entre los dos principios. 

Hasta la Constitución de 1988 en Brasil, la improbidad administrativa constituía 

infracción prevista y definida apenas a los agente públicos. Para los demás servidores, se 

punía apenas el enriquecimiento ilícito en el ejercicio del cargo. Con la inserción del principio 

de la moralidad en la Constitución, la exigencia de la moralidad alcanzó toda la 

Administración Pública, y la improbidad ganó amplitud mayor, y pasa a ser prevista y 

sancionada rigurosamente para todas las categorías de servidores públicos y a alcanzar las 

demás infracciones que no solamente el enriquecimiento ilícito.  

Esta línea de argumentación, la idea de la legalidad incluye un doble significado 

construido legalmente, hace mucho tiempo. La Ley Fundamental de la República Federal de 

Alemania, de 1949, ha sido efectiva en la tendencia de ampliar el principio de legalidad, 

cuando exigió obediencia a la ley y al derecho (art. 20, § 3), por lo que se estableció el 

principio de legalidad en su doble aspecto. El primero, en estricta legalidad, significa la 

exigencia de la ley en sentido formal y segundo, era posible hablar de legalidad en un sentido 

amplio además de abarcar no sólo la obediencia estricta la letra de la ley, sino también la 



defensa de los principios y valores que se encuentran en base del sistema legal. En este 

sentido amplio, la legalidad (o el Derecho, en el texto alemán) absorben todos los demás 

principios, entre ellos el de la moral. 

No debemos confundir la legalidad estricta con la moral y la honestidad, ya que la 

primera se refiere al cumplimiento de la ley. La legalidad en un sentido amplio (la ley) puede 

cubrir la moral, la probidad y todos los demás principios y valores consagrados en la ley. Por 

lo tanto, importante tener en cuenta que los principios, la moral y la integridad pueden 

confundirse, sin embargo, como infracción,  en el derecho brasileño, la improbidad es más 

amplia que la inmoralidad. Se constata porque la lesión al principio constitucional de la 

moralidad constituye, apenas, una de las hipótesis de actos que configuran legalmente la 

improbidad administrativa. 

Así, la Ley nº 8.429/92, que dispone que en Brasil, sobre las sanciones aplicables a 

los agentes públicos en los casos de enriquecimiento ilícito en el ejercicio de mandato, cargo, 

empleo o función de la Administración Pública directa, indirecta o fundacional y da otras 

providencias, discrimina como actos de improbidad administrativa, entre otros, los actos que 

atentan contra el principio de la administración Pública. A contrario sensu, se puede afirmar 

que  hay actos administrativos que no atentan directamente sobre el principio constitucional 

de la moralidad, sino, todavía más, han sido considerados por el legislador brasileño, acts de 

improbidad. 

Como se puede ver, en la Ley nº 8429, de 2 de junio de 1992, el legislador brasileña 

buscaba alcanzar la lista más amplia posible de los comportamientos que permiten proteger la 

probidad en la administración pública. Además de los actos ya mencionados que violan los 

principios de la administración pública, también se enumeran los actos que resulten en el 

enriquecimiento ilícito y acciones que pueden causar daños a la hacienda pública. El objetivo, 



claro, es cubrir todas las conductas desviadas que pueden hacer daño a la propiedad pública. 

Por lo tanto, se trata de instrumento jurídico de gran eficacia para actuar en casos de 

corrupción. 

Por desgracia, el Comité de Ética Pública puede acogerse a la ley precitada, sólo de 

manera indirecta y secundariamente a las funciones de otros órganos específicos de control de 

la administración pública, como se verá en breve comentario sobre cada una de sus 

asignaciones. 

Las atribuciones del Comité de Ética Pública se enumeran en el Decreto n ° 6.029, de 

1 de febrero, de 2007, que estableció el Sistema de Gestión Ética del Poder Ejecutivo Federal. 

El inciso I, artículo 4, relativo a la norma anterior, describe que compite a el CEP 

actuar como órgano asesor del Presidente y Ministros de Estado sobre la ética pública. Esto 

significa que el Comité de Ética Pública, frente a la aprobación del Presidente o de los 

Ministros de Estado, debe dar una opinión para resolver cualquier duda con el fin de apoyar 

las decisiones de estas autoridades cuando el asunto perteneciente es la ética pública. 

El inciso II del artículo 4º del Decreto n ° 6.029, de 1 de febrero, 2007, por su parte, 

señala que el CEP debe gestionar la aplicación del Código de Conducta de la Alta 

Administración a Federal, y deberá: a) presentar las medidas de mejoría al Presidente; b) 

resolver dudas en cuanto a la interpretación de sus normas, decidiendo sobre las omisiones; 

c)investigar, por denuncia o de oficio, la conducta de violación de las normas establecidas en 

este documento, cuando se practica por las autoridades a este sometidas. En esta sección, la 

norma instruyó a la Comisión de Ética Pública para mantener el Código de Conducta de la 

Administración Federal bajo tres aspectos. En primer lugar, garantizar la mejora constante del 

Código, lo que indica el deber de proponer medidas eficaces para garantizar que las normas 

mejore sistemáticamente. También atribuyó al CEP el deber de aclarar los puntos poco claros 



o dudosos en cuanto a la interpretación de la norma de conducta de los servidores vinculados. 

Por último, le corresponde al CEP la atribución de actuar, por iniciativa o de oficio, cuando 

haya ciencia cierta o sospecha de haber conducta en violación de los requisitos contenidos en 

el Código de Conducta de la Administración Federal. 

La atribución contenida en el inciso III del art. 4º, del Derecreto nº 6.029 de 1º de 

febrero de 2007, se refiere al deber del CEP de dirimir dudas de interpretación sobre las 

normas del Código de ética Profesional del Servidor Público Civil del Poder Ejecutivo 

Federal de que trata el Decreto nº 1.171, de 1994. En este punto, la norma ha reafirmado la 

atribución del CEP de dirimir cualquier duda cuanto a la interpretación de las normas 

relacionadas a la ética pública, además de especificar el Decreto 1.171/94. La norma trata, 

como se ha observado,  del Código de Ética Profesional del Servidor Público Federal. 

Importante subrayar que, el ya mencionado inciso II, b, del art. 4º del Decreto nº 6.029/2007, 

se refiere solamente al Código de Conducta de la Alta Administración federal, que contiene 

normas a ser aplicadas en actos de las siguientes autoridades públicas: Ministros y Secretarios 

de Estado; titulares de cargo de naturaleza especial, secretarios – executivos, secretarios o 

autoridades equivalentes ocupantes de cargos de Grupo-Dirección,  y Asesoramiento 

Superiores – DAS, nivel seis: presidentes y directores de las agencias nacionales, las 

autoridades locales, incluidas las fundaciones especiales mantenidos por el Gobierno, las 

empresas públicas y las sociedades por acciones. La intención es que la conducta de tales 

ocupantes de cargos públicos sirva de ejemplo a los demás, quienes, sin embargo, también 

están sujetos a diversas normas de fijación de las políticas aplicables, tales como el Estatuto 

de la Función Pública Civil propio, la Ley de la mala conducta y el Código Penal brasileño. 

El inciso IV del artículo 4º del Decreto n ° 6.029, de 1 de febrero, 2007, indica que el 

CEP tiene la responsabilidad de coordinar, evaluar y supervisar el Sistema de Gestión de la 

Ética Pública del Poder Ejecutivo Federal. Por lo tanto, está claro que el Comité de Ética 



Pública es el órgano principal del sistema. Tal disposición está en consonancia con el 

propósito mismo del CEP para garantizar el cumplimiento del Código de Conducta de la 

Administración Federal, guiar a las autoridades para que se comporten de conformidad con 

sus normas y así inspirar respeto y la ética en todo el servicio público. 

Las disposiciones contenidas en los incisos V y VI del artículo 4º del Decreto N ° 

6.029, de 1 de febrero, 2007, aprobar su reglamento interno y elegir a su Presidente, son 

funciones de orden normativo interno. Además, el CEP tiene una Secretaría Ejecutiva, 

vinculada a la Casa Civil de la Presidencia de la República de Brasil, que es responsable de la 

prestación de apoyo técnico y administrativo a la labor del Comité. 

Hay que tenerse en cuenta, sin embargo, que de todas las asignaciones que figuran en 

el sistema jurídico no existe un instrumento jurídico eficaz, que se refiere a la Comisión de 

Ética Pública, para que  tenga un papel de mayor relevancia en el campo de la ética. Hay que 

recordar que la concesión contenida en el apartado b del inciso II del artículo 4 del Decreto N 

° 6.029, de 1 de febrero, 2007, el cual tiene por objeto establecer denuncia, de oficio o no,  a 

las conductas en violación de las normas del Código de Conducta de la Administración 

Federal, cuando practicadas por las autoridades, sigue siendo muy reducido al mínimo, ya que 

puede haber interferencias políticas. Por supuesto, esto puede ocurrir porque los miembros de 

la Comisión de Ética Pública son nombrados por el Presidente, y los funcionarios de la 

Comisión determinarán las conductas de otros servidores que son también de libre elección 

del Presidente. Así que no es difícil imaginar que los que han sido libremente indicados por el 

Poder Ejecutivo no quieren someterlo al desgaste político. 

No hay duda de que cada instrumento jurídico puede tener diversos grados de 

eficacia, que para q se mida requieren un campo específico de investigación, que se puede 

identificar los factores de adhesión a la norma y los q llevan a su desobediencia. La 



afirmación, por lo tanto, en este punto, es que hay pocos instrumentos jurídicos eficaces que 

pueden ser utilizados por el Comité de Ética Pública en Brasil, y que puedan tranquilizar a los 

ciudadanos. Frente a la carencia, las normas relacionadas con la ética social en Brasil están 

involucradas en dificultades para conducir los procesos de conversión necesarios para 

protección de los intereses sociales. 

 

5.4 EL CEP Y LA CONFIANZA EN LAS INSTITUCIONES 

PÚBLICA 

Para hacer algunas consideraciones concluyentes sobre este punto - que toma el título 

de la investigación – ha sido necesario recorrer un camino. En primer lugar, como se trata de 

instituciones públicas, importante describir la naturaleza y el marco jurídico brasileño sobre la 

administración pública, ly discutir sobre los valores fundamentales para las instituciones 

públicas brasileñas hacia la creación del Comité de Ética Pública. 

Temas densos como la ética y la ética pública se introdujeron con el fin de distinguir, 

doctrinalmente, la ética pública y la ética privada, así como relacional la ética pública al 

Derecho. El tercer capítulo ha sido dedicado al Comité de Ética Pública con el fin de dar una 

visión general de su trabajo y la importancia dentro del Sistema de Gestión Ética del Poder 

Ejecutivo Federal. 

Además, en un capítulo específico, han sido abordados temas relacionados con la 

corrupción, fenómeno complejo, donde se buscó una definición, sus causas, tipos y 

consecuencias. También es importante mencionar la participación de Brasil en las 

convenciones contra la corrupción y la percepción de que trae los fenómenos de corrupción. 



Este capítulo ha sido dedicado al estudio de la confianza, desde la percepción de 

Hardin sobre la confianza como intereses encapsulado en la relación entre particulares, a 

través de otros conceptos de confianza para culminar en la confianza a las instituciones. 

Después hemos tratado de la relación de confianza entre gobernantes y gobernados, tratando 

de traer luz sobre la relación entre los ciudadanos y el Estado, representado por los 

ciudadanos. Por lo tanto, era necesario reflexionar sobre los aspectos históricos que llevaron 

los Estados a la perspectiva liberal y, más tarde, a la social. También se h presentado el 

esbozo de los principios de legalidad y moralidad en la legislación brasileña y se observó que 

la escena de las demandas sociales reprimidas y la visibilidad del fenómeno de la corrupción 

estatal contribuyeron al estallido de los movimientos sociales con características específicas 

que golpeó duro Brasil desde junio de 2013. 

En la última manifestación, anterior a este apartado, hubo algunas observaciones 

críticas sobre la eficacia del Comité de Ética Pública. Estos comentarios quedaron asignados a 

la composición y funciones atribuidas al CEP por la legislación brasileña. 

Así, a partir del referencial teórico puesto, se enumeran algunas sugerencias 

relacionadas con el CEP hacia la maximización de la confianza pública en las instituciones 

públicas brasileñas. 

En cuanto a la composición del CEP, el Decreto N ° 6.029, de 1 de febrero, de 2007, 

establece en su artículo 3º: 

A CEP será integrada por sete brasileiros que preencham os requisitos de idoneidade moral, 

reputação ilibada e notória experiência em administração pública, designados pelo Presidente da 

República, para mandatos de três anos, não coincidentes, permitida uma única recondução.  

 



Dos observaciones se pueden hacer sobre el texto reglamentario arriba cotejado. La 

primera se refiere a los términos "integridad moral", "reputación ilibada/impecable" y 

"notable experiencia en administración pública", como requisitos necesarios para los siete 

brasileños que van a integrar el Comité de Ética Pública. A medida que estos son los 

requisitos que deben completarse, queda la pregunta sobre su debida verificación. 

Así lo registra Bandeira de Mello: 

Como palavras são meros rótulos que sobrepomos às coisas, nenhum jurista pode reivindicar 

para si o direito de formular uma noção que seja “verdadeira”, excludente de quaisquer outras, 

pois isto equivaleria a irrogar-se a qualidade de legislador, ou seja, a inculcar-se o poder 

(autoatribuído) de delimitar o âmbito de abrangência de uma expressão que a lei não 

circunscreveu de modo unívoco. (Bandeira de Mello 2010:376) 

 

La norma no define el alcance de los términos a que se refiere ("integridad moral", 

"reputación impecable" y "experiencia probada en la administración pública") y desde luego 

hay que reconocer la dificultad para describir el contorno de cobertura de cada a modo 

inequívoco, para usar los términos de Bandeira de Mello. 

Sin embargo, teniendo en cuenta la importancia del servicio público y la gama de 

posible interpretación - las expresiones grabadas en la norma – conferidas apenas al 

Presidente de la República, es posible, por vía inversa, asignar alguna información específica 

en el texto que impediría la pretensión de indicación - inconsistente - del Presidente de la 

República del eventual candidato a la función elevada.. 

Por ejemplo, se puede preguntar sobre el tiempo que alguien necesita trabajando por 

la administración pública para que pueda ser considerado el requisito de la "experiencia 

probada en la administración pública." Dejar al juicio personal del Presidente sin 

transparencia adecuada, determinar cuánto tiempo una persona puede considerarse 



experimentado (o no) en los asuntos relacionados con la administración pública, no parece 

apropiado, incluso para que los ciudadanos confíen en la indicación. 

En cuanto a la experiencia para realizar el servicio público, el Congreso Nacional de 

Brasil se enfrentó a un problema similar cuando analizaba la llamada "reforma judicial". La 

Enmienda Constitucional Nº 45/2004, al tratar de los ingresos de la magistratura, consignó en 

el artículo 93, I de la Constitución que el aspirante al puesto debe tener al menos tres años de 

actividad jurídica. Así terminó la discusión sobre la posible falta de experiencia de los jueces 

que posiblemente podrían ser aprobados en la oposición de ingreso sin que tuviera cualquier 

experiencia en el ámbito jurídico. Especificar un tiempo determinado en el texto legal era una 

solución política que se encuentraba en ese momento, sólo para satisfacer una demanda con 

criterios objetivos. 

Una solución similar en el caso del nombramiento de los miembros de la Comisión 

de Ética Pública eliminaría cualquier sospecha de ausencia del requisito de la "experiencia 

probada en la administración pública", por ejemplo. 

La segunda observación se refiere al libre nombramiento por el Presidente de los 

miembros del CEP. De hecho, de la forma en que es, la elección puede caer en cualquier 

brasileño/a que cumpla con los requisitos expuestos. 

 En este punto, se hace referencia a una situación similar que se produce en la 

legislación brasileña, lo que podría indicar una alternativa a fin de lograr una mayor 

credibilidad a los miembros del CEP. Se hace referencia al llamado "quinto constitucional" 

regla de la Constitución para determinar que una quinta parte de la composición de los 

Tribunales Regionales Federales, los Tribunales de los Estados y del Distrito Federal sean 

ocupadas por  fiscales del Ministerio Público y por los abogados, de conformidad con el 

artículo 94: 



Art. 94. Um quinto dos lugares dos Tribunais Regionais Federais, dos Tribunais dos Estados, 

e do Distrito Federal e Territórios será composto de membros, do Ministério Público, com mais 

de dez anos de carreira, e de advogados de notório saber jurídico e de reputação ilibada, com 

mais de dez anos de efetiva atividade profissional, indicados em lista sêxtupla pelos órgãos de 

representação das respectivas classes. 

Parágrafo único. Recebidas as indicações, o tribunal formará lista tríplice, enviando-a ao 

Poder Executivo, que, nos vinte dias subseqüentes, escolherá um de seus integrantes para 

nomeação. (CF 1998) 

 

Lo que nos va importar aquí en este dispositivo es la indicación de la quinta parte de 

los jueces de los tribunales. Tenga en cuenta que el representante de las entidades de clase 

enviará la información a los tribunales, que a su vez la presentará al Presidente del Ejecutivo 

en una "lista triple", para que a partir de esa pueda elegir el miembro. 

De la misma manera, el nombramiento de los miembros del Comité de Ética Pública, 

en esta hipótesis propositiva, podría seguir la atribución del Presidente, pero entre los 

nominados en lista tríplice formada por entidades representativas de clase (por ejemplo, 

Sindicato de los Servidores Públicos, Colegio de Abogados de Brasil, Ministerio Público, 

etc.). 

Del mismo modo, es posible imaginar la formación de las Comisiones de Ética 

previstas en el Código de Ética de los Servidores Públicos Civil y del Poder Ejecutivo Federal 

(Decreto n° 1171, 1994). Estos comités deben crearse en todos los órganos y entidades de la 

administración pública federal directa, indirecta, autárquicas y fundacional, o en cualquier 

órgano o entidad que ejerce actividades delegadas por el poder público, aunque exista la 

previsión normativa de elección de los servidores y empleados permanentes de la entidad u 

organismo al que están vinculados, aun así hay una gran discrecionalidad otorgada al alto 

directivo de la entidad u órgano. 



Dispone el artículo 5 del Decreto n ° 6.029, de 1 de febrero de 2007: 

Art. 5º Cada Comissão de Ética de que trata o Decreto no 1171, de 1994, será integrada por 

três membros titulares e três suplentes, escolhidos entre servidores e empregados do seu quadro 

permanente, e designados pelo dirigente máximo da respectiva entidade ou órgão, para mandatos 

não coincidentes de três anos.  

 

Por lo tanto, en la misma idea, el alto directivo de la entidad u organismo continuaría 

a elegir a los miembros del Comité de Ética (titulares y suplentes), sin embargo entre los 

nominados por “la lista tríplice” recibida, en el caso,  para la asociación con la que los 

servidores mantienen vínculo. 

En el mismo sentido propositivo, con respecto a las funciones atribuidas al Comité 

de Ética frente al enfoque crítico tomado previamente, se hace constar que, en este 

entendimiento, hay espacio para un mayor empoderamiento del Comité de Ética Pública que 

podría actuar, también, con fuerza, como un órgano de control interno de la administración 

pública. 

Este control puede ser previo - en cuanto al momento en que se efectua - cuando, por 

ejemplo, se conecta a la contracción de cargos comisionados (nombrados libremente por el 

jefe del Poder Ejecutivo) un parecer previo de admisibilidad del Comité de Ética Pública. 

Además, existe la posibilidad de realizar un control concurrente, cuando, por ejemplo, se 

acompaña la actuación administrativa a la vez que se comprueba (seguimiento de los 

proyectos realizados por los funcionarios del Estado). Por último, el control también puede ser 

posterior, cuando tiene como objetivo investigar los actos realizados. En este asunto, ya ha 

sido referido que la propia decisición del Presidente puede traer dudas sobre la imparcialidad 

de la investigación de las fallas éticas de servidores. Justo el elemento imparcialidad encabezó 

la lista de los ocho valores fundamentales de servicio público dirigido a Organización de la 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/D1171.htm


investigación para la Cooperación y el Desarrollo Económico - OCDE (investigación 

mencionada en el primer capítulo de este trabajo). 

Por todo lo anterior, sin embargo reconocer la importancia de la creación del Comité 

de Ética Pública en Brasil, no es posible concluir que el CEP llegó a la meta de aumentar la 

confianza en las instituciones públicas brasileñas. Seguramente, como ya se ha mencionado, 

apenas una investigación de campo específico puede revelar el nivel de confianza "antes" y 

"después" de la creación del CEP, pero la bibliografía utilizada indica que la mejora (y crear 

nuevos) instrumentos  de efectividad puestos a la disposición del CEP se traduciría en la 

calificación, la reducción de los casos de mala conducta y por lo tanto, aumentaría la 

posibilidad de estimular a los funcionarios públicos brasileños que se comporten de acuerdo a 

las reglas de contenido ético, lo que refleja positivamente en la confianza de los ciudadanos 

ante las instituciones públicas brasileñas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CONCLUSIÓN 

 

La ética debe ser perseguida y pesada en todas sus formas y concepciones, en la 

sociedad o en la vida pública, debe impregnar las decisiones de cada ciudadano, e incluso 

después de la identificación de que el diseño de un país totalmente ético es una utopía, 

debemos perseguirla con el fin de establecer estándares  morales para sus ciudadanos. 

Al igual que el experimento desarrollado por Philip Zimbardo, conocido como 

experimento de la prisión de Stanford, declarado por él como "el estudio más poco ético de 

todos los tiempos", podemos asegurar que el grupo con el que vivimos tiene un impacto 

directo en nuestras acciones y en determinados momentos pueden ser incluso más fuerte que 

los principios; que no hemos nacido listos para elegir y sobre todo para elegir éticamente. De 

ahí la importancia de promover la ética y la ética en la educación. 

La función pública es la actividad a través del cual el ciudadano cumple con el deber 

de lograr el interés público, en cumplimiento a la ley de su país, en particular en Brasil, el 

servidor debe cumplir con la observancia de los dos principios fundamentales: principio de 

indisponibilidad por la Administración de los intereses públicos y el principio de la 

supremacía de interés público sobre el privado. Tras de un amplio debate en este estudio, se 

refuerzan aquí la idea de que las personas deben ser educados desde la infancia a conocer y 

respetar los principios que guían el servicio público, y, por supuesto, la inversión en los 

ciudadanos, para producir servidores públicos que sean conscientes de su papel y su 

responsabilidad con la sociedad. 

Muchas acciones pueden llevarse a cabo para que los empleados públicos ganen la 

capacidad de trabajar en un espíritu de cooperación, motivado y responsable con la 



optimización de los recursos públicos, pero para que esto sea posible, los cambios son 

necesarios. Cambios estos que tengan el poder de modificar la valores de un pueblo, para 

hacer  que el honesto no sea el diferente, sino lo normal, lo correcto, y estos cambios 

necesariamente deben ser promovidos por la educación, porque sólo la educación puede 

lograr a través de su poder transformador el cambio que el Brasil carece. 

Brasil tiene una extensión territorial de 8.514.876,599 km² y presenta  a lo largo de 

esta extensión verdaderos contrastes étnicos y culturales, fragilidad social y las disparidades 

económicas que dificulta de alguna manera el trabajo de la conciencia ética. Corresponde, 

pues, a los gobiernos crear y mantener un ambiente propicio para que se establezca la ética, 

con la promoción de la apreciación del ciudadano sin crear privilegios. 

Como se ha demostrado en esta tesis, se ha hecho mucho, pero, sin embargo, en 

comparación con lo que hay que hacer y la realidad actual de Brasil, todo lo realizado se 

diluye en la amplitud y en la dimensión de un país marcado por la falta de conciencia política. 

Por cierto, la corrupción afecta a todos los países, y ninguno de ellos está a salvo de 

sus consecuencias. También es cierto que el Brasil se ha dejado abatir por la corrupción y por 

años no mostró la debida preocupación para detener y contener la propagación de este mal. La 

corrupción ha alcanzado niveles alarmantes y lo que fue aceptado sólo en el ámbito político, 

se extendió a través de la población observando pasivamente los niveles de corrupción de los 

altos cargos del país, y en consecuencia, se han diseminado los actos de corrupción que son 

aceptados, tolerado y admitidos como un comportamiento normal por gran parte de la 

población. 

El Comité de Ética Pública de Brasil ha sido creado en este contexto, en el momento 

en que la crisis de valores recibió una amplia cobertura en la sociedad, con una disminución 

de los valores relacionados con la familia y el trabajo. La aprobación del Código de Ética 



Profesional del Servidor Público Civil do Poder Ejecutivo Federal, El Código de Conducta de 

la Administración Federal, el Código de Conducta Ética de los Agentes Públicos en ejercicio 

en la Presidencia y en la Vice-Presidencia de la República, el Sistema de Gestión de la Ética 

del Poder Ejecutivo Federal, son ejemplos de lo que el país está tratando de cambiar en los 

paradigmas éticos de sus políticos. 

La investigación aquí presentada,  en sus cuatro temas, expone muy claramente la 

situación de la ética de Brasil, las respuestas dadas por los ciudadanos, por los funcionarios 

públicos y los miembros de los comités de ética. En la tabla anteriormente expuesta con el 

título de “Ser ético” nos muestra que a pesar de la mayoría de los miembros los comités de 

ética saber qué es ética, muchos ciudadanos y servidores no tienen esa concepción, mientras 

en la segunda pregunta que se refiere a ser considerado ético, los miembros de los comités de 

ética casi en su totalidad se consideran éticos, lo que no ocurre con los ciudadanos y los 

servidores,  entre los que sólo un poco más de la mitad de ellos se consideran ético . Aquí nos 

encontramos con un punto crítico en el que los ciudadanos, servidores o no, tienen la 

consciencia de que se les falta ética, y por lo tanto, les falta por rescatar los valores morales 

tan olvidados por gran parte de la población. 

Cuanto al tercer cuestionamiento estudiado, se ha preguntado se han dejado de 

cumplir la ley. Entre las respuestas, las de los ciudadanos y miembros de las comisiones de 

ética pública fueron muy similares, es decir, la gran mayoría ha dejado de cumplir con la ley, 

que contrasta apenas con la de los servidores público, donde casi la mitad de los encuestados 

dicen que nunca han violado la ley. Las respuestas expuestas nos llevan a creer que Brasil 

tiene un sistema legal excesivo, sin embargo, sus leyes no tienen aplicación efectiva, y peor 

aún, la población no ve problemas en violarlas.  



El cuarto tema estudiado en la encuesta realizada por el Comité de Ética, fue la 

actuación de los funcionarios públicos, donde las respuestas dadas por los ciudadanos, por los 

servidores y por miembros dl CEP nos han mostrado que los servidores públicos son vistos 

como sesgada e desconocedores de la ley, y que sólo una parte está de acuerdo que los 

servidores actúan correctamente, dentro de la ley. No podemos, sin embargo, dejar a un lado 

el alto índice de  ciudadanos y los funcionarios públicos que no respondieron a esta pregunta, 

lo que nos lleva a creer que no se sienten capaces de expresar una opinión y juzgar el servicio 

realizado por un servidor público. 

La conclusión de que tanto ciudadanos como servidores públicos se encuentran 

pasivos frente a la falta de ética, una parcela de la población que no está preparada para 

imponer sus valores y su ética, vive atormentada, a la espera de un proceso de mudanza, y 

otra parcela que se aprovecha de esta situación y hace cada vez más conocido el “jeitinho 

brasileño” o la manera “a la brasileña” tan difundida y aceptada en las diversas camadas de la 

población. Por algún tiempo los ciudadanos han parado de percibir avanzos en la lucha por la 

disminución de la corrupción y el aumento de la confianza en las instituciones públicas y 

asisten perplejos la ola de escándalos que visiblemente se ha instalado en el país.  

Según Luis Fernando Veríssimo: 

A ética é um comportamento social, ninguém é ético num vácuo, ou teoricamente ético. Quem 

vive numa economia a-ética, sob um governo antiético e numa sociedade imoral acaba só 

podendo exercer a sua ética em casa, onde ela fica parecendo uma espécie de esquisitice. A 

grande questão destes tempos degradados é em que medida uma ética pessoal onde não existe 

ética social é um refúgio, uma resistência ou uma hipocrisia. Já que ninguém mais pode ter a 

pretensão de ser um exemplo moral sequer para o seu cachorro, quando tudo à sua volta é um 

exemplo do contrário.  (Veríssimo, 2000:34) 

 



Al examinar de cerca todas las fuentes que sirvieron de base para este trabajo, surgió 

varias veces la inquietud y el malestar de ser un servidor público en Brasil. No hay excusas, 

justificaciones que evoquen la posibilidad de retrasar la conclusión de que Brasil carece de 

ética, y que a pesar de que la Comisión de Ética Pública se esfuerza por demostrar que la ética 

debe llevarse a cabo en toda su formas y en todas las esferas de la sociedad, y que viene desde 

su creación incentivando la promoción para los miembros de los comités de ética en todo el 

país  que trabajen juntos para aumentar la conciencia ética en los ciudadanos brasileños, aún 

así no se puede decir que estamos en el camino correcto. Parte de la población brasileña, 

quizás la mayoría,  se encuentra aminorada por esta parte sin carácter y que muestra sin temor  

su falta ética y del respeto por el bien público, actuando con tranquilidad frente a la certeza de 

la impunidad. Sin embargo, la mayoría, yo diría, se compone de ciudadanos que creen que la 

ética se pueden aprender, sea en la infancia o no, pero que todavía hay tiempo para rescátala 

en su vida adulta, y cree que el uso de los bienes públicos debe estar en nombre de la 

comunidad y que los funcionarios públicos son, en realidad, instrumentos por los cuales se 

pueden regir los recursos públicos de forma a proporcionar beneficios para toda la sociedad. 

No se puede dejar de considerar que los escándalos de corrupción reflejan la libertad 

de investigación y eventual sanción que algunos gobiernos promueven, y esto es sin duda el 

caso de Brasil. El actual gobierno ha tomado la responsabilidad de promover los avances en la 

consolidación de una cultura ética, estos avances que son la base para continuar el desafío 

permanente de fortalecer la integridad y prevenir la corrupción. También es necesario, aunque 

el gobierno federal monitore el funcionamiento y la eficacia de los comités de ética en las 

instituciones, por lo que su creación no es sólo el resultado de la necesidad de cumplir con los 

requisitos legales y estatutarios.  

Por otra parte, es necesario revisar la composición de los comités de ética de las 

instituciones y el propio CEP, empezando por los requisitos que deben cumplir los miembros 



del Comité de Ética, según lo recomendado por el citado artículo 3º del Decreto n ° 6.029, ya 

sean el de carácter moral, la reputación impecable y probada experiencia en la administración 

pública, cuando dichos requisitos no son definidos por la norma y por lo tanto no es posible 

estipular objetivamente el alcance de cada uno de ellos. A la experiencia notoria en la 

administración pública le falta la delimitación temporal, ¿cuánto tiempo se puede considerar 

para la adquisición de experiencia probada? Cuanto al  carácter moral y reputación intachable, 

¿Cuál su alcance y sus límites? 

La constatación de que los han tenido el honor de haber sido designados por el 

Presidente de la República para integrar el CEP, y que no quieren por cierto somételos al 

desgaste político, asociada al comprometimiento de a efectividad por la ausencia de (o 

posibilidad de) coercibilidad. 

 La conclusión de que el uso de una “lista tríplice”,  similar a lo que ya sucede en 

otras situaciones, podría establecer una mayor fiabilidad a los comités de ética de las 

instituciones públicas y  al propio CEP. 

Considerando que el rendimiento de un país es relativamente proporcional a su 

capacidad de identificar y fortalecer sus habilidades, se concluye que, incluso con el 

conocimiento de que el CEP tiene significativa importancia en el fortalecimiento de la ética 

pública, carece de herramientas legales efectivas en su rango que puedan dar seguridad a los 

ciudadanos y servidores públicos. Y así evolucionar para aumentar la confianza de los 

ciudadanos en las instituciones públicas y frenar la corrupción. Por ahora, es notable el reto de 

transformar la sensación voluminosa de insatisfacción en medidas eficaces para combatir la 

corrupción, para que los funcionarios públicos brasileños no tengan la necesidad de realizar el 

gran esfuerzo que actualmente es necesario para ser ético y sobre todo para seguir siendo 



ético, que puedan simplemente ser y permanecer éticos como resultado de un trabajo decente 

que desarrollan, sin esfuerzo y sin riesgos. 
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ANEXO I: 

Resolução nº 3 - Regras sobre tratamento de presentes e brindes 

aplicáveis às autoridades públicas abrangidas pelo Código de Conduta da Alta 

Administração Federal 

 

 

 

 

 

 

 



Presidência da República 

Casa Civil 
Subchefia para Assuntos Jurídicos 

RESOLUÇÃO Nº 3, DE 23 DE NOVEMBRO DE 2000 

 

Regras sobre o tratamento de presentes e brindes aplicáveis às 

autoridades públicas abrangidas pelo Código de Conduta da 

Alta Administração Federal 

        A Comissão de Ética Pública, com fundamento no art. 2º, inciso V, do Decreto de 26 

de maio de 1999, e considerando que: 

        a) de acordo com o art. 9º do Código de Conduta da Alta Administração Federal, é 

vedada a aceitação de presentes por autoridades públicas a ele submetidas; 

        b) a aplicação da mencionada norma e de suas exceções requer orientação de caráter 

prático às referidas autoridades, 

        Resolve adotar a presente Resolução de caráter interpretativo: 

        Presentes 

        1. A proibição de que trata o Código de Conduta se refere ao recebimento de presentes 

de qualquer valor, em razão do cargo que ocupa a autoridade, quando o ofertante for pessoa, 

empresa ou entidade que: 

        I – esteja sujeita à jurisdição regulatória do órgão a que pertença a autoridade; 

        II – tenha interesse pessoal, profissional ou empresarial em decisão que possa ser tomada 

pela autoridade, individualmente ou de caráter coletivo, em razão do cargo; 

        III – mantenha relação comercial com o órgão a que pertença a autoridade; ou 

        IV – represente interesse de terceiros, como procurador ou preposto, de pessoas, 

empresas ou entidades compreendidas nos incisos I, II e III. 

        2. É permitida a aceitação de presentes: 

        I – em razão de laços de parentesco ou amizade, desde que o seu custo seja arcado pelo 

próprio ofertante, e não por pessoa, empresa ou entidade que se enquadre em qualquer das 

hipóteses previstas no item anterior; 

        II – quando ofertados por autoridades estrangeiras, nos casos protocolares em que houver 

reciprocidade ou em razão do exercício de funções diplomáticas. 

        3. Não sendo viável a recusa ou a devolução imediata de presente cuja aceitação é 

vedada, a autoridade deverá adotar uma das seguintes providências, em razão da natureza do 

bem: 



        3.  Não sendo viável a recusa ou a devolução imediata de presente cuja aceitação é 

vedada, a autoridade deverá adotar uma das seguintes providências:(Redação dada pela 

Resolução nº 6, de 25.7.2001) 

        I – tratando-se de bem de valor histórico, cultural ou artístico, destiná-lo ao acervo do 

Instituto do Patrimônio Histórico e Artístico Nacional-IPHAN para que este lhe dê o destino 

legal adequado; 

        II – nos demais casos, promover a sua doação a entidade de caráter assistencial ou 

filantrópico reconhecida como de utilidade pública, desde que, tratando-se de bem não 

perecível, esta se comprometa a aplicar o bem ou o produto da sua alienação em suas 

atividades fim. 

        II - promover a sua doação a entidade de caráter assistencial ou filantrópico reconhecida 

como de utilidade pública, desde que, tratando-se de bem não perecível, se comprometa a 

aplicar o bem ou o produto da sua alienação em suas atividades fim; ou(Redação dada pela 

Resolução nº 6, de 25.7.2001) 

        III - determinar a incorporação ao patrimônio da entidade ou do órgão público onde 

exerce a função.(Incluído pela Resolução nº 6, de 25.7.2001)" 

        4. Não caracteriza presente, para os fins desta Resolução: 

        I – prêmio em dinheiro ou bens concedido à autoridade por entidade acadêmica, 

científica ou cultural, em reconhecimento por sua contribuição de caráter intelectual; 

        II – prêmio concedido em razão de concurso de acesso público a trabalho de natureza 

acadêmica, científica, tecnológica ou cultural; 

        III – bolsa de estudos vinculada ao aperfeiçoamento profissional ou técnico da 

autoridade, desde que o patrocinador não tenha interesse em decisão que possa ser tomada 

pela autoridade, em razão do cargo que ocupa. 

        Brindes 

        5. É permitida a aceitação de brindes, como tal entendidos aqueles: 

        I –que não tenham valor comercial ou sejam distribuídos por entidade de qualquer 

natureza a título de cortesia, propaganda, divulgação habitual ou por ocasião de eventos ou 

datas comemorativas de caráter histórico ou cultural, desde que não ultrapassem o valor 

unitário de R$ 100,00 (cem reais); 

        II – cuja periodicidade de distribuição não seja inferior a 12 (doze) meses; e 

        III – que sejam de caráter geral e, portanto, não se destinem a agraciar exclusivamente 

uma determinada autoridade. 

        6. Se o valor do brinde ultrapassar a R$ 100,00 (cem reais), será ele tratado como 

presente, aplicando-se-lhe a norma prevista no item 3 acima. 
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        7. Havendo dúvida se o brinde tem valor comercial de até R$ 100,00 (cem reais), a 

autoridade determinará sua avaliação junto ao comércio , podendo ainda, se julgar 

conveniente, dar-lhe desde logo o tratamento de presente. 

        Divulgação e solução de dúvidas 

        8. A autoridade deverá transmitir a seus subordinados as normas constantes desta 

Resolução, de modo a que tenham ampla divulgação no ambiente de trabalho. 

        9. A incorporação de presentes ao patrimônio histórico cultural e artístico, assim como a 

sua doação a entidade de caráter assistencial ou filantrópico reconhecida como de utilidade 

pública, deverá constar da respectiva agenda de trabalho ou de registro específico da 

autoridade, para fins de eventual controle. 

        10. Dúvidas específicas a respeito da implementação das normas sobre presentes e 

brindes poderão ser submetidas à Comissão de Ética Pública, conforme o previsto no art. 19 

do Código de Conduta. 

Brasília, 23 de novembro de 2000. 

João Geraldo Piquet Carneiro 
Presidente da Comissão 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

ANEXO II: 

Decreto nº 4.081/2002 - Institui o Código de Conduta Ética dos Agentes 

Públicos em exercício na Presidência e Vice-Presidência da República. 

 

 

 

 

 

 

 

 



Presidência da República 

Casa Civil 
Subchefia para Assuntos Jurídicos 

DECRETO Nº 4.081, DE 11  DE JANEIRO DE 2002 

Texto compilado  

Institui o Código de Conduta Ética dos Agentes 

Públicos em exercício na Presidência e Vice-Presidência 

da República. 

O PRESIDENTE DA REPÚBLICA, no uso das atribuições que lhe confere o art. 84, incisos IV e VI, 

alínea "a", da Constituição, 

DECRETA: 

Art. 1
o
  Fica instituído o Código de Conduta Ética dos Agentes Públicos em exercício na Presidência e 

Vice-Presidência da República. 

Parágrafo único.  Para fins deste Código, entende-se por agente público todo aquele que, por força de lei, 

contrato ou de qualquer outro ato jurídico, preste serviços de natureza permanente, temporária, excepcional ou 

eventual, na Presidência e Vice-Presidência da República. 

Art. 2
o
  O Código de Conduta tem por objetivo: 

I - tornar claro que o exercício de atividade profissional na Presidência e Vice-Presidência da República 

constitui rara distinção ao agente público, o que pressupõe adesão a normas éticas específicas de conduta 

previstas neste Código; 

II - estabelecer as regras de conduta inerentes ao exercício de cargo, emprego ou função na Presidência e 

Vice-Presidência da República; 

III - preservar a imagem e a reputação do agente público, cuja conduta esteja de acordo com as normas 

estabelecidas neste Código; 

IV - evitar a ocorrência de situações que possam suscitar conflitos entre o interesse privado e as atribuições 

públicas do agente público; 

V - criar mecanismo de consulta, destinado a possibilitar o prévio e pronto esclarecimento de dúvidas 

quanto à correção ética de condutas específicas; 

VI - dar maior transparência às atividades da Presidência e Vice-Presidência da República. 

Art. 3
o
  Fica criada a Comissão de Ética dos Agente Públicos da Presidência e Vice-Presidência da 

República - CEPR, com o objetivo de implementar este Código. 

Parágrafo único.  A CEPR vincula-se tecnicamente à Comissão de Ética Pública criada pelo Decreto de 26 

de maio de 1999, e será composta por um representante de cada órgão a seguir indicado: 
I - Casa Civil, que a presidirá; 
II - Gabinete do Presidente da República; 
III - Vice-Presidência da República; 
IV - Gabinete de Segurança Institucional; 
V - Corregedoria-Geral da União; 
VI - Secretaria-Geral; 
VII - Secretaria de Estado de Comunicação de Governo; e 
VIII - Secretaria Especial de Desenvolvimento Urbano. 

http://legislacao.planalto.gov.br/legisla/legislacao.nsf/Viw_Identificacao/DEC%204.081-2002?OpenDocument
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I - Casa Civil, que a presidirá;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
II - Gabinete Pessoal do Presidente da República;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
III - Vice-Presidência da República;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
IV - Secretaria-Geral;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
V - Secretaria de Comunicação de Governo e Gestão Estratégica;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 

26.2.2003) 
VI - Gabinete de Segurança Institucional;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
VII - Controladoria-Geral da União;(Redação dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
VIII - Gabinete do Ministro de Estado Extraordinário de Segurança Alimentar e Combate à Fome;(Redação 

dada pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
IX - Secretaria Especial do Conselho de Desenvolvimento Econômico e Social;(Incluído pelo Decreto nº 

4.610, de 26.2.2003) 
X - Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres;(Incluído pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
XI - Secretaria Especial de Aqüicultura e Pesca; (Incluído pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
XII - Secretaria Especial dos Direitos Humanos;(Incluído pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
XIII - Assessoria Especial do Presidente da República;(Incluído pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
XIV - Secretaria de Imprensa e Divulgação da Presidência da República; e(Incluído pelo Decreto nº 4.610, 

de 26.2.2003) 
XV - Porta-Voz da Presidência da República.(Incluído pelo Decreto nº 4.610, de 26.2.2003) 
Parágrafo único.  A CEPR vincula-se tecnicamente à Comissão de Ética Pública, criada pelo Decreto de 26 

de maio de 1999, e será composta por um representante de cada um dos órgãos essenciais e integrantes da 

Presidência da República, de que trata o art. 1
o
 da Lei n

o
 10.683, de 28 de maio de 2003, inclusive os de 

assessoramento imediato ao Presidente da República, à exceção do Advogado-Geral da União e dos Conselhos, e 

por um representante da Vice-Presidência da República, cabendo ao representante da Casa Civil a presidência do 

colegiado. (Redação dada pelo Decreto nº 5.588, de 2005) 

Parágrafo único.  A CEPR vincula-se tecnicamente à Comissão de Ética Pública, criada pelo Decreto de 26 

de maio de 1999, e será composta por um representante de cada um dos órgãos essenciais e integrantes da 

Presidência da República, de que trata o art. 1
o
 da Lei n

o
 10.683, de 28 de maio de 2003, inclusive os de 

assessoramento imediato ao Presidente da República, à exceção do Advogado-Geral da União, dos Conselhos e 

da Controladoria-Geral da União, e por um representante da Vice-Presidência da República, cabendo ao 

representante da Casa Civil a presidência do colegiado. (Redação dada pelo Decreto nº 6.580, de 2008). 

Art. 4
o
  Para os fins do disposto neste Código, o agente público deverá: 

I - pautar-se pelos princípios da legalidade, impessoalidade, publicidade, eficiência, moralidade e 

probidade; 

II - manter clareza de posições e decoro, com vistas a motivar respeito e confiança do público em geral; 

III - exercer com zelo e dedicação a sua atividade e manter respeito à hierarquia, observando as normas 

regulamentares da Presidência e Vice-Presidência da República, bem assim dispensar atenção, presteza e 

urbanidade às pessoas em geral; 

IV - manter fora do local de trabalho conduta compatível com o exercício da atividade profissional na 

Presidência e Vice-Presidência da República; 

V - divulgar e manter arquivada, na forma que for estabelecida pela CEPR, a agenda de reuniões com 

pessoas físicas e jurídicas com as quais se relacione funcionalmente; e 

VI - manter registro sumário das matérias tratadas nas reuniões referidas no inciso V, que ficarão 

disponíveis para exame pela CEPR. 

Art. 5
o
  O agente público ocupante de cargo equivalente a DAS 3, ou superior, prestará à CEPR 

informações sobre sua situação patrimonial e de rendas que, real ou potencialmente, possa suscitar conflito com 

o interesse público, na forma por ela estabelecida. 
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Parágrafo único.  Ficam dispensados das exigências deste artigo, os agentes públicos que já prestaram tais 

informações à Comissão de Ética Pública. 

Art. 6
o
  É vedado ao agente público opinar publicamente: 

I - contra a honorabilidade e o desempenho funcional de outro agente público ou empregado público, 

independentemente da esfera de Poder ou de governo; e 

II - a respeito do mérito de questão que lhe será submetida para apreciação ou decisão individual ou em 

órgão colegiado. 

Art. 7
o
  O agente público não poderá valer-se do cargo ou da função para auferir benefícios ou tratamento 

diferenciado, para si ou para outrem, em repartição pública ou entidade particular, nem utilizar em proveito 

próprio ou de terceiro os meios técnicos e recursos financeiros que lhe tenham sido postos à disposição em razão 

do cargo. 

Art. 8
o
  Ficam vedados os atos de gestão de bens, cujo valor possa ser substancialmente afetado por 

informação governamental da qual o agente público tenha conhecimento privilegiado, inclusive investimentos de 

renda variável ou em commodities, contratos futuros e moedas para fim especulativo. 

Art. 9
o
  Será informada à CEPR, na forma que esta regulamentar, a participação acionária do agente 

público em empresa privada que mantenha qualquer tipo de relacionamento com órgão ou entidade da 

Administração Pública, de qualquer esfera de Poder ou governo. 

Art. 10.  É vedado ao agente público, na relação com parte interessada não pertencente à Administração 

Pública direta e indireta de qualquer dos Poderes da União, dos Estados, do Distrito Federal e dos Municípios, ou 

de organismo internacional de que o Brasil participe: 

I - prestar serviços ou aceitar proposta de trabalho, de natureza eventual ou permanente, ainda que fora de 

seu horário de expediente; 

II - receber presente, transporte, hospedagem, compensação ou quaisquer favores, assim como aceitar 

convites para almoços, jantares, festas e outros eventos sociais; 

III - prestar informações sobre matéria que: 

a) não seja da sua competência específica; 

b) constitua privilégio para quem solicita ou que se refira a interesse de terceiro. 

§ 1
o
  Não se consideram presentes, para os fins deste artigo, os brindes que: 

I - não tenham valor comercial; ou 

II - sejam distribuídos de forma generalizada por entidades de qualquer natureza a título de cortesia, 

propaganda, divulgação habitual ou por ocasião de eventos especiais ou datas comemorativas, desde que não 

ultrapassem o valor de R$ 100,00 (cem reais). 

§ 2
o
  Os presentes que, por qualquer razão, não possam ser recusados ou devolvidos sem ônus para o 

agente público, serão incorporados ao patrimônio da Presidência da República ou destinados a entidade de 

caráter cultural ou filantrópico, na forma regulada pela CEPR. 

Art. 11.  É permitida a participação em seminários, congressos e eventos semelhantes, promovidos por 

pessoa física ou jurídica, inclusive sindicato ou associação de classe, desde que estes não tenham interesse em 

decisão da esfera de competência do agente público e que sejam tornados públicos eventual remuneração e 

pagamento das despesas de viagem pelo promotor do evento. 



Art. 12.  As audiências com pessoas físicas ou jurídicas, não pertencentes à Administração Pública direta e 

indireta de qualquer dos Poderes da União, dos Estados, do Distrito Federal e dos Municípios ou de organismo 

internacional do qual o Brasil participe, interessada em decisão de alçada do agente público, serão: 

I - solicitadas formalmente pelo próprio interessado, com especificação do tema a ser tratado e a 

identificação dos participantes; 

II - objeto de registros específicos, que deverão ser mantidos para eventual consulta; 

III - acompanhadas de pelo menos um outro servidor público ou militar. 

Parágrafo único.  As solicitações de audiência por representantes serão admitidas na forma do regulamento 

próprio. (Revogado pelo Decreto nº 4.334, de 12.8.2002) 

Art. 13.  As propostas de trabalho ou de negócio futuro no setor privado serão imediatamente informadas 

pelo agente público à CEPR, independentemente da sua aceitação ou rejeição. 

Art. 14.  Após deixar o cargo, o agente público não poderá, pelo prazo de quatro meses: 

I - atuar em benefício ou em nome de pessoa física ou jurídica, inclusive sindicato ou associação de classe, 

em processo ou negócio do qual tenha participado em razão do cargo ou função que ocupava; 

II - prestar consultoria a pessoa física ou jurídica, inclusive sindicato ou associação de classe, valendo-se de 

informações não divulgadas publicamente a respeito de programas ou políticas governamentais. 

Art. 15.  A inobservância das normas estipuladas neste Código acarretará para o agente público, sem 

prejuízo de outras sanções legais, as seguintes conseqüências: 

I - censura ética, a ser aplicada pela CEPR; 

II - exoneração do cargo em comissão ou dispensa da função de confiança; 

III - restituição à empresa contratada para prestação de serviço. 

Parágrafo único.  Caso a CEPR tome conhecimento de que a conduta do agente público tenha configurado 

transgressão a norma legal específica, a matéria será por ela encaminhada à entidade ou ao órgão público com 

responsabilidade pela sua apuração, sem prejuízo do seu exame e deliberação. 

Art. 16.  O procedimento de apuração de prática de ato contrário ao disposto neste Código será instaurado 

pela CEPR, de ofício ou mediante representação, desde que os indícios sejam considerados suficientes. 

§ 1
o
  O agente público será oficiado pela CEPR para manifestar-se no prazo de cinco dias. 

§ 2
o
  O eventual representante, o próprio agente público ou a CEPR, de ofício, poderá produzir prova 

documental. 

§ 3
o
  A CEPR poderá promover as diligências que considerar necessárias, bem como solicitar parecer de 

especialista quando julgar imprescindível. 

§ 4
o
  Concluídas as diligências mencionadas no § 3

o
, a CEPR oficiará ao agente público para que se 

manifeste novamente, no prazo de cinco dias. 

§ 5
o
  Se a CEPR concluir pela procedência da denúncia, adotará as medidas necessárias para o 

cumprimento do disposto no art. 15, com comunicação ao agente público e ao seu superior hierárquico. 
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Art. 17.  O agente público poderá formular à CEPR, a qualquer tempo, consultas sobre a aplicação das 

normas deste Código às situações específicas relacionadas com sua conduta individual. 

§ 1
o
  As consultas deverão ser respondidas, de forma conclusiva, no prazo máximo de até dez dias. 

§ 2
o
  Em caso de discordância com a resposta, ao agente público é assegurado o direito de pedido de 

reconsideração à CEPR. 

§ 3
o
  O cumprimento da orientação dada pela CEPR exonera o agente público de eventual censura ética em 

relação à matéria objeto da consulta, não o eximindo de responsabilidade pelo descumprimento de dispositivo 

legal. 

Art. 18.  A CEPR poderá fazer recomendações ou sugerir normas complementares, interpretativas e 

orientadoras das disposições deste Código, ouvida a Comissão de Ética Pública. 

Art. 19.  Aplicam-se subsidiariamente a este Código as normas do Código de Ética Profissional do Servidor 

Público Civil do Poder Executivo Federal e do Código de Conduta da Alta Administração Federal. 

Art. 20.  Este Decreto entra em vigor na data de sua publicação. 

Brasília, 11 de janeiro de 2002; 181
o
 da Independência e 114

o
 da República. 

FERNANDO HENRIQUE CARDOSO 

Pedro Parente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

ANEXO III: 

Decreto nº 6.029/2007 – Institui Sistema de Gestão da Ética do Poder 

Executivo Federal. 

 

 

 

 

 

 

 



Presidência da República 

Casa Civil 
Subchefia para Assuntos Jurídicos 

DECRETO Nº 6.029, DE 1º DE FEVEREIRO DE 2007. 

Vide Resolução nº 10, de 29 de setembro de 

2008 

Institui Sistema de Gestão da Ética do Poder Executivo 

Federal, e dá outras providências. 

O PRESIDENTE DA REPÚBLICA, no uso da atribuição que lhe confere o art. 84, inciso VI, alínea “a”, 

da Constituição,  

DECRETA:  

Art. 1
o
  Fica instituído o Sistema de Gestão da Ética do Poder Executivo Federal com a finalidade de 

promover atividades que dispõem sobre a conduta ética no âmbito do Executivo Federal, competindo-lhe:  

I - integrar os órgãos, programas e ações relacionadas com a ética pública; 

II - contribuir para a implementação de políticas públicas tendo a transparência e o acesso à informação 

como instrumentos fundamentais para o exercício de gestão da ética pública; 

III - promover, com apoio dos segmentos pertinentes, a compatibilização e interação de normas, procedimentos 

técnicos e de gestão relativos à ética pública; 

IV - articular ações com vistas a estabelecer e efetivar procedimentos de incentivo e incremento ao 

desempenho institucional na gestão da ética pública do Estado brasileiro.  

Art. 2
o
  Integram o Sistema de Gestão da Ética do Poder Executivo Federal: 

I - a Comissão de Ética Pública - CEP, instituída pelo Decreto de 26 de maio de 1999; 

II - as Comissões de Ética de que trata o Decreto n
o
 1.171, de 22 de junho de 1994; e 

III - as demais Comissões de Ética e equivalentes nas entidades e órgãos do Poder Executivo Federal.  

Art. 3
o
  A CEP será integrada por sete brasileiros que preencham os requisitos de idoneidade moral, 

reputação ilibada e notória experiência em administração pública, designados pelo Presidente da República, para 

mandatos de três anos, não coincidentes, permitida uma única recondução.  

§ 1
o
  A atuação no âmbito da CEP não enseja qualquer remuneração para seus membros e os trabalhos nela 

desenvolvidos são considerados prestação de relevante serviço público.  

§ 2
o
  O Presidente terá o voto de qualidade nas deliberações da Comissão.  

§ 3
o
  Os mandatos dos primeiros membros serão de um, dois e três anos, estabelecidos no decreto de 

designação. 

Art. 4
o
  À CEP compete: 
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I - atuar como instância consultiva do Presidente da República e Ministros de Estado em matéria de ética 

pública; 

II - administrar a aplicação do Código de Conduta da Alta Administração Federal, devendo: 

a) submeter ao Presidente da República medidas para seu  aprimoramento; 

b) dirimir dúvidas a respeito de interpretação de suas normas, deliberando sobre casos omissos; 

c) apurar, mediante denúncia, ou de ofício, condutas em desacordo com as normas nele previstas, quando 

praticadas pelas autoridades a ele submetidas; 

III - dirimir dúvidas de interpretação sobre as normas do Código de Ética Profissional do Servidor Público 

Civil do Poder Executivo Federal de que trata o Decreto no 1.171, de 1994; 

IV - coordenar, avaliar e supervisionar o Sistema de Gestão da Ética Pública do Poder Executivo Federal; 

V - aprovar o seu regimento interno; e 

VI - escolher o seu Presidente.  

Parágrafo único.  A CEP contará com uma Secretaria-Executiva, vinculada à Casa Civil da Presidência da 

República, à qual competirá prestar o apoio técnico e administrativo aos trabalhos da Comissão.  

Art. 5o  Cada Comissão de Ética de que trata o Decreto no 1171, de 1994, será integrada por três membros titulares 

e três suplentes, escolhidos entre servidores e empregados do seu quadro permanente, e designados pelo dirigente 

máximo da respectiva entidade ou órgão, para mandatos não coincidentes de três anos.  

Art. 6
o
  É dever do titular de entidade ou órgão da Administração Pública Federal, direta e indireta: 

I - assegurar as condições de trabalho para que as Comissões de Ética cumpram suas funções, inclusive para que 

do exercício das atribuições de seus integrantes não lhes resulte qualquer prejuízo ou dano;   

II - conduzir em seu âmbito a avaliação da gestão da ética conforme processo coordenado pela Comissão 

de Ética Pública.  

Art. 7
o
  Compete às Comissões de Ética de que tratam os incisos II e III do art. 2

o
: 

I - atuar como instância consultiva de dirigentes e servidores no âmbito de seu respectivo órgão ou 

entidade; 

II - aplicar o Código de Ética Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal, aprovado 

pelo Decreto 1.171, de 1994, devendo: 

a) submeter à Comissão de Ética Pública propostas para seu aperfeiçoamento; 

b) dirimir dúvidas a respeito da interpretação de suas normas e deliberar sobre casos omissos; 

c) apurar, mediante denúncia ou de ofício, conduta em desacordo com as normas éticas pertinentes; e 
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d) recomendar, acompanhar e avaliar, no âmbito do órgão ou entidade a que estiver vinculada, o 

desenvolvimento de ações objetivando a disseminação, capacitação e treinamento sobre as normas de ética e 

disciplina; 

III - representar a respectiva entidade ou órgão na Rede de Ética do Poder Executivo Federal a que se 

refere o art. 9
o
; e 

IV - supervisionar a observância do Código de Conduta da Alta Administração Federal e comunicar à CEP 

situações que possam configurar descumprimento de suas normas.  

§ 1
o
  Cada Comissão de Ética contará com uma Secretaria-Executiva, vinculada administrativamente à 

instância máxima da entidade ou órgão, para cumprir plano de trabalho por ela aprovado e prover o apoio técnico 

e material necessário ao cumprimento das suas atribuições.  

§ 2
o
  As Secretarias-Executivas das Comissões de Ética serão chefiadas por servidor ou empregado do 

quadro permanente da entidade ou órgão, ocupante de cargo de direção compatível com sua estrutura, alocado 

sem aumento de despesas.  

Art. 8
o
  Compete às instâncias superiores dos órgãos e entidades do Poder Executivo Federal, abrangendo a 

administração direta e indireta: 

I - observar e fazer observar as normas de ética e disciplina; 

II - constituir Comissão de Ética; 

III - garantir os recursos humanos, materiais e financeiros para que a Comissão cumpra com suas 

atribuições; e 

IV - atender com prioridade às solicitações da CEP.  

Art. 9
o
  Fica constituída a Rede de Ética do Poder Executivo Federal, integrada pelos representantes das 

Comissões de Ética de que tratam os incisos I, II e III do art. 2
o
, com o objetivo de promover a cooperação 

técnica e a avaliação em gestão da ética.  

Parágrafo único.  Os integrantes da Rede de Ética se reunirão sob a coordenação da Comissão de Ética 

Pública, pelo menos uma vez por ano, em fórum específico, para avaliar o programa e as ações para a promoção 

da ética na administração pública.  

Art. 10.  Os trabalhos da CEP e das demais Comissões de Ética devem ser desenvolvidos com celeridade e 

observância dos seguintes princípios: 

I - proteção à honra e à imagem da pessoa investigada; 

II - proteção à identidade do denunciante, que deverá ser mantida sob reserva, se este assim o desejar; e 

III - independência e imparcialidade dos seus membros na apuração dos fatos, com as garantias 

asseguradas neste Decreto.  

Art. 11.  Qualquer cidadão, agente público, pessoa jurídica de direito privado, associação ou entidade de 

classe poderá provocar a atuação da CEP ou de Comissão de Ética, visando à apuração de infração ética 

imputada a agente público, órgão ou setor específico de ente estatal.  



Parágrafo único.  Entende-se por agente público, para os fins deste Decreto, todo aquele que, por força de 

lei, contrato ou qualquer ato jurídico, preste serviços de natureza permanente, temporária, excepcional ou 

eventual, ainda que sem retribuição financeira, a órgão ou entidade da administração pública federal, direta e 

indireta.  

Art. 12.  O processo de apuração de prática de ato em desrespeito ao preceituado no Código de Conduta da 

Alta Administração Federal e no Código de Ética Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo 

Federal será instaurado, de ofício ou em razão de denúncia fundamentada, respeitando-se, sempre, as garantias 

do contraditório e da ampla defesa, pela Comissão de Ética Pública ou Comissões de Ética de que tratam o 

incisos II e III do art. 2º, conforme o caso, que notificará o investigado para manifestar-se, por escrito, no prazo 

de dez dias.  

§ 1
o
  O investigado poderá produzir prova documental necessária à sua defesa.  

§ 2
o
  As Comissões de Ética poderão requisitar os documentos que entenderem necessários à instrução 

probatória e, também, promover diligências e solicitar parecer de especialista.  

§ 3
o
  Na hipótese de serem juntados aos autos da investigação, após a manifestação referida no caput deste 

artigo, novos elementos de prova, o investigado será notificado para nova manifestação, no prazo de dez dias.  

§ 4
o
  Concluída a instrução processual, as Comissões de Ética proferirão decisão conclusiva e 

fundamentada.  

§ 5
o
  Se a conclusão for pela existência de falta ética, além das providências previstas no Código de Conduta da 

Alta Administração Federal e no Código de Ética Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal,  

as Comissões de Ética tomarão as seguintes providências, no que couber: 

I - encaminhamento de sugestão de exoneração de cargo ou função de confiança à autoridade 

hierarquicamente superior ou devolução ao órgão de origem, conforme o caso; 

II -- encaminhamento, conforme o caso, para a Controladoria-Geral da União ou unidade específica do 

Sistema de Correição do Poder Executivo Federal de que trata o Decreto n o 5.480, de 30 de junho de 2005, para 

exame de eventuais transgressões disciplinares; e 

III - recomendação de abertura de procedimento administrativo, se a gravidade da conduta assim o exigir.  

Art. 13.  Será mantido com a chancela de “reservado”, até que esteja concluído, qualquer procedimento 

instaurado para apuração de prática em desrespeito às normas éticas.  

§ 1
o
  Concluída a investigação e após a deliberação da CEP ou da Comissão de Ética do órgão ou entidade, 

os autos do procedimento deixarão de ser reservados.  

§ 2
o
  Na hipótese de os autos estarem instruídos com documento acobertado por sigilo legal, o acesso a esse 

tipo de documento somente será permitido a quem detiver igual direito perante o órgão ou entidade 

originariamente encarregado da sua guarda.  

§ 3
o
  Para resguardar o sigilo de documentos que assim devam ser mantidos, as Comissões de Ética, depois 

de concluído o processo de investigação, providenciarão para que tais documentos sejam desentranhados dos 

autos, lacrados e acautelados.  

Art. 14.  A qualquer pessoa que esteja sendo investigada é assegurado o direito de saber o que lhe está sendo 

imputado, de conhecer o teor da acusação e de ter vista dos autos, no recinto das Comissões de Ética, mesmo que 

ainda não tenha sido notificada da existência do procedimento investigatório.  
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Parágrafo único.  O direito assegurado neste artigo inclui o de obter cópia dos autos e de certidão do seu 

teor.  

Art. 15.  Todo ato de posse, investidura em função pública ou celebração de contrato de trabalho, dos 

agentes públicos referidos no parágrafo único do art. 11, deverá ser acompanhado da prestação de compromisso 

solene de acatamento e observância das regras estabelecidas pelo Código de Conduta da Alta Administração 

Federal, pelo Código de Ética Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal e pelo Código 

de Ética do órgão ou entidade, conforme o caso.  

Parágrafo único . A posse em cargo ou função pública que submeta a autoridade às normas do Código de 

Conduta da Alta Administração Federal deve ser precedida de consulta da autoridade à Comissão de Ética 

Pública acerca de situação que possa suscitar conflito de interesses.  

Art. 16.  As Comissões de Ética não poderão escusar-se de proferir decisão sobre matéria de sua 

competência alegando omissão do Código de Conduta da Alta Administração Federal, do Código de Ética 

Profissional do Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal ou do Código de Ética do órgão ou entidade, 

que, se existente, será suprida pela analogia e invocação aos princípios da legalidade, impessoalidade, 

moralidade, publicidade e eficiência.  

§ 1
o
  Havendo dúvida quanto à legalidade, a Comissão de Ética competente deverá  ouvir previamente a 

área jurídica do órgão ou entidade. 

§ 2
o
  Cumpre à CEP responder a consultas sobre aspectos éticos que lhe forem dirigidas pelas demais 

Comissões de Ética e pelos órgãos e entidades que integram o Executivo Federal, bem como pelos cidadãos e 

servidores que venham a ser indicados para ocupar cargo ou função abrangida pelo Código de Conduta da Alta 

Administração Federal.  

Art. 17.  As Comissões de Ética, sempre que constatarem a possível ocorrência de ilícitos penais, civis, de 

improbidade administrativa ou de infração disciplinar, encaminharão cópia dos autos às autoridades competentes 

para apuração de tais fatos, sem prejuízo das medidas de sua competência.  

Art. 18.  As decisões das Comissões de Ética, na análise de qualquer fato ou ato submetido à sua 

apreciação ou por ela levantado, serão resumidas em ementa e, com a omissão dos nomes dos investigados, 

divulgadas no sítio do próprio órgão, bem como remetidas à Comissão de Ética Pública.  

Art. 19.  Os trabalhos nas Comissões  de Ética de que tratam os incisos II e III do art. 2
o
 são considerados 

relevantes e têm prioridade sobre as atribuições próprias dos cargos dos seus membros, quando estes não 

atuarem com exclusividade na Comissão.  

Art. 20.  Os órgãos e entidades da Administração Pública Federal darão tratamento prioritário às 

solicitações de documentos necessários à instrução dos procedimentos de investigação instaurados pelas 

Comissões de Ética .  

§ 1
o
  Na hipótese de haver inobservância do dever funcional previsto no caput, a Comissão de Ética 

adotará as providências previstas no inciso III do § 5
o
 do art. 12.   

§ 2
o
  As autoridades competentes não poderão alegar sigilo para deixar de prestar informação solicitada 

pelas Comissões de Ética.  

Art. 21.  A infração de natureza ética cometida por membro de Comissão de Ética de que tratam os incisos 

II e III do art. 2
o
 será apurada pela Comissão de Ética Pública.   

Art. 22.  A Comissão de Ética Pública manterá banco de dados de sanções aplicadas pelas Comissões de 

Ética de que tratam os incisos II e III do art. 2
o
 e de suas próprias sanções, para fins de consulta pelos órgãos ou 



entidades da administração pública federal, em casos de nomeação para cargo em comissão ou de alta relevância 

pública.  

Parágrafo único.  O banco de dados referido neste artigo engloba as sanções aplicadas a qualquer dos 

agentes públicos mencionados no parágrafo único do art. 11 deste Decreto.  

Art. 23.  Os representantes das Comissões de Ética de que tratam os incisos II e III do art. 2
o
 atuarão como 

elementos de ligação com a CEP, que disporá em Resolução própria sobre as atividades que deverão desenvolver 

para o cumprimento desse mister.  

Art. 24.  As normas do Código de Conduta da Alta Administração Federal, do Código de Ética Profissional 

do Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal e do Código de Ética do órgão ou entidade aplicam-se, no 

que couber, às autoridades e agentes públicos neles referidos, mesmo quando em gozo de licença.  

Art. 25.  Ficam revogados os incisos XVII, XIX, XX, XXI, XXIII e XXV do Código de Ética Profissional do 

Servidor Público Civil do Poder Executivo Federal, aprovado pelo Decreto n
o
 1.171, de 22 de junho de 1994, os arts. 

2
o
 e 3

o
 do Decreto de 26 de maio de 1999, que cria a Comissão de Ética Pública, e os Decretos de 30 de agosto de 

2000 e de 18 de maio de 2001, que dispõem sobre a Comissão de Ética Pública.  

Art. 26.  Este Decreto entra em vigor na data da sua publicação.  

Brasília, 1º de fevereiro de 2007; 186
o
 da Independência e 119

o
 da República.  

LUIZ INÁCIO LULA DA SILVA 

Dilma Rousseff 
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ANEXO IV: 

Declaração Confidencial de Informações – Apresentada pelas 

autoridades abrangidas pelo Código de Conduta da Alta Administração Federal 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 



 



 



 



 



 

 


